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 RESUMEN
El objetivo del presente trabajo es analizar las posibilidades que el sistema jurisdiccional de
la Unión Europea ofrece a los ciudadanos para reclamar el cumplimiento del Derecho del
medio ambiente, cuando consideran que se ha producido una violación del mismo por parte
de la Administración. El estudio se centra en las propias instituciones de la Unión, tanto en 
lo que se refiere a los actos objeto de recurso, como a las instancias de revisión.
La manera en que se ha desarrollado la integración europea afecta profundamente a las
posibilidades de recurso ante los tribunales de la Unión. Por un lado, la aplicación 
descentralizada del Derecho de la Unión por parte de los Estados miembros y el control de
dicha aplicación por parte de los Tribunales nacionales ha provocado que, en la mayoría de
los casos, no fuese necesario establecer un régimen amplio de acceso a los recursos ante el
Tribunal de Justicia de la UE. Por otro lado, algunas instituciones y procedimientos de la
Unión aún no están completamente adaptados a una organización que ha asumido gran 
cantidad de competencias en ámbitos cada vez más alejados de lo económico y, lo que es
más importante, que empieza a asumir la necesidad de aplicar por sí misma algunos
sectores del ordenamiento. Este último fenómeno es especialmente intenso en el campo del
medio ambiente.
Los problemas surgen cuando los ciudadanos que desean solicitar la revisión de los actos de
la Administración europea se encuentran sin posibilidades de recurso, tanto en vía
administrativa, como judicial. La regulación de los recursos judiciales ante el Tribunal de
Justicia impide que los administrados sin un interés directo puedan recurrir actos
administrativos y si dichos actos no han originado ningún acto interno en sus Estados, 
tampoco podrán recurrir a los Tribunales nacionales. 
La causa de esta situación radica en lo difícil de demostrar un daño directo cuando se ha
producido una violación del Derecho del medio ambiente, pues este sector protege intereses
difusos y bienes comunes y, en consecuencia, es muy difícil individualizar los efectos de su 
incumplimiento. Sin embargo, esto no resta importancia, antes al contrario, a los graves
efectos deletéreos para el medio ambiente y para la sociedad provocados por las violaciones
13 
     
       
 
          
          
           
   
           
         
 
       
 
          
        
 
       
           
       
         
         
        
          
 
        
        
           
       
            
del Derecho ambiental. Como consecuencia de lo anterior, cobran importancia las 
organizaciones defensoras del medio ambiente, que permiten una defensa mucho más
efectiva de los intereses colectivos de carácter difuso.
En este contexto, la Unión pasó a forma parte del Convenio sobre el acceso a la
información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia
en materia de medio ambiente de la Comisión Económica de las Naciones Unidas para
Europa, más conocido como Convenio de Aarhus. Dicho Convenio establece en su art. 9.3 
la obligación de las partes de establecer sistemas que permitan a los miembros del público 
el acceso a procedimientos administrativos o judiciales para impugnar decisiones y actos de
autoridades y particulares contrarios al Derecho del medio ambiente.
Para cumplir con las obligaciones emanadas del Convenio, la Unión aprobó el Reglamento 
1367/2006, también conocido como Reglamento Aarhus. Dicho Reglamento establecía un 
recurso administrativo ad hoc para la revisión de los actos de las instituciones europeas
contrarios al Derecho del medio ambiente, así como un recurso judicial para la revisión de
dicho procedimiento.
Sin embargo, la manera en que fue regulado dicho procedimiento, de una forma mucho 
menos ambiciosa que la intención inicial de la Comisión, provocó que los efectos reales del 
mismo hayan sido insuficientes, principalmente debido a la forma restrictiva en la que
regula el objeto del procedimiento, que define los actos administrativos como aquellos con 
alcance individual, dejando fuera la mayoría de los actos que se han intentado impugnar 
hasta la fecha. Esta definición, además, es contraria a lo establecido en el Convenio de
Aarhus, que únicamente permite excluir de los procedimientos a los actos legislativos y 
judiciales.
Para estudiar la situación actual, se han analizado por orden descendente los tres niveles del
sistema de fuentes del Derecho de la Unión. Comenzando por el Derecho originario, con el
análisis del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva en la Carta de Derechos
Fundamentales de la Unión y en el Tratado Europeo de Derechos Humanos, incluyendo la
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y del Tribunal de Justicia de la
14 
             
        
      
         
 
       
          
        
        
 
     
     
           
      
        
       
 
           
         
        
             
         
        
       
     
         
         
          
UE en la materia. A continuación, se analiza el régimen de recursos ante el Tribunal de
Justicia y en especial, un aspecto central en el acceso a la justicia ambiental: la legitimación 
activa. En efecto, de la regulación de esta materia dependerán, por un lado, las
posibilidades de recurso de los administrados y, por otro lado, la capacidad de los tribunales
para controlar el cumplimiento por parte de la Administración de la legislación ambiental.
Posteriormente, siguiendo la jerarquía normativa en el Derecho de la Unión, se analizan en 
profundidad las disposiciones en materia de acceso a la justicia del Convenio de Aarhus, así
como el proceso negociador que llevó a la redacción de dichas disposiciones. El objeto de
dicho análisis es explicitar cuáles son las obligaciones emanadas del Convenio en materia
de acceso a la justicia ambiental.
Por último, se analiza en profundidad el Reglamento Aarhus, el proceso legislativo que
llevó a su aprobación y el procedimiento administrativo creado por esta norma, que permite
a las ONG ambientales que reúnen ciertos requisitos solicitar la revisión de actos que
consideran contrarios al Derecho del medio ambiente. Se analizan también las resoluciones
de la Comisión en la materia, así como la jurisprudencia derivada tanto del procedimiento 
de revisión administrativa como de la posible incompatibilidad del Reglamento con el
Convenio de Aarhus.
El análisis anterior permite llegar a la conclusión de que la Unión no ofrece vías suficientes
para asegurar que los administrados puedan solicitar la revisión de los actos administrativos
que consideran contrarios al Derecho del medio ambiente. Esto provoca una laguna en el
control de la actividad administrativa de la Unión en aquellos casos en los que se aplica el
Derecho del medio ambiente mediante actos que no son de alcance individual, pero para los
que no se ha seguido un procedimiento legislativo tal y como se define en el Tratado de
Funcionamiento de la UE. Esta última afirmación supone, además, que la Unión no está
cumpliendo con las obligaciones emanadas del Convenio de Aarhus, cuyo artículo 9.3 
exige que puedan ser revisadas las acciones y omisiones de las autoridades públicas, 
excluyendo únicamente a los órganos legislativos o judiciales. Dado que tras las reformas
operadas por el Tratado de Lisboa, el art. 289 del Tratado de Funcionamiento de la UE ha
15 
         
 
      
        
         
        
          
        
definido de un modo claro qué se considera un acto legislativo, el resto de actos (delegados
o de aplicación) deberían ser revisables para cumplir con las disposiciones del Convenio. 
La situación, en consecuencia, podría remediarse mediante una modificación del
Reglamento Aarhus, que adaptase el concepto de acto administrativo al sistema de fuentes
actual de la Unión, excluyendo del mismo únicamente a los actos legislativos, tal y como 
los define el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Operando este cambio, se
ampliarían las posibilidades de recurso de los ciudadanos y las de control del Tribunal, 
permitiendo que la Unión cumpliera con las obligaciones emanadas del Convenio de
Aarhus. 
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 ABSTRACT
The aim of this thesis is to analyse the possibilities offered by the European Union’s legal
system to its citizens in order to demand compliance with Environmental Law, when they
consider that it has been violated by the Administration. The study focuses on the Union’s
institutions regarding both the acts against which actions may be brought, and the review
Courts before which they may do it.
The way in which European integration took place deeply impacts the possibility to appeal
before the courts of the Union. On the one hand, the decentralised application of the Law of
the Union by the Member States and the control of said application by National Courts has, 
in most cases, made it unnecessary to establish a large access regime to appeals before the
EU’s Court of Justice. On the other hand, some of the Union’s institutions and procedures
are not yet completely adapted to an organisation that has taken on a long list of
competencies in fields that are increasingly separated from the financial sphere and, what is
more important, that starts to see the need to apply, of its own accord, some sectors of the
legal system. This last phenomenon is especially intense in the field of the Environmental 
Law.
Problems arise when the citizens who wish to ask for the revision of the European
Administration’s acts find themselves with no possibility to appeal, in the administrative as
well as in the judicial tracks. The regulation of judicial appeals before the Court of Justice
prevents the citizens without a direct interest in the matter to appeal against administrative
acts and if said acts have not resulted in internal acts in their Member States, they will not
be able to have recourse to their National Courts.  
The cause for this situation is the difficulty to prove a direct harm when a violation of
Environmental Law has occurred, since this sector protects diffuse interests and common
goods making it very hard to individualise the effects of the infringement. Nonetheless, this
does not lessen, but rather increases the importance of the serious deleterious effects against
the environment and society caused by violations of Environmental Law. As a
          
 
           
         
         
             
          
 
          
          
              
     
             
           
             
             
            
  
               
             
          
         
               
               
           
           
           
 
consequence, environmental organisations become pivotal since they allow for a more
efficient defence of collective interests of diffuse character.
In this context, the Union became party of the Convention on Access to Information, Public
Participation in Decision-Making and Access to Justice in Environmental Matters of the
Economic Commission of the United Nations for Europe, known as Aarhus Convention.
Said Convention establishes in its Art. 9.3 that the parties shall set up systems that allow
members of the public to access administrative or judicial procedures to challenge decisions
and acts by authorities and individuals that are against Environmental Law.
In order to abide by the obligations established in the Convention, the Union passed 
Regulation 1367/2006, also known as Aarhus Regulation. Said Regulation establishes an ad 
hoc administrative appeal for the revision of acts of the European Institutions in breach of
Environmental Law, as well as a judicial appeal for the revision of said proceedings.
Nevertheless, the way in which said proceedings were designed, a much less ambitious one
than the Commission’s initial intention, had as a result insufficient real effects, mainly due
to the restrictive way in which it regulates the subject of the proceeding, defining
administrative acts as those with individual scope thus excluding most acts that have been
challenged to date. Furthermore, this definition is contrary to the Aarhus Convention which 
only permits to exclude from the proceedings legislative and judicial acts.
In order to study the current situation, the three levels of sources of the Union’s Law have
been analysed in descending order. Starting from Primary Law, analysing the right to
effective judicial protection as established in the Charter of Fundamental Rights of the
Union and the European Treaty on Human Rights, including case law on the matter from
the European Court of Human Rights and the Court of Justice of the EU. Then comes the
analysis of the Court of Justice’s system of appeals and in particular, a central aspect of the
access to environmental justice: standing. In fact, of the regulation of this matter will
depend, on the one hand, the possibilities to appeal by the citizens and on the other hand, 
the capacity of courts to control the compliance by the Administration with environmental 
law.
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Later on, following the normative hierarchy of the Union, the provisions on access to
justice as established by the Aarhus Convention will be analysed in depth as well as the
negotiation process that led to the drafting of said provisions. The purpose of the
aforementioned analysis is to signify what are the obligations stemming from the
Convention on access to environmental justice.
Lastly an in-depth analysis is made of the Aarhus Regulation, the legislative process that
led to its approval and the administrative procedure created by this norm which allows
environmental NGO’s that fulfil certain criteria to seek the review of acts considered to be
in breach of Environmental Law. The Commission’s resolutions on this matter will be
analysed, as well as the case law deriving either from the administrative review procedure
or from the potential incompatibility between the Regulation and the Aarhus Convention.
The aforementioned analysis allows to draw the conclusion that the Union does not offer 
enough alternatives to ensure that the citizens may ask for the revision of administrative
acts that they consider to be in breach of Environmental Law. This causes a weakness in the
control of the Union’s administrative activity in cases where Environmental Law is applied
through acts that are not of individual scope, but for which a legislative procedure has not
been respected as established by the Treaty on the Functioning of the EU. This last
statement implies as well that the Union is not fulfilling its obligations stemming from the
Aarhus Convention which in Article 9.3 requires that Public Authorities’ actions and
omissions, except those of judicial or legislative bodies, be reviewable. Considering that
after the reforms introduced by the Lisbon Treaty, Art. 289 of the Treaty on the
Functioning of the EU has clearly defined what is considered a legislative act, all other acts
(delegated acts and implementing acts) should be open to appeal in order to abide by the
provisions of the Convention.
The situation could consequently be remedied by modifying the Aarhus Regulation so that
the concept of administrative act is adapted to the current system of sources of law in the
Union, only excluding legislative acts, as defined by the Treaty on the Functioning of the
European Union. By applying this change, the possibilities for appeal by the citizens and 
19 
              
   
those for the control of the Court would be enlarged thus making it possible for the Union 
to fulfil its obligation according to the Aarhus Convention.
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 Introducción
El esfuerzo por crear un marco jurídico consistente para la protección del medio ambiente
ha sido una constante que ha acompañado al proceso de integración europeo desde los años
70. Ya con la Directiva Aves1, la entonces Comunidad Económica Europea empezó a
legislar en la materia, primero de forma sectorial y fragmentada, después de un modo 
integral y ordenado.
Ese esfuerzo se ha materializado en una serie de políticas, traducidas en principios y 
normas, que, a través de su aplicación por los Estados miembros y por las propias
instituciones de la Unión, han creado uno de los sistemas de Derecho del medio ambiente
más avanzados y modernos del mundo.
No en vano, los problemas medioambientales no conocen de fronteras y parecen por tanto 
uno de los sectores en los que, en virtud del principio de subsidiariedad, más justificada
está la intervención de la Unión. Es perfectamente lógico, en consecuencia, que la mayor 
parte de las normas de Derecho ambiental, tanto a escala de la Unión como en los Estados
miembros, tengan su origen en las instituciones europeas y formen uno de los sectores más
importantes del Derecho de la Unión.
Esta realidad supone nuevos desafíos para las instituciones de la UE. El medio ambiente es
uno de los ámbitos en los que más claramente se pone de manifiesto el carácter 
supranacional de la Unión, su actuación como una verdadera administración pública, que
necesita de normas, instituciones y procedimientos propios que garanticen la correcta
aplicación de las normas emanadas del poder legislativo, el respeto de los derechos del
administrado y el control de la actividad de la Administración. 
Ya desde sus inicios como organización de integración económica, la entonces CEE optó 
por un sistema de aplicación descentralizada de las políticas comunitarias, confiando en los
1 Directiva 79/409/CEE del Consejo, de 2 de abril de 1979, relativa a la conservación de las aves silvestres.
DO L 103, 24 de abril de 1979, p. 1.
            
 
            
        
           
          
          
         
 
      
       
        
        
           
     
       
       
          
       
           
       
 
          
           
         
     
       
                                                
                   
           
Estados miembros la ejecución de la mayor parte de la normativa y en los Tribunales
nacionales el control de dicha aplicación. 
Es innegable que este sistema descentralizado ha servido bien a los propósitos de la actual
UE en la mayoría de los casos, pero, como pretende mostrar en este trabajo, presenta
deficiencias a la hora de controlar la actuación administrativa en aquellos casos en los que
son las propias instituciones de la Unión, en especial la Comisión, las encargadas de aplicar 
directamente las normas y políticas de la UE, sin intervención de los Estados miembros y, 
por tanto, dejando de lado la posibilidad de que sean los tribunales nacionales los que
controlen la aplicación de las políticas de la Unión.
En el ámbito del Derecho del medio ambiente, esta situación presenta algunas
peculiaridades. En primer lugar, como se acaba de señalar, el carácter supranacional de la
Unión se pone de manifiesto con especial intensidad en las políticas ambientales y la Unión 
ha optado, en este ámbito, por asumir la aplicación directa de la normativa en muchos
casos. En segundo lugar, las posibilidades de acceso a los Tribunales para el control de la
actividad de la Administración europea, están reguladas en este ámbito, no únicamente por 
el Derecho interno de la UE, sino también por el Derecho internacional, a través del
conocido como Convenio de Aarhus2, que regula, entre otros aspectos, el acceso a la
justicia en materia de medio ambiente y establece la obligación de las partes en el
Convenio, entre ellas la propia UE, de contemplar en su régimen de recursos
administrativos y judiciales la posibilidad de los ciudadanos de solicitar la revisión de la
actuación administrativa, con el objeto de determinar si dicha actuación es o no contraria a
las normas del Derecho del medio ambiente.
En este punto, el problema surge porque, más allá de los casos, graves y habituales, en los
que las violaciones de las normas destinadas a la protección del medio ambiente provocan 
un daño concreto en los intereses o derechos de una persona, los efectos de las
transgresiones del Derecho ambiental son difícilmente individualizables y pueden 
producirse a muy largo plazo. Por ello, deben analizarse las posibilidades de acceso a la
2 Convenio sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso
a la justicia en materia de medio ambiente, hecho en Aarhus (Dinamarca), el 25 de junio de 1998.
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justicia en materia de medio ambiente que ofrece el ordenamiento jurídico de la Unión, 
pero dicho análisis se centra en aquellos casos en los que una posible violación del Derecho 
de la Unión en materia de medio ambiente por parte de las instituciones de la UE no ha
provocado un daño concreto a la persona recurrente. Estas posibilidades de recurso han de
observarse desde el punto de vista de dos derechos individuales: el derecho a la tutela
jurisdiccional efectiva y el derecho a una buena administración. Pero el estudio del tema ha
de abordarse también desde la óptica del correcto funcionamiento del Estado de Derecho y 
el necesario control de la actuación de la Administración por parte del poder judicial.
Para realizar el análisis, el trabajo se ha dividido en tres bloques, siguiendo el sistema de
fuentes del Derecho de la Unión. Así, el primer bloque trata del acceso a la justicia
ambiental que recoge el Derecho originario, con el análisis de la Carta de Derechos
Fundamentales de la Unión Europea y las disposiciones en materia de recursos ante el
Tribunal de Justicia que contiene el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. A 
través de dicho análisis se pretende mostrar como la interpretación que se viene dando al
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y el régimen de recursos ante el Tribunal no es
adecuada para el control de la actividad administrativa en aquellos casos en los que la
Administración europea se encarga directamente de la aplicación del Derecho del medio 
ambiente.
Posteriormente se analiza el papel que el Derecho internacional y, en concreto, el ya
mencionado Convenio de Aarhus, del que la Unión Europea es parte desde sus inicios y que
se elaboró el marco de la Comisión Económica de las Naciones Unidas para Europa. 
Comienza el estudio con un análisis del proceso de negociación del Convenio, en el que el
tratamiento del acceso a la justicia ante violaciones del Derecho ambiental fue uno de los
puntos más polémicos, pues despertaba recelos en muchos de los Estados participantes. 
Además, debido a que muchos ellos eran también miembros de la Unión, estos recelos se 
trasladaron también al proceso por el que la Unión manifestó su consentimiento en 
obligarse por el Convenio y, posteriormente, a la elaboración de las normas de Derecho 
derivado que aplican las disposiciones del Convenio a las instituciones de la Unión.
23 
           
       
           
           
          
       
        
 
         
         
             
     
          
      
         
        
 
         
    
            
       
         
      
 
                                                
                   
            
                    
          
Es abundante la bibliografía relativa al Convenio de Aarhus y su aplicación tanto en la UE
como en el resto de partes en el Convenio. Sin embargo, dicha bibliografía suele estar 
centrada en los dos primeros pilares del Convenio (el acceso a la información y la
participación del público) y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente se ha
tratado de forma específica en pocas ocasiones. Es por eso que el estudio se centra en este
tercer pilar del Convenio de Aarhus y las implicaciones del mismo, abarcando aspectos
como la legitimación activa, el objeto del proceso, el tratamiento del acceso para las ONG o 
los obstáculos financieros en el acceso a la justicia.
En el tercer bloque se analiza en profundidad el Derecho derivado, en lo que se refiere al
acceso a la justicia. El análisis se centra en el conocido como Reglamento Aarhus3, ya que
es la norma encargada de aplicar las disposiciones del Convenio a las instituciones de la
Unión. 
Dicho análisis comienza con un estudio detallado del procedimiento legislativo que llevó a
la aprobación del Reglamento y que muestra cómo, en lo que se refiere al acceso a la
justicia, el proyecto fue perdiendo ambición en las diferentes fases del procedimiento, 
especialmente debido a la postura del Consejo, muy reacio a regular un acceso a la justicia
amplio, y de algunos de los grupos parlamentarios, que fueron cambiando de posición a
medida que el procedimiento avanzaba. 
Posteriormente, se analizan los artículos del Reglamento dedicados al acceso a la justicia, 
con especial énfasis en la regulación y funcionamiento práctico del recurso administrativo 
de revisión interna creado para que las ONG puedan solicitar la revisión de los actos de la
Comisión que consideran contrarios al Derecho del medio ambiente. En este sentido, se ha
realizado un análisis caso por caso de todos los recursos presentados hasta la fecha, que
ofrece un panorama del funcionamiento del procedimiento, de su efectividad y, sobre todo, 
de su capacidad como instrumento de control de la actividad administrativa.
3 Reglamento (CE) 1367/2006 del Parlamento Europeo y el Consejo, de 6 de septiembre de 2006, relativo a la
aplicación, a las instituciones y los organismos comunitarios, de las disposiciones del Convenio de Aarhus
sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia
en materia de medio ambiente. DO L 264, de 25 se septiembre de 2006, p. 13
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El análisis de la regulación del procedimiento y de sus efectos prácticos ponen de
manifiesto como el sistema ideado no es adecuado para la protección de los intereses del
administrado ni para el control de la actividad administrativa y, de hecho, no ha supuesto 
un cambio de suficiente entidad con respecto a la situación anterior a la entrada en vigor del
Convenio y las normas que lo aplican a las instituciones de la Unión.
También se tratan en profundidad el proyecto de Directiva de acceso a la justicia en materia
de medio ambiente, aprobado por la Comisión y que estaba destinado a regular este aspecto 
en los Estados miembros. Si bien no era una norma dirigida a las instituciones de la Unión, 
el proyecto es muy ilustrativo del régimen de acceso que, en su momento, la Comisión 
pretendía implantar y que, como se comentará, estaba basado en el Reglamento Aarhus, la
Directiva de Acceso a la Justicia y la Directiva de Responsabilidad Ambiental.
Esta conclusión lleva a una reflexión inevitable sobre si el sistema de acceso a la justicia
ambiental de la Unión es el adecuado para el cumplimiento de las obligaciones emanadas
del Convenio de Aarhus, la protección de los intereses del administrado y el control de la
actividad de la Administración.
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          1 El acceso	a	la	justicia	ambiental en	el Derecho	originario
El derecho a la tutela judicial efectiva es un derecho fundamental esencial en cualquier 
sistema de protección de los Derechos Humanos. Se trata de un elemento sin el cual no 
existe una verdadera protección de las libertades fundamentales, lo que ha llevado a su 
reconocimiento, mediante diferentes fórmulas, en todos los textos internacionales y 
nacionales en materia de derechos fundamentales. La Carta de los Derechos fundamentales
de la UE (en adelante, CDFUE) no es una excepción y recoge el derecho a la tutela judicial
efectiva en su art. 47, con el título de “derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez
imparcial”. 
Con respecto a las instituciones de la Unión, el régimen de recursos ante el Tribunal de
Justicia establecido por el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), 
contempla la posibilidad de que los administrados presenten recursos para solicitar la
revisión de la actuación de las instituciones de la Unión, siempre que se cumplan 
determinados requisitos. Con dicho régimen de recursos, la Unión viene a aplicar el
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva a sus instituciones.
A lo largo del capítulo se pretende analizar si la interpretación dada al derecho a una tutela
jurisdiccional efectiva y la aplicación práctica del régimen de recursos ante el Tribunal es
un sistema adecuado para el control de la actividad administrativa de la Unión en el campo 
del medio ambiente, y si dicho sistema permite defender los intereses de los administrados.
La consideración de cuáles son esos intereses del administrado cobra en este punto una
importancia especial pues, como señala Plaza Martín:
Uno de los elementos que ha condicionado la eficacia de la protección jurídica del
medio ambiente ha sido su configuración como un bien común, cuya salvaguardia es
una cuestión de interés general y en donde no están en juego habitualmente derechos o 
intereses jurídicos fácilmente individualizables y susceptibles de tutela judicial a
instancia de sus titulares como lo son, por ejemplo, los derechos de índole económica4.
4 PLAZA MARTÍN, C.: Derecho ambiental de la Unión Europea. Tirant lo Blanch, Valencia, 2005, p. 94.
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Es por ello que para tratar los intereses jurídicos en materia de medio ambiente, es
necesario superar la noción interés directo como “defensa o reconocimiento de un efectivo 
derecho subjetivo”5 . Más adecuada es la concepción del interés legítimo, que, como señala 
Peñalver i Cabré
Hace referencia a la situación jurídica individual en la que se encuentra una persona en
relación con una determinada actuación administrativa ante la que carece de un
derecho subjetivo para la Administración haga algo o se abstenga, pero de la que puede
derivarle un beneficio o un perjuicio6.
De este modo, el “interés legítimo” se dirige a fiscalizar la legalidad administrativa para
“oponerse a las invasiones que la actuación de la Administración opere en el propio 
círculo vital cuando esa actuación es ilegal”7.
Aunque el concepto de interés legítimo puede ser (y ha sido) interpretado de un modo 
flexible para asegurar la tutela jurisdiccional del derecho a un medio ambiente adecuado8, 
la protección de los bienes comunes responde de un modo más adecuado al concepto de
interés colectivo, que tiene por objeto “bienes indivisibles no susceptibles de apropiación 
exclusiva por parte de ninguno de los miembros de la comunidad” lo que, en consecuencia, 
“impide que se puedan reconducir a las figuras tradicionales de derecho subjetivo e
interés legítimo”9. 
Esta difícil individualización de los intereses jurídicos en el ámbito ambiental enlaza con la
tutela jurisdiccional efectiva a través de un elemento fundamental en el acceso a la justicia
en materia de medio ambiente: la legitimación activa, es decir, la capacidad de ser parte en 
un procedimiento judicial en el que se solicita la revisión de una actuación administrativa
que puede ser contraria al derecho del medio ambiente.
5 FERNÁNDEZ FARRERES, G.: Sistema de Derecho Administrativo II (3ª Edición). Civitas, Cizur Menor, 
2016 [libro electrónico]. Disponible en: https://proview.thomsonreuters.com/ [Último acceso 7 de febrero de
2017]. Capítulo X, sección IV.
6 PEÑALVER i CABRÉ, A.: La Defensa de los Intereses Colectivos en el Contencioso – Administrativo.
Thomson Reuters – Aranzadi, Cizur Menor, 2015, p. 36.
7 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R.; GARCÍA DE ENTERRÍA Y MARTÍNEZ-CARANDE, E.: Curso de
Derecho Administrativo, vol. II 14ª edición. Civitas, Cizur Menor, 2015 [libro electrónico]. Disponible en:
https://proview.thomsonreuters.com/ [último acceso 7 de febrero de 2017]. Capítulo XXV, sección II.
8 Vid. apartado 2.2.4.3.1.2, donde se analiza cómo la interpretación del concepto de interés legítimo del art. 19
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa ha permitido al Tribunal Supremo español reconocer
la legitimación activa de las asociaciones que actúan en defensa del medio ambiente.
9 PEÑALVER i CABRÉ, A.: La defensa de… Op. cit.: p 56.
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Lejos de ser un requisito meramente procesal, se trata de una cuestión central y, no en vano, 
García de Enterría y Fernández Rodríguez califican a la legitimación activa como una
“cuestión básica del Derecho Administrativo material” pues con ella se delimita “la 
amplitud de la tutela judicial de las posiciones del ciudadano” y lo que es un elemento 
esencial del tema que nos ocupa, “la mayor o menor penetración del juez o Tribunal en la 
fiscalización del cumplimiento por la Administración de la legalidad que pauta su 
desenvolvimiento”10 . 
Teniendo presente lo anterior, el presente capítulo se centra en analizar las posibilidades
que el derecho a una tutela jurisdiccional efectiva, y la interpretación del mismo realizada
por los Tribunales pertinentes, ofrece a los administrados para solicitar la revisión de la
actuación administrativa en materia de medio ambiente. Para ello se analizará el contenido 
de la CDFUE y el CEDH, así como la jurisprudencia al respecto del TEDH y el TJUE.
Posteriormente se analizará el régimen de recursos ante el Tribunal establecido en el TFUE, 
pero centrándose únicamente en aquellos que podrían utilizarse para solicitar la revisión de
la actuación administrativa de la Unión cuando no se ha producido un daño directo e
individualizable en los derechos o intereses del administrado. El estudio se centra por tanto 
en la cuestión prejudicial, el recurso de anulación y el recurso por omisión.
Exceden del objeto del presente trabajo el análisis exhaustivo del contenido de la CDFUE y 
del régimen de recursos ante el Tribunal de Justicia, y el análisis se centra únicamente en 
aquellos aspectos relevantes para el caso que nos ocupa, como son la legitimación activa y 
las posibilidades de control de la actividad administrativa a través de dichos recursos.
1.1 El derecho	 a	 la	 tutela	 jurisdiccional efectiva	 en	 la	 Carta	 de los	 Derechos	
Fundamentales	de la	Unión	Europea
La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea fue proclamada en Niza en 
diciembre de 2000. Los motivos que llevaron a su redacción, así como su eficacia jurídica
con anterioridad a la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, son cuestiones que exceden 
10 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R.; GARCÍA DE ENTERRÍA Y MARTÍNEZ-CARANDE, E.: Curso de
Derecho Administrativo... Op. cit.: capítulo XXV, sección II. 
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con mucho el propósito del presente trabajo, por lo que aquí nos limitaremos a analizar los
efectos jurídicos y la eficacia del texto en el momento actual, tal y como se configuran en el
derecho originario en vigor hoy en día.
Hasta la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, la Carta desplegaba su eficacia como 
elemento de soft-law. Tras las modificaciones operadas por aquél, el art. 6 TUE establece
que
La Unión reconoce los derechos, libertades y principios enunciados en la Carta de los
Derechos Fundamentales de la Unión Europea de 7 de diciembre de 2000, tal como fue
adaptada el 12 de diciembre de 2007 en Estrasburgo, la cual tendrá el mismo valor
jurídico que los Tratados.
Como señala Liñán Nogueras, la fórmula utilizada resulta un tanto peculiar. La Carta no se
incorpora a los Tratados pero se le reconoce el igual valor jurídico, en una operación cuyo 
fin fundamental fue probablemente dotar de validez jurídica plena a la Carta, pero sin 
incorporar directamente en los tratados una parte dogmática relativa a los derechos
fundamentales, propia de una Constitución11. En todo caso está claro que, a efectos
prácticos, la CDFUE forma parte del ordenamiento jurídico de la Unión con plena eficacia, 
en los términos que la propia Carta establece y que se analizan a continuación.
El art. 51 CDFUE se refiere precisamente al ámbito de aplicación de la Carta:
1. Las disposiciones de la presente Carta están dirigidas a las instituciones y órganos
de la Unión, respetando el principio de subsidiariedad, así como a los Estados
miembros únicamente cuando apliquen el Derecho de la Unión. Por consiguiente, éstos
respetarán los derechos, observarán los principios y promoverán su aplicación, con
arreglo a sus respectivas competencias.
2. La presente Carta no crea ninguna competencia ni ninguna misión nuevas para la
Comunidad ni para la Unión y no modifica las competencias y misiones definidas por
los Tratados. 
Como apunta Alonso García, este precepto viene a establecer la Carta como instrumento 
destinado a presidir toda la actuación de la Unión, en cada una de sus competencias
sectoriales, pero dejando claro que entre dichas competencias no figura la protección, en 
11 LIÑÁN NOGUERAS, D.J.: “Derechos humanos y libertades fundamentales en la Unión Europea” en
MANGAS MARTÍN, A.; LIÑÁN NOGUERAS, D.J.: Instituciones y Derecho de la Unión Europea (7ª
edición). Tecnos, Madrid, 2012, pp. 120 y 123.
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general, de los derechos fundamentales y que la Unión no tiene competencias para
regularlos12.
Antes de referirnos al derecho a la tutela jurisdiccional efectiva tal y como está recogido en 
la Carta, es preciso hacer una mención previa a la relación existente entre la CDFUE y el
Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH). Esta relación no se limita a la
redacción o al contenido de los preceptos de la Carta (a menudo inspirados en el CEDH), 
sino que el contenido del CEDH y el desarrollo e interpretación del mismo llevados a cabo 
por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) han de ser tenidos necesariamente
en cuenta por el juez de la Unión. Esta obligación queda claramente establecida en el art. 
52.3 CDFUE:
En la medida en que la presenta Carta contenga derechos que correspondan a derechos
garantizados por el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y 
las Libertades Fundamentales, su sentido y alcance serán iguales a los que les confiere
dicho Convenio. Esta disposición no obstará a que el Derecho de la Unión conceda una
protección más extensa.
Es por ello que en nuestro estudio habremos de acudir de forma constante al contenido del
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva en el CEDH, así como a la interpretación del
mismo que ha dado el TEDH. Como se verá, cobran especial relevancia las limitaciones al
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva que ha venido estableciendo cómo válidas el
TEDH. Dichas limitaciones no serían necesariamente aplicables en el ordenamiento 
jurídico de la Unión si el Derecho de esta última hubiera establecido un marco más amplio 
de protección. No obstante, como se analizará, este no es el caso.
1.1.1 Contenido del art. 47 CDFUE
El art. 47 CDFUE recoge el derecho a la tutela judicial efectiva en los siguientes términos:
Artículo 47: Derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial
Toda persona cuyos derechos y libertades garantizados por el Derecho de la Unión
hayan sido violados tiene derecho a la tutela judicial efectiva respetando las
condiciones establecidas en el presente artículo.
12 ALONSO GARCÍA, R.: Sistema jurídico de la Unión Europea (4ª Edición). Thomson-Reuters Civitas,
Cizur Menor, 2014, pp. 397-398.
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Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa y públicamente y dentro
de un plazo razonable por un juez independiente e imparcial, establecido previamente
por la ley. Toda persona podrá hacerse aconsejar, defender y representar. 
Se prestará asistencia jurídica gratuita a quienes no dispongan de recursos suficientes
siempre y cuando dicha asistencia sea necesaria para garantizar la efectividad del
acceso a la justicia.
Con respecto a la relación con el CEDH, el propio Praesidium encargado de la elaboración 
de la Carta reconoció la, por otro lado evidente, relación existente entre la CDFUE y el
CEDH en materia de derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, al señalar que el primer 
párrafo del art. 47 se “basa” en el art. 13 CEDH, mientras que el segundo párrafo se
“corresponde” con el art. 6.1 CEDH13:
Artículo 6. Derecho a un proceso equitativo.
1. Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, públicamente y 
dentro de un plazo razonable, por un Tribunal independiente e imparcial, establecido
por ley, que decidirá los litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o 
sobre el fundamento de cualquier acusación en materia penal dirigida contra ella. La
sentencia debe ser pronunciada públicamente, pero el acceso a la sala de audiencia 
puede ser prohibido a la prensa y al público durante la totalidad o parte del proceso en 
interés de la moralidad, del orden público o de la seguridad nacional en una sociedad
democrática, cuando los intereses de los menores o la protección de la vida privada de
las partes en el proceso así lo exijan o en la medida en que sea considerado
estrictamente necesario por el tribunal, cuando en circunstancias especiales la 
publicidad pudiera ser perjudicial para los intereses de la justicia.
Artículo 13. Derecho a un recurso efectivo.
Toda persona cuyos derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio hayan
sido violados tiene derecho a la concesión de un recurso efectivo ante una instancia
nacional, incluso cuando la violación haya sido cometida por personas que actúen en el
ejercicio de sus funciones oficiales.
Sin embargo, estas mismas Explicaciones del Praesidium señalan dos diferencias notables
con respecto al contenido del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva en la CDFUE y en 
el CEDH. Mientras que el art. 6.1 CEDH se refiere a “litigios sobre sus derechos y
obligaciones de carácter civil o sobre el fundamento de cualquier acusación penal dirigida 
contra ella”, dicha referencia no aparece en la CDFUE14. Es decir, el ámbito de aplicación
13 Explicaciones sobre la Carta de los Derechos Fundamentales. 2007/C 303/02. DO 14.12.2007, pp. 29-30.
14 Ibídem, p. 30.
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del art. 47 CDFUE se extiende a todos los órdenes jurisdiccionales, como consecuencia de
la consideración de la Unión como una “Comunidad de Derecho”15 16 . 
Por otro lado, mientras que el art. 13 CEDH se refiere a “un recurso efectivo ante una 
instancia nacional”, la CDFUE reconoce una protección más amplia al garantizar “el 
derecho a un recurso efectivo ante un juez”17. Es decir, que en todo caso, se debe
garantizar el derecho a un proceso judicial y no simplemente a un recurso en fase
administrativa.
El contenido del art. 47 no supone ninguna gran innovación con respecto al contenido del
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva en otros textos internacionales o en las
Constituciones de los Estados miembros18 . No obstante, con respecto a la peculiar 
estructura del ordenamiento jurídico de la Unión conviene hacer algunas precisiones. Tal y 
como señala López Martín, la redacción del art. 47 parece exigir la existencia de recursos
tanto a nivel nacional como de la Unión, al cubrir tanto los casos en los que las violaciones
de derechos son atribuibles a las instituciones de la UE como aquellos otros en los que la
vulneración procede de instituciones nacionales que aplican el Derecho de la UE. Además, 
esas violaciones se refieren no solo a los derechos y libertades reconocidos en la Carta, sino 
también al resto de derechos protegidos por otras disposiciones del ordenamiento jurídico 
de la Unión19. 
Por otro lado, la propia CDFUE señala la posibilidad de limitar los derechos reconocidos en 
ella en su art. 52, apartados 1 y 2:
15 GAMBINO, S.: “Jurisdicción y justicia entre Tratado de Lisboa, Convenio Europeo de Derechos Humanos
y ordenamientos nacionales”. Revista de Derecho Constitucional Europeo, 13, 2010, p. 115.
16 En este sentido GAMBINO señala el origen del término en la Sentencia del Tribunal de Justicia de 23 de
abril de 1986 (asunto 294/83, Les Verts contra Parlamento Europeo), en la que declaró que “la Comunidad
Económica Europea es una comunidad de Derecho, en la medida en que ni sus Estados miembros ni sus
instituciones pueden sustraerse al control de la conformidad de sus actos con la carta constitucional 
fundamental que constituye el Tratado”, que “establece un sistema completo de vías de recurso y de 
procedimientos destinado a confiar al Tribunal de Justicia el control de la legalidad de los actos de las
instituciones” (§ 23).
17 Explicaciones sobre la Carta de los Derechos Fundamentales. 2007/C 303/02. DO 14.12.2007, p. 29.
18 GAMBINO, S.: “Jurisdicción y justicia… Op. cit.: p. 111.
19 LÓPEZ MARTÍN, A. G.: “Derecho a la tutela juridicial efectiva y a un juez imparcial” en BENEYTO
PÉREZ, J.M. (dir.): Tratado de Derecho y Políticas de la Unión Europea. Tomo II: Derechos Fundamentales.
Thomson Reuters-Aranzadi, Cizur Menor, 2009, p. 803.
33 
           
           
       
     
           
 
            
              
         
            
         
 
         
          
        
         
            
 
 	 	 	 	 	
            
         
           
            
      
 
            
        
        
          
         
     
1. Cualquier limitación del ejercicio de los derechos y libertades reconocidos por la
presente Carta deberá ser establecida por la ley y respetar el contenido esencial de
dichos derechos y libertades. Dentro del respeto del principio de proporcionalidad, sólo 
podrán introducirse limitaciones cuando sean necesarias y respondan efectivamente a
objetivos de interés general reconocidos por la Unión o a la necesidad de protección de
los derechos y libertades de los demás.
2. Los derechos reconocidos por la presente Carta que constituyen disposiciones de los
Tratados se ejercerán en las condiciones y dentro de los límites determinados por éstos.
De esta forma, si se tienen en cuenta conjuntamente los apartados 1, 2 y 3 del art. 52 
CDFUE, se puede llegar fácilmente a la conclusión de que las limitaciones de los derechos
reconocidos en la CDFUE no pueden ser mayores que las establecidas en el marco del
CEDH y declaradas como válidas por el TEDH. 
Pasamos ahora a examinar algunos aspectos específicos del art. 47 CDFUE. Como ya se
señaló, no es el objeto de este trabajo examinar de forma general el contenido del derecho a
la tutela jurisdiccional efectiva, sino que su estudio se centrará en aquellos aspectos
especialmente relevantes para el acceso a la justicia ambiental, especialmente aquellos
relativos a la legitimación activa y a la remoción de otras barreras de acceso a los
tribunales.
1.1.1.1 Derecho de acceso al juez
Como ya se comentó al comienzo del presente capítulo, a la hora de analizar el derecho a la
tutela jurisdiccional efectiva con respecto al acceso a la justicia en materia de medio 
ambiente, la clave de bóveda del sistema se encuentra en la legitimación activa. De la
manera en que esta se regule dependerá el alcance de las herramientas del administrado 
para solicitar la revisión de la actuación administrativa y, asimismo, la capacidad y 
extensión del control que el juez puede ejercer sobre dicha actuación.
La jurisprudencia del TJUE y el TEDH con respecto a la legitimación activa y el derecho a
la tutela jurisdiccional efectiva han englobado a la primera dentro del denominado “derecho 
de acceso al juez”. Legitimación activa y acceso al juez son conceptos íntimamente ligados, 
pero que no deben confundirse. Mientras que la primera se refiere a la capacidad procesal
de la parte demandante, el acceso a un juez es un término más amplio, de modo que, aun 
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habiendo legitimación activa, puede no haber derecho de acceso al juez (aunque
ciertamente, sin legitimación activa, no habrá acceso al juez). La legitimación es un 
presupuesto subjetivo de admisibilidad del recurso 20 , pero, además, otro tipo de
presupuestos deben darse para obtener el acceso a un juez, acceso que, como se verá a
continuación, puede verse limitado.
El derecho de acceso al juez no está expresamente recogido en el art. 47 CDFUE. Sin 
embargo, es del todo claro que el derecho de acceso forma parte del núcleo del derecho a la
tutela jurisdiccional efectiva. Obviamente, el derecho a una tutela jurisdiccional efectiva
implica necesariamente el acceso a los procedimientos para obtener esa tutela y, por otro 
lado, de nada sirve reconocer una serie de garantías procesales si estas no pueden hacerse
valer por no existir un derecho de acceso a los tribunales.
El derecho de acceso está también implícito en el art. 6 CEDH y, este sentido, el TEDH se
pronunció de forma clara en la sentencia Golder:
Sería inconcebible, en opinión del Tribunal, que el artículo 6.1 [del CEDH] describiera
en detalle las garantías procesales reconocidas a las partes de un proceso en curso y no
protegiera primero aquella que, por sí sola, permite en la práctica beneficiarse de esas
garantías, esto es, el acceso a un tribunal. Las características de equidad, publicidad y 
decisión en un plazo razonable de los procedimientos judiciales no tienen ningún valor
si no hay procedimientos judiciales […]. El derecho de acceso constituye un elemento
que es inherente al derecho establecido por el artículo 6.121. 
Sin embargo, la propia jurisprudencia del TEDH reconoce que el derecho de acceso no es
absoluto y puede ser objeto de limitaciones. Como señaló en el caso Ashingdane:
El derecho de acceso a los tribunales no es absoluto sino que puede ser objeto de
limitaciones implícitamente admitidas porque este derecho llama “por su propia
naturaleza a la regulación de cada Estado, regulación que puede variar en el tiempo y 
en el espacio de acuerdo con los recursos y necesidades de la comunidad y los
individuos”22.
20 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R.; GARCÍA DE ENTERRÍA Y MARTÍNEZ-CARANDE, E.: Curso de
Derecho Administrativo... Op. cit.: capítulo XXV, sección II.
21 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 21 de febrero de 1975. Golder contra el Reino
Unido, § 35 y 36 [traducción propia].
22 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 28 de mayo de 1985. Ashingdane contra el Reino
Unido, § 57 [traducción propia].
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No obstante, estas limitaciones no deben ser tan extensas como para “restringir la esencia 
del derecho”23 y no serán compatibles con el CEDH “si no persiguen un objetivo legítimo 
y no hay una relación razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y el
propósito que se pretende alcanzar”24 . 
En su jurisprudencia, el TEDH ha señalado algunos de estos intereses legítimos que pueden 
justificar la limitación del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva como una
administración de justicia eficaz, impedir la sobrecarga de los tribunales de justicia, la
seguridad jurídica o las buenas relaciones con otros Estados que requieren la salvaguarda
de la inmunidad de los Estados25. 
De entre estos motivos, los dos primeros son especialmente relevantes para el tema que nos
ocupa pues, como ya se ha mencionado más arriba y se tratará más adelante, entre los
principales razones para limitar el acceso a los tribunales de justicia en materia de medio 
ambiente se encuentra la necesidad de evitar la sobrecarga de los tribunales que provoque
dilaciones excesivas en los procedimientos.
Con respecto a la sobrecarga de los tribunales, el TEDH se pronunció en la sentencia del
caso Brualla Gómez de la Torre contra España26. En este caso la apelante consideraba que
se había vulnerado el art. 6.1 CEDH cuando el Tribunal Supremo español declaró la 
inadmisibilidad de un recurso de casación porque en el periodo entre la presentación del
escrito de preparación del recurso ante la Audiencia Provincial y la interposición del
recurso, había entrado en vigor una modificación de la Ley de enjuiciamiento civil que
elevaba la cuantía mínima para poder recurrir en casación a un millón de pesetas (cuantía
superior a la del caso en cuestión). El TEDH declaró que elevar la cuantía de las sentencias
que podían recurrirse en casación era una restricción proporcional con el objetivo que se
perseguía: evitar que el Tribunal Supremo se viera sobrecargado con casos de importancia
menor. Consideró, además, que dicha limitación no era contraria con el derecho de acceso a
23 Ibídem [traducción propia].
24 Ibídem [traducción propia].
25 VAN DIJK, P.; VIERING, M.: “Right to a Fair and Public Hearing” en VAN DIJK, P. (ed.): Theory and
Practice of the European Convention on Human Rights (4ª edición). Intersentia, Amberes, 2006, p. 573.
26 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 19 de diciembre de 1997. Brualla Gómez de 
Torre contra España.
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los tribunales tal y como estaba protegido por el art. 6.1 CEDH27. Cabe señalar, además, 
que el TEDH señaló expresamente que era aceptable que las limitaciones fueran mayores
para un recurso de casación que para una apelación ordinaria28. 
En lo que se refiere a la seguridad jurídica y a la administración de justicia eficaz, el caso 
de Stone Court Shipping Company contra España versaba sobre el cumplimiento de ciertos
requisitos formales (en concreto la presentación del recurso en el registro general del
Tribunal Supremo y no en un juzgado de guardia) para aceptar la admisibilidad de un 
recurso de casación. El TEDH consideró que el establecimiento de un plazo para presentar 
un recurso, así como la exigencia de ciertas formalidades, perseguían el objetivo de
conseguir una buena administración de justicia, así como preservar la seguridad jurídica, 
objetivos que eran de suficiente entidad como para limitar el acceso a los tribunales29. El
TEDH también se ha pronunciado en el mismo sentido en casos relacionados con el
cumplimiento de determinados requisitos financieros exigidos a los apelantes, ya fuera para
cubrir las costas de la parte contraria30 o en relación con el cumplimiento de la sentencia
que se pretendía recurrir en casación31. 
Tampoco supone una violación del derecho de acceso reconocido por el art. 6 CEDH el 
hecho de que una ley permita la discrecionalidad ejecutiva a la hora de denegar la
legitimación activa en un determinado procedimiento, siempre y cuando esa
discrecionalidad esté sujeta a control judicial32. 
27 Ibídem, § 36.
28 Ibídem, § 37.
29 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 28 de octubre de 2003. Stone Court Shipping
Company S.A. contra España. § 34. Con respecto a un caso similar y en el mismo sentido se pronunció el
TEDH en su sentencia de 11 de octubre de 2001 (Rodríguez Valín contra España).
30 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 13 de julio de 1995. Tolstoy Miloslavsky contra
Reino Unido.
31 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 14 de noviembre de 2000. Annoni di Gussola y
otros contra Francia.
32 VITKAUSKAS, D.; DIKOV, G.: Protecting the Right to a fair trial under the European Convention on
Human Rights. Consejo de Europa, Estrasburgo, 2012, p. 24.
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Ya en el ámbito de la Unión, el Tribunal de Primera Instancia se pronunció en dos
sentencias (los casos Yusuf y Kadi33) a favor de la limitación del derecho de acceso a los
tribunales, si bien en casos bien distintos a los examinados más arriba.
El Tribunal de Primera Instancia pone de relieve que el derecho de acceso a los
tribunales […] no constituye un derecho absoluto. Por una parte, este derecho puede
suspenderse en situaciones especiales que pongan en peligro la existencia de la nación
[…]. Por otra parte, incluso prescindiendo de estas situaciones excepcionales, procede
considerar inherentes a dicho derecho determinadas restricciones, tales como las
limitaciones generalmente reconocidas por la comunidad de naciones conforme a la
doctrina de la inmunidad de los Estados […] y de las organizaciones internacionales34.
Ambos casos se referían a la congelación de activos vinculados con el terrorismo 
internacional como consecuencia de resoluciones del Consejo de Seguridad de Naciones
Unidas y en sendas sentencias el Tribunal consideró que la limitación del acceso a los
tribunales estaba justificada por la inmunidad de jurisdicción de que disfrutan las
resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.
1.1.1.2 Garantías	del proceso
Una vez conseguido el acceso al juez, el derecho a la tutela jurisdiccional incluye también 
la obligación de poner a disposición de los ciudadanos vías de derecho que permitan 
constatar que se ha producido una violación del Derecho de la Unión35. Es en este punto 
donde despliegan su eficacia las garantías recogidas en el párrafo segundo del art. 47 
CDFUE. El contenido de dicho artículo exige que los ciudadanos puedan presentar su caso 
de forma adecuada y satisfactoria, pudiendo presentar alegaciones a lo largo del proceso y 
ante un juez con plena jurisdicción, con competencia para juzgar los hechos (incluyendo la
posibilidad de examinar la conformidad de una ley con el Derecho de la UE), que dé una
solución a su controversia a través de una resolución sobre el fondo del asunto que siempre
habrá de ser motivada36. 
33 Sentencia del Tribunal de Primera Instancia, de 21 de septiembre de 2005; asunto T-306-01, Ahmed Ali
Yusuf contra Consejo de la Unión Europea y Comisión de las Comunidades Europeas. Sentencia del Tribunal
de Primera Instancia de 21 de septiembre de 2005; asunto T-315/01, Yassin Abdullah Kadi contra Consejo de
la Unión Europea y Comisión de las Comunidades Europeas.
34 Sentencia del Tribunal de Primera Instancia, de 21 de septiembre de 2005; asunto T-306-01, Ahmed Ali
Yusuf contra Consejo de la Unión Europea y Comisión de las Comunidades Europeas, § 342.
35 LÓPEZ MARTÍN, A. G.: “Derecho a la tutela… Op. cit.: p. 809.
36 Ibídem, pp. 810-811.
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Como ya se mencionó más arriba, el art. 47 CDFUE, párrafo 3, se refiere específicamente
al derecho a obtener asistencia jurídica gratuita cuando no se dispongan de recursos
suficientes y siempre y cuando ésta sea necesaria para garantizar la efectividad del acceso a
la justicia37. Dicha disposición tampoco es innovadora con respecto a las tradiciones
constitucionales de los Estados miembros y el contenido del CEDH, que también recoge
este derecho, si bien circunscribiéndolo específicamente al ámbito penal (art. 6.3.c.).
1.1.1.3 Aplicación del art. 47 CDFUE a las	personas	jurídicas
El art. 47 CDFUE no especifica si las personas jurídicas son titulares del derecho a la tutela
jurisdiccional efectiva o si ese derecho corresponde únicamente a las personas físicas. Las
Explicaciones a la Carta tampoco aclaran este extremo.
Sin embargo, el Tribunal de Justicia ha tenido la oportunidad de pronunciarse al respecto en 
su sentencia de 22 de diciembre de 201038. Según el Tribunal, 
El principio de tutela judicial efectiva, consagrado en el artículo 47 de la Carta de los
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, debe interpretarse en el sentido de que
no se excluye que pueda ser invocado por personas jurídicas y que la asistencia
concedida en aplicación de este principio pueda incluir, en particular, la dispensa del
pago anticipado de las costas del procedimiento y/o de la asistencia letrada39 
Con esta fórmula, viene a reconocer que también las personas jurídicas son titulares del
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. Esta conclusión se funda en el hecho de que el
art. 47 se ubica en el título VI de la Carta, que es el relativo a la justicia y contiene más
principios procesales que son aplicables tanto a personas físicas como jurídicas.
Además, este reconocimiento tiene efectos en lo que se refiere a la asistencia jurídica
gratuita. En efecto, el Tribunal vincula el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva con el
derecho a obtener asistencia jurídica gratuita en caso necesario. Es el juez nacional que
aplica el Derecho de la Unión el que debe comprobar si los requisitos para conceder la
37 El derecho a la asistencia jurídica gratuita se regula en los arts. 146 y ss. del Reglamento de Procedimiento
del Tribunal General (DO L 105, 23 de abril de 2015, p. 1) y en los arts. 115 y ss. del Reglamento de
Procedimiento del Tribunal de Justicia (DO L 265, 29 de septiembre de 2012, p. 1).
38 Sentencia del Tribunal de Justicia, caso C-279/09, de 22 de diciembre de 2010, DEB Deutsche
Energiehandels- und Beratungsgesellschaft mbH contra República Federal Alemana.
39 Fallo de la sentencia del Tribunal de Justicia, caso C-279/09, de 22 de diciembre de 2010.
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asistencia jurídica gratuita limitan excesivamente el derecho de acceso a los tribunales e
incluso señala los criterios que pueden tenerse en cuenta para realizar este análisis, 
requisitos que pueden referirse tanto al procedimiento en sí, como a las características de la
persona jurídica que participa en el proceso:
Al realizar esta apreciación, el juez nacional puede tomar en consideración el objeto
del litigio, la existencia de posibilidades razonables de que el demandante salga
vencedor del proceso, la importancia que para éste tiene el objeto del proceso, la
complejidad del Derecho y del procedimiento aplicables, así como la capacidad del
demandante de defender eficazmente su causa. Para valorar la proporcionalidad, el juez 
nacional puede también tener en cuenta el importe de las costas de procedimiento que
deben abonarse por anticipado y si éstas pueden representar o no un obstáculo 
insuperable al acceso a la justicia.
Por lo que respecta más concretamente a las personas jurídicas, el juez nacional puede 
tomar en consideración la situación de las mismas. De este modo, puede tener en
cuenta, en particular, la forma de la persona jurídica en cuestión y si ésta tiene o no
ánimo de lucro, los recursos económicos de sus socios o accionistas y la posibilidad de
éstos de conseguir las cantidades necesarias para ejercitar la acción40.
Con respecto a los procedimientos ante el Tribunal General y ante el Tribunal de Justicia, 
las disposiciones al respecto de los correspondientes Reglamentos de Procedimiento41 no 
especifican que el derecho de asistencia jurídica gratuita se extienda a las personas
jurídicas. No obstante, el Reglamento de Procedimiento del Tribunal de Justicia se refiere
en su art. 115, al hablar de los posibles beneficiarios, a “las partes en el proceso” y la
práctica de ambos órganos muestra la posibilidad de que las personas jurídicas se pueden 
beneficiar de la asistencia jurídica gratuita42.
1.1.2 Recapitulación: el acceso a la justicia ambiental bajo el art. 47 CDFUE
El CEDH reconoce el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva de una manera limitada, 
circunscribiéndolo a los ámbitos civil y penal. La interpretación del carácter “civil” de los
casos ha sido bastante amplia, considerándose como tal aquellas disputas que afectaban 
derechos u obligaciones de carácter privado e incluyendo, por tanto, cuestiones como la 
expropiación forzosa, el urbanismo, la capacidad para ejercer una profesión regulada o las
40 Ibídem.
41 Vid. nota 34.
42 Así, por ejemplo, el procedimiento y los formularios oficiales para solicitar la asistencia jurídica gratuita
contienen previsiones específicas para que las personas jurídicas muestren su situación económica.
40 
     
     
          
          
          
        
       
       
        
         
        
 
           
            
         
           
          
      
      
        
 
         
        
       
                                                
            
    
                   
      

 

 

 

 
reclamaciones salariales43. Sin embargo, siempre es necesario que un aspecto privado, 
aunque no necesariamente económico, se vea afectado y como señalan Vitkauskas y Dikov, 
a mayor distancia entre los actos impugnados y los derechos y obligaciones de carácter 
privado del demandante, mayor es la posibilidad de que el Tribunal considere que el art. 6 
CEDH no es aplicable al caso en cuestión44. 
Aunque a menudo el incumplimiento del Derecho del medio ambiente produce daños que
pueden ser considerados “civiles”, ya sea por sus efectos en la integridad física del afectado 
o en su salud o por daños provocados en su propiedad, en la mayoría de los casos, como se
comentó más arriba, los intereses protegidos por el Derecho del medio ambiente son por su 
propia naturaleza, difíciles de individualizar y responden a la defensa del interés general. 
Por lo tanto, la defensa de intereses colectivos, tal y como se definieron al principio de este
capítulo, difícilmente entrará dentro del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, tal y 
como está recogido en el art. 6 CEDH y en su desarrollo por el TEDH.
Tampoco el art. 13 serviría para la defensa de dichos intereses, pues la protección que
ofrece se refiere a la violación de los derechos reconocidos en el Convenio. Es cierto que en 
varias ocasiones el TEDH ha reconocido el vínculo entre un deterioro del medio ambiente y 
la violación de derechos reconocidos por el Convenio, como el respeto a la vida privada y 
familiar45 . Sin embargo, estos asuntos se refieren a casos en los que sí se había producido 
un daño individual y concreto en el demandante que afectaba a otro derecho subjetivo 
reconocido por Convenio. Pero el CEDH no recoge el derecho a un medio ambiente
adecuado y la relación de este último con otros derechos contenidos en el Convenio solo se
pondrá de manifiesto de haberse producido un daño concreto en el individuo.
Por tanto, podemos descartar que el CEDH recoja como derecho fundamental el acceso a la
justicia cuando se ha producido una violación del Derecho ambiental que no ha producido 
un daño concreto al demandante. Nada impide, no obstante, que la CDFUE establezca una
43 VITKAUSKAS, D.; DIKOV, G.: Protecting the Right… Op. cit.: p. 14.
44 Ibídem, p. 25.
45 Véanse, por ejemplo, las sentencias del TEDH de 9 de diciembre de 1994 (López Ostra contra España) y de
16 de noviembre de 2004 (Moreno Gómez contra España).
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protección más amplia del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva que permita dicho 
acceso. 
Sin embargo, ni el texto de la Carta ni las Explicaciones del Praesidium recogen ninguna
consideración que permita afirmar que derecho de acceso la justicia en materia de medio 
ambiente está protegido por la Carta. Por otro lado, aunque en casos muy alejados del
Derecho ambiental, el TJUE ha reconocido que el derecho de acceso a los tribunales no es
absoluto y puede, por tanto, limitarse. 
Como se verá a continuación, la postura del TJUE en este punto ha sido clara. Cuando se
trataba de un proceso dirigido contra las instituciones de la Unión, el Tribunal ha llevado a
cabo una interpretación restrictiva del régimen de recursos establecido en los Tratados, que
excluye tajantemente aquellos casos en los que no se ha producido un daño concreto al
demandante. 
Cabe no obstante preguntarse por el caso especial de la legitimación activa de las personas
jurídicas sin ánimo de lucro. En su sentencia de 22 de diciembre de 201046, el TJUE
reconocía que el art. 47 era también invocable por las personas jurídicas y que, además, a la
hora de aplicar la asistencia jurídica gratuita, un elemento que podía tenerse en cuenta era la
existencia o no de ánimo de lucro de la persona jurídica en cuestión. Esta diferencia de
trato, además, está bastante extendida en los Estados miembros, tal y como señala el
abogado general Megozzi en sus conclusiones al asunto 279/0947 . 
Si se permite que una determinada organización se beneficie de los recursos públicos como 
consecuencia de no tener ánimo de lucro, ha de ser porque se entiende que la actuación de
esa organización es beneficiosa para el conjunto de la sociedad, más allá del interés de sus
socios o miembros. A este respecto, la propia legislación europea reconoce que
46 Sentencia del Tribunal de Justicia (sala segunda), de 22 de diciembre de 2010, asunto C-279/09. DEB
Deutsche Energiehandels- und Beratungsgesellschaft mbH contra República Federal Alemana, § 62.
47 Conclusiones del Abogado General Paolo Mengozzi, presentadas el 2 de septiembre de 2010. Asunto C-
279/09, § 80.
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determinadas organizaciones no gubernamentales persiguen finalidades que son de interés
general para la Unión, especialmente en el ámbito del medio ambiente48 . 
El reconocimiento de la posibilidad de asistencia jurídica gratuita, utilizando entre otros
criterios la ausencia de ánimo de lucro, nos sitúa ante dos contradicciones. Por un lado, 
conviene recordar aquí la argumentación del TEDH en el caso Golder49, cuando afirmaba
que resultaba inconcebible el reconocimiento de garantías procesales sin que se reconozca
previamente el acceso a un proceso judicial. En efecto, la asistencia jurídica gratuita es un 
derecho instrumental de otro de mayor dimensión: la tutela jurisdiccional efectiva, que
tiene como prerrequisito el acceso a un juez.
Pero sobre todo, si se admite un trato favorable a las personas jurídicas sin ánimo de lucro 
ha de ser porque la sociedad está más interesada en que éstas accedan a los procedimientos
judiciales, por defender los intereses de la comunidad en su conjunto. Supondría por tanto 
una contradicción reconocer un trato de favor basándose en que estas asociaciones
defienden el interés general y al mismo tiempo negar el acceso a los tribunales a las
personas sin ánimo de lucro precisamente porque defienden un interés general y no el
interés individual de sus miembros.
Obviamente, un pronunciamiento del Tribunal en materia de asistencia jurídica gratuita no 
permite extraer consecuencias generales para el sistema de acceso a la justicia en el
Derecho de la Unión. Sin embargo, este pronunciamiento ilustra lo paradójico de los
impedimentos que se establecen para el acceso a los tribunales de las organizaciones
defensoras del medio ambiente. 
Lo cierto es que dichas organizaciones tienen en los Estados miembros ciertas ventajas en 
lo que se refiere a legitimación activa en los procedimientos judiciales. Más aún desde la
entrada en vigor del Convenio de Aarhus, como se verá en el siguiente bloque. Esta
percepción, tanto ciudadana, como legislativa y judicial, de que las organizaciones en 
48 Reglamento (UE) 1293/2013, de 11 de diciembre de 2013, relativo al establecimiento de un Programa de
Medio Ambiente y Acción por el Clima (LIFE) y por el que se deroga el Reglamento (CE) 614/2007. DO L
347, 22 de diciembre de 2013, p. 185, considerando 33º.
49 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 21 de febrero de 1975. Golder contra el Reino
Unido, § 35 y 36.
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defensa del medio ambiente protegen intereses comunes de la sociedad impregna la
legislación tanto de la Unión como de los Estados miembros, así como la práctica judicial
de muchos de estos últimos. 
En este contexto, el interés que persigue el TJUE cuando limita el acceso a la justicia de las 
asociaciones defensoras del medio ambiente no puede ser otro que la protección de la
seguridad de tráfico jurídico y evitar la sobrecarga del Tribunal. Este interés es aceptable, 
pero los medios utilizados para perseguirlo han de ser proporcionales, tal y como reconoce
el TEDH. 
Si se reconoce, como ha hecho el TJUE, el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva a las
personas jurídicas, ha de reconocerse su derecho de acceso a la justicia. Derecho que puede
limitarse, pero llegando a un equilibrio necesario entre los intereses en juego. 
1.2 El derecho	a	una	buena	administración	y	 la	 figura	del Defensor	del Pueblo	
Europeo
El concepto de “buena administración” viene utilizándose desde hace años en el
ordenamiento de la Unión, principalmente en instrumentos no vinculantes y, más
recientemente, en el art. 41 CDFUE. Se trata de un concepto complejo, que a pesar de estar 
reconocido como derecho subjetivo en la CDFUE, presenta una naturaleza controvertida, 
que se califica como derecho subjetivo o como principio general del Derecho.
A esta confusión ha contribuido la variedad de instancias e instrumentos que se han referido 
en las últimas décadas al concepto de buena administración. El término “gobernanza”, que
podemos considerar como el germen del concepto de buena administración, se recogía en el
Libro Blanco de la Gobernanza Europea (2001)50 que manifestaba la paradoja en la que se
encontraban las instituciones de la Unión, a las que se exigía soluciones para los problemas
de la sociedad europea, pero que también se enfrentaban a una pérdida de legitimidad frente
a los ciudadanos, que las consideraban demasiado complejas e intervencionistas. Frente a
este problema, la Comisión proponía unas instituciones más transparentes, abiertas y 
50 COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS. La Gobernanza Europea. Un Libro Blanco. 25 de
junio de 2001. COM (2001) 428 final.
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flexibles. No obstante, este Libro Blanco fue aprobado con la forma de una comunicación y 
carecía, en consecuencia, de carácter vinculante. Es por ello que su eficacia fue limitada a
pesar de su trascendencia mediática y académica y su importancia como documento de
reflexión51. 
Por otro lado, la inclusión del derecho a una buena administración dentro de la CDFUE
supuso un nuevo paso en la concreción de este principio y en su consagración como 
elemento vinculante. En realidad, el contenido del art. 41 no aportaba novedades
sustanciales, puesto que se limitaba a reunir derechos procedimentales que ya habían sido 
recogidos por la jurisprudencia y los Tratados constitutivos52:
Artículo 41. Derecho a una buena administración
1. Toda persona tiene derecho a que las instituciones, órganos y organismos de la
Unión traten sus asuntos imparcial y equitativamente y dentro de un plazo razonable.
2. Este derecho incluye en particular:
a) el derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome en contra suya una 
medida individual que le afecte desfavorablemente;
b) el derecho de toda persona a acceder al expediente que le concierna, dentro del
respeto de los intereses legítimos de la confidencialidad y del secreto profesional y
comercial;
c) la obligación que incumbe a la administración de motivar sus decisiones.
3. Toda persona tiene derecho a la reparación por la Unión de los daños causados por
sus instituciones o sus agentes en el ejercicio de sus funciones, de conformidad con los 
principios generales comunes a los Derechos de los Estados miembros.
4. Toda persona podrá dirigirse a las instituciones de la Unión en una de la lenguas de
los Tratados y deberá recibir una contestación en esa misma lengua.
Además, el Parlamento Europeo, había aprobado en 2001 y a instancias del Defensor del
Pueblo Europeo un Código de Buena Conducta Administrativa que en 2005, tras la
proclamación de la CDFUE, fue modificado con el objetivo de concretar la aplicación en la
51 GUILLEM CARRAU, J.: “La buena administración en la UE tras el Tratado de Lisboa: ¿más por menos?”
en Corts Valencianes. Anuario de Derecho parlamentario. 25, 2012, p. 79.
52 FUENTETAJA PASTOR, J. A.: “El derecho a la buena administración en la Carta de Derechos
Fundamentales de la Unión Europea” en Revista de Derecho de la Unión Europea, 15, 2008, p. 144.
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práctica del art. 41 CDFUE53. Fue precisamente el Defensor del Pueblo Europeo el que en 
1997 definió en su informe y por primera vez el concepto de “mala conducta
administrativa”, definición que fue aprobada por el Parlamento Europeo: “se produce mala 
administración cuando un organismo público no obra de conformidad con las normas o 
principios a los que debe obligatoriamente atenerse”54. 
Se aprecia, en consecuencia, una variedad de instancias e instrumentos que van 
configurando diferentes aspectos de la “buena administración”. Uniendo el trabajo del
Defensor del Pueblo Europeo al respecto y el contenido de la CDFUE y la jurisprudencia
del Tribunal, Mendes propone una definición del concepto de buena administración en tres
capas diferentes55. En primer lugar, una serie de garantías procesales destinadas a garantizar 
los derechos sustantivos de las personas que tratan con la Administración europea y que sí
pueden considerarse como derechos subjetivos (los derechos específicos recogidos en el art. 
41 CDFUE). En segundo lugar, una serie de normas legales que estructuran el ejercicio de
la función administrativa, como la obligación de imparcialidad en la resolución de los
asuntos. Y en tercer lugar, una serie de normas no legales que definen una serie de
estándares que se dirigen a asegurar un correcto funcionamiento del servicio que la
Administración presta al público, con los objetivos de calidad y eficiencia.
Por su parte, Nieto Garrido señala el carácter de derecho subjetivo del derecho a una buena
administración basándose en tres argumentos principales. En primer lugar, que el grupo de
trabajo sobre la incorporación de la Carta señaló que sus redactores habían diferenciado 
entre principios y derechos a la hora de enunciarlos; si la buena administración se recogió 
como derecho, habría que considerarlo como tal. En segundo lugar, que la buena
administración está integrada por una serie de derechos subjetivos reconocidos por el
Tribunal y que, además, ya se encontraban de forma fragmentaria en el TCE. Por último, 
algunos de los derechos que integran la buena administración son derechos subjetivos
53 El Código puede consultarse en http://www.ombudsman.europa.eu/resources/code.faces#/page/1 [Último
acceso 9 de marzo de 2017].
54 DEFENSOR DEL PUEBLO EUROPEO: Código de buena conducta administrativa” [en línea]. Disponible
en http://www.ombudsman.europa.eu/resources/code.faces#/page/ [Último acceso 9 de marzo de 2017], p. 8.
55 MENDES, J.: Good Administration in EU Law and the European Code of Good Administrative Behaviour
[en línea]. European University Institute, Florencia, 2009. Disponible en:
http://cadmus.eui.eu/handle/1814/12101 [último acceso 9 de marzo de 2017], pp. 4-5.
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protegidos por el art. 6 CEDH (el derecho de audiencia, a una resolución en plazo favorable
y a acceder al expediente)56. 
La consideración del derecho a una buena administración supone que su violación podría
provocar una impugnación ante el Tribunal General, para solicitar la anulación de la
decisión administrativa que no la hubiera respetado. Si por el contrario se considerase que
se trata de un principio general, el acceso a los Tribunales ante su violación no sería
posible57. En todo caso, el acceso al recurso de anulación ante el Tribunal, requeriría del
cumplimiento de las condiciones de legitimación activa incluidas en el art. 263 TFUE, que
difícilmente se cumplirán en los casos que habitualmente se presentan en el ámbito del
medio ambiente, como se verá a continuación. 
Por otro lado, la violación por parte de las instituciones de la Unión de una norma de
Derecho ambiental vigente supone un caso de mala administración (según la definición del
propio Defensor aprobada por el Parlamento, según se vio) y, en consecuencia, en virtud 
del art. 43 CDFUE, puede motivar una reclamación ante el Defensor del Pueblo Europeo. 
Según el art. 2.2 de la Decisión 94/26258, todo ciudadano de la Unión y toda persona física
o jurídica con residencia en la Unión pueden formular una reclamación ante el Defensor del
Pueblo Europeo. Esto supone que no es necesario alegar que se ha sufrido un daño 
particular o individualizado para poder presentar una reclamación. Esta posibilidad, en 
palabras de Nikiforos Diamandouros, Defensor del Pueblo Europeo entre 2003 y 2013, 
supone un “complemento al trabajo de los tribunales” aunque no pueda considerarse como 
una “razón legítima para restringir el acceso a los tribunales”59 . 
56 NIETO GARRIDO, E.: “Administración europea y derechos fundamentales” en NIETO GARRIDO, E.; 
MARTÍN DELGADO, I.: Derecho Administrativo Europeo en el Tratado de Lisboa. Marcial Pons, Madrid,
2010, p. 66.
57 Ibídem, p. 65.
58 Decisión del Parlamento Europeo 94/262, de 9 de marzo de 1994, sobre el estatuto del Defensor del Pueblo
Europeo y las condiciones generales del ejercicio de sus funciones. DO L 113, de 4.5.1994, p. 15. Esta
decisión ha sido modificada por la Decisión del Parlamento Europeo, 2002/262, de 14 de marzo (DO L 92, de
9.4.2002, p 13) y la Decisión del Parlamento Europeo, 2008/587, de 18 de junio (DO L 189, de 17.7.2008, p.
25).
59 DIAMANDOUROS, P.N.: Monitoring our impact on the environment: the role of Ombudsmen. Discurso
pronunciado en Bruselas, en la Semana Verde de la Comisión Europea, el 25 de mayo de 2011. Disponible
en: http://www.ombudsman.europa.eu/en/activities/speech.faces/en/10558/html.bookmark [Último Acceso 9
de marzo de 2017].
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El Defensor del Pueblo Europeo no está facultado para presentar recursos ante el TJUE. 
Según se establece en su estatuto, puede iniciar una investigación de oficio o como 
consecuencia de una reclamación, pero, en todo caso, debe tratar de conseguir una solución 
amistosa al conflicto y, en caso de no conseguirla, sus posibilidades de actuación de limitan 
a criticar públicamente la actuación de una institución o informar al Parlamento sobre la
misma. No cabe duda que el Defensor del Pueblo goza de una gran autoridad en el ámbito 
de las instituciones de la Unión pero, a diferencia de sus equivalentes en algunos Estados
miembros, como España, no goza de legitimación para la interposición de recursos ante un 
tribunal.
En conclusión, el derecho a la buena administración no es, en su regulación actual y a falta
de actos legislativos que lo desarrollen, una herramienta adecuada para que los ciudadanos
ni a las asociaciones por estos creadas puedan actuar en los tribunales ante violaciones del
Derecho ambiental de la Unión por parte de la Administración europea. Sin embargo, una
actuación de una institución u órgano comunitario que contravenga normas de Derecho 
originario o derivado supone un caso de mala administración y sí puede dar lugar a una
reclamación ante el Defensor del Pueblo Europeo, aunque el reclamante no se haya visto 
directamente afectado por esa violación. No obstante, el Defensor del Pueblo Europeo ni
puede tomar decisiones vinculantes para las partes, ni puede actuar ante el Tribunal de
Justicia para solicitar que se tomen dichas vinculantes.
1.3	 El acceso	a	la	justicia	en	materia	de medio	ambiente dentro	del régimen	de
recursos	ante	el TJUE
Pasamos ahora a analizar el sistema jurisdiccional de la Unión Europea y el régimen de
recursos ante el Tribunal de Justicia. Como ya se comentó, el estudio se centra en aquellos
recursos que pueden ser promovidos por los particulares para solicitar la revisión de actos
emanados de instituciones europeas que podrían ser contrarios al Derecho del medio 
ambiente.
Así, el estudio ha de contemplar necesariamente los regímenes del recurso de anulación y 
del recurso por omisión, que son, en principio, los idóneos para solicitar la revisión de los
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actos emanados de las instituciones de la Unión. Además, la construcción del sistema de
aplicación del Derecho de la UE por parte de los Estados miembros ha otorgado una
relevancia preeminente a la cuestión prejudicial. Aunque en principio, esta norma sirve para
asegurar la aplicación uniforme del Derecho de la Unión, la llamada cuestión prejudicial de
validez puede servir como vía para que los particulares soliciten en los Tribunales
nacionales la revisión de una norma de la Unión, en las condiciones que más adelante se
verán.
Dejamos fuera de nuestro estudio el recurso por responsabilidad extracontractual, por no 
ser adecuado para la defensa de intereses que no sean directos, al estar destinado 
fundamentalmente al resarcimiento de daños provocados por comportamientos ilícitos de
los órganos de la Unión. Tampoco se hablará aquí del recurso por incumplimiento, que se
dirige a denunciar el incumplimiento de las obligaciones de los Estados miembros y no se
dirige en consecuencia, contra la actuación administrativa de la propia Unión, objeto de
este trabajo. 
1.3.1 La	cuestión	prejudicial
La cuestión prejudicial es uno de los procedimientos clave en la construcción del
ordenamiento jurídico de la Unión, pues permite la aplicación e interpretación uniforme de
las normas de la Unión por parte de los tribunales de los Estados miembros. Además, como 
apunta Alonso García, aun siendo el anterior su propósito primordial, la práctica del
Tribunal de Luxemburgo y de los tribunales nacionales han convertido este procedimiento
en la vía principal de control de la compatibilidad de los Derechos nacionales con el
Derecho de la Unión60. 
La cuestión prejudicial se regula en el art. 267 TFUE en los siguientes términos:
El Tribunal de Justicia de la Unión Europea será competente para pronunciarse, con
carácter prejudicial:
a) sobre la interpretación de los Tratados;
60 
ALONSO GARCÍA, R.: “La cuestión prejudicial, piedra angular de la integración europea” en ALONSO
GARCÍA R.; UGARTEMENDIA ECEIZABARRENA, J.I.: La cuestión prejudicial europea, IVAP, 2014, 
pp. 10-11.
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b) sobre la validez e interpretación de los actos adoptados por las instituciones, órganos
u organismos de la Unión;
Cuando se plantee una cuestión de esta naturaleza ante un órgano jurisdiccional de uno
de los Estados miembros, dicho órgano podrá pedir al Tribunal que se pronuncie sobre
la misma, si estima necesaria una decisión al respecto para poder emitir su fallo.
Cuando se plantee una cuestión de este tipo en un asunto pendiente ante un órgano
jurisdiccional nacional, cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso
judicial de Derecho interno, dicho órgano estará obligado a someter la cuestión al
Tribunal.
Cuando se plantee una cuestión de este tipo en un asunto pendiente ante un órgano 
jurisdiccional nacional en relación con una persona privada de libertad, el Tribunal de
Justicia de la Unión Europea se pronunciará con la mayor brevedad.
Centrándonos en los aspectos relacionados con el tema que aquí nos ocupa, es de especial
importancia el inciso 1.b. A través de este procedimiento el Tribunal de Justicia puede
pronunciarse sobre la validez de una norma de Derecho secundario en relación con el
Derecho primario, esto es, el TUE, el TFUE y la CDFUE. Esta posibilidad se conoce como 
cuestión prejudicial de validez.
Por su propia naturaleza, la de incidente procesal dentro de otro recurso, la legitimación 
activa para la cuestión prejudicial viene determinada por las normas para la interposición 
del recurso principal que, al ser un recurso de Derecho interno, se regula por las normas
procesales de cada Estado.
Como consecuencia del monopolio del Tribunal de Justicia para anular actos de las
instituciones comunitarias, siempre que el juez nacional tenga una duda razonable sobre la
validez de un acto de Derecho derivado y su resolución no sea recurrible según el Derecho 
interno, ha de presentar la cuestión al Tribunal. Por el contrario, si dicha duda razonable se
presenta en un procedimiento cuya resolución sí puede ser recurrida, el juez nacional puede
resolver la cuestión, pero sólo en el sentido de que el acto es válido61. 
61 ALONSO GARCÍA, R.: Sistema jurídico…Op. cit.: p. 245.
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Por otro lado, el análisis de la validez del acto en cuestión que puede llevar a cabo el
Tribunal de Justicia se considera equivalente a la noción de legalidad empleada en el art. 
263 TFUE al hablar del recurso de anulación62. 
Las sentencias que resuelven cuestiones prejudiciales tienen efectos ex tunc, como ha
reiterado el Tribunal en numerosas sentencias:
La interpretación que, en el ejercicio de la competencia que le confiere el artículo 177 
[hoy art. 267 TFUE), da el Tribunal de Justicia de una norma de Derecho comunitario,
aclara y especifica, cuando es necesario, el significado y alcance de ducha norma, tal
como ésta debe o habría debido entenderse y aplicarse desde el momento de su entrada 
en vigor. De esto resulta que la norma así interpretada puede y debe ser aplicada por el
Juez incluso a relaciones jurídicas nacidas y constituidas antes de la sentencia que
resuelva sobre la petición de interpretación, siempre y cuando, por otra parte, se reúnan 
los requisitos necesarios para someter a los órganos jurisdiccionales competentes un
litigio relativo a la aplicación de dicha norma63.
No obstante, de forma excepcional y para salvaguardad la seguridad jurídica, el Tribunal
puede limitar en la misma sentencia que resuelve sobre la cuestión de que se trate, la
posibilidad de que otros interesados invoquen su interpretación64. 
En relación con el tema que nos ocupa, conviene analizar la funcionalidad de la cuestión 
prejudicial como procedimiento para controlar la actividad administrativa de la Unión. En 
primer lugar, ya se ha comentado que los tribunales nacionales no son competentes para
determinar la validez de un acto de Derecho de la Unión y que solo el Tribunal de Justicia
puede declarar tal invalidez. Esto supone que, para que el caso pueda llegar a este órgano, 
tiene que haber alguna norma de Derecho nacional impugnable, pues, de lo contrario, no 
podría iniciarse un proceso ante un Tribunal nacional y habría que acudir directamente al
recurso de anulación. 
Esta situación planteaba una importante laguna en el control de la actividad de la Unión, 
cuando las normas emanadas de ella no necesitaban medidas de aplicación porque, en ese
caso, el particular no podría acudir a los tribunales de su Estado, ya que no habrá ningún 
62 JIMENO BULNES, M.: “La cuestión prejudicial” en PARDO IRANZO, V. (dir.): El Sistema
Jurisdiccional de la Unión Europea. Aranzadi, Cizur Menor, 2013, p. 190.
63 Sentencia del Tribunal de Justicia de 27 de marzo de 1980 (asunto 61/79), Administrazione delle Finanze
dello Stato contra Denkavit Italiana Srl., § 16.
64 Ibídem, § 17-18.
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acto interno que impugnar65, a ello se une que el régimen del recurso de anulación 
establece, como se verá a continuación, unos requisitos muy estrictos de legitimación 
activa. Esta situación, sin embargo, se ha visto mitigada por la modificación al art. 263 
TFUE operada por el Tratado de Lisboa, como se verá más adelante.
En todo caso, aun habiendo una medida interna de aplicación impugnable, los tribunales
nacionales solo están obligados a plantear la cuestión prejudicial solicitada por el
demandante cuando conocen del asunto en última instancia. De este modo, y debido al
régimen de recursos interno, pueden provocarse grandes retrasos en el procedimiento, 
retrasos que pueden ser incompatibles con la tutela jurisdiccional efectiva66.
1.3.2 El	recurso	de	anulación
Según el art. 263 TFUE, el TJUE es competente para controlar la legalidad de los actos
jurídicos obligatorios de las instituciones europeas. Como señala Rodríguez Iglesias, este
control de legalidad se produce en dos niveles. Por un lado, es un control de conformidad 
de los actos “ejecutivos” con las normas en que se basan y, en segundo lugar, es un control
de constitucionalidad de las normas de la Unión, es decir, de su conformidad con los
Tratados constitutivos67. 
La anulación del acto objeto del recurso produce efectos ex tunc y erga omnes en función 
del art. 264 TFUE. Además, la institución de la que haya emanado el acto anulado está
obligada a adoptar cuantas medidas sean necesarias para la ejecución de la sentencia (art. 
266 TFUE). 
1.3.2.1 Objeto del recurso
El objeto del recurso de anulación queda establecido en el art. 263.1 TFUE:
El Tribunal de Justicia de la Unión Europea controlará la legalidad de los actos
legislativos, de los actos del Consejo, de la Comisión y del Banco Central Europeo que
65 Conclusiones del Abogado General Jacobs, de 21 de marzo de 2002, al asunto C-50/00 P, Unión de
Pequeños Agricultores contra Consejo de la Unión Europea, § 43.
66 Ibídem, § 42.
67 RODRÍGUEZ IGLESIAS, G. C. en LIÑÁN NOGUERAS, D.J.: “El sistema jurisdiccional… Op. cit., p.
443.
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no sean recomendaciones o dictámenes, y de los actos del Parlamento Europeo y del
Consejo Europeo destinados a producir efectos jurídicos frente a terceros. Contralará
también la legalidad de los actos de los órganos y organismos de la Unión destinados a
producir efectos jurídicos frente a terceros.
De este modo, quedan excluidos los actos que sin carácter obligatorio (recomendaciones y 
dictámenes), así como los actos que no producen efectos frente a terceros, como los actos
de trámite o preparatorios.
Un punto importante a tener en cuenta es que, a la hora de analizar si un determinado acto
entra dentro del objeto del recurso de anulación, el Tribunal tiene en cuenta los efectos y 
naturaleza del acto, independientemente de la forma que este adopte. Así lo ha dejado claro 
en numerosas ocasiones: 
Para determinar si las medidas impugnadas constituyen actos a efectos del artículo 173
[actual art. 263 TFUE], hay que atenerse a su contenido esencial […]. Constituyen
actos o decisiones que pueden ser objeto de recurso de anulación […] las medidas que 
producen efectos jurídicos obligatorios que puedan afectar a los intereses del
demandante, modificando de forma caracterizada la situación jurídica de este último.
Por el contrario, la forma en que se adoptan los actos o decisiones es, en principio,
indiferente por lo que respecta a la posibilidad de impugnarlos a través de un recurso 
de anulación68.
1.3.2.2 Legitimación activa en el recurso de anulación
Con relación al recurso de anulación, el aspecto de más interés para el tema que nos ocupa
es la legitimación activa. Dentro de los legitimados para interponer el recurso se encuentran 
los llamados actores “privilegiados”, es decir, las instituciones que pueden interponer el
recurso sin tener que cumplir ningún requisito (los Estados miembros y las instituciones de
la UE) y los actores “no privilegiados”, que deben reunir unos determinados requisitos para
tener legitimación activa ante el Tribunal.
La regulación de los actores no privilegiados se encuentra en el art. 263, cuarto párrafo del
TFUE:
Toda persona física o jurídica podrá interponer recurso, en las condiciones previstas en
los párrafos primero y segundo, contra los actos de los que sea destinataria o que la
68 Sentencia del Tribunal de Justicia de 11 de noviembre de 1981 (asunto 60/81), International Business
Machine Company contra Comisión de las Comunidades Europeas, § 9.
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afecten directa e individualmente y contra los actos reglamentarios que la afecten
directamente y que no incluyan medidas de ejecución.
Los conceptos de afectación directa y afectación individual, requeridos por el art. 263 para
que las personas físicas puedan interponer recurso contra actos de los que no son 
destinatarias, son indeterminados y para su definición se ha de acudir a la jurisprudencia del
Tribunal sobre dicho artículo (o su equivalente en los anteriores Tratados). 
1.3.2.2.1 Afectación directa
El requisito de la afectación directa ha sido tratado a menudo en la jurisprudencia del
Tribunal. En este sentido, la sentencia del caso International Fruit Company69 es una de las 
piezas clave que establece los requisitos necesarios para interponer un recurso de anulación. 
En este caso la demandante interpuso un recurso ante varios actos de la Comisión que le
denegaban varias solicitudes de importación de manzanas. Dicha medida era comunicada a
los Estados miembros, que eran los encargados de ejecutarlas y comunicarlas. El Tribunal
consideró que era la Decisión de la Comisión la que implicaba directamente la concesión o 
no de la licencia, aunque este acto tuviera que ser ejecutado por el Estado miembro y, en 
consecuencia, afectaba directamente a la situación jurídica de la demandada70. 
Por otro lado, para analizar si un demandante se ha visto directamente afectado por una
norma o decisión, no basta con analizar la relación formal entre dicha norma y la situación 
jurídica del demandante, sino que hay que examinar las circunstancias del caso para
determinar si de los hechos concretos puede deducirse que la decisión de una autoridad de
la Unión afectó a la situación jurídico-material del demandante. De este modo, puede
existir afectación directa aun cuando la norma o decisión haya de ser aplicada por una
autoridad nacional que tenga margen de apreciación o incluso cuando los efectos para el
demandante no se deriven directamente de dicha norma sino de un contrato privado. Así se
deduce de las sentencias de los casos Piraiki – Patraiki71 y Dreyfus72. 
69 Sentencia del Tribunal de Justicia de 13 de mayo de 1971 (asuntos acumulados 41/70, 42/70, 43/70 y
44/70), International Fruit Company y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas.
70 Ibídem, §§ 27-28.
71 Sentencia del Tribunal de Justicia de 17 de enero de 1985 (asunto 11/82), Piraiki-Patraiki y otros contra
Comisión de las Comunidades Europeas.
54 
         
        
       
       
         
 
         
        
       
         
            
        
         
           
           
 
     
      
           
        
        
    
      
         
     
       
                                                                                                                                               
                   
   
                
En el primero de ellos, la Comisión adoptó una decisión que permitía a Francia establecer 
cuotas a la importación de hilo de algodón desde Grecia. La sociedad Piraiki-Patraiki
consideró que se había visto directamente afectada por dicha decisión y solicitó la
anulación de la misma. Tanto la Comisión como el gobierno francés consideraron que tal
afectación no existía por cuanto la decisión estaba dirigida a Francia, que además tenía la
facultad de establecer o no dichas cuotas.
Sin embargo el Tribunal no se limitó a un análisis formal del caso, sino que analizó las
circunstancias que rodeaban al mismo y señaló que, dado que las medidas que restringían la
importación ya estaban en vigor incluso antes del permiso de la Comisión y que dichas
medidas eran incluso más restrictivas que las que la Comisión permitió, la posibilidad de
que Francia no hiciera uso de las facultades que se le otorgaban era “meramente teórica” y 
no dejaba lugar a dudas de las intenciones del gobierno Francés. En consecuencia, no cabía
otra posibilidad más que considerar que los demandantes se habían visto afectados por la
Decisión de la Comisión73. 
Por otro lado, el análisis de si existe o no afectación directa del demandante ha de ir más
allá del examen formal de la relación entre el emisor de la norma o decisión y el particular 
que se ve afectado por la misma, así quedó claro en la sentencia del caso Dreyfus. 
En dicho asunto el Consejo había decidido conceder un préstamo a la Federación Rusa (por 
aquel entonces aún URSS) para comprar trigo y medicamentos. La concesión de fondos
quedaba vinculada a que la Comisión aprobara los contratos de suministro entre los
organismos rusos y las empresas exportadoras. Tras una modificación en las condiciones
del contrato entre la sociedad Dreyfus y el organismo ruso encargado de la importación del
trigo (Exportkhleb) que supuso un aumento considerable del precio, la Comisión decidió no 
aprobar dicho contrato. El acuerdo entre Dreyfus y Exportkhleb incluía una cláusula
suspensiva que subordinaba la ejecución del contrato y el pago del precio al desembolso del
préstamo comunitario. Ante la decisión de la Comisión de no aprobar contrato y, en 
consecuencia, no desembolsar el préstamo, Dreyfus consideró que se había visto directa e
72 Sentencia del Tribunal de Justicia de 5 de mayo de 1998 (asunto C-386/96-P), Societé Louis Dreyfus et Cie 
contra Comisión de las Comunidades Europeas
73 Sentencia del Tribunal de Justicia de 17 de enero de 1985 (asunto 11/82), §§ 8-10.
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individualmente afectada por dicha decisión e interpuso recurso de anulación ante el
Tribunal de Primera Instancia.
Dicho órgano, sin embargo, consideró que no existía afectación directa, ya que el contrato 
entre Dreyfus y Exportkhleb continuaba vigente, y el hecho de que Dreyfus se hubiera visto 
afectada por la decisión de la Comisión únicamente derivaba de la inclusión de una cláusula
suspensiva en el contrato y, en todo caso, la capacidad de interponer un recurso de
anulación no podía depender de la voluntad de las partes.
Recurrida la sentencia en casación, el Tribunal consideró que sí que existía afectación 
directa, por cuanto estaba clara la subordinación económica objetiva del contrato de
suministro al acuerdo de préstamo entre la Comisión y Rusia, ya que sólo podrían pagarse
los suministros con los fondos del préstamo otorgado por la Comunidad (de hecho, el
motivo principal de la concesión del préstamo era precisamente la ausencia de otros medios
en manos de Rusia para poder pagar los suministros).
De estas sentencias podemos extraer dos características en torno a la interpretación que el
Tribunal hace del requisito de afectación directa. En primer lugar, la medida que se trata de
anular debe afectar por sí sola a la situación jurídico-material del demandante, sin dejar 
margen de apreciación a los Estados miembros. En segundo lugar, para ver si la medida en 
cuestión afecta a la situación del demandante, hay que estar a las circunstancias del caso y 
no limitarse únicamente a un examen formal.
1.3.2.2.2 Afectación individual
La interpretación del Tribunal sobre el requisito de afectación individual es uno de los
puntos más relevantes en lo que se refiere al acceso a la justicia en materia de medio 
ambiente, ya que lo difuso de los intereses protegidos por el Derecho ambiental hace muy 
difícil alegar que las violaciones del mismo han provocado un perjuicio individual en el
demandante.
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1.3.2.2.2.1 La doctrina Plaumann
Sin duda alguna, la pieza fundamental de la interpretación del requisito de afectación 
individual es el caso Plaumann74, hasta el punto que, habitualmente, la comprobación del
requisito de afectación individual se denomina test Plaumann. En este caso, un importador 
alemán interpuso recurso de anulación contra una Decisión de la Comisión que prohibía a
Alemania suspender los derechos de aduana aplicados a ciertos productos importados desde
terceros países. La Comisión consideró que la expresión del art. 173 TCE “decisión dirigida
a otra persona”75 no incluía las decisiones dirigidas a los Estados miembros y que, por 
tanto, un particular no podía recurrir dichas decisiones. El Tribunal, no obstante, consideró 
que no podía llevarse a cabo una interpretación restrictiva de las normas de legitimación 
activa del Tratado y que la literalidad de la norma no podía llevar a la interpretación de que
la norma contenía una excepción de ese tipo76. Según el tribunal,
quienes no sean destinatarios de una Decisión sólo pueden alegar que ésta les afecta
individualmente cuando dicha Decisión les atañe debido a ciertas cualidades que les
son propias o a una situación de hecho que les caracteriza en relación con cualesquiera
otras personas y, por ello, les individualiza de una manera análoga al destinatario77.
No obstante, el Tribunal entendió que la condición “importador de clementinas” no podía
individualizar al demandante, ya que designaba simplemente una actividad comercial
susceptible de ser llevada a cabo por cualquier otro comerciante. En consecuencia, el
recurso fue considerado inadmisible.
La doctrina Plaumann ha sido aplicada, como se verá, en numerosas ocasiones a casos
relativos al medio ambiente, tanto en relación con personas físicas como jurídicas. En lo 
que se refiere a las personas físicas, un caso importante se sustanció en 1995 a raíz de las
pruebas nucleares francesas en el atolón de Mururoa78. En él, los demandantes, tres
74 Sentencia del Tribunal de Justicia de 15 de julio de 1963 (asunto 25/62), Plaumann & Co. contra Comisión
de la Comunidad Económica Europea.
75 El precepto entonces en vigor era el art. 173 del TCE, que establecía: “toda persona física podrá interponer
[…] recurso contra las Decisiones de las que sea destinataria y contra las Decisiones que, aunque revistan la
forma […] de una Decisión dirigida a otra persona, la afecten directa e individualmente”.
76 Ibídem, fundamentos de Derecho, considerandos 3º, 4º y 5º.
77 Ibídem, fundamentos de Derecho, considerando 12º.
78 Auto del Presidente del Tribunal de Primera Instancia de 22 de diciembre de 1995 (asunto T-219/95),
Marie-Thérèse Danielsson y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas.
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residentes en Tahití, solicitaban la suspensión de una Decisión de la Comisión de no 
considerar aplicable el art. 34 del Tratado Euratom, que obligaba a la elaboración de un 
dictamen de la Comisión y a la toma de medidas especiales de protección sanitaria cuando 
se realizaran experimentos nucleares especialmente peligrosos. Como justificación de esta
decisión, la Comisión alegaba que los experimentos no suponían un riesgo perceptible de
exposición a la radiación para la población o los trabajadores.
El Tribunal consideró inadmisible el recurso al considerar que el hecho de que los
demandantes pudieran sufrir un daño físico no era suficiente para considerar que existía una
afectación individual, ya que dicha posibilidad no era suficiente para individualizarles de
manera análoga al destinatario de una decisión79, puesto que se encontraban en la misma
situación que cualquier otro habitante de la Polinesia80. 
Esta afirmación es relevante en lo que se refiere al acceso a la justicia en materia de medio 
ambiente y, como se verá en el siguiente capítulo, fue tenida en cuenta por el Comité de
Cumplimiento del Convenio de Aarhus a la hora de valorar el sistema de acceso a la justicia
en la Unión Europea81. 
El caso de la International Fruit Company, antes citado82, es también relevante en materia
de afectación individual. En dicho asunto, la Comisión alegó que la decisión de otorgar la 
licencia de importación se articulaba mediante un Reglamento de carácter general y que, 
por tanto, no podía considerarse que la demandada se veía afectada individualmente por el
mismo. Sin embargo, el Tribunal consideró que sí existía afectación individual, ya que el
Reglamento se adoptó teniendo en cuenta las cantidades que se habían solicitado y, al
aprobar la prórroga, la Comisión estaba decidiendo el curso que se iba a dar a las
solicitudes ya formuladas. Por ello, no podía considerarse que el Reglamento era una
medida de carácter general sino que era, en realidad, un haz de Decisiones que sí afectaba a
la situación jurídica individual de cada uno de los demandantes83. Esta sentencia refleja una
79 Ibídem § 71.
80 Ibídem § 72.
81 ACCC/2008/32, 21 de mayo de 2011, Unión Europea, § 21.
82 Sentencia del Tribunal de Justicia de 13 de mayo de 1971 (asuntos acumulados 41/70, 42/70, 43/70 y
44/70), International Fruit Company y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas.
83 Ibídem, § 21.
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característica importante que debe reunir el demandante para considerar que se ha visto 
individualmente afectado por la medida que se pretende anular: que a la hora de adoptar el
acto en cuestión, la institución que lo adopta haya tenido en cuenta las circunstancias del
demandante.
1.3.2.2.2.2 El caso particular de las ayudas de Estado
Un criterio ligeramente diferente se ha seguido en el ámbito de las ayudas de Estado. En el
caso Cook84, una empresa inglesa planteó un recurso de anulación de la Decisión de la
Comisión de no plantear objeciones a una ayuda otorgada por el Estado español a una
empresa que competía en el mismo sector que la recurrente. Según el art. 93.2 de la versión 
del TCE entonces vigente, los interesados debían ser emplazados por la Comisión para que
presentasen sus observaciones, antes de considerar que una determinada ayuda era contraria
a las normas comunitarias. El Tribunal había declarado anteriormente que debían 
considerarse como interesadas a las personas, empresas o asociaciones que pudieran verse
afectadas por la concesión de la ayuda, en particular, las empresas competidoras. En este
sentido, consideró el Tribunal que cuando la Comisión ni siquiera abría el procedimiento 
del art. 93.2 por entender que la ayuda en cuestión no era contraria a las normas 
comunitarias, la única manera que tenía una empresa competidora de hacer valer las
garantías de procedimiento que le otorgaba dicho artículo era plantear un recurso de
anulación ante el Tribunal85. En consecuencia, el recurso era admisible, ya que era la única
manera que tenía una empresa competidora de hacer valer sus garantías procesales y, por 
tanto, la Decisión de no abrir el procedimiento por ayudas de Estado ilícitas le afectaba
individualmente, a pesar de que el destinatario formal de la Decisión era el Gobierno 
español.
84 Sentencia del Tribunal de Justicia de 19 de mayo de 1993 (asunto C-198/91), William Cook plc. contra 
Comisión de las Comunidades Europeas.
85 Ibídem, § 23.
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1.3.2.2.2.3 Aplicación del requisito de afectación individual a las asociaciones 
Un buen punto de partida para el análisis de este punto es el caso Apesco86. El Tratado de
Adhesión de España y Portugal establecía un límite para el número de barcos de pesca
españoles que podían faenar (lista de base) y un límite al número de buques que podían 
faenar al mismo tiempo (lista periódica). Una asociación de empresarios de pesca consideró 
que se había visto discriminada al otorgarse a algunos de los barcos de sus asociados una
cantidad de días de faena inferior a las otorgadas a otras asociaciones, ante lo cual interpuso 
recurso de anulación. La Comisión alegó que el recurso solo era admisible en la medida en 
que Apesco actuaba en nombre de los titulares de los barcos incluidos en la lista periódica, 
pues el resto no se veía afectado directa e individualmente por la medida. Sin embargo el
Tribunal consideró que todos los miembros de Apesco se veían afectados por la decisión 
individualmente, como consecuencia de una condición que les era particular (estar en lista
de base), lo que les individualizaba de manera análoga al destinatario87. 
Lo cierto es que el Tribunal viene aplicando unos requisitos especiales a los entes que
tienen atribuidos la defensa de los intereses de una categoría de personas, a los que no se
considera legitimados únicamente por esta atribución 88 . Según la jurisprudencia del
Tribunal, condensada en el caso Federolio, se considera que estas asociaciones están 
afectadas directamente por un acto en tres casos específicos:
a) cuando una disposición legal reconoce expresamente a las asociaciones
profesionales una serie de facultades en el marco del procedimiento […].
b) cuando la asociación representa los intereses de empresas que habrían podido 
interponer válidamente recurso por sí mismas […]. 
c) cuando la asociación resulta individualizada por verse afectados sus propios
intereses en cuanto asociación, en especial porque el acto cuya anulación se solicita ha
afectado a su posición de negociadora89.
86 Sentencia del Tribunal de justicia de 26 de abril de 1988 (asunto 207/86), Asociación Profesional de
Empresarios de Pesca Comunitarios (Apesco) contra Comisión de las Comunidades Europeas.
87 Ibídem, § 12.
88 MARTÍN BRAÑAS, C.: “El recurso de anulación” en PARDO IRANZO, V. (dir.): El Sistema
Jurisdiccional de la Unión Europea. Aranzadi, Cizur Menor, 2013, p. 71.
89 Auto del Tribunal de Primera Instancia de 30 de septiembre de 1997 (asunto T-122/96), Federazione
nazionale del commercio oleario contra Comisión de las Comunidades Europeas, §§ 61 y ss.
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Este último inciso es especialmente interesante para el tema que nos ocupa, como más
adelante se verá. La jurisprudencia en torno a los intereses de las asociaciones queda
definida en la sentencia del caso Van der Kooy90. En este asunto, relativo a las ayudas de
Estado, se aceptó la legitimación activa de la Landbouwshcap, una entidad de Derecho 
público de los Países Bajos constituida para la defensa de los intereses de los agricultores. 
Dicha entidad negociaba una tarifa especial para el suministro de gas, tarifa que fue
declarada contraria al funcionamiento del mercado común por la Comisión.
El Tribunal basó la admisión del recurso en que, aunque no podía considerarse que la
Landbouwschap estaba directa e individualmente afectada por la Decisión de la Comisión, 
su posición se veía lesionada por la misma, ya que era la negociadora de las tarifas de gas
en interés de los horticultores91. Además, esta entidad había participado, en virtud del art. 
93.2 TCE, en el procedimiento que se sustanció para declarar la ayuda incompatible con el
mercado común, presentando observaciones por escrito92. Por último, la Landbouwschap 
era signataria del acuerdo por el que se estableció la tarifa declarada incompatible por la
Comisión93. 
Es conclusión, el Tribunal acepta la legitimación activa de las asociaciones constituidas
para la defensa de los intereses de una categoría de justiciables si su propia posición se ha
visto afectada por el acto que se pretende anular, teniendo en cuenta, además, la posición de
la asociación en el procedimiento que llevó a toma de la decisión impugnada.
1.3.2.2.3	 El caso particular de los actos reglamentarios que no incluyen medidas de
ejecución
Los requisitos anteriores (afectación directa y afectación individual) permiten la
legitimación activa para todo acto objeto del recurso de anulación. Sin embargo, estos
requisitos son diferentes para un objeto del recurso en particular: los actos reglamentarios
que no incluyen medidas de ejecución.
90 Sentencia del Tribunal de Justicia de 2 de febrero de 1988 (asuntos acumulados 67/85, 68/85 y 70/85),
Kwekerij Gebroeders Van der Kooy BV y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas.
91 Ibídem, § 21.
92 Ibídem, § 22.
93 Ibídem, § 23.
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Esta excepción se recoge en la redacción dada al art. 263.4 TFUE en el Tratado de Lisboa, 
que contiene un añadido importante con respecto a la que se recogía en el Tratado de Niza. 
Entre otros cambios se incluyó, in fine, la posibilidad de los particulares de recurrir los
“actos reglamentarios que le afecten directamente y que no incluyan medidas de
ejecución”. 
Este añadido es consecuencia de una laguna jurídica del sistema anterior que provocaba una
violación del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva tal y como quedó patente en el caso 
Jégó - Quéré94 y como había sido denunciado en varias ocasiones incluso por los Abogados
Generales del Tribunal95. 
En el caso Jegó-Quéré, el Tribunal reconocía que la demandante, una empresa pesquera que
se había visto afectada por un Reglamento que imponía ciertas medidas de protección de la
merluza, no cumplía los requisitos de legitimación activa para la interposición de un 
recurso de anulación. En concreto, no reunía las condiciones necesarias para considerar que
se veía individualmente afectada por lo decisión, en los términos establecidos por la
doctrina Plaumann96. Sin embargo, el Tribunal de Primera Instancia consideró que era
necesario adoptar un nuevo criterio, diferente al que se venía manteniendo, ya que de lo 
contrario se estaría violando el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, reconocido en los
arts. 6 y13 CEDH y 47 CDFUE97. Dicho criterio debía ser que una persona física o jurídica
se ve afectada directamente “si la disposición de que se trata afecta de manera cierta y
actual a su situación jurídica restringiendo sus derechos o imponiéndole obligaciones”98 . 
Además, en esta situación, “el número y la situación de otras personas igualmente
afectadas por la disposición o que puedan serlo no son […] consideraciones
pertinentes”99. 
94 NIETO GARRIDO, E.: “El control judicial” en NIETO GARRIDO, E.; MARTÍN DELGADO, E.:
Derecho administrativo europeo en el Tratado de Lisboa. Marcial Pons, Madrid, 2010, p. 234.
95 A este respecto son especialmente importantes y clarificadoras las conclusiones del Abogado General
Jacobs al caso UPA (asunto C-50/00 P, Unión de Pequeños Agricultores contra Consejo de la Unión
Europea).
96 Sentencia del Tribunal de Primera Instancia, de 3 de mayo de 2002 (asunto T-177/01), Jegó-Quéré et Cie.
S.A. contra Comisión de las Comunidades Europeas, § 27-38.
97 Ibídem, § 50.
98 Ibídem, § 51.
99 Ibídem, § 51.
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El problema de fondo en Jegó-Quéré era que dentro del régimen de recursos ante el
Tribunal, la severidad de los requisitos exigidos para reconocer la legitimación activa en el
recurso de anulación se veía mitigada por el hecho de que, siempre que la norma en 
cuestión tuviera que ser aplicada mediante actos en los Estados miembros, los particulares
podían comenzar un recurso interno en sus tribunales nacionales y, dentro del mismo, 
solicitar que se preguntase al TJUE sobre la validez de un acto de la Unión, a través de la
cuestión prejudicial.
El problema surgía cuando, como ocurría en Jegó-Quéré, un acto comunitario no requería
ninguna medida de ejecución por parte de los Estados miembros. En estos casos, los
particulares no podían acudir a los tribunales de su Estado, ya que no había ningún acto 
interno que recurrir y los tribunales internos no tienen competencia para determinar la
validez de actos de la Unión. Pero tampoco podían acudir al TJUE si no cumplían los
requisitos de legitimación activa que exigía el Tribunal.
La nueva interpretación del TPI parecía solucionar esta situación, sin embargo, tras el
recurso de casación interpuesto por la Comisión, el Tribunal de Justicia anuló la sentencia
del TPI y reiteró la jurisprudencia del caso Plaumann100. 
Ante la situación de indefensión que esta interpretación provocaba, se decidió incluir en la
redacción del TFUE recogida en el Tratado de Lisboa la posibilidad de recurrir actos
reglamentarios que no necesitaban medidas de ejecución101, eliminando además, sólo para
este caso, el requisito de la legitimación individual y permitiendo presentar el recurso 
probando únicamente que el acto les afectaba directamente. De este modo, el art. 263.4 
TFUE quedó redactado como sigue:
Toda persona física o jurídica podrá interponer recurso, en las condiciones previstas en
los párrafos primero y segundo, contra los actos de los que sea destinataria y que le
afecte directa e individualmente y contra los actos reglamentarios que la afecten
directamente y que no incluyan medidas de ejecución.
100 Sentencia del Tribunal de Justicia de 1 de abril de 2004 (asunto C-263/02P).
101 LIÑÁN NOGUERAS, D.J.: “El sistema jurisdiccional…” Op. cit.: p. 450.
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A este respecto hay que concretar qué se considera actos reglamentarios. El Tribunal se ha
pronunciado al respecto, especificando que “el concepto de ‘acto reglamentario’ en el
sentido del art. 263 TFUE, párrafo cuarto, incluye cualquier acto de carácter general a 
excepción de los actos legislativos”102 . 
1.3.2.2.4 Legitimación de las asociaciones defensoras del medio ambiente
1.3.2.2.4.1 El caso Greenpeace
El auto del asunto Greenpeace103 es la pieza clave de uno de los puntos más importantes en 
lo que se refiere al acceso a la justicia en materia de medio ambiente: la legitimación activa
de las asociaciones que tienen por objeto la defensa del medio ambiente. Esta decisión y el
resultado de su apelación posterior plantean la posición que ha venido siguiendo el Tribunal
en materia de acceso a la justicia ambiental por parte de asociaciones, por lo que continua
siendo el caso paradigmático en la materia104. 
1.3.2.2.4.1.1 Antecedentes de hecho
Según la Decisión C(91)440, la Comisión había decidido otorgar ayudas a la construcción 
de sendas centrales térmicas en las islas de Tenerife y Gran Canaria, en el marco del
programa FEDER. El art. 5 de dicha Decisión establecía específicamente que la Comisión 
podría reducir o anular la ayuda concedida si constataba la existencia de irregularidades. 
Además, el Reglamento relativo a las funciones de los fondos estructurales105 establecía
específicamente que las actividades objeto de financiación debían atenerse a las
disposiciones de los Tratados, incluidas aquellas referidas a la protección del medio 
ambiente.
102 Auto del Tribunal General de 6 de septiembre de 2011 (asunto T-18/10), Inuit Tapiriit Kanatami y otros,
contra Parlamento Europeo y Consejo de la Unión Europea, § 56.
103 Auto del Tribunal de Primera Instancia de 9 de agosto de 1995 (asunto T-585/93). Stichting Greenpeace
Council y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas.
104 JANS, H.J.; VEDDER, H.H.B.: European Environmental Law (4ª edición). Europa Law Publishing,
Groningen, 2012, p. 241.
105 Reglamento (CEE) 2052/88, de 24 de junio de 1988, relativo a las funciones de los Fondos con finalidad
estructural y a su eficacia, así como a la coordinación entre sí de sus intervenciones, con las del Banco
Europeo de Inversiones y con las de los demás instrumentos financieros existentes (DO L187. p. 9).
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Entre diciembre de 1991 y noviembre de 1992, dos particulares informaron a la Comisión 
de la ilegalidad de las obras, que ya habían comenzado a pesar de que la autoridad 
competente (la Comisión de Medio Ambiente y Urbanismo de Canarias, CUMAC) no 
había emitido la preceptiva declaración de impacto ambiental, tal y como exigía la
normativa comunitaria vigente. Por otro lado, ya en 1993, Greenpeace comenzó un 
procedimiento contencioso-administrativo en España para impugnar la validez de las
autorizaciones de obras dadas por la Consejería de Industria, Comercio y Consumo de
Canarias. Al mismo tiempo, esta asociación había solicitado a la Comisión la información 
relativa a la transferencia de fondos a España para cubrir el coste de las obras, información 
que no fue facilitada por la Comisión, que consideró que no estaba obligada a hacerlo por 
tratarse de información relativa a procedimientos internos de la Comisión. Por último, en 
octubre de 1993, Greenpeace mantuvo una reunión informativa con la Dirección General de
Políticas Regionales de la Comisión.
En diciembre de 1993 Greenpeace y otras dos asociaciones locales dedicadas a la
protección del medio ambiente, así como varios demandantes particulares, interpusieron un 
recurso de anulación ante el Tribunal de Primera Instancia, con el objeto de conseguir la
anulación de una Decisión no formal adoptada por la Comisión entre marzo de 1991 y 
octubre de 1993, que otorgaba el primer tramo de la ayuda para la construcción de las
centrales.
1.3.2.2.4.1.2 Posición de las partes
La Comisión sostenía que la decisión impugnada no afectaba directamente a ninguno de los
demandantes porque no podían alegar que se encontraban en una situación análoga a la del
destinario de la misma, el Gobierno español. Tampoco podían considerar, según la
Comisión, que la Decisión les afectaba individualmente, porque ésta solo afectaba a las
relaciones entre la Comisión y España106. Además el hecho de que varios particulares
hubieran denunciado irregularidades ante la Comisión era irrelevante, ya que el marco 
jurídico en que esta se tomó no confería ningún derecho subjetivo a los particulares107. 
106 Auto del Tribunal de Primera Instancia de 9 de agosto de 1995 (asunto T-585/93). Stichting Greenpeace 
Council y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas. § 26.
107 Ibídem, § 27.
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Por su parte los demandantes señalaron que sí estaban afectados directamente por la
Decisión, por cuanto la misma no dejaba ningún margen de discrecionalidad al gobierno 
español, requisito exigido por la jurisprudencia del Tribunal. También les afectaba
individualmente, ya que todos ellos habían sufrido o podían sufrir una pérdida a causa de la
medida tomada por la Comisión.
En opinión de los demandantes, la jurisprudencia a tener en cuenta en este caso en concreto 
no era la que exigía que el demandante se encontrara en una situación análoga a la del
destinatario de la Decisión, sino la relativa a las ayudas de Estado108, que, recordemos, 
permite que los competidores del destinatario de la ayuda pueden interponer recurso, 
aunque no se encuentran en situación análoga al destinatario de la decisión, que es el
Estado de que se trate109 110 . 
Los demandantes fueron más allá y solicitaron al Tribunal que abandonase el enfoque que
venía adoptando en su jurisprudencia y que sólo se aplicaba a casos en los que estaban 
intereses económicos en juego. Solicitaban del Tribunal que adoptara una “postura liberal
en la materia”, teniendo en cuenta la legislación y la práctica de los Estados miembros y de
Estados terceros (en concreto los Estados Unidos111), en los que se permitía que los
particulares que demostraran un interés suficiente, pudieran impugnar judicialmente las
decisiones administrativas que eran contrarias a las normas del Derecho ambiental. 
Además, en la mayoría de casos, estos Estados otorgaban también legitimación activa a las
asociaciones dedicadas a la defensa del medio ambiente que cumplieran determinados
requisitos112. 
Por último, tanto las diferentes asociaciones como los particulares señalaban 
específicamente por qué se veían afectados por la Decisión. En el caso de los particulares, 
los intereses afectados iban desde los perjuicios a la salud, hasta los intereses de los
108 Ya se comentó al hablar del requisito de la afectación individual, que el criterio seguido por el Tribunal en
el ámbito de las ayudas de Estado era ligeramente diferente.
109 Auto del Tribunal de Primera Instancia de 9 de agosto de 1995, § 31.
110 Los recurrentes citan en concreto la sentencia del caso Cook, que se comentó en el epígrafe anterior.
111 Sobre el sistema estadounidense de las citizen suits se hablará al comentar los antecedentes del Convenio
de Aarhus.
112 Auto del Tribunal de Primera Instancia de 9 de agosto de 1995 (asunto T-585/93). Stichting Greenpeace
Council y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas. §§ 32-33.
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trabajadores en los sectores del turismo o la agricultura. En el caso de las asociaciones, 
reconocían que, según la jurisprudencia del Tribunal, las asociaciones solo podían 
interponer recursos de anulación en la medida en que sus miembros se vieran afectados (de
modo que esos mismos miembros podrían haber interpuesto ellos mismos el recurso). Con 
relación a este requisito, las tres asociaciones demandantes alegaban que su objetivo 
principal era la protección del medio ambiente y que un número considerable de sus
miembros era residente en las Islas Canarias. Además, debía considerarse que las
organizaciones en sí mismas también se veían individualmente afectadas, porque
representaban ordenada y coordinadamente los intereses de un gran número de personas.
1.3.2.2.4.1.3 Fallo del Tribunal de Primera Instancia
El Tribunal consideró inadmisible el recurso de anulación por falta de legitimación activa
de los demandantes. Consideró que según su reiterada jurisprudencia (fundamentalmente el
caso Plaumann) los sujetos diferentes de los destinatarios solo pueden alegar que les afecta
individualmente una decisión que les atañe por cualidades que les son propias y los
caracteriza frente a cualquier otra persona de manera análoga a la del destinatario. Los
demandantes consideraban que el Tribunal debía abandonar esa concepción de la
legitimación activa, entre otros motivos, porque sus intereses no eran de naturaleza
económica y, por tanto, eran completamente diferentes a los defendidos hasta el momento 
en los casos juzgados por el Tribunal. Éste, sin embargo, consideró que el criterio de que la
Decisión debía afectar al demandante de forma que quedara caracterizado frente a cualquier 
persona era aplicable, fuera cual fuera la naturaleza de los intereses afectados113. En 
consecuencia, no era un argumento válido basar la legitimación activa en que la
construcción de las centrales eléctricas sin declaración de impacto ambiental podía
ocasionar perjuicios a los demandantes como consecuencia de un deterioro del medio 
ambiente, ya que tal perjuicio podía “afectar de forma general y abstracta a un gran 
número de particulares que no pueden determinarse a priori”114. 
113 Ibídem, § 50.
114 Ibídem, § 51.
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Además, consideró el Tribunal que era irrelevante la práctica de los Estados miembros en la
materia, por cuanto el Tribunal debía ceñirse, a la hora de considerar que existía
legitimación activa, al contenido del art. 173 TCE, que exigía los requisitos de afectación 
individual y directa115. Por todo ello, no podía utilizarse otro criterio para otorgar la
legitimación activa diferente al que venía considerando el Tribunal.
De este modo, el Tribunal paso a examinar si los diferentes demandantes cumplían los
requisitos que la jurisprudencia comunitaria venía exigiendo tradicionalmente. La respuesta
fue negativa, pues ninguno de los demandantes había invocado una condición que les
identificara como esencialmente diferentes del resto de personas que residían en el área116. 
Además, los particulares que habían denunciado irregularidades ante la Comisión tampoco 
quedaban legitimados, porque no habían solicitado que la Comisión adoptara una Decisión 
a su respecto, sino que iniciara un procedimiento de investigación frente a terceros y, por 
tanto, no estaban en una situación similar a la del destinatario potencial de un acto que
podía ser anulado117. 
En consecuencia, ninguno de los demandantes individuales estaba directamente afectado 
por la Decisión y, por tanto, no tenían legitimación activa para actuar frente al Tribunal. 
En cuanto a las asociaciones, en su jurisprudencia el Tribunal venía considerando que las
asociaciones creadas para proteger intereses colectivos de un grupo de personas no podían 
considerarse directa e individualmente afectadas únicamente porque tuvieran atribuida esa
protección y, en consecuencia, había que analizar si cumplían algún otro requisito que
permitiera esa legitimación. En el caso en concreto, los miembros de las asociaciones
demandantes se encontraban en la misma situación que los recurrentes particulares y, por 
tanto, no cabía considerarles legitimados. Al caer la legitimación activa de los miembros de
las asociaciones, caía automáticamente la legitimación de éstas últimas118. 
115 Ibídem, § 51.
116 Ibídem, § 54.
117 Ibídem, § 56.
118 Auto del Tribunal de Primera Instancia de 9 de agosto de 1995 (asunto T-585/93). Stichting Greenpeace
Council y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas. §§ 59-60.
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Además, como la Comisión no había incoado ningún procedimiento antes de la adopción de
la Decisión que se impugnaba y, por tanto, Greenpeace no había podido participar en él, no 
podía considerarse que existía un interés individual de la asociación diferente al de sus
miembros. Era irrelevante, por tanto, que Greenpeace hubiera manifestado su interés por el
caso con anterioridad, puesto que no se había comenzado formalmente ningún 
procedimiento en el que la asociación hubiera participado119. 
1.3.2.2.4.1.4 Recurso ante el Tribunal de Justicia
Ante el auto del Tribunal que establecía la inadmisibilidad del recurso, Greenpeace recurrió 
en casación. Alegaba como motivo, en primer lugar, que el Tribunal de Primera Instancia
había ignorado la naturaleza y el carácter específico de los intereses medioambientales que
eran la base del recurso de anulación:
El enfoque adoptado por el Tribunal de Primera Instancia conduce a un vacío jurídico
en materia de control del respeto de la legislación comunitaria sobre medio ambiente,
en la medida en que, en este ámbito, los intereses son, por su propia naturaleza,
comunes y compartidos y un número potencialmente elevado de particulares pueden
ser titulares de los derechos respectivos, de forma que nunca podrá existir un círculo
cerrado de demandantes que puedan cumplir los criterios seguidos por el Tribunal de 
Primera Instancia120.
En este ámbito, según los recurrentes, no cabía la actuación ante los tribunales nacionales
porque lo que se trataba de conseguir era la anulación de una decisión de la Comisión 
contraria a la legislación comunitaria.
Además, en opinión de los recurrentes, el auto del Tribunal de Primera Instancia era
incompatible tanto con la jurisprudencia del Tribunal como con las declaraciones de las
instituciones comunitarias en materia de medio ambiente, que señalaban claramente que la
protección del medio ambiente era uno de los objetivos esenciales de la Comunidad y que
la legislación en esta materia podía crear derechos y obligaciones. Además, la base de su 
argumentación descansaba sobre el hecho de que la Directiva de Evaluación de Impacto 
Ambiental entonces vigente les otorgaba la posibilidad de participar en el procedimientos
119 Ibídem, § 62.
120 Sentencia del Tribunal de Justicia de 2 de abril de 1998 (asunto C-321/95 P), Stichting Greenpeace
Council y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas, § 18.
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de evaluación, derecho que estaba específicamente reconocido en la decisión C(91)440. 
También se citaban, a este respecto, los derechos que les reconocía la Declaración de Río 
de 1992 y los preceptos del V Programa comunitario en materia de medio ambiente.
Los recurrentes proponían una interpretación del art. 173 TCE diferente a la que venía
manteniendo el Tribunal. Según ellos, lo adecuado sería exigir unos requisitos diferentes
para obtener la legitimación activa en los casos de violaciones del Derecho ambiental. En 
primer lugar, demostrar que se había sufrido (o se podía sufrir) personalmente un perjuicio 
debido a un comportamiento contrario a Derecho de una institución comunitaria. En 
segundo lugar, que el perjuicio se pudiera imputar al acto que se impugnaba. Por último, 
que ese perjuicio pudiera ser reparado por una sentencia favorable.
En opinión de los recurrentes, el art. 173 TCE no podía ser interpretado de manera
restrictiva (tal y como había hecho el Tribunal de Primera Instancia), afirmación que, según 
alegaban, estaba respaldada por la jurisprudencia del Tribunal. Entre otros
pronunciamientos, citaban como ejemplo de ello la sentencia de los casos Plaumann y 
Piraiki-Patraiki, antes comentados.
El Tribunal de Justicia desestimó el recurso basándose, en primer lugar, en su reiterada
jurisprudencia, según la cual cuando la situación particular del demandante no había sido 
tenida en cuenta en el momento de la adopción de un acto que le afectaba de manera
abstracta, no podía considerarse que dicho acto le afectaba individualmente. Este hecho, 
además, hacía caer la legitimación de las asociaciones que defendían individuos en las
mismas circunstancias.
En segundo lugar, el Tribunal consideró que los derechos que podían verse lesionados eran 
los que se derivaban de la Directiva 85/337 y que la decisión de aportar fondos para la
construcción de las centrales solo afectaba a estos derechos de manera indirecta. Además, 
esos derechos no quedaban sin protección, porque podían defenderse ante los tribunales
nacionales impugnando las autorizaciones administrativas para la construcción de las
centrales. Consideró el Tribunal que, aunque el recurso ante los órganos nacionales y el
comunitario tenían objetos diferentes, ambos se basaban en los derechos derivados de la
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Directiva 85/337 y, en consecuencia, se hallaban plenamente protegidos por los órganos
jurisdiccionales nacionales.
1.3.2.2.4.1.5 Análisis
El caso Greenpeace ha sido duramente criticado por la doctrina121, debido a las excesivas
restricciones que establece en el acceso al recurso de anulación, lo que tiene efectos sobre
la protección del cumplimiento de las normas ambientales de la Unión y sobre el control de
la actividad administrativa. También se ha criticado la falta de observancia de la Directiva
85/337, que sí diferenciaba entre el “público” y el “público afectado”122. 
Un buen punto de partida para el análisis del caso es la comparación entre la sentencia del
asunto Greenpeace y la del caso Van der Kooy, antes mencionado. En primer lugar cabe
preguntarse si puede considerarse que Greenpeace era una asociación que tenía atribuida la
defensa de los intereses de una categoría de justiciables. En efecto, una asociación que
defiende los intereses de los agricultores de un determinado Estado (como ocurría en Van 
der Kooy) no es exactamente igual que una asociación que defiende intereses difusos como 
la protección del medio ambiente. Intereses que, eso sí, son motivo de preocupación para
una parte importante de la población. Lo cierto es que el propio Tribunal parece no tener 
dudas al respecto, pues en la sentencia del Tribunal de Primera Instancia se cita en repetidas
ocasiones el caso Van der Kooy123, alegando que las diferencias con el caso Greenpeace se
deben a que la posición de la ONG en el procedimiento de toma de decisiones de la
Comisión no era el mismo que el de la Landbouwschap, ya que el intercambio de
correspondencia y la reunión mantenida por Greenpeace con la Dirección General de
Política Regional no podían considerarse como parte de un procedimiento formal. De ello 
se deduce que el Tribunal consideró que Greenpeace sí que podría haber actuado como 
asociación defensora del medio ambiente y que el motivo de que no hubiera podido hacerlo 
había sido su posición en el procedimiento de concesión de las ayudas.
121 JANS, H.J.; VEDDER, H.H.B.: European Environmental… Op. cit.: p. 241.
122 KRAMER, L.: “The EU Courts and Access to Environmental Justice” en BOER, B.: Environmental Law
Dimensions of Human Rights. Oxford University Press, Oxford, 2015, p. 112.
123 Auto del Tribunal de Primera Instancia de 9 de agosto de 1995, §§ 61 y 62.
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Conviene ahora analizar la posición de la sentencia del asunto Greenpeace dentro del
esquema de legitimación activa de las asociaciones enunciado posteriormente en la
sentencia del caso Federolio. Recordemos que en él se mencionan tres tipos de casos en los
que se acepta la legitimación activa de asociaciones que tienen atribuida la defensa de los
intereses de una categoría de justiciables. En primer lugar, que la asociación tenga
reconocidas facultades en el marco del procedimiento que lleva a la adopción de acto. En 
segundo lugar, cuando la asociación representa a otras personas, físicas o jurídicas, que
podrían haber interpuesto el recurso por sí mismas. En tercer lugar, cuando la asociación 
resulta individualizada por verse afectados sus propios intereses en cuanto asociación, en 
especial cuando se afecta a su posición de negociadora.
Queda patente en la sentencia que Greenpeace no cumplía ninguna de las dos primeras
opciones. A pesar de haberse interesado por las circunstancias que rodeaban a la concesión 
de la ayuda, no había participado en ningún procedimiento formal que hubiera llevado a la
toma de la decisión impugnada. Tampoco podía considerarse que representaba a otras
personas que sí estaban legitimadas para la interposición del recurso.
Sin embargo, al analizar la tercera de estas posibilidades, hay que poner de relieve la
analogía con el caso Van der Kooy y la situación de las demandantes en ambas: la
Landbouwachap en Van der Kooy y Greenpeace en el caso que nos ocupa. Ninguna de las
dos habían visto afectados sus intereses propios en el sentido de que, como personas
jurídicas, hubieran sufrido directamente un perjuicio económico o de otro tipo. En realidad, 
lo que ambas asociaciones habían visto amenazados eran sus objetivos como asociación. En 
el primer caso, la defensa de los agricultores de los Países Bajos; en el segundo, la
protección del medio ambiente. Pero esas amenazas no suponían un daño al patrimonio u 
otros derechos que ambas asociaciones ostentaban. La situación de ambas era, por tanto, 
similar en lo que se refiere a su relación con los intereses defendidos: no eran sus intereses
en cuanto personas, sino sus objetivos como asociación.
Pero la comparación de ambos casos permite otro punto de vista relevante: la analogía entre
los casos de protección del medio ambiente y los relativos a las ayudas de Estado, que los
demandantes en Greenpeace pusieron de relieve. A menudo, en sectores del ordenamiento 
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que protegen intereses difusos, la ley establece una serie de garantías procesales (audiencias
a interesados, posibilidad de presentar alegaciones, etc.) como medio de evaluar 
correctamente los intereses en juego y ante la dificultad para asignarles un valor 
económico. La posibilidad de recurrir las decisiones que no hayan respetado esos
procedimientos se convierten, en estos casos, en la única manera de defender esos intereses
difusos que, por su propia naturaleza, no afectan a una persona en concreto.
Conviene recordar, en este punto, que en el caso Cook el Tribunal consideró que la empresa
competidora de la beneficiaria de las ayudas de Estado estaba legitimada a actuar porque
era la única manera que tenía de defender las garantías procedimentales que le otorgaba el
ordenamiento comunitario. En este ámbito, las empresas tienen derecho a interponer un 
recurso aunque aún no hayan sufrido un perjuicio económico concreto y sea difícil, en todo 
caso, establecer una relación causa-efecto entre el otorgamiento de la ayuda y un eventual
daño económico. La similitud entre los casos radica, por tanto, en lo indeterminado del
perjuicio a los intereses defendidos, así como en la incertidumbre sobre si ese perjuicio 
llegaría finalmente a materializarse.
La diferencia entre ambos supuestos podría fundarse en que la categoría “empresa
competidora en un mismo sector que la beneficiaria de las ayudas” es más concreta y 
cerrada que la de “afectado por el incumplimiento de una norma ambiental”. Es cierto que, 
por su mismo carácter, los daños al medio ambiente derivados de una violación del derecho 
ambiental pueden llegar a tener efectos en numerosos individuos o, incluso, producirse a
escala planetaria (basta citar como ejemplo las consecuencias del calentamiento global). 
Resulta sorprendente, sin embargo, que el Tribunal no se pronunciase sobre el fondo de esta
argumentación, limitándose a reiterar que su jurisprudencia en la materia era otra e
ignorando las similitudes entre los casos ambientales y las ayudas de Estado.
Es cierto que el caso de las ayudas de Estado sí está establecido un procedimiento para la
toma de la decisión de declarar la ayuda incompatible con el mercado común. Este
procedimiento no existía en el caso que nos ocupa. Sin embargo, esta argumentación nos
lleva a dos apreciaciones.
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En primer lugar, como se mencionó más arriba, el propio Tribunal reconoce la diferencia
entre el caso en que las asociaciones están legitimadas por haber participado en el
procedimiento y el caso en que estas han visto afectados sus propios intereses. En el caso 
Greenpeace habría que haber analizado si se cumplía esta segunda posibilidad y no 
únicamente si se cumplía la primera. 
En segundo lugar, hay que traer a colación la necesidad de control de la actividad 
administrativa. La imposibilidad de interponer recursos en relación con los
incumplimientos por parte de la Administración de normas que protegen intereses difusos
sitúa a esta última en una situación de impunidad ante la violación de la legislación. Este
hecho se agrava cuando para la toma de una determinada decisión no se ha previsto un 
procedimiento que permita a la sociedad civil la participación en la toma de decisiones. No 
parece lógico, por tanto, que la ausencia de un procedimiento que permita controlar la toma
de decisiones pueda ser utilizada como motivo para impedir el control de la decisión que
finalmente se toma.
El control de la actividad administrativa es esencial en un Estado de Derecho, pero, como 
señala Jordano Fraga, es especialmente importante en materias en las que la administración 
goza de un grado importante de discrecionalidad, como, por ejemplo, en la ejecución de las
normas ambientales124. 
Cualquier análisis relativo al acceso a los procedimientos judiciales en materia de medio 
ambiente debe tener presente el carácter finito de los recursos de la administración de
justicia, que podría verse colapsada ante una avalancha de casos en materia de medio 
ambiente. A ello se une la inseguridad jurídica que dicha proliferación de casos en este
materia podría provocar, con el consiguiente perjuicio para el tráfico económico.
Sin embargo, es inadmisible que no se articule ningún procedimiento que permita impugnar 
la actuación ilegal de la Administración en un determinado ámbito del ordenamiento. Como 
citaban los demandantes en el párrafo 10 de su demanda, en el caso que nos ocupa era de
124 JORDANO FRAGA, J.: “La Administración en el Estado Ambiental de Derecho”. Revista de
Administración Pública. 173, 2013, p. 115.
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gran relevancia el Reglamento 2052/1988, relativo las funciones de los fondos
estructurales125 (tal y como citaban los demandantes en el punto 10 de su demanda):
Artículo 7.1: Las actividades que sean objeto de una financiación por parte de los
Fondos estructurales o de una intervención del BEI o de otro instrumento financiero
existente deberán atenerse a las disposiciones de los Tratados y de los actos adoptados
en virtud de los Tratados y de las políticas comunitarias, incluidas las que se refieran a 
las normas de competencia, la contratación pública y la protección del medio ambiente.
Sin embargo, la construcción legal del sistema de recursos, así como la interpretación del
mismo que realizó el Tribunal, permitieron que se otorgaran fondos estructurales para un 
proyecto que había incumplido normas ambientales emanadas de la Unión.
El control de la actividad administrativa es esencial en un Estado de Derecho y, como 
señala Jordano Fraga, es especialmente importante en materias en las que la administración 
goza de un grado importante de discrecionalidad, como lo es, precisamente, la ejecución de 
las normas ambientales126. 
El problema de fondo es que, como señalan Jans y Vedder, los requisitos de legitimación 
activa en el Tribunal tienen un “sesgo por el interés privado”127 . Es decir, acceder a los
procedimientos es mucho más sencillo para un operador con intereses económicos, puesto 
que le resultará relativamente fácil alegar que dichos intereses se han visto perjudicados128 
(tal y como ocurre, precisamente, con las ayudas de Estado). Efectivamente, como señaló el
Tribunal129, los criterios de legitimación activa se interpretan del mismo modo sea cual sea
la naturaleza de los intereses que se trata de defender. El problema es que, por la propia
naturaleza de esos requisitos, es prácticamente e imposible que se cumplan sin que el
demandante tenga un interés económico (o cuantificable económicamente) en el caso. 
125 Reglamento 2052/1988 del Consejo, de 24 de junio, relativo a las funciones de los Fondos con finalidad
estructural y a su eficacia, así como a la coordinación entre sí de sus intervenciones, con las del Banco
Europeo de Inversiones y con las de los demás instrumentos financieros existentes (DO L 185, p. 9).
126 JORDANO FRAGA, J.: “La Administración en el Estado Ambiental de Derecho”. Revista de
Administración Pública. 173, 2013, p. 115.
127 JANS, H.J.; VEDDER, H.H.B.: European Environmental… Op. cit.: p. 241 [traducción propia].
128 Ibídem, p. 239.
129 Auto del Tribunal de Primera Instancia de 9 de agosto de 1995 (asunto T-585/93). Stichting Greenpeace
Council y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas. §50.
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1.3.2.2.4.2 Jurisprudencia posterior al caso Greenpeace
Si bien el criterio mantenido por el TJUE en materia de acceso a la justicia de asociaciones
protectoras del medio ambiente se ha mantenido prácticamente sin cambios desde la
sentencia Greenpeace, en asuntos posteriores se han introducido algunas especificaciones a
la jurisprudencia establecida.
En el caso EBB130, las asociaciones demandantes plantearon una nueva estrategia para
intentar conseguir el reconocimiento de su legitimación activa. El caso versaba sobre la
prórroga para el uso de dos sustancias utilizadas en productos fitosanitarios. Las
demandantes argumentaban que estaban directamente afectadas por la medida, según se
establecía en la Directiva de responsabilidad ambiental131, que reconoce en su art. 12 que
las asociaciones constituidas para la defensa del medio ambiente tienen un interés suficiente
en la toma de decisiones relativa a un daño ambiental y que tienen derechos que pueden ser 
vulnerados por dichas decisiones. Según su argumentación, este reconocimiento les
facultaba para presentar observaciones sobre posibles daños medioambientales y para
solicitar a las autoridades competentes que actuasen en virtud de la Directiva de
responsabilidad ambiental132, ya que la propia Comisión había admitido que las sustancias
para las que se solicitaba la prórroga, la atrazina y la simazina, podían crear daños
medioambientales133. 
Por otro lado, alegaban que el Derecho interno de varios Estados miembros les reconocía
legitimación activa para actuar en casos relacionados con sus objetivos estatutarios y que, 
además, una de las demandantes, EEB, gozaba de estatus consultor ante la Comisión y otras
instituciones europeas134. 
130 
Auto del Tribunal de Primera Instancia de 28 de noviembre de 2005 (asuntos acumulados T-236/04 y T-
241/04), European Environmental Bureau y Stichting Natuur en Milieu contra Comisión de las Comunidades
Europeas.
131 Directiva 2004/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril, sobre responsabilidad
medioambiental en relación con la prevención y reparación de daños medioambientales.
132 Auto del Tribunal de Primera Instancia de 28 de noviembre de 2005 (asuntos acumulados T-236/04 y T-
241/04), § 42.
133 Ibídem, § 43.
134 Ibídem, § 45.
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Por último, la argumentación se centraba en el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 
Consideraban las demandantes que de no reconocerse su legitimación activa en tal proceso, 
se vería violado este derecho, por cuanto se verían obligadas a interponer recursos en todos
los Estados miembros contra toda autorización que permitiera el uso de las sustancias en 
cuestión y sería prácticamente imposible conseguir que los tribunales nacionales se
pronunciaran sobre la validez de la Decisión135. 
En relación con la tutela jurisdiccional efectiva, traían a colación otro principio procesal, la
igualdad de armas en el proceso, al considerar que dos partes para las que los actos de la
Comisión tienen efectos opuestos tienen que tener iguales posibilidades en materia de vías
de recurso. No reconocer su legitimación activa supondría una violación de este principio, 
por cuanto el Tribunal podía admitir que los operadores económicos afectados por una
determinada normativa ambiental acudieran a procedimientos judiciales136 (tal y como 
había reconocido en un caso anterior137). 
El Tribunal denegó la admisibilidad del recurso basándose, de nuevo, en la doctrina
Plaumann138 y alegando, al igual que en el caso Greenpeace, que las demandantes no se
hallaban en una situación diferente a cualquier otra asociación139. En cuanto a la alegación 
de las demandantes según la cual estaban legitimadas para interponer el recurso porque así
se lo reconocía la Directiva de responsabilidad medioambiental, el Tribunal consideró que
dicha norma únicamente les facultaba para presentar observaciones ante la autoridad 
competente que, en ese caso, no era la Comisión sino una autoridad designada por cada
135 Ibídem, § 46.
136 Ibídem, § 47.
137 
Los demandantes citan el Auto del Tribunal de Primera Instancia de 24 de enero de 2001 (asuntos
acumulados T-112/00 y T-122/00), Iberotam y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas. En dicho 
caso, relativo también a los productos fitosanitarios, el Tribunal declaro que “no cabe excluir, en particular,
que las demandantes [varias empresas productoras de fitosanitarios] puedan interponer ante el Tribunal de 
Primera Instancia un recurso basado en el artículo 230 CE, párrafo cuarto, contra una decisión de la
Comisión por la que se desestime tal solicitud de inclusión y alegar, en el marco de dicho recurso, la
ilegalidad del Reglamento impugnado basándose en el artículo 241 CE. El Tribunal negó la admisibilidad del
recurso por referirse directamente al Reglamento que regulaba los productos fitosanitarios, pero con este
inciso abría la posibilidad de que las empresas pudieran alegar en su momento contra la Decisión de la
Comisión de no permitir el uso de un producto concreto y, a través de este proceso, solicitar la impugnación
del Reglamento.
138 Auto del Tribunal de Primera Instancia de 28 de noviembre de 2005 (asuntos acumulados T-236/04 y T-
241/04), § 52.
139 Ibídem, § 56.
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Estado miembro, ya que el Reglamento sobre los productos fitosanitarios establecía que, 
para cada sustancia, la Comisión designaría un Estado miembro como ponente140 (en este
caso, el Reino Unido). Añadía, además, que ninguna norma de la Directiva de
responsabilidad ambiental permitía deducir que las normas sobre el interés suficiente de las
ONG pudieran extenderse a los recursos de anulación ante el Tribunal141. 
Tampoco era relevante el estatus del que gozaran las organizaciones en su Derecho interno 
ni, más importante, el estatus de consultor del que pudieran gozar ante una institución 
comunitaria142. Con respecto a la igualdad de armas en el proceso, el Tribunal declaró que
“el mero hecho de que un acto produzca respecto a un demandante efectos opuestos a los
que produce respecto a una persona que esté legitimada para solicitar la anulación de
dicho acto no basta para conferir legitimación a dicho demandante”143 .
Posteriormente, el caso Azores144 permitió al Tribunal pronunciarse sobre un aspecto que, 
aunque no se refiere directamente a las asociaciones protectoras del medio ambiente, es de
gran trascendencia. El caso versaba sobre el Reglamento del Consejo que modificaba las
condiciones en las que se podía desarrollar la actividad pesquera en las Azores, Canarias y 
Madeira. El Gobierno de la Región Autónoma de las Azores interpuso un recurso de
anulación ante el Tribunal para solicitar que determinados artículos del Reglamento fueran 
anulados. El Tribunal de Primera Instancia no admitió a trámite el recurso por considerar 
que eran aplicables a los gobiernos regionales los mismos requisitos de legitimación activa
que se exigían a las asociaciones145 y que, por tanto, era aplicable al caso la doctrina
Plaumann y la jurisprudencia del caso Greenpeace 146 . Además, el Tribunal señaló 
140 Reglamento (CEE) nº 3600/92 de la Comisión, de 11 de diciembre de 1992, por el que se establecen
disposiciones de aplicación de la primera fase del programa de trabajo contemplado en el apartado 2 del
artículo 8 de la Directiva 91/414/CEE del Consejo relativa a la comercialización de productos fitosanitarios, 
DO L366, p. 10, art. 5.
141 Auto del Tribunal de Primera Instancia de 28 de noviembre de 2005 (asuntos acumulados T-236/04 y T-
241/04), § 59.
142 Ibídem, § 61 y 62.
143 Ibídem, § 69.
144 Sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 1 de julio de 2008 (asunto T-37/04), Região autónoma dos
Açores contra Consejo de la Unión Europea.
145 Ibídem, § 53.
146 Ibídem, § 42.
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específicamente que el conocido como Reglamento de Aarhus147, que establece condiciones
de legitimación activa para las ONG, no es aplicable a otros entes como los gobiernos
regionales148. 
1.3.3 El	recurso	por	omisión
El recurso por omisión viene regulado en el art. 265 TFUE y se refiere a aquellos casos en 
los que la violación del Derecho de la Unión no proviene de un acto adoptado por una
institución, sino de la falta de actividad de una institución obligada a emitir un determinado 
acto.
Art. 265.1 TFUE: En caso de que, en violación de los Tratados, el Parlamento
Europeo, el Consejo Europeo, el Consejo, la Comisión o el Banco Central Europeo se
abstuvieren de pronunciarse, los Estados miembros y las demás instituciones de la 
Unión podrán recurrir al Tribunal de Justicia de la Unión Europea con objeto de que
declare dicha violación. El presente artículo se aplicará, en las mismas condiciones, a
los órganos y organismos de la Unión que se abstengan de pronunciarse.
La expresión “se abstuvieren de pronunciarse” no debe interpretarse de una manera
restrictiva. Como señala Arangüena Fanego149, aunque la institución de que se trate no esté
obligada a actuar, sino que su actuación sea facultativa o discrecional, puede ser procedente
el recurso por omisión si la inactividad supone desviación de poder o arbitrariedad.
Con respecto al objeto del proceso, también es importante tener en cuenta que es posible
recurrir la no adopción de actos que no producen efectos obligatorios pero que son 
indispensables para la adopción de otros actos con dichos efectos, es decir, es posible
impugnar la falta de adopción de actos preparatorios150. 
147 Se trata del Reglamento (CE) 1367/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 6 de septiembre de
2006, relativo a la aplicación, a las instituciones y a los organismos comunitarios, de las disposiciones del
Convenio de Aarhus sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y
el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. DO L 264, de 25 de septiembre de 2006, p. 13. Esta 
norma aplica a las instituciones de la Unión los preceptos del Convenio de Aarhus y será tratada con detalle
en la tercera parte de este trabajo.
148 Sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 1 de julio de 2008 (asunto T-37/04), § 93.
149 ARANGÜENA FANEGO, C.: “Recurso por omisión” en PARDO IRANZO, V. (dir.): El Sistema
Jurisdiccional de la Unión Europea. Aranzadi, Cizur Menor, 2013, p. 101.
150 Ibídem, p. 102.
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Es importante señalar que el efecto del recurso es declarativo, es decir, que el Tribunal no 
puede adoptar el acto que supliría la falta de actividad de la institución de que se trate, pues
eso supondría una invasión por parte del Tribunal de las competencias exclusivas de otra
institución151. 
El tenor literal del art. 265 TFUE se refiere a la inactividad que suponga una violación de
los Tratados. No obstante, la jurisprudencia del Tribunal ha optado por incluir aquí, además
de aquellos casos que suponen un incumplimiento del Derecho originario, las violaciones
de normas de Derecho derivado y Derecho internacional152. 
En cuanto a la legitimación activa, en la regulación del recurso por omisión se establece
también la diferenciación entre dos tipos de legitimados. Por un lado, las instituciones de la
Unión y los Estados miembros y, por otro, los particulares. El último párrafo del art. 265 
TFUE se refiere a la facultad de los particulares para interponer el recurso:
Toda persona física o jurídica podrá recurrir en queja al Tribunal, en las condiciones
señaladas en los párrafos precedentes, por no haberle dirigido una de las instituciones,
o uno de los órganos u organismos de la Unión un acto distinto de una recomendación 
o de un dictamen.
Señala Arangüena Fanego153 que la utilización de la palabra “queja” no debe interpretarse
como la existencia de un procedimiento diferente para los particulares, sino que
simplemente se utiliza una terminología diferente para referirse al mismo proceso en 
función de si éste fue comenzado por un demandante privilegiado u otro que no lo era.
Con respecto a los requisitos que deben reunir los particulares para que se les reconozca la
legitimación activa, es necesario referirse a la jurisprudencia del Tribunal. Ya en 1970, en 
la sentencia del caso Chevalley, el Tribunal consideró que el recurso de anulación y el de
omisión “no constituyen sino la expresión de un único medio de impugnación 
jurisdiccional” 154. Posteriormente, en el caso Port155, el Tribunal se pronunció en concreto 
151 LIÑÁN NOGUERAS, D.J.: “El sistema jurisdiccional… Op. cit., p. 454.
152 ARANGÜENA FANEGO, C.: “Recurso por omisión”. Op. cit., p. 103.
153 Ibídem, p. 101.
154 Sentencia del Tribunal de Justicia de 18 de noviembre de 1970 (asunto 15/70), Amadeo Chevalley contra 
Comisión de las Comunidades Europeas, § 6.
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sobre la equivalencia de los requisitos para obtener la legitimación activa en el recurso de
anulación y en el recurso por omisión:
Si bien es cierto que el párrafo tercero del artículo 175 del Tratado otorga a las
personas físicas y jurídicas la posibilidad de interponer un recurso por omisión por no 
haberles dirigido una Institución un acto distinto de una recomendación o de un 
dictamen, el Tribunal de Justicia ha afirmado que los artículos 173 y 175 del Tratado 
son la expresión de un único cauce procesal […]. De ello se deduce que, al igual que el
párrafo cuarto del artículo 173 permite a los particulares interponer un recurso de
anulación contra un acto de una Institución del que no sean destinatarios, siempre que 
dicho acto lo afecte directa e individualmente, debe interpretarse que el párrafo tercero
del artículo 175 les otorga igualmente la facultad de interponer un recurso por omisión 
contra una Institución que no hubiese adoptado un acto que lo afectase del mismo
modo. En efecto, la posibilidad que tienen los particulares de hacer valer sus derechos
no puede depender de la acción o la inacción de la Institución de que se trate156. 
De este modo, el Tribunal considera equivalentes los requisitos para la legitimación activa
en ambos procedimientos pues, de lo contrario, de la decisión de actuar o no de la
institución de que se trate dependerían las posibilidades de actuación del particular frente a
una situación perjudicial.
La sentencia del caso Port traía causa de una cuestión prejudicial, pero la argumentación 
transcrita se ha utilizado en sentencias posteriores en las que el Tribunal ha analizado la
concurrencia de los requisitos de afectación directa e individual de igual modo que en los
recursos de anulación157. Por tanto, podemos concluir, en lo que a legitimación activa de los
particulares se refiere, que los requisitos de los recursos de anulación y por omisión son 
equivalentes y, en consecuencia, lo dicho para el primero vale también para el segundo en 
el tema que nos ocupa.
1.4 Recapitulación
La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea reconoce, como no podía ser 
de otra manera, el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. Asunto diferente es el tipo de
155 Sentencia del Tribunal de Justicia de 26 de noviembre de 1996 (C-68/95), T. Port GmbH & Co. KH contra 
Bundesanstalt für Landwirtschaft und Enrährung.
156 Ibídem, § 59.
157 Así ocurrió en la Sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 3 de Junio de 1999 (asunto T-17/30), TF1 
contra Comisión de las Comunidades Europeas, § 27.
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acceso a la justicia en materia de medio ambiente que cabe dentro de este derecho, tal y 
como se viene aplicando en el ordenamiento jurídico de la Unión.
La CDFUE reconoce el acceso a la justicia en materia de medio ambiente siempre que el
demandante haya sufrido un daño concreto en sus derechos o intereses legítimos. Esta
posibilidad se encuentra en el núcleo del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y no 
cabe la posibilidad de que ninguna norma de la Unión la limite. Además, la CDFUE ha
contemplado este derecho de un modo más amplio que el CEDH, puesto que mientras que
este se limita al ámbito civil y penal, aquella amplía su ámbito de actuación a cualquier 
orden jurisdiccional.
Sin embargo, esta protección no se extiende a los casos de violaciones del Derecho 
ambiental que no provocan un perjuicio en los derechos o intereses legítimos del
demandante. Ya se ha visto como el tenor literal del artículo 263.4 TFUE y, sobre todo, la
interpretación del mismo que hace el Tribunal, impide la actuación en estos casos tanto de
los ciudadanos como de las asociaciones creadas por ellos. Conviene analizar en este punto 
si dicha interpretación es o no contraria a la CDFUE y el CEDH.
A la vista de lo que se comentó al analizar estos dos textos, no parece que la aplicación 
actual del art. 263.4 TFUE plantee problemas de compatibilidad con el derecho a la tutela
jurisdiccional efectiva recogido en la CDFUE y el CEDH, sobre todo teniendo en cuenta la
interpretación de este derecho que viene realizando el TEDH. Es cierto que el régimen de
recursos anterior a la entrada en vigor del Tratado de Lisboa sí planteaba serias dudas sobre
el reconocimiento de este derecho por parte de las instituciones de la Unión. Sin embargo, 
la solución adoptada en el TFUE para el caso de los reglamentos que no necesitan medidas
de ejecución parece haber acabado con el mayor problema que planteaba el sistema de
recursos ante el TJUE: aquellos casos en los que los ciudadanos no podían acudir ni a sus
tribunales nacionales ni a instancias de la Unión.
En efecto, los ciudadanos pueden interponer recursos internos contra actos de sus Estados
de origen que supongan la ejecución del Derecho de la Unión y, en el marco de este
procedimiento, los tribunales nacionales pueden plantear una cuestión prejudicial ante el
82 
              
           
           
  	
TJUE, que resolverá sobre la manera en que ha de interpretarse la norma de acuerdo con el
Derecho de la Unión. Otro asunto diferente es que este sistema sea el más adecuado para
dirimir la validez de los actos emanados de instituciones europeas, debido a las limitaciones
que en su momento se comentaron.
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2 El acceso	a	la	justicia	ambiental en	el Derecho	internacional
2.1 El acceso	 a	 la	 justicia	 en	 materia	 de medio	 ambiente en	 el Derecho	
internacional
2.1.1 Precedentes:	el	sistema	estadounidense	de	acceso a	la	justicia	ambiental
El sistema de acceso a la justicia en materia de medio ambiente de los Estados Unidos de
América (EUA) merece ser estudiado por tres motivos principales. En primer lugar, la
legislación de los Estados Unidos fue pionera en el establecimiento de medios de actuación 
frente a acciones u omisiones, públicas o privadas, que implicasen perjuicios
medioambientales, mediante el establecimiento de acciones ciudadanas (citizen suits) en 
algunas de las leyes más importantes en materia de protección ambiental. En segundo lugar, 
a pesar de la escasa participación de los EUA en proceso de elaboración del Convenio158, el
sistema creado por el Convenio de Aarhus se ha visto influenciado por la legislación 
estadounidense en vigor en el momento de su redacción159, por lo que un breve análisis del
sistema procesal de los EUA en este ámbito puede ser de utilidad a la hora de interpretar los
aspectos más confusos del Convenio de Aarhus. Es más, en opinión de Toth, existe una
clara analogía entre el art. 9 CA y la regulación de las acciones ciudadanas en numerosas
leyes de protección del medio ambiente estadounidenses160. Por último, el caso de los EUA
ilustra un problema fundamental derivado del tema que tratamos: la determinación de la
legitimación activa en los casos de vulneraciones del Derecho del medio ambiente, que en 
el debate suscitado en EUA no se circunscribe tanto al ámbito de los derechos
fundamentales como al del control de la actividad administrativa.
158 DELREUX, T.: “The EU in Environmental Negotiations in UNECE: An Analysis of its Role in the Aarhus
Convention and de SEA Protocol Negotiations”. Review of European Community and International
Environmental Law. 18, 3, 2009, p. 330.
159 PEÑALVER i CABRÉ, A.: “Nuevos instrumentos para la aplicación de la legislación ambiental ante la
inactividad administrativa: de las acciones ciudadanas (citizen suits) al Convenio de Aarhus”. Revista de
Administración Pública, 172, 2007, p. 474-475.
160 TOTH, B.: “Public Participation and Democracy in Practice – Aarhus Convention Principles as
Democratic Institution Building in the Developing World”. Journal of Land Resources & Environmental Law, 
30, 2, 2010, p. 316.
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Como señala Peñalver i Cabré, mediante las citizen suits los ciudadanos adquieren un papel 
relevante en el control del cumplimiento del Derecho ambiental, sin eliminar en ningún 
caso la función de la Administración, a la que se le confía la ejecución de la legislación, 
pero sí permitiendo una labor complementaria de la sociedad civil161. El sistema de las
citizen suits tiene su origen en el common law y las llamadas acciones de clase o class
actions que permiten ejercer acciones de forma colectiva162. Con respecto al common law, 
cabe destacar la acción mandamus, que ya en los siglos XVII y XVIII permitía en el Reino 
Unido acudir a un tribunal para exigir al ejecutivo que llevase a cabo aquello a lo que
estaba obligado por ley163. 
Las citizen suits en materia de medio ambiente nacieron en las leyes promulgadas durante
las décadas de los 60 y 70 en los EUA, como consecuencia de la preocupación del poder 
legislativo ante la posibilidad de que poderosos grupos de presión ejercieran su influencia
sobre la actuación de las agencias gubernamentales, de modo que la incipiente legislación 
medioambiental quedase sin efecto debido a la falta de actuación del poder ejecutivo164. 
Como señala González García, la capacidad de control judicial de la actuación 
administrativa se vio afectada, por un lado, por la constatación de la diferente capacidad de
actuación que tenían las grandes empresas y los individuos, cuando estos últimos se veían 
afectados por acciones de las primeras. Pero, además, la mayor intervención de la
Administración, y la creación de un sistema de prestaciones públicas, terminó por generar 
una legitimación activa más amplia, al extenderse la posibilidad de recurso a aquellas
situaciones en las que la Administración no actuaba aun teniendo obligación de hacerlo165. 
El objetivo primordial de estos recursos es, en definitiva, permitir el control de la actividad 
administrativa en materia de medio ambiente. Un primer punto a tener en cuenta del
sistema creado por las citizen suits es que no es un sistema general creado para todo un 
sector del Derecho, sino que cada ley sectorial específica (por ejemplo, las relativas a la
161 PEÑALVER i CABRÉ, A.: “Nuevos instrumentos…” Op. cit.: p. 441.
162 Ibídem, p. 444.
163 SUNSTEIN, C.R.: “What’s Standing after Lujan? Of Citizen Suits, “Injuries” and Article III”. Michigan
Law Review, 163, 1992-1993, p. 172.
164 Ibídem, pp. 192-193.
165 GONZÁLEZ GARCÍA, J.: El alcance del control judicial de las Administraciones Públicas en los Estados
Unidos de América. Mc Graw-Hill, Madrid, 1996, p. 191.
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calidad del aire o de las aguas) regula las acciones que los ciudadanos pueden emprender 
para asegurar que se cumple lo establecido en ellas. Así sucede, por ejemplo, en dos de las
leyes ambientales más importantes de Estados Unidos: la Clean Water Act (CWA)y la
Clean Air Act (CAA).
Estas acciones, recogidas en las leyes ambientales, permiten que los ciudadanos actúen 
como una suerte de “fiscal privado”, solicitando de los tribunales el cumplimiento de las
previsiones de la ley166 con independencia de que dicha acción se dirija contra una persona
privada o contra la propia Administración167. 
Siguiendo a Peñalver i Cabré168, deben cumplirse cuatro requisitos para poder interponer un 
acción ciudadana: notificación previa al infractor y a la agencia a la que corresponde la
ejecución de la ley en cuestión, ausencia de actuación administrativa previa que persiga las
infracciones que motivan la demanda, legitimación y vigencia del objeto litigioso.
El requisito más problemático tanto en su configuración como en su aplicación, ha sido sin 
duda la legitimación activa. En un primer momento, se consideró que el objetivo de las
citizen suits era ofrecer un acceso amplio a los procesos judiciales, con el objeto 
fundamental de asegurar que el ejecutivo actuaba conforme a lo previsto en la ley169. Sin 
embargo, esta situación cambió de forma sustancial en la década de los noventa, a partir de
dos sentencias del Tribunal Supremo: Lujan v. National Wildlife Federation170 y, sobre
todo, Lujan v. Defenders of the Wildlife (1992)171. En esta última se señalaba que:
A lo largo de los años, nuestra jurisprudencia ha establecido que el mínimo
constitucional irreductible de la legitimación activa contiene tres elementos. Primero,
el demandante debe haber sufrido un perjuicio de hecho – una invasión de un interés
protegido legalmente que es (a) concreto y particularizado (el daño debe afectar al
demandante de modo personal e individual) […] y (b) “real o inminente, no conjetural
o hipotético” […]. Segundo, debe haber una conexión causal entre el prejuicio y la
166 TOTH, B.: “Public Participation…” Op. cit.: p. 316.
167 Véase por ejemplo, la Clean Air Act (42 US. Code, § 7604), o la Clean Water Act, (33 US. Code § 1365).
168 PEÑALVER i CABRÉ, A.: “Nuevos instrumentos…” Op. cit.: pp. 451-458.
169 SUNSTEIN, C.R.: “What’s Standing… Op. cit. p. 172.
170 497 U.S. 871 (1990)
171 504 U.S. 555 (1992)
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conducta sobre la que se reclama […]. Tercero, debe ser “probable” y no meramente
“especulativo” que el perjuicio sea reparado por una decisión favorable172.
Vemos, por tanto, que el Tribunal Supremo señala tres requisitos constitucionales para
reconocer legitimación activa en cualquier caso: perjucio de hecho (injury in fact), relación 
de causalidad y reparabilidad.
La sentencia del caso Lujan v. Defenders of the Wildlife se basaba en la interpretación del
art. III, sección 2ª de la Constitución estadounidense, al entender que cuando un ciudadano 
alega un agravio general derivado de una decisión del Gobierno (sin que dicha decisión 
produzca un perjuicio concreto) no se está ante una controversia real, que es un requisito 
imprescindible para que los Tribunales puedan ejercer su poder. Señalaba el juez Scalia lo 
siguiente: 
Permitir que ese interés [de los demandantes] sea convertido en un derecho individual
por una ley que lo denomina de este modo y que permite a los ciudadanos interponer
una demanda sin que importe si han sufrido un perjuicio concreto, autorizaría al
Congreso a transferir desde el Presidente a los tribunales el deber constitucional más
importante del Jefe del Ejecutivo: “cuidar de que las Leyes se cumplen diligente y
fielmente” (art. 2, sección 3ª [de la Constitución])173.
Vemos por tanto, que el argumento del juez Scalia se basa en el principio de separación de
poderes, al considerar que de no exigirse la existencia de un perjuicio concreto para que los
ciudadanos puedan acudir a los tribunales, se está vaciando de contenido el poder ejecutivo, 
ya que los ciudadanos pueden hacer que sean los tribunales los que apliquen el Derecho.
Este argumento fue duramente criticado en el voto particular del juez Blackmun que
consideró que el veredicto partía de “una visión anacrónica de la separación de
poderes”174. Argumenta Blackmun que en asuntos complejos, el poder legislativo señala
únicamente los objetivos a los que debe dirigirse la acción del ejecutivo, para que este
pueda actuar con más libertad dentro de unos cauces procedimentales concretos175. Eso era
exactamente lo que ocurría en el caso, con las consultas que la Administración tenía que
llevar a cabo. En este sentido:
172 Ibídem, pp. 560-561 (traducción propia).
173 504 U.S. 555, p. 556 (traducción propia).
174 Ibídem, p. 602 (traducción propia).
175 Ibídem, p. 602.
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Al igual que el Congreso no quebranta la separación de poderes al estructurar los
procedimientos conforme a los que el Ejecutivo debe cumplir las leyes, con seguridad
los tribunales federales no violan la separación de poderes cuando, por orden del 
Congreso y siguiendo sus instrucciones, hacen cumplir estos procedimientos176.
Siguiendo este argumento, Rose-Ackerman señala que la aceptación generalizada de la
doctrina sentada por el juez Scalia llevaría a grandes dificultades para revisar la acción del
poder ejecutivo en materias, como el medio ambiente, en las que los reglamentos ejecutivos
rara vez se dirigen a un grupo concreto de personas177, lo que en realidad supone aceptar 
que es ilegítimo que el Congreso utilice los tribunales para controlar el cumplimiento de la
legislación por parte del ejecutivo178. 
Lo interesante de este caso es que sitúa el debate sobre la legitimación activa en materia de
medio ambiente en el ámbito del control de la actividad administrativa y no en el de los
derechos fundamentales. Al hablar de la jurisprudencia del TJUE y en particular la del caso 
Greenpeace, ya se vio como la controversia sobre el acceso a los tribunales parece
centrarse en el ámbito del derecho a una tutela jurisdiccional efectiva. Es obvia la relación 
entre estos derechos y el acceso a la justicia, pero ello no debe llevar a obviar el núcleo del
problema, que no es otro que el control de la actividad administrativa.
Tras la sentencia del caso Lujan v. Defenders of the Wildlife los criterios para la
legitimación activa parecen haberse flexibilizado de nuevo, como queda patente en la
sentencia del caso Friends of the Earth, Inc. v. Laidlaw Environmental Services179 . En 
dicho caso, que versaba sobre los vertidos ilegales realizados en un río, el Tribunal
Supremo admitió la legitimación activa de una asociación cuyos miembros tenían “una 
preocupación razonable sobre los efectos de esos vertidos, que afectaban directamente los
intereses recreativos, estéticos y económicos de los demandantes”180 . 
En cuanto a las pretensiones del demandante, podemos tomar como ejemplo la Clean Air
Act, que otorga a los Tribunales de Distrito la posibilidad de obligar a la Administración o 
176 Ibídem, p. 604 (traducción propia).
177 ROSE-ACKERMAN, S.: “American Adminstrative Law under Siege: Is Germany a Model?”. Harvard
Law Review, 107 (6), 1994, pp. 1285.
178 Ibídem, p. 1287.
179 528 U.S.167 (2000).
180 Ibídem, p. 169 (traducción propia).
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al particular a realizar un acto concreto o cesar en una determinada actividad (injunction) y 
a imponer sanciones pecuniarias (civil penalties)181. Como queda patente en el caso 
Laidlaw, la posibilidad de que un particular solicite la imposición de sanciones se basa en 
que dicho particular tiene derecho a que se impongan medidas que prevengan al
demandado de reincidir en la conducta ilegal182. También puede solicitarse condena en 
costas a la parte contraria, que puede incluir los honorarios de abogados y peritos dentro de
límites razonables. Se permite también solicitar medidas cautelares, pero en este caso, el
tribunal puede exigir caución183. 
Cabe destacar que, según la CAA, las sanciones pecuniarias quedan afectas a un fondo de
la Administración destinado a financiar las actividades de cumplimiento y aplicación de la
CAA. Sin embargo, el Tribunal puede decretar que la cuantía de la sanción (hasta un 
máximo de 100.000 dólares) se destine a proyectos benéficos destinados a mejorar la salud 
pública o el medio ambiente, para lo cual debe recabarse previamente la opinión de la
Administración184. 
Por último es también común que, en los casos en los que el demandado es una persona
pública, se llegue a un acuerdo prejudicial que debe ser autorizado por el juez. Estos
acuerdos presentan dos ventajas para el demandado: en primer lugar, no admite ninguna
responsabilidad por incumplimiento de la legislación ambiental. En segundo lugar, suelen 
acordar destinar una determinada cantidad a proyectos ambientales gestionados por 
entidades ecologistas, pero la cuantía a pagar suele ser inferior a las establecidas en las
sentencias185. 
Como se verá a continuación, muchos de los principios y mecanismos recogidos en el
Convenio de Aarhus, son análogos a los contemplados en las citizen suits.
181 42 US. Code § 7604 a.
182 528 U.S.167 (2000), p. 169.
183 Ibídem § 7604 d.
184 Ibídem § 7604 g.
185 PEÑALVER i CABRÉ, A.: “Nuevos instrumentos…” Op. cit.: pp. 466-468.
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 2.1.2 Los	derechos	de	acceso	en	el	Derecho	internacional 
La importancia de la participación pública en el ámbito ambiental estaba ya presente en los
primeros textos internacionales en la materia. Desde los inicios del Derecho ambiental, la
relación de los individuos con el medio ambiente se ha configurado como un derecho-
deber186. De ahí que, junto con el reconocimiento de un derecho individual a disfrutar del
medio ambiente, se establezca el deber de protegerlo y conservarlo. Esta configuración 
como derecho-deber está en el origen del reconocimiento de los derechos instrumentales a
la información, la participación y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente.
La Carta Mundial de la Naturaleza, proclamada en la Resolución 37/7 de la Asamblea
General de las Naciones Unidas de 28 de octubre de 1982, contiene varios apartados
relativos a la participación, la información y el acceso a la justicia en su parte III, dedicada
a su aplicación. El apartado 16 se refería a la planificación y reconocía la necesidad de que
todos los elementos de la misma se pusieran “en conocimiento de la población recurriendo 
a medios adecuados y con la antelación suficiente para que la población pueda participar
efectivamente en el proceso de consultas y de adopción de decisiones al respecto”. El
apartado 23 recogía el derecho del individuo a participar en las decisiones que afectaran 
directamente a su medio ambiente, así como el derecho a ejercer los recursos oportunos
para obtener una indemnización en caso de que dicho medio hubiera sufrido un daño o 
deterioro. Por último, el apartado 24 establecía que toda persona, actuando individual o 
colectivamente, debía procurar que se alcanzasen los objetivos de la Carta. 
Con la lectura de los apartados citados queda patente como en uno de los primeros textos
internacionales en materia ambiental se recoge ya el germen de los tres derechos
contemplados en el Convenio de Aarhus: información, participación en la toma de
decisiones y acceso a la justicia.
186 Ya la Declaración de Estocolmo de 1972, surgida en el seno de la Conferencia de las Naciones Unidas
sobre Medio Ambiente Humano, establecía en su principio uno que “el hombre tiene un derecho fundamental
[…] al disfrute de condiciones de vida adecuadas en un medio de calidad tal que le permita llevar una vida
digna y gozar de bienestar, y tiene la solemne obligación de proteger y mejorar el medio para las
generaciones presentes y futuras”.
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Que estos tres derechos se conciban y regulen de un modo conjunto no es en absoluto 
casual. Como señala Lozano Cutanda, la participación ciudadana es una característica
propia de las democracias pluralistas modernas, que han superado la separación entre
sociedad y Estado propia de las constituciones liberales187. 
Esta participación difícilmente será posible si, previamente, los ciudadanos no han podido 
acceder a la información, tanto sobre el estado del medio ambiente como sobre los derechos
al respecto que les han sido reconocidos. Otro tanto puede decirse del acceso a la justicia, 
pues no tiene sentido permitir dicho acceso si el administrado no está informado sobre esa
posibilidad. Además, la participación también se relaciona con el acceso a la justicia, ya
que, al permitir que los ciudadanos puedan participar en la toma de decisiones en materia
de medio ambiente, se les permite también que puedan acudir a procedimiento judiciales
cuando se les ha impedido dicha participación o cuando, a través de la misma, han 
constatado el incumplimiento de normas de Derecho ambiental. De este modo, el acceso a
la justicia viene a cerrar el círculo de los derechos de acceso al configurarse, por un lado, 
como la garantía última de los otros dos derechos y, por otro, como la última posibilidad de
control de la actividad administrativa en materia de medio ambiente.
En el ámbito Europeo, la primera Conferencia Ministerial sobre Medio Ambiente y Salud, 
celebrada en Frankfurt en 1989, adoptó la Carta Europea sobre Medio Ambiente y Salud, 
que reconoce el derecho individual a acceder a la información sobre el estado del medio 
ambiente y sobre los planes, decisiones y actividades que puedan tener efectos sobre el
medio ambiente y la salud. Reconoce también el derecho de participar en los procesos de
toma de decisiones, especialmente en la evaluación del impacto ambiental de proyectos que
afecten directamente al individuo o a su comunidad.
2.1.2.1 El Principio 10 de la Declaración de Río
Tras la Carta de la Naturaleza de 1982, la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo de 1992 fue el texto internacional que impulsó el reconocimiento de los
derechos de acceso a la información, participación y acceso a la justicia. Dicha Declaración 
187 LOZANO CUTANDA, B. (dir.): Tratado de Derecho Ambiental. CEF, Madrid, 2014, pp. 269-270.
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fue determinante por la influencia que ejerció en futuros tratados internacionales
ambientales. Su importancia radica, asimismo, en que es el único texto internacional que
reconoce los derechos de acceso a la información, participación del público y acceso a la
justicia de una forma global y sin circunscribirse a un área geográfica concreta.
El principio de 10 de la Declaración de Río establece lo siguiente:
El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los
ciudadanos interesados, en el nivel que corresponda. En el plano nacional, toda persona 
deberá tener acceso adecuado a la información sobre el medio ambiente de que 
dispongan las autoridades públicas, incluida la información sobre los materiales y las
actividades que encierran peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de 
participar en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y
fomentar la sensibilización y la participación de la población poniendo la información
a disposición de todos. Deberá proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos
judiciales y administrativos, entre éstos el resarcimiento de daños y los recursos 
pertinentes.
En palabras de Foti, el principio 10 de la Declaración de Río tiene como objetivo 
“garantizar que las personas de todo el mundo gocen del derecho a comprender e
influenciar las decisiones que afecten el ambiente”188. El principio 10 reconoce de forma
diferenciada los derechos de acceso a la información, participación en la toma de decisiones
y acceso a la justicia en materia de medio ambiente. Estos derechos, que comúnmente se
denominan “derechos de acceso”, son el núcleo esencial de la democracia ambiental.
En cuanto a los antecedentes del principio 10 de la Declaración, la participación pública en 
la toma de decisiones ambientales comenzó con las leyes federales de los EUA aprobadas 
durante la década de los 70 y 80, en concreto la National Environmental Policy Act
(NEPA)189. Como se ha comentado más arriba, el Derecho estadounidense fue pionero a la
hora de establecer mecanismos de acceso a la justicia por parte de particulares, sin que
fuera necesario que se hubieran visto afectados por una determinada actuación u omisión, 
ya fueran privadas o públicas. En el ámbito europeo, la directiva 85/337/CEE de
Evaluación de Impacto Ambiental ya contenía disposiciones en materia de acceso a la
188 FOTI, J. (ed.): Voz y opción: abriendo la puerta a la democracia ambiental (libro electrónico). World
Resources Institute, 2008. Disponible en http://pdf.wri.org/voice_and_choice_sp.pdf [Último acceso 9 de
marzo de 2017), p. 2.
189 Ibídem, p. 11.
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información y participación del público. Posteriormente, en 1990, se aprobó la Directiva
90/313/CE sobre libertad de acceso a la información en materia de medio ambiente.
Ya se ha comentado como la Carta de la Naturaleza de 1982 contenía el germen de los
derechos de acceso, aunque de forma dispersa a lo largo del texto. La regulación conjunta y 
global de estos derechos en la Declaración de Río influyó enormemente en los tratados
internacionales aprobados a partir de este momento. De hecho dos de los textos
internacionales aprobados durante ese mismo año reconocían ya los derechos de acceso en 
sus respectivos ámbitos de actuación, si bien de forma parcial.
La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático de 1992 recoge
dentro de las obligaciones establecidas en su art. 4 la necesidad de publicar los inventarios
de emisiones y programas nacionales y establece expresamente en su art. 6 la obligación de
facilitar al público el acceso a la información relativa al cambio climático y sus efectos, 
promover la participación del público en la toma de decisiones y fomentar la educación 
ambiental.
Por otro lado, el Convenio de Río de Janeiro sobre Diversidad Biológica de 1992 recoge en 
su art. 13 la obligación de fomentar la sensibilidad ciudadana, para lo que es imprescindible
la transmisión de la información ambiental a través de los medios de comunicación. El art. 
14 recoge expresamente la obligación de permitir la participación del público en los
procedimientos de evaluación de impacto ambiental.
En todo caso, el texto internacional más importante en materia de derechos de acceso es el
Convenio de sobre el Acceso a la Información, la Participación del Público en la Toma de
Decisiones y el Acceso a la Justicia en Materia de Medio Ambiente (Convenio de Aarhus, 
CA), que es el único hasta la fecha que regula los derechos de acceso de forma global, para
todos los ámbitos del Derecho ambiental; si bien su ámbito de aplicación se restringe a los
Estados europeos participantes en la Comisión Económica de las Naciones Unidas para
Europa (CEPE).
En 2002, con motivo de la celebración de la Cumbre de la Tierra de Johannesburgo, se
celebró un Simposio Mundial de Jueces en el que se elaboró un documento que contenía
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una serie de principios en relación con el papel del Derecho para la consecución del
desarrollo sostenible190. 
En dicho documento se resaltó la importancia de los procesos judiciales independientes
para la aplicación y desarrollo del Derecho ambiental nacional e internacional. En este
sentido, se señalaba que uno de los principales impedimentos para la eficacia de las normas
ambientales era la deficiencia de conocimientos y la falta de información, tanto del público 
como de los profesionales del Derecho, haciendo especial hincapié en la falta de capacidad 
de los grupos más pobres y sus representantes para defenderse ante la degradación de su 
ambiente191. 
Como instrumentos para asegurar un mayor cumplimiento y efectividad del derecho 
ambiental se destacó la necesidad de mejorar la capacitación de los profesionales del
Derecho, permitir el acceso del público a la información ambiental, potenciar la
participación ciudadana en la toma de decisiones y asegurar el acceso a la justicia para la
resolución de controversias de carácter ambiental. También se señaló la importancia de las 
organizaciones ciudadanas como medio de difundir la información y favorecer la
participación del público192. 
Como veremos, las conclusiones del Simposio estaban en la línea del contenido del
Convenio de Aarhus, firmado cuatro años antes y que es en la actualidad el modelo a seguir 
en materia de participación ciudadana en el ámbito ambiental.
En 2010, y con vistas a la celebración de la Cumbre Río+20 en 2012, el Consejo de
Gobierno del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (UNEP), reunido 
en Bali, aprobó las llamadas Directrices de Bali193. Se trata de una serie de principios no 
190 PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL MEDIO AMBIENTE: Global Judges
Symposium [en línea]. Disponible en:
https://www.eufje.org/images/DocDivers/Johannesburg%20Principles.pdf [acceso el 9 de marzo de 2017].
191 Ibídem.
192 Ibídem.
193 PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL MEDIO AMBIENTE: Guidelines for the
Development of National Legislation on Access to Information, Public Participation and Access to Justice in
Environmental Matters [en línea]. Disponible en:
http://www.pnuma.org/sociedad_civil/documents/reunion2012/CIVIL%20SOCIETY%20PARTICIPATION/
2010%20Bali%20Guidelines%20Access.pdf [Acceso el 9 de marzo de 2017].
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vinculantes para asesorar a los diferentes Estados a la hora de desarrollar el contenido del
principio 10. Aunque la incidencia de este documento ha sido escasa y los esfuerzos del
UNEP en la materia son, por ahora, a pequeña escala194, lo cierto es que, dejando a un lado 
el Convenio de Aarhus, las Directrices de Bali son el único texto internacional que
desarrolla conjunta y globalmente los derechos de acceso, si bien se trata de un instrumento 
no vinculante.
En lo que se refiere al acceso a la información195, las Directrices de Bali consideran 
necesario asegurar un acceso asequible y rápido a la información, sin que sea necesario 
alegar ningún interés concreto en la materia. En cuanto a las excepciones del derecho de
acceso señala que deben estar tasadas y su interpretación ha de ser restrictiva. El
documento recomienda también la puesta en práctica de medidas de recolección y difusión 
de la información ambiental por parte de los gobiernos, así como la elaboración de
programas de educación y capacitación del público.
En cuanto a la participación en la toma de decisiones196, se recomienda la aplicación de
mecanismos que permitan la participación temprana en los procesos de toma de decisiones
en materia ambiental, así como la información al público interesado197 acerca de sus
derechos de participación de una forma comprensible. Se señala, asimismo, que la
actuación del Estado para conseguir la participación del público ha de ser proactiva, 
haciendo referencia una vez más a la necesidad de programas de educación y capacitación 
de los agentes. También se recomienda la elaboración de procedimientos para que el
público participe en la elaboración de normas vinculantes, así como en el diseño de las
políticas, planes y programas relacionados con el medio ambiente.
194 BANISAR, D.; PARMAR, S.; SILVA, L.; EXCELL, C.: “Moving from Principles to Rights: Rio 2012 and
Access to Information, Public Participation and Justice”. Sustanibable Development Law & Policy. 13, 3, 
2012, p. 10.
195 PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL MEDIO AMBIENTE: Guidelines for… Op. cit.
Directrices 1-7.
196 Ibídem, directrices 8-14.
197 Resulta de interés señalar que las Directrices de Bali establecen una importante diferencia entre el
“público” y el “público interesado”. El primero está compuesto por cualquier persona física o jurídica,
mientras que el “público afectado incluye únicamente a aquellos miembros del público que se verá afectado
por la decisión de que se trate (o es probable que se vea afectado) y, en todo caso, a las ONG ambientales, que
han de considerarse siempre como “público afectado”. Esta diferenciación es la que establece, prácticamente
en los mismos términos, el Convenio de Aarhus.
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Las recomendaciones dedicadas en las Directrices de Bali al derecho de acceso a la justicia
son bastante profusas198. En primer lugar se recomienda la existencia de procedimientos
judiciales o administrativos (en todo caso ante órganos imparciales) para asistir a los
miembros del público que hayan visto denegado el acceso a la información o su derecho a
participar en la toma de decisiones (en este caso el documento se refiere al “público 
interesado). También se recomienda el acceso a la justicia al público interesado ante
acciones u omisiones de la Administración o de particulares que supongan una violación de
las normas ambientales (con independencia de si esta violación se refiere aspectos
sustantivos o procesales). Otro punto importante a tener en cuenta es la recomendación de
que los requisitos de legitimación activa sean interpretados de forma amplia, con el objeto 
de conseguir un acceso efectivo a los procedimientos judiciales. En cuanto al resultado del
proceso, se hace hincapié en la importancia de los procedimientos de ejecución, así como 
en el establecimiento de medidas de resarcimiento adecuadas como mandatos judiciales
(órdenes de acción o de cesación) y medidas provisionales.
Además de estas medidas, destinadas a asegurar la existencia de procedimientos judiciales
adecuados, se recomiendan otras dirigidas a eliminar los obstáculos que el público puede
encontrarse para conseguir un acceso efectivo a la justicia. Así, se recomienda que los
procesos sean transparentes y públicos, que su coste no sea prohibitivo y que se establezcan 
los mecanismos necesarios para eliminar las barreras financieras. En este sentido, se señala
la importancia que puede tener el establecimiento, cuando sea posible, de mecanismos
alternativos de resolución de conflictos. Se señala, de nuevo, la importancia de la educación 
y la capacitación del público.
2.1.2.2 El Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte
En 1993 se celebró el Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte
(ACAAN), en el que participan México, Canadá y Estados Unidos. Dicho acuerdo contiene
medidas importantes en relación con los derechos de acceso, al regular la obligación de las
administraciones de difundir información ambiental.
198 PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL MEDIO AMBIENTE: Guidelines for… Op. cit.
Directrices 15-26.
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Además, los arts. 6 y 7 de dicho acuerdo regulan específicamente el acceso a la justicia en 
materia de medio ambiente de los particulares, si bien lo hacen sin establecer requisitos
específicos en materia de legitimación activa, de un modo similar a lo que sucede, como se
verá, con el Convenio de Aarhus. No obstante, dichos artículos recogen el derecho de las
“personas interesadas” a interponer recursos ante la violación de sus legislaciones
ambientales y establece una serie de garantías que dichos recursos deben cumplir, ya sean 
éstos “administrativos, cuasi-judiciales o judiciales”. Además, dichos recursos deben 
permitir que los particulares soliciten indemnizaciones por daños, sanciones y órdenes de
cese, solicitudes a la administración para que tome las medidas necesarias para hacer 
cumplir las leyes y medidas de precaución ante posibles daños (art. 6 ACAAN).
El acuerdo crea la Comisión para la Cooperación Ambienta, que incluye un Consejo que ha
de reunirse al menos una vez al año y un Secretariado. En relación con este último, los arts. 
14 y 15 del Acuerdo incorporan un procedimiento que, como veremos a continuación, 
también recoge el Convenio de Aarhus: se trata de la posibilidad de los particulares y 
asociaciones por estos creados de solicitar al Secretariado que declare que una parte está
cometiendo omisiones en la aplicación efectiva de su legislación ambiental. Si la petición 
se considera fundada, el Secretariado elabora un expediente de hechos que, puede ser 
aprobado y hecho público si cuenta con dos tercios de los votos del Consejo.
2.2 El	Convenio	de	Aarhus
El Convenio sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de
decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente fue firmado el 25 de junio 
de 1998, en el marco de la cuarta conferencia ministerial del proceso “Medio Ambiente
para Europa” promovido por la Comisión Económica de las Naciones Unidas para Europa
(CEPE o UNECE, por sus siglas en inglés).
El objetivo esencial del Convenio de Aarhus es la creación de obligaciones que fortalezcan
las garantías democráticas por parte de los Estados, para permitir el ejercicio efectivo del
derecho a vivir en un medio ambiente adecuado.
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La aprobación del Convenio se enmarca dentro de un proceso de reconocimiento 
progresivo de derechos en materia de justicia ambiental y es consecuencia de los problemas
surgidos en la aplicación del Derecho ambiental, una vez que este ya había formado un 
cuerpo normativo más o menos diferenciado. 
Es el primer texto internacional vinculante que regula conjunta y específicamente los tres
derechos de acceso: acceso a la información, participación en la toma de decisiones y 
acceso a la justicia. Es más, estos derechos no se recogen de manera abstracta e
indeterminada, sino que en la mayoría de los casos la regulación que lleva a cabo el
Convenio es detallada y completa, y puede ser objeto de aplicación directa.
2.2.1 Celebración	del	Convenio
Como ya se ha señalado, el Convenio de Aarhus se elaboró en el seno de la Comisión 
Económica de las Naciones Unidas para Europa (CEPE), dentro del proceso “Medio 
Ambiente para Europa”, iniciado en 1991. Fue en la tercera Conferencia Ministerial de este
proceso, celebrada en Sofía (Bulgaria) entre el 23 y el 25 de octubre de 1995, donde se
aprobó la Declaración que instaba a desarrollar el principio 10 de la Declaración de Río y 
que establecía los puntos básicos sobre acceso a la información y participación del público 
en materia ambiental. En la misma reunión se acordó la elaboración de un Convenio 
regional en la materia, que tuviera en cuenta los puntos básicos de la Declaración y que
implicase a las ONG199. 
Esta última consideración puso de manifiesto el papel central de las ONG en el ámbito de la
política ambiental. Como apunta Plaza Martín, la importancia de estas organizaciones se
produce en varios niveles. Por un lado, contribuyen a poner de manifiesto los problemas
ambientales y a concienciar a la opinión pública (lo que a su vez incide en la toma de
decisiones políticas). Pero, además, las ONG siguen una “política de vigilancia” de la
aplicación de la normativa ambiental, denunciando las deficiencias en la aplicación del
199 JUSTE RUÍZ, J.; SALAZAR ORTUÑO, E.: “Incumplimiento por parte de España de las obligaciones del
convenio de Aarhus: comunicación ACCC/C/2008/24, el caso ‘Senda de Granada’ en Murcia”. Revista
Aranzadi de Derecho Ambiental, 18, 2010, p. 183.
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Derecho del medio ambiente200. En este sentido, Lozano Cutanda señala la importancia de
la relación entre la finalidad de protección de bienes públicos que tiene el Derecho del
medio ambiente y las dificultades para su defensa a las que se enfrentan los ciudadanos de
modo individual, que ponen de manifiesto la importancia de la actuación colectiva en este
ámbito201. 
Más adelante, en la sesión extraordinaria de 17 de enero de 1996 del Comité de Política
Ambiental de la CEPE, se acordó constituir un grupo de trabajo específico que preparase un 
borrador de Convenio. Para la elaboración del mismo se invitó a los miembros de la CEPE, 
la Comunidad Europea y las ONG que participaban en el proceso “Medio Ambiente para
Europa”. 
La negociación del Convenio fue compleja y no se culminó hasta la Cuarta Conferencia
Ministerial del proceso, celebrada en Aarhus (Dinamarca) el 25 de junio de 1998202, más de
dos años después de la elaboración del primer borrador, el 11 de abril de 1996203, y tras
diez sesiones de negociación entre los Estados participantes.
La negociación del Convenio de Aarhus presenta algunas peculiaridades. En primer lugar, 
como se ha mencionado un poco más arriba, las ONG ambientales participantes en el
proceso “Medio Ambiente para Europa” fueron invitadas a participar en las sesiones de
negociación del Convenio. Como se desprende de los informes de las diferentes sesiones, 
dichas ONG tuvieron un papel muy activo en la negociación, de hecho, como señala
Delreux, en palabras de un representante de un Estado miembro de la Comunidad, las ONG
“negociaron como un Estado cualquiera, un Estado bastante grande”204 . 
Por otro lado, la Comisión Europea, tal y como queda reflejado en los informes de las
reuniones, participó en todas las reuniones de preparación. Esto es perfectamente lógico 
teniendo en cuenta que desde el primer borrador se preveía que el Convenio pudiera ser 
200 PLAZA MARTÍN, C.: Derecho ambiental… Op. cit.: p.354.
201 LOZANO CUTANDA, B.: Administración y Legislación Ambiental. Dykinson, Madrid, 2015, p. 220.
202 Ibídem, p. 183.
203 ECOSOC CEP/AC.3/R.1. Los sucesivos borradores del Convenio de Aarhus, así como los informes de las
reuniones de las partes pueden consultarse en la página de la Comisión Económica de las Naciones Unidas
para Europa: http://www.unece.org/env/pp/adwg.html [Ultimo acceso 3 de febrero de 2017].
204 DELREUX, T.: “The EU in Environmental … Op. cit.: p. 330 (traducción propia).
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firmado por organizaciones de integración económica regional 205 . Sin embargo, la
representación de la Comunidad no fue formal hasta la octava sesión, pues hasta ese
momento no había obtenido la autorización preceptiva del Consejo, en virtud del art. 300 
TCE, para negociar en nombre de la Comunidad aquellos artículos que quedaran bajo su 
competencia (es decir, los relativos al acceso a la información y la participación, pero no el
acceso a la justicia)206. En todo caso, en su ámbito de negociación, la Comisión actuaba en 
representación de la Comunidad y los Estados miembros ocasionalmente plateaban puntos
de vista diferentes a los defendidos por la Comisión207. 
Las posiciones de los diferentes Estados miembros a la hora de intentar fijar una posición 
común son difíciles de conocer. De hecho, una de las ONG participantes, la Coalición de
ONG Ambientales, hizo constar en el informe de la novena sesión “la falta de
transparencia de la posición de los Estados miembros de la UE”208 . Según Delreux, 
Alemania mantenía una posición minimalista debido a la presión de los estados federados
alemanes para que el Convenio no afectase a sus instituciones; los Países Bajos, el Reino 
Unido y la Comisión mantuvieron una posición moderada; mientras que las posturas más
maximalistas fueron defendidas por Dinamarca, Bélgica e Italia209. 
Más allá de Delreux, como fuente indirecta, resulta difícil conocer la postura de los
diferentes Estados participantes, ya que no figura en los documentos oficiales al respecto 
solicitados a la Secretaría del Convenio, con excepción de aquellos casos en los que los
participantes desearon que sus aportaciones constaran expresamente.
Tras el proceso de negociación, el Convenio fue firmado el 25 de junio de 1998 por la
Comunidad Europea y 35 Estados pertenecientes a la CEPE, entre los que se incluyen los
Estados miembros de la Comunidad en esa fecha, excepto Alemania, que lo firmó el 21 de
diciembre de 1998, último día habilitado para tal fin. Entre los firmantes destaca la ausencia
de Rusia, que aún hoy no es parte del tratado.
205 Art. 13 del primer borrador del Convenio (ECOSOC CEP/AC.3/R.1).
206 DELREUX, T.: “The EU in Environmental… Op. cit.: p. 332.
207 Ibídem, p. 332.
208 ECOSOC CEP/AC.3/18, p. 2 (traducción propia).
209 DELREUX, T.: “The EU in Environmental… Op. cit.: p. 336.
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Según el art. 20.1 del Convenio, este entraría en vigor “el nonagésimo día siguiente a la 
fecha del depósito del decimosexto instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión”. En consecuencia, la entrada en vigor se produjo el 30 de octubre de 2001.
Actualmente, todos los Estados miembros de la Unión Europa son parte en el Convenio de
Aarhus, el último en manifestar su consentimiento en obligarse por el tratado ha sido 
Irlanda, que culminó tal proceso el 20 de junio de 2012.
2.2.2 Estructura	y	contenido	del	Convenio de Aarhus	
En el Convenio de Aarhus el reconocimiento de derechos en materia de democracia
ambiental se estructura en las tres vertientes señaladas ya en la Declaración de Río de 1992:
información, participación y acceso a la justicia, que componen los denominados derechos
de acceso. El Convenio consta de un preámbulo, seguido de una serie de disposiciones
generales (aa. 1-3). Posteriormente se regulan los tres pilares de la democracia ambiental
(aa. 4-9) y finalmente se contienen las disposiciones relativas al control de aplicación (aa. 
9-12) y enmienda y entrada en vigor del Convenio (aa. 12-22). 
El preámbulo del Convenio señala, en primer lugar, los principios internacionales que
desarrolla: el primer principio de la Declaración de Estocolmo de 1972 y el principio 10 de
la Declaración de Río de 1992, así como las disposiciones en materia de democracia
participativa ambiental de la Carta Mundial de la Naturaleza de 1982 y de la Carta Europea
sobre Medio Ambiente y Salud de 1989.
En segundo lugar, el preámbulo reconoce la relación entre los principios de la democracia
ambiental y el derecho-deber a disfrutar de un medio ambiente adecuado. Como se comentó 
al hablar de los primeros reconocimientos internacionales de los derechos de acceso, la
regulación conjunta de estos tres pilares obedece a la estrecha relación que existe entre
ellos, de modo que cada uno se configura como presupuesto y consecuencia de los demás. 
Como el propio preámbulo del Convenio señala:
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Reconociendo que toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente que le
permita garantizar su salud y su bienestar, y el deber, tanto individualmente como en 
asociación con otros, de proteger y mejorar el medio ambiente […].
Considerando que para estar en condiciones de hacer valer este derecho y de cumplir
con ese deber, los ciudadanos deben tener acceso a la información, estar facultados
para participar en la toma de decisiones y tener acceso a la justicia en materia
medioambiental, y reconociendo que los ciudadanos pueden necesitar asistencia para
ejercer sus derechos […].
Reconociendo que un mejor acceso a la información y una mayor participación del
público en la toma de decisiones permiten tomar mejores decisiones y aplicarlas más
eficazmente.
De esta forma, ya desde el preámbulo, se reconoce la relación de los derechos de acceso 
entre sí y, sobre todo, con el derecho-deber de protección del medio ambiente, resaltando
además la importancia que los individuos, organizaciones y otros componentes del sector 
privado desempeñan en la protección del medio ambiente.
Por último, se destaca la importancia del reconocimiento de los derechos instrumentales
ambientales a la hora de garantizar la transparencia de la gestión administrativa, así como 
su utilidad para contribuir al fortalecimiento de la democracia.
Los arts. 1 a 3 contienen las disposiciones generales del Convenio, incluyendo su objetivo y 
las definiciones. Con respecto al tema que nos ocupa, es importante la definición que el
Convenio da al concepto de “autoridad pública” (a. 2.2):
Por «autoridad pública» se entiende:
a) La administración pública a nivel nacional o regional o a cualquier otro nivel;
b) las personas físicas o jurídicas que ejercen, en virtud del derecho interno, funciones
administrativas públicas, en particular tareas, actividades o servicios específicos 
relacionados con el medio ambiente;
c) cualquier otra persona física o jurídica que asuma responsabilidades o funciones
públicas o preste servicios públicos relacionados con el medio ambiente bajo la 
autoridad de un órgano o de una persona comprendida dentro de las categorías
mencionadas en las letras a) y b) supra;
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d) las instituciones de cualquier organización de integración económica regional a que
hace referencia el artículo 17 que sea Parte en el presente Convenio.
La presente definición no engloba a los órganos o instituciones que actúan en ejercicio
de poderes judiciales o legislativos.
De esta definición conviene resaltar los dos últimos párrafos. La inclusión de las
instituciones de las organizaciones de integración económica regional hizo necesaria la
aprobación de un Reglamento de la Comunidad Europea que aplicase las disposiciones del
Convenio a las instituciones comunitarias. Dicho Reglamento, que se estudiará en 
profundidad más adelante, es la normas más importante con respecto al acceso a la justicia
en la Unión Europea.
Con respecto al último párrafo del artículo transcrito, es importante la exención del ámbito 
de aplicación del Convenio de los órganos legislativos y judiciales. Esta exclusión plantea
el problema de que los órganos administrativos “camuflen” su actividad con la forma de
actos legislativos, para así escapar a la aplicación de las disposiciones del Convenio. Como 
se verá, este problema teórico ha tenido gran trascendencia práctica con respecto a las
instituciones de la Unión. En este sentido, conviene tener presente que la Guía de
Aplicación del Convenio señala expresamente que la actividad de la Comisión Europea no 
debe ser considerada como legislativa o judicial210. 
Pasando al estudio del art. 3, contiene una serie de obligaciones para los Estados
caracterizadas por su carácter abstracto e inespecífico. Entre ellas encontramos la
obligación de los funcionarios y autoridades de ayudar al público para que pueda ejercer 
sus derechos (a. 3.2), el fomento de la educación ecológica (a. 3.3) y el reconocimiento y 
apoyo a las asociaciones, organizaciones o grupos cuyo objetivo sea la protección del
medio ambiente (a. 3.4). El art. 3 contiene también preceptos clásicos del Derecho 
ambiental, presentes en el Derecho comunitario, como la posibilidad de mantener medidas
de mayor protección (a. 3.5), la defensa de los principios del Convenio en el ámbito 
internacional (a. 3.6) o la obligación de aplicar las disposiciones del Convenio sin 
discriminación en función de la nacionalidad, ciudadanía o domicilio (a. 3.10).
210 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus Convention: An Implementation Guide [libro
electrónico]. Naciones Unidas, Nueva York / Ginebra, 2000. Disponible en:
http://www.unece.org/fileadmin/DAM/env/pp/acig.pdf [Acceso el 3 de febrero de 2017] p. 34.
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El art. 4 se refiere al acceso a la información ambiental, primer pilar de la democracia
participativa ambiental y requisito necesario para poder ejercer el resto de derechos: la
participación en la toma de decisiones y el acceso a la justicia ambiental. 
El acceso a la información en poder de la Administración es consecuencia del derecho 
fundamental a la libertad de expresión. Es uno de los requisitos esenciales para el
funcionamiento democrático del Estado e imprescindible para conseguir transparencia en la
actuación administrativa.
El Convenio regula el acceso a la información tanto desde la vertiente activa como desde la
pasiva. La primera implica la difusión por parte de la Administración de la información 
ambiental que obre en su poder. La segunda supone que el administrado pueda acceder a la
información ambiental que considere oportuna. 
En lo que se refiere a la difusión pasiva de información, hay que destacar el acortamiento 
de los plazos de resolución de las solicitudes (como máximo un mes) y el establecimiento 
de una serie de motivos tasados por los que se puede denegar el acceso a dicha
información. La Administración puede exigir el pago de una determinada cuantía por 
facilitar la información, pero dicha cuantía deberá ser razonable.
Con respecto a la vertiente activa, el art. 5 el Convenio obliga a la difusión de información 
ambiental, estableciendo obligaciones específicas entre las que destaca la publicación de
informes (a intervalos máximos de cuatro años) sobre la situación del medio ambiente en 
cada Estado y las presiones a las que se encuentra sometido. En desarrollo de este artículo 
se aprobó el Protocolo en materia de Registros de Emisiones y Transferencias
Contaminantes.
Los artículos 6 a 8 regulan el segundo pilar del Convenio: la participación del público en la
toma de decisiones ambientales. Este derecho es consecuente con los principios de la
democracia participativa. Como señalan Salazar y Sanchís ,“el Convenio de Aarhus parte
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del fundamento de la participación como uno de los elementos básicos del concepto de
desarrollo sostenible”211 . 
Como señalan los mismos autores, en este punto es evidente la influencia de la normativa
comunitaria en materia de evaluación de impacto ambiental212. La participación se regula
de forma diferente en función del tipo de instrumento de que se trate. 
El art. 6 se ocupa de la participación en las decisiones relativas a actividades específicas
(que se recogen en el anexo 1 del Convenio). El “público interesado” debe ser informado 
sobre la actividad propuesta, la autoridad pública encargada del procedimiento y los
detalles del mismo (fecha de comienzo, posibilidades de participación, fecha y lugar de la
audiencia pública e informaciones disponibles en relación con el proyecto). Es preceptivo 
que la participación pública se produzca al inicio del procedimiento, “cuando todas las
opciones y soluciones sean aún posibles” (a. 6.4). Las autoridades deberán informar al
público del resultado final del procedimiento, comunicando el texto final de la resolución y 
motivando la decisión tomada.
El art. 7 regula la participación del público en la elaboración de planes, programas y 
políticas ambientales, que deberá realizarse “en un marco transparente y equitativo, tras
haberle facilitado las informaciones necesarias” (a. 7). Es de destacar que en este artículo 
se permite la participación al “público”, en general, y no solo al “público interesado”, como 
ocurría en el art. 6. 
Esta distinción es importante y afecta al ámbito del acceso a la justicia, tal y como se
explicará a continuación. Según el art. 2 del Convenio “por público interesado se entiende
el público que resulta o puede resultar afectado por las decisiones adoptadas en materia 
medioambiental o que tiene un interés a invocar en la toma de decisiones”. Es importante
tener en cuenta que las organizaciones no gubernamentales dedicadas a la protección del
medio ambiente que cumplen los requisitos del Derecho interno siempre se consideran 
público interesado. La definición del “público” es más amplia, pues comprende “una o 
211 SALAZAR ORTUÑO, E.; SANCHÍS MORENO, F.: “El acceso a la justicia ambiental a partir del
Convenio de Aarhus”. Revista Aranzadi de Derecho Ambiental 12 (2), 2007, p. 81.
212 Ibídem, p. 81.
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varias personas físicas o jurídicas y, con arreglo a la legislación o la costumbre del país, 
las asociaciones, organizaciones o grupos constituidos por esas personas” (art. 2 CA).
Por último, el art. 8 se refiere a la participación en la elaboración de disposiciones
reglamentarias que puedan tener efectos ambientales importantes. Esta participación debe
abrirse al “público” en un momento temprano del procedimiento, fijando un plazo 
suficiente para esa participación, publicando previamente el proyecto y dando al público la
posibilidad de formular observaciones directamente o a través de órganos consultivos
representativos.
2.2.3 Marco institucional del Convenio de Aarhus	
Es una característica habitual de los convenios internacionales en materia de medio 
ambiente la inclusión de mecanismos especiales que salvaguarden su cumplimiento. El
Convenio de Aarhus no es una excepción a la norma y prevé la creación de dos organismos
para velar por el cumplimiento y desarrollo de las normas convencionales.
2.2.3.1 La Reunión de las	Partes	
La Reunión de las Partes, un instrumento bastante común en el Derecho Internacional, se
regula en los arts. 10 y siguientes. Ha de celebrarse como mínimo una vez cada dos años, a
menos que las Partes decidan otra cosa o que una de ellas lo solicite por escrito (en cuyo 
caso será necesario el respaldo de al menos un tercio de las Partes).
La función principal de este órgano es seguir permanentemente la aplicación del Convenio, 
sobre la base de los informes remitidos por las Partes, para lo que deben examinar las
políticas que apliquen los Estados para asegurar el cumplimiento del Convenio;
intercambiar experiencias de aplicación del mismo mediante acuerdos bilaterales o 
multilaterales; solicitar, si fuera necesario, los servicios de otros órganos competentes de la
CEPE y crear, si procede, órganos subsidiarios. También se incluye entre sus funciones la
de elaborar protocolos al Convenio y discutir y adoptar proposiciones de enmienda (art. 
10.2). 
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En lo que se refiere a los participantes en la Reunión de las Partes, el art. 10.4 establece
que, además de los Estados y organizaciones de integración económica regional que sean 
Parte del Convenio, podrán participar como observadores las Naciones Unidas y sus
organismos especializados, el Organismo Internacional de Energía Atómica y cualquier 
organización de integración económica regional que no sea parte del Convenio pero que
podría serlo en virtud del art. 17.
Además, el art. 10.5 incluye una disposición de gran interés en lo que se refiere a la
participación de la sociedad civil en el proceso de aplicación y control del cumplimiento del
Convenio:
Toda organización no gubernamental que posea competencias en esferas que guarden 
relación con el presente Convenio y que haga saber al Secretario Ejecutivo de la
Comisión Económica para Europa que desea estar representada en una reunión de las
Partes tendrá derecho a participar en calidad de observador, salvo que por lo menos un 
tercio de las Partes objeten a ello.
Este precepto es otro ejemplo de la importancia que, tanto en la redacción del texto del
Convenio como en su proceso de celebración, se dio a las ONG ambientales.
2.2.3.2 El	Comité de Cumplimiento
Por sus especiales características, el Comité de Cumplimiento fue una novedad importante
en lo que se refiere a control ciudadano del cumplimiento del Derecho internacional.
El Comité se regula en el art. 15 del Convenio, que establece lo siguiente:
La Reunión de las Partes adoptará por consenso mecanismos facultativos de carácter
no conflictivo, no judicial y consultivo para examinar el cumplimiento de las
disposiciones del presente Convenio. Esos mecanismos permitirán una participación 
apropiada del público y podrán prever la posibilidad de examinar comunicaciones de
miembros del público respecto de cuestiones que guarden relación con el presente
Convenio.
El funcionamiento del Comité se regula en las decisiones I/7 y II/5, aprobadas
respectivamente en la primera y segunda sesión de la Reunión de las Partes. Dicho Comité
está formado por nueve expertos independientes de diferentes Estados parte en el
Convenio, que actúan a título personal sin representar al Estado del que provienen. Los
108 
          
 
 
        
       
 
             
      
         
       
 
       
        
 
     
           
     
 
        
      
       
         
            
          
      
                                                
                 
              
          
 
	 
	 
	 
miembros son elegidos por las Partes y por las organizaciones no gubernamentales que
pueden participar en la Reunión en virtud del art. 10.5. 
La actuación del Comité puede instarse mediante tres procedimientos:
• Demandas de las Partes. Un Estado Parte en el Convenio puede remitir una
demanda al Comité denunciando el posible incumplimiento de las
obligaciones de otro Estado parte en el Convenio.
• Cuestiones de la Secretaría. Si a través de los informes la Secretaría tiene
conocimiento de un posible incumplimiento de una Parte, podrá reclamarle
informaciones más precisas. Si la parte no contesta o no toma las medidas
oportunas en un plazo de tres meses, la Secretaría podrá poner el caso en 
conocimiento del Comité en el plazo de seis meses.
• Comunicaciones del Público. Los miembros del público pueden hacer llegar 
al Comité comunicaciones relativas al cumplimiento de las obligaciones
dimanantes del Convenio.
Este último procedimiento permite algo poco común en el ámbito del Derecho internacional
ambiental ya que abre la posibilidad de que los ciudadanos, que no son sujetos de Derecho 
en el ordenamiento internacional público, puedan instar la revisión del cumplimiento de un 
Tratado.
La importancia del Comité de Cumplimiento no radica únicamente en su capacidad para
declarar públicamente el incumplimiento de un Estado parte. Para poder declarar ese
incumplimiento es necesaria una interpretación del texto del Convenio, que sirve como 
ayuda para delimitar el contenido de los artículos menos detallados del tratado, como lo son 
los relativos al acceso a la justicia213. Según el art. 37 de la decisión I/7 de la Reunión de las
Partes, los informes y recomendaciones del Comité de Cumplimiento han de remitirse a la
Reunión para su aprobación. Si son aprobadas, y en virtud del art. 31 de la Convención de
213 EBBESSON, J.: “Access to Justice at the National Level. Impact of the Aarhus Convention and European
Union Law” en PALLEMAERTS, M.: The Aarhus Convention at Ten. Interactions and Tensions between
Conventional International Law and EU Environmental Law. Europa Law Publishing, Groningen, 2011, p.
251.
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Viena de 1969 sobre Derecho de los Tratados214, se convierten en criterios relevantes para
la interpretación del Convenio de Aarhus215. 
2.2.3.2.1	 Procedimiento ante el Comité de Cumplimiento del Convenio de Aarhus.	
Comparación con el recurso de incumplimiento ante de la	UE.
La decisión I/7 regula el procedimiento para que los miembros del público realicen las
comunicaciones ante el Comité, y la actuación que este último debe llevar a cabo ante
dichas comunicaciones:
VI. Comunicaciones del público
18. En el plazo de doce meses desde la fecha de adopción de la presente decisión o de 
la entrada en vigor del Convenio con respecto a una Parte del mismo, si esta última es
posterior a la primera, uno o más miembros del público podrán dirigir comunicaciones
al Comité en relación con el cumplimiento de las disposiciones del Convenio por una
Parte del mismo […].
19. Las comunicaciones a las que se refiere el párrafo 18 se dirigirán al Comité a través
del secretariado, por escrito y con la posibilidad de hacerlo de forma electrónica. Las
comunicaciones estarán respaldadas por información que las corrobore.
20. El Comité tomará en consideración cualquier comunicación a menos que sea:
a) Anónima.
b) Un abuso del derecho a hacer tales comunicaciones.
c) Manifiestamente irrazonable.
d) Incompatible con las provisiones de la presente Decisión o con el Convenio.
21. El comité debe, en todas las fases relevantes del procedimiento, tener en cuenta
todas las vías de reparación nacionales, a menos que la aplicación de estas vías sea
excesivamente larga o no prevea modos efectivos y suficientes de compensación.
22. Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo 20, el Comité debe remitir tan pronto 
como le sea posible toda comunicación recibida en aplicación del párrafo 18 al Estado
parte al que se acusa de falta de cumplimiento.
214 El artículo 31 de la Convención de Viena de 1969 sobre Derecho de los Tratados establece que “un 
tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos
del tratado en el contexto de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin […]. Juntamente con el contexto,
habrá de tenerse en cuenta todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de
la aplicación de sus disposiciones […]”.
215 EBBESSON, J.: “Access to Justice…” Op. cit.: p. 251.
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23. El Estado parte remitirá, tan pronto como le sea posible pero no más tarde de cinco 
meses desde el momento en que la comunicación le fue remitida, una explicación por
escrito o una declaración clarificando el asunto y describiendo cualquier respuesta al
mismo que haya hecho216.
Puede observarse como, a menos que el Comité encuentre graves defectos formales en la
comunicación o que considere que esta es manifiestamente infundada o un abuso de
Derecho, debe comenzar el procedimiento para determinar si el Estado parte ha incumplido 
o no las disposiciones del Convenio. El margen de discrecionalidad para comenzar ese
proceso es, en consecuencia, bastante limitado.
Resulta interesante comparar este procedimiento con el seguido con las denuncias a la 
Comisión ante los incumplimientos de los Estados miembros de alguna norma de Derecho 
de la Unión. Cuando se habló del régimen de recursos ante el Tribunal de Justicia de la
Unión, se señaló que el recurso por incumplimiento quedaba fuera del ámbito de estudio 
del presente trabajo, por tratarse de un recurso que utiliza la Comisión para controlar el
cumplimiento del Derecho de la Unión por parte de los Estados miembros y, en 
consecuencia, no está dirigido a controlar el cumplimiento del Derecho ambiental por parte
de las instituciones de la UE. No obstante, resulta de interés comparar el papel reservado al
público en dicho recurso de cumplimiento y el que le otorga el marco institucional del
Convenio de Aarhus.
Como es bien sabido, el recurso por incumplimiento ante el Tribunal de Justicia deja un 
importante margen de discrecionalidad a la Comisión, a la hora de iniciar procedimientos
judiciales. Esta libertad implica la libertad de la Comisión para comenzar tanto la parte
precontenciosa (mediante la que la Comisión comunica al Estado miembro los posibles
incumplimientos), como la contenciosa (que implica la interposición de una demanda ante
el Tribunal)217. El Tribunal ha llegado a declarar que la Comisión “tiene libertad para 
incoar un procedimiento por incumplimiento únicamente contra algunos de los Estados
216 
Decisión I/7, adoptada en la Primera Reunión de las Partes, celebrada en Lucca, Italia del 21 al 23 de
octubre de 2002. Accesible en:
https://www.unece.org/fileadmin/DAM/env/pp/documents/mop1/ece.mp.pp.2.add.8.e.pdf [Acceso el 4 de
marzo de 2017] (traducción propia).
217 ALONSO GARCÍA, R.: Sistema Jurídico de… Op. cit.: p. 254.
111 
         
      
         
 
   
           
         
     
        
              
             
       
           
         
     
             
        
          
 
   
           
            
              
            
         
        
                                                
                  
       
                   
            
   

 

 

 

 

 
miembros que se encuentren en una situación comparable desde el punto de vista del
Derecho comunitario”218 . 
Dentro de este amplio margen de maniobra, la Comisión puede recibir información de
personas físicas o jurídicas de los Estados miembros. Según la Comunicación de la
Comisión219 en la que se detalla el procedimiento de denuncia:
2. Principios generales
Toda persona podrá acusar a un Estado miembro presentando, gratuitamente, una
denuncia a la Comisión para señalar una medida (legal, reglamentaria o 
administrativa), la ausencia de medida o una práctica imputable a un Estado miembro
que considere contraria al Derecho de la Unión.
El denunciante no tendrá que demostrar la existencia de un interés en actuar, ni
tampoco deberá probar que la medida, la ausencia de medida o la práctica que
denuncia le afecta principal y directamente.
Sin perjuicio de las excepciones mencionadas en el punto 3, la Comisión registrará la 
correspondencia como denuncia siguiendo las indicaciones de su autor tal y como
figuren en la correspondencia.
La Comisión apreciará discrecionalmente si debe o no darse curso a la denuncia.
Como señala la última parte del texto reproducido, la Comisión no tiene obligación de dar 
trámite a la denuncia. Sus obligaciones con el denunciante se limitan a mantenerle
informado de la marcha del proceso. 
7. Comunicación con el denunciante
Tras el registro, la denuncia podrá seguir examinándose en cooperación con el Estado
miembro afectado. La Comisión informará de ello al denunciante por escrito.
En caso de que, como consecuencia de dicho examen, se incoara un procedimiento de
infracción en respuesta a la denuncia, la Comisión se pondrá en contacto con el 
denunciante y le informará por escrito de cada fase del procedimiento (emplazamiento,
dictamen motivado, acción ante el Tribunal de Justicia o archivo del caso).
218 Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 19 de mayo de 2009 (asunto C-531/06), Comisión de las
Comunidades Europeas contra República Italiana, § 24.
219 Comunicación de la Comisión, de 2 de abril de 2012, al Consejo y al Parlamento Europeo de actualización
de la gestión de las relaciones con el denunciante en relación con la aplicación del Derecho de la Unión.
COM(2012) 154 final.
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El denunciante podrá solicitar, en cualquier momento del procedimiento, exponer o 
precisar, in situ y haciéndose cargo de los gastos que ello genere, los elementos de su 
denuncia a la Comisión.
Es obvio que el ámbito de aplicación del recurso de incumplimiento y el previsto para el
Comité de Cumplimiento del Convenio de Aarhus son muy diferentes y que ambos son 
difícilmente comparables. Sin embargo, la comparación sirve para poner de relieve, una vez
más, las dificultades a las que se enfrentan los ciudadanos para solicitar el cumplimiento 
del Derecho ambiental de la Unión. La discrecionalidad de la Comisión para comenzar los
procedimientos de incumplimiento tiene buenas razones220, pero este hecho no cambia la
situación en la que los administrados se encuentran ante posibles incumplimientos del
Derecho ambiental.
2.2.4 Acceso a la justicia en materia de medio ambiente en el Convenio de Aarhus
2.2.4.1 Negociación	del	art.	9	CA
El primer borrador del Convenio de Aarhus tenía como título “Convenio de Acceso a la
Información Ambiental y Participación Pública en la Toma de Decisiones Ambientales”221. 
La exclusión del acceso a la justicia en dicho título refleja claramente el papel secundario 
que el futuro tercer pilar del Convenio tenía en las primeras fases de negociación.
El art. 6 del primer borrador, el correspondiente en un principio al acceso a la justicia, 
recogía lo siguiente:
1. Cada parte, además de las disposiciones relevantes del párrafo octavo del art. 3 y del
párrafo noveno del art. 5 de este Convenio, relativos a los procedimientos
administrativos y/o judiciales con relación al acceso a la información ambiental y a la
participación pública en la toma de decisiones ambientales, asegurará un acceso 
efectivo del público a procedimientos judiciales o cuasi-judiciales relativos a los
asuntos cubiertos por las disposiciones del presente Convenio, así como a asuntos
relativos a la protección del medio ambiente, incluyendo la previsión de remedios
adecuados.
2. Cada parte asegurará que los procesos judiciales o cuasi-judiciales a los que se
refiere el párrafo primero de este artículo:
220 El examen de estas razones excede del ámbito de este trabajo. Para un análisis de las mismas y del recurso
de incumplimiento puede consultarse PLAZA MARTÍN, C.: Derecho ambiental de… Op. cit.: pp. 187 y ss.
221 ECOSOC CEP/AC.3/R.1 (traducción propia).
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a. Sean completamente transparentes y comprensibles para los participantes en
los procedimientos;
b. Sean equitativos y, en particular, que el órgano judicial o cuasi-judicial sea
imparcial y permita a los participantes la oportunidad de ser oídos completa y 
adecuadamente;
c. No permitan que el órgano judicial o cuasi-judicial decida sobre asuntos en
los que tiene un interés;
d. Apliquen el Derecho nacional en su totalidad; y
e. Resulten en la emisión de una decisión completamente razonada.
Cada parte asegurara, en relación con los procedimientos a los que se refiere el párrafo
primero del presente artículo, que se prevean disposiciones justas y transparentes con 
relación a los costes derivados del proceso y las medidas cautelares.
3. Cada parte proporcionará activamente información al público sobre la aplicación del
acceso a los procedimientos judiciales o cuasi-judiciales. Cada parte animará a los
servicios legales a apoyar al público en estos procedimientos.
4. Cada parte asegurará que el acceso a los procedimientos judiciales o cuasi-judiciales
es transparente y no discrimina en función de la ciudadanía, nacionalidad, domicilio u
otros criterios.
5. Cuando sea apropiado, cada parte asegurará que el público, sin tener que mostrar
una lesión de sus propios intereses, está facultado para hacer uso de los procedimientos
judiciales o cuasi-judiciales en relación con la protección del medio ambiente222.
Como se verá, la redacción final del artículo relativo al acceso a la justicia es muy diferente
a la propuesta inicialmente y mucho más detallada y clara que la recogida en el primer 
borrador.
Conviene recordar aquí lo dicho cuando se habló de la negociación del Convenio de
Aarhus, en general, sobre las dificultades de conocer la postura concreta de cada Estado
participante, ya que dichas posturas no figuran en los documentos oficiales de la
negociación, que se han solicitado a la Secretaría del Convenio.
En las cuatro primeras sesiones de trabajo el acceso a la justicia apenas fue discutido por 
los participantes, ni siquiera por las ONG ambientales. El informe de la segunda sesión223 
recoge varios comentarios del grupo de trabajo para la redacción del Convenio sobre
algunos artículos del borrador. En lo que se refiere al acceso a la justicia, se señala que
222 Ibídem (traducción propia).
223 ECOSOC CEP/AC.3/4, 11 de noviembre de 1996.
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algunos términos debían ser aclarados: “además”, al comienzo del primer párrafo;
“procedimientos judiciales y cuasi-judiciales”; y “asuntos relativos al medio ambiente”. 
Con respecto al segundo se señaló que se refería a los procedimientos judiciales y 
administrativos224. 
De mayor relevancia es la sugerencia de que los procedimientos a los que se refiere al
primer párrafo no deberían permitir un acceso a la justicia de cualquier persona sino 
únicamente de los miembros del público “que tuvieran un interés”225. 
En cuanto al resto de párrafos del art. 6 del borrador, se señala que otros términos debían 
ser aclarados como “servicios legales” (párrafo 3) y “cuando sea apropiado” y “con 
respecto a la protección del medio ambiente (párrafo 5). También se sugirió incluir la
pobreza como motivo específico de discriminación226. 
En la cuarta sesión de trabajo, la Federación Rusa hizo constar una serie de comentarios
relativos a la redacción del borrador. En lo que se refiere al acceso a la justicia señaló que, 
dado que los asuntos relativos al funcionamiento del poder judicial están regulados en las
constituciones de los diferentes Estados, las disposiciones en materia de acceso a la justicia
no podían ser vinculantes. Por ello, el art. 6 del borrador, en opinión de Rusia, debía ser
eliminado o transformado en unas meras recomendaciones227. 
Fue en la quinta sesión cuando el acceso a la justicia se comenzó a considerar como uno de
los tres pilares del futuro Convenio, a raíz de los trabajos llevados a cabo en una reunión 
informal sobre el tema, cuyo portavoz fue el belga Marc Pallemaerts228 . El grupo 
participante en dicha reunión coincidió en que la regulación del acceso a la justicia en el
Convenio tenía que contemplar tres aspectos diferentes del tema. En primer lugar, un 
mecanismo de revisión de los actos administrativos relativos al acceso a la información. En 
segundo lugar, un mecanismo de revisión de las decisiones en materia de medio ambiente
224 Ibídem, p. 7.
225 Ibídem, p.7 (traducción propia).
226 Ibídem, p.7.
227 ECOSOC CEP/AC.3/8, 21 de marzo de 1997, p. 25.
228 ECOSOC CEP/AC.3/10, 7 de julio de 1997, p. 2.
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que, según el Convenio, debieran incluir procedimientos de participación pública. En tercer 
lugar, el acceso a la justicia en materia ambiental, en general229. 
En lo que se refiere a este tercer punto, algunas delegaciones expresaron desde el principio 
sus reticencias a que el futuro Convenio contuviera disposiciones en materia de acceso a la
justicia, más allá de las relativas a la revisión de los actos administrativos que denegaran el
acceso a la información ambiental o la participación del público en la toma de decisiones
ambientales. Otras delegaciones, sin embargo, apoyaban la inclusión de disposiciones sobre
el acceso a la justicia en materia de medio ambiente, en general230. 
Ya en este punto, algunas delegaciones sugirieron que se permitiera el acceso a la justicia
por violaciones del Derecho ambiental por parte de la Administración o de particulares a las
ONG que cumplieran ciertos requisitos. La Coalición de ONG Ambientales, sin embargo, 
abogó por la extensión de ese derecho a los individuos, sin que fuera un requisito que
hubieran sufrido un daño económico o un menoscabo de su salud231. 
El informe de la quinta sesión de trabajo incluye también una nueva propuesta de redacción 
del artículo relativo al acceso a la justicia ante violaciones del Derecho ambiental. La 
propuesta recogía dos opciones diferentes:
[OPCIÓN I] Además, y sin perjuicio de los procedimientos de revisión a los que se
refieren por párrafos 1 y 2 supra, cada Parte asegurará que, cuando se cumplan los
criterios establecidos por su Derecho nacional, los individuos y/o organizaciones
tendrán acceso a procedimientos judiciales o administrativos para impugnar los actos u
omisiones de personas privadas o autoridades públicas que contravengan las
disposiciones del su Derecho ambiental nacional. Estos procedimientos deberán incluir
remedios adecuados y efectivos, incluyendo mandamientos judiciales [temporales o 
definitivos] apropiados, y ser justos, públicos, transparentes, equitativos, rápidos y sin 
que su coste sea prohibitivo.
[OPCIÓN II] El público tendrá acceso a procedimientos administrativos y judiciales
para impugnar los actos u omisiones de las autoridades públicas que contravengan las
disposiciones del presente Convenio232.
229 Ibídem, p.10.
230 Ibídem, p. 11.
231 Ibídem, p. 11.
232 Ibídem, p. 16 (traducción propia).
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Como se verá más adelante, la redacción definitiva del art. 9.3 CA es prácticamente
idéntica a la de la primera opción, que es la que permitía un acceso más amplio a la justicia
ante violaciones del Derecho ambiental nacional.
Fue en la octava sesión, tras la elaboración de un nuevo borrador, cuando se suscitó el
mayor debate sobre el que ya se había constituido como tercer pilar del Convenio: el acceso 
a la justicia. En primer lugar, la Coalición de ONG Ambientales lamentó el debilitamiento 
que el nuevo art. 9.3 había sufrido, así como la eliminación de las referencias a un proceso 
“público” y “transparente”, que no se incluían ya en el nuevo art. 9.4, que recogía los
requisitos que tenían que cumplir todos los procedimientos judiciales o administrativos
contemplados en el Convenio233. 
Por otro lado, mientras que las delegaciones de Alemania, Países Bajos y Turquía abogaban 
por una regulación del tercer pilar que dejase a los Estados parte un mayor margen de
maniobra; Bélgica, Dinamarca e Italia defendían la postura contraria e incluso está última
hizo constar su descontento con la redacción final del artículo, al considerar que era en 
realidad un paso atrás y que no cumplía con los objetivos planteados en las Directrices de
Sofía234. La redacción final propuesta para el art. 9 en la octava sesión es prácticamente la
que se adoptó definitivamente, con excepción de un sexto párrafo (relativo a la no 
discriminación por motivo de ciudadanía, nacionalidad o domicilio), que fue suprimido en 
la décima sesión235. 
La novena sesión introdujo únicamente a la redacción del art. 9 unas pequeñas correcciones
de redacción236. Fue en esta misma reunión cuando se planteó la necesidad de incluir el
acceso a la justicia en el título del Convenio, para el cual había dos opciones: “Convenio 
sobre derechos medioambientales de los ciudadanos” o “Convenio sobre acceso a la 
información, participación del público en la toma de decisiones y acceso a la justicia en 
233 ECOSOC CEP/AC.3/16, 17 de diciembre de 1997, pp. 4-5.
234 Ibídem, p. 5.
235 Ibídem, p. 9.
236 ECOSOC CEP/AC.3/18, 27 de enero de 1998, pp. 9-10.
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materia de medio ambiente”237. Fue en la décima y última sesión donde se decidió este
último título238. 
2.2.4.2 El sistema de acceso a la justicia del Convenio de Aarhus
Se acaba de comentar como en la negociación del Convenio de Aarhus surgió la necesidad 
de regular el acceso a la justicia como tercer gran pilar del Convenio. Esta opción era la
más congruente con la configuración de los derechos de acceso que se había ido formando 
hasta la fecha en el Derecho internacional, en especial a partir de la Declaración de Río de
1992, que en su principio 10 señalaba como tales el acceso a la información, la
participación pública en la toma de decisiones y el acceso a la justicia.
Además, la regulación del acceso a la justicia era también congruente con la Declaración de
Sofía de 1995, que puso en marcha el proceso de redacción del Convenio de Aarhus:
25. El público debe tener acceso a procedimientos administrativos y judiciales
apropiados. Deben establecerse garantías legales apropiadas para que los
procedimientos sean justos, abiertos, transparentes y equitativos. Es deseable que esos
procedimientos no supongan costes prohibitivos.
26. Es deseable que la legitimación sea interpretada de un modo amplio en los procesos
relativos a cuestiones medioambientales.
Tanto durante la negociación del Convenio como en la redacción final del mismo es posible
diferenciar dos ámbitos de regulación del acceso a la justicia. En primer lugar, el relativo al
acceso a la justicia ante violaciones de los derechos reconocidos en el Convenio y, en 
segundo lugar, el acceso a la justicia ante violaciones del Derecho ambiental nacional.
El acceso a la justicia ante el incumplimiento de las Partes de las obligaciones que emanan 
del Convenio es esencial para asegurar el ejercicio efectivo de los derechos reconocidos. 
El artículo 9, puntos 1 y 2, recoge el acceso a la justicia en el caso de que los derechos de
acceso a la información y participación del público contenidos en el Convenio no hayan 
sido respetados por las autoridades públicas. 
237 Ibídem, p. 12.
238 ECOSOC CEP/AC.3/20, 19 de marzo de 1998, p. 6.
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El art. 9.1 establece lo siguiente:
1. Cada Parte velará, en el marco de su legislación nacional, por que toda persona que
estime que su solicitud de información en aplicación del artículo 4 no ha sido atendida,
ha sido rechazada ilícitamente, en todo o en parte, no ha obtenido una respuesta
suficiente, o que, por lo demás, la misma no ha recibido el tratamiento previsto en las 
disposiciones de dicho artículo, tenga la posibilidad de presentar un recurso ante un 
órgano judicial o ante otro órgano independiente e imparcial establecido por la ley.
En el caso de que una Parte establezca tal recurso ante un órgano judicial, velará por
que la persona interesada tenga también acceso a un procedimiento rápido establecido 
por la ley que sea gratuito y poco oneroso, con miras al reexamen de la solicitud por
una autoridad pública o a su examen por un órgano independiente e imparcial distinto 
de un órgano judicial.
Las decisiones finales adoptadas en virtud del presente apartado 1 serán obligatorias 
para la autoridad pública que posea las informaciones. Los motivos que las justifiquen 
se indicarán por escrito, por lo menos cuando se deniegue el acceso a la información en
virtud de este apartado.
Con respecto a la regulación contenida en el art. 9.1, conviene destacar la posibilidad de
acudir a los tribunales no únicamente cuando el acceso a la información ha sido denegado, 
sino también cuando el administrado considera que a pesar de haberse obtenido la
información, esta no ha sido la adecuada o el procedimiento no ha satisfecho los requisitos
garantizados por el Convenio. En este sentido, hay que señalar que el art. 4 CA contiene
requisitos procedimentales que deben ser observados en el procedimiento de acceso a la
información: plazo máximo de un mes (a. 4.2) o entrega de la información en la forma
solicitada (a. 4.1.b). La inclusión de la posibilidad de acudir a los tribunales ante la
inobservancia de estas obligaciones resulta pertinente, por cuanto la irreversibilidad de los
eventuales daños ambientales puede requerir una respuesta rápida por parte del público 
afectado, que no podrá actuar sin la información suficiente.
El Convenio diferencia entre dos tipos de procedimientos: los judiciales y los tramitados
ante “otro órgano independiente e imparcial establecido por la ley”. Los Estados pueden 
optar por establecer uno u otro, pero en el caso de que decidan implantar un procedimiento 
judicial, deberán velar porque los interesados tengan también acceso a un procedimiento 
gratuito o poco oneroso para que la Administración reexamine su decisión o esta sea
revisada por un órgano no judicial independiente. Como señala González Bondia, este
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precepto permite acceder a un procedimiento administrativo que, en principio, es menos
costoso y más corto que los procedimientos judiciales239. 
En cuanto a la legitimación activa en estos procedimientos, corresponde a cualquier 
persona que haya solicitado la información y el acceso a la misma se haya impedido o no se
haya visto debidamente atendido240. 
El art. 9.2 se ocupa del acceso a la justicia en relación con la autorización de determinadas
actividades, según se recoge en el art. 6. Este art. 9.2 se refiere especialmente, pero no 
únicamente, a la violación del derecho de participación del público en dichas
autorizaciones:
Cada parte velará, en el marco de su legislación nacional, por que los miembros del
público interesado:
a) Que tengan un interés suficiente o, en su caso,
b) Que invoquen la lesión de un derecho, cuando el Código de procedimiento
administrativo de un Parte imponga tal condición,
puedan interponer recurso ante un órgano judicial u otro órgano independiente e
imparcial establecido por la ley para impugnar la legalidad, en cuanto al fondo y en
cuanto al procedimiento, de cualquier decisión, o cualquier acción u omisión que entre 
en el ámbito de las disposiciones del artículo 6 y, si el derecho interno lo prevé y sin
perjuicio de los dispuesto en el apartado 3 infra, de otras disposiciones pertinentes del 
presente Convenio.
Lo que constituye interés suficiente y lesión de un derecho se determinará con arreglo 
a las disposiciones del derecho interno conforme al objetivo de conceder al público
interesado un amplio acceso a la justicia en el marco del presente Convenio. A tal 
efecto, el interés de toda organización no gubernamental que cumpla las condiciones
previstas en el apartado 5 del artículo 2 se considerará suficiente en el sentido de la
letra a) supra, se considerará igualmente que esas organizaciones tienen derechos que
podrían ser lesionados en el sentido de la letra b) supra.
Las disposiciones del presente apartado 2 no excluyen la posibilidad de presentar un 
recurso preliminar ante una autoridad administrativa ni eximen de la obligación de
239 GONZÁLEZ BONDIA, A.: “La regulación comunitaria europea del acceso a la información, la
participación pública y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente en sus Estados miembros” en
PIGRAU SOLÉ, A. (dir.): Acceso a la información, participación pública y acceso a la justicia en materia de
medio ambiente: diez años del Convenio de Aarhus. Atelier, Barcelona, 2008, p. 110.
240 El art. 4 del Convenio de Aarhus permite el acceso a la información ambiental a cualquier miembro del
público sin necesidad de invocar un interés particular.
120 
           
    
          
        
        
           
            
         
        
       
        
     
        
         
        
           
      
       
            
          
          
 
       
          
 
                                                
             
    
agotar las vías de recurso administrativo antes de entablar un procedimiento judicial
cuando el derecho interno imponga tal obligación.
El art. 9.2 contiene una regulación menos precisa que la del punto anterior y deja la
concreción de elementos importantes al Derecho interno de las Partes. El artículo no define
exactamente las violaciones de qué derechos reconocidos en el Convenio pueden ser 
alegadas ante los tribunales. El texto se refiere a acciones u omisiones relativas al fondo o 
al procedimiento de las autorizaciones de actividades señaladas en el art. 6 (que a su vez se
remite al Anexo I) y, si el derecho interno lo prevé, de otras disposiciones del Convenio. Es
decir, que el Derecho interno puede prever potestativamente el acceso a recursos judiciales
ante la inobservancia, por ejemplo, de la obligación de recogida y difusión de
informaciones sobre medio ambiente por parte de la Administración, establecida en el art. 
5. 
Con respecto a la legitimación activa, el art. 9.2 se refiere, en primer lugar, al “público 
interesado”. Dicha mención puede resultar confusa, habida cuenta que el art. 6 se refiere en 
algunos de sus preceptos al “público” y en otros al “público interesado”. Stec y Casey-
Lefkowitz consideran que lo más coherente con el espíritu del Convenio es considerar que
cualquier miembro del público que haya participado en las audiencias a las que se refiere el
art. 6.2 sea considerado como público interesado241. 
Seguidamente, el art. 9.2 establece dos condiciones alternativas, que no tienen por qué
cumplirse simultáneamente, que debe reunir el público interesado. El motivo de la inclusión 
de estos requisitos alternativos se debe a la necesidad de acomodar las disposiciones del
Convenio a los diferentes sistemas legales de las Partes242. Al hablar de la legitimación 
activa se verá cómo el concepto “interés suficiente” ofrece mayores posibilidades de acceso 
a la justicia que el interés individual o la violación de un derecho.
En todo caso, conviene recordar que en la definición de público interesado que da el art. 2.5 
se incluye a las organizaciones no gubernamentales dedicadas a la protección del medio 
ambiente constituidas según los requisitos que el Derecho interno exija.
241 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus … Op. cit.: p. 129.
242 Ibídem, p. 129.
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Tanto el punto 1 como el 2 del artículo 9, exigen que el recurso pueda presentarse ante “un 
órgano judicial o ante otro órgano independiente e imparcial establecido por la ley”, 
siempre y cuando el resultado del procedimiento sea vinculante para la Administración. Es
decir, que el procedimiento no tiene por qué realizarse ante jueces o tribunales sino que
puede llevarlo a cabo otro órgano administrativo independiente de aquel frente al que se
reclama, siempre y cuando el procedimiento cumpla con todas las garantías procesales. 
También es posible que la disputa se dirima ante un árbitro u órgano de arbitraje creado por 
la Ley para dirimir este tipo de conflictos243. 
Conviene detenerse, en este punto, en la relación entre el procedimiento administrativo y un 
eventual recurso ante los Tribunales, regulada de forma diferente en los arts. 9.1 y 9.2. Así, 
el art. 9.1 establece que:
En el caso de que una Parte establezca tal recurso ante un órgano judicial, velará por
que la persona interesada tenga también acceso a un procedimiento rápido establecido 
por la ley que sea gratuito y poco oneroso, con miras al reexamen de la solicitud por
una autoridad pública o a su examen por un órgano independiente e imparcial distinto
de un órgano judicial.
Mientras que el art. 9.2 señala que:
Las disposiciones del presente apartado 2 no excluyen la posibilidad de presentar un
recurso preliminar ante una autoridad administrativa ni eximen de la obligación de
agotar las vías de recurso administrativo antes de entablar un procedimiento judicial
cuando el derecho interno imponga tal obligación.
Pueden notarse las diferencias entre ambos, por cuanto el 9.1 obliga a que, si el recurso 
establecido es un recurso judicial, se establezca también un recurso rápido y poco oneroso 
que permita revisar las decisiones de la autoridad administrativa. En cambio, para el art. 
9.2, se permite que se exija agotar previamente la vía administrativa, lo que en muchos
sistemas nacionales puede prolongar el procedimiento durante varios meses. Es decir, que
mientras para que el art. 9.1 se exige tener un recurso administrativo y otro judicial (a ante
un órgano de características similares), esta obligación no existe para el art. 9.2 y el
establecimiento de recursos administrativos en este último caso es opcional. 
243 PLAZA MARTÍN, C.: Derecho ambiental de la Unión Europea. Tirant Lo Blanch, Valencia, 2005, p. 581.
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Sin embargo, el Convenio calla sobre la necesidad de agotar la vía administrativa en el caso 
del art. 9.1 para poder acceder al recurso judicial. En el caso español, por ejemplo, existe
esa necesidad, ya que el art. 20 de la Ley 27/2006244, establece para el caso del acceso a la
información el mismo régimen de recursos que para el resto del ordenamiento 
administrativo
Para terminar, puede parecer que el art. 9.2 se refiere exclusivamente a la defensa del
derecho de participación del público en los procedimientos de autorización de determinadas
actividades, pero tal y como señala el Consejo Asesor de Medio Ambiente alemán, esa
afirmación es un error cometido muy comúnmente245. 
El art. 9.2 se refiere, al señalar cuál puede ser el objeto del proceso a la impugnación, “al
fondo y […] al procedimiento de cualquier decisión o cualquier acción u omisión que entre
en el ámbito de las disposiciones del artículo 6”. Por lo tanto, los criterios de legitimación 
activa, en especial los referidos a las ONG ambientales, son de aplicación no solo cuando 
se haya violado el derecho de participación del público sino también cuando el fondo de la
decisión de autorizar una actividad incluida en el anexo I del Convenio sea contrario a
Derecho. Este tema se tratará con más amplitud al hablar del objeto del proceso.
2.2.4.3 Acceso a la justicia por incumplimiento del Derecho medioambiental nacional
El art. 9.3 del Convenio de Aarhus es la pieza central del sistema de acceso a la justicia en 
materia de medio ambiente tanto en el ordenamiento de la Unión como en el de los Estados
miembros de la misma:
Además, sin perjuicio de los procedimientos de recurso a que se refieren los apartados
1 y 2 supra, cada Parte velará por que los miembros del público que reúnan los
eventuales criterios previstos por su derecho interno puedan entablar procedimientos
administrativos o judiciales para impugnar las acciones u omisiones de particulares o
de autoridades públicas que vulneren las disposiciones del derecho medioambiental 
nacional.
244 Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación
pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente (BOE n. 171, 19 de julio de 2006). Esta ley
regula en España los derechos reconocidos en el Convenio de Aarhus.
245 GERMAN ADVISORY COUNCIL ON THE ENVIRONMENT: Access to Justice in Environmental
Matters: The Crucial Role of Legal Standing for Non-Governmental Organisations, 2005 [en línea]. 
Disponible en: http://www.unece.org/index.php?id=21542 [Acceso el 9 de marzo de 2017], p. 9.
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Ya se vio al hablar de la negociación del texto del Convenio las discrepancias surgidas en 
torno al contenido del art. 9 y como algunos Estados abogaban simplemente por limitar el
acceso a la justicia a la violación de los derechos reconocidos en el Convenio.
Sin duda estas discrepancias, así como la ausencia de expertos en Derecho procesal en las
reuniones de negociación246, provocaron que el artículo tuviera un contenido limitado, que
dejaba en manos de los Estados la regulación de importantes aspectos del acceso a la
justicia, entre los que destaca, por encima de todos, la regulación de la legitimación activa.
2.2.4.3.1 Legitimación activa	en el Convenio de Aarhus
El art. 9.3 recoge el derecho de los miembros del público que cumplan con los eventuales
requisitos del Derecho interno a acudir a procedimientos administrativos o judiciales para
exigir la aplicación del Derecho ambiental nacional, ante acciones u omisiones que violen 
el mismo por parte de la Administración o de particulares.
Obviamente, uno de los elementos más importantes de cualquier sistema de acceso a la
justicia es la determinación de los requisitos de legitimación activa, pues determina quién 
puede ejercer ese derecho. Sin embargo, el Convenio de Aarhus deja a los Estados parte la
posibilidad de establecer los criterios de legitimación activa que consideren oportunos. El
establecimiento de dichos criterios es voluntario y en el caso de que no existan debe
considerarse que el acceso a la justicia queda abierto a todos los miembros del público.
En todo caso, a la hora de interpretar el Convenio no debe perderse de vista que uno de los
objetivos del Convenio es “que el público, incluidas las organizaciones, tenga acceso a 
mecanismos judiciales eficaces para que los intereses estén protegidos y para que se
respete la ley” (CA, preámbulo). En este sentido, la decisión II/2, adoptada en la segunda
sesión de la reunión de las Partes, invitaba en su punto 16 a los Estados parte a tener en 
cuenta el objetivo del Convenio de garantizar el acceso a la justicia, a la hora de establecer 
criterios de legitimación activa. Todo ello, en línea con el principio 26 de las Directrices de
Sofía, que recomendaban interpretar los requisitos de legitimación activa de una manera
amplia en los procesos relacionados con el medio ambiente.
246 SALAZAR, E.; SANCHÍS, F.: “El acceso… Op. cit.: p. 82
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Siguiendo a Bonine, en el área de aplicación del Convenio de Aarhus pueden distinguirse 
diferentes modelos en lo que se refiere a la legitimación activa: la acción popular, el interés
suficiente (o interés legítimo) y la legitimación ante la violación de derechos reconocidos
por ley247. El primero de estos modelos es el que garantiza un acceso más amplio a los
procedimientos judiciales. En los dos últimos se requiere que el demandante alegue un 
interés en el caso, la diferencia estriba, según este autor, en que en la última categoría exige
para otorgar la legitimación que se produzca un daño individual económico o de carácter 
similar248. Por tanto, el interés suficiente permite una interpretación más flexible para
otorgar acceso a los procedimientos judiciales.
Para clasificar los sistemas de los diferentes Estados parte dentro de uno u otro modelo, es
necesario analizar las características globales de cada sistema, con independencia del
nombre dado en la legislación nacional al criterio de legitimación activa, nombre que puede
variar de un Estado a otro aunque los sistemas sean similares. Hay que tener en cuenta, 
además, que la legislación de un Estado parte puede establecer un sistema restrictivo que, 
sobre el papel, permita únicamente el acceso a miembros del público que han sufrido un 
daño individualizable, pero dicho sistema puede ser objeto de una interpretación amplia por 
parte de los tribunales. Así lo ha declarado el Comité de Cumplimiento, al señalar que
Cuando evalúa si una Parte cumple con el artículo 9, párrafo 3º, el Comité presta
atención al panorama general, es decir, a en qué medida el derecho nacional de la Parte 
en cuestión tiene en la práctica la consecuencia de bloquear [el acceso a la justicia] a 
los miembros del público en general, incluyendo las organizaciones ambientales249.
Analizando globalmente los sistemas de legitimación activa en los Estados parte del
Convenio de Aarhus podemos distinguir tres sistemas: la acción popular, el interés genérico 
en el caso y los criterios tradicionales de legitimación.
247 BONINE, J.E.: “The public’s right to enforce environmental law” en STEC. S.: Handbook on Access to
Justice under the Aarhus Convention (libro electrónico). The Regional Environmental Center for Central and
Eastern Europe, Szentendre, 2003. Disponible en: [acceso el 21 de marzo de 2013], p. 32.
248 Ibídem, pp. 33-34.
249 ACCC/C/2008/32, 1 de mayo de 2011, § 79 (Unión Europea).
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2.2.4.3.1.1 La acción popular
La acción popular supone el acceso de todo ciudadano a los procesos administrativos o 
judiciales, sin que los tribunales exijan ningún requisito para ejercitar la acción. Teniendo 
en cuenta el preámbulo del Convenio y las Directrices de Sofía, este sistema es el más
acorde con la letra y el espíritu del Convenio de Aarhus. No obstante, el Convenio no 
obliga a establecerlo250. 
El Estado parte cuyo sistema de acceso a la justicia se acerca más a la acción popular son 
los Países Bajos251. En este caso, la legitimación activa en los procesos judiciales está
ligada a la legitimación en los procesos administrativos, de modo que toda persona, física o 
jurídica, que haya participado en cualquier proceso de consultas con una autoridad pública
y haya dejado constancia de sus objeciones puede acudir posteriormente a un 
procedimiento judicial. Como cualquier persona puede participar en dichos procedimientos
de consulta, el sistema final es muy similar a una acción popular252. 
La acción popular puede estar disponible para al público en todo el ordenamiento jurídico o 
tan solo en algunos sectores del Derecho ambiental. Tal es el caso de España, que regula la
acción popular en la regulación de sectores específicos como la normativa de protección de
las costas, el planeamiento urbanístico, la caza, los parques naturales o el patrimonio 
histórico, así como para todos los casos penales.
2.2.4.3.1.2 Interés genérico en el caso
En algunos ordenamientos se exige que el demandante tenga un interés genérico en el caso, 
que será examinado por el tribunal, sin que dicho interés tenga que ser necesariamente
individualizable o con efectos patrimoniales. Este sistema se conoce en algunos
250 La no obligatoriedad del sistema de acción popular ha sido reiterada por el Comité en sus decisiones
ACCC/C/2005/11 (Bélgica), ACCC/C/2006/18 (Dinamarca) y ACCC/C/2008/32 (Unión Europea).
251 BONINE, J.E.: “The public’s… Op. cit.: p. 32.
252 Ibídem, p. 32.
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ordenamientos como “interés suficiente” o “interés legítimo”253 y puede aplicarse tanto a
las personas físicas como a las ONG, aunque será más fácilmente aplicable a estas últimas.
Para ilustrar el funcionamiento de los sistemas de este tipo podemos utilizar el modelo 
español con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 27/2006, que, como se mencionó 
más arriba, regula en España los derechos emanados del Convenio de Aarhus.
El art. 19 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso – Administrativa regula la legitimación 
activa en los procedimientos sustanciados en este orden jurisdiccional:
1. Están legitimados ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo:
a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten un derecho o interés legítimo.
b) Las corporaciones, asociaciones, sindicatos y grupos y entidades a que se refiere el
artículo 18 que resulten afectados o estén legalmente habilitados para la defensa de los
derechos e intereses legítimos colectivos […].
En lo que se refiere en concreto al medio ambiente, a la hora de interpretar este artículo el
Tribunal Supremo ha utilizado un criterio favorable a la legitimación activa en 
procedimientos iniciados para su defensa. Así, en su sentencia de 22 de abril de 2002, 
señalo que:
La impugnación individual por los ciudadanos de actos administrativos que afecten al
medio ambiente no está habilitada, como se ha visto, por el reconocimiento de una
acción popular. Sin embargo, el ciudadano que ejercita la defensa de un interés difuso
puede estar defendiendo su propio círculo vital afectado, cuyo ámbito permite definir
el concepto constitucional de interés legítimo. Por ello este Tribunal está abriendo
caminos al reconocimiento de este tipo de legitimación cuando se aprecia un punto de 
conexión con el círculo vital de intereses de la corporación, asociación o particular
recurrente. Frecuentemente, este punto de conexión son las relaciones de vecindad. La
sentencia del Tribunal Supremo de 25 de abril de 1989, reconoce legitimación a una
persona (suponiendo su condición de vecino) para impugnar un acuerdo municipal 
sobre vertido de aguas fecales. La sentencia invoca, en apoyo de sus conclusiones, el
reconocimiento por la Constitución, en su artículo 45, del derecho de todos a un medio
ambiente adecuado. A su vez, la sentencia del Tribunal Supremo de 12 de febrero de 
1990 reconoce legitimación a un vecino de la localidad para impugnar la licencia de
253 Este último es el término que utiliza en España el art. 19 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-administrativa (BOE n. 167 de 14 de julio de 1998).
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instalación de una granja que produce fuertes olores que suponen molestias para los
vecinos, incluso relativamente alejados de la instalación254.
De este modo, el Tribunal vino a incluir dentro del interés legítimo la posibilidad de actuar 
en defensa del medio ambiente cuando se producían hechos que entraban dentro del
“círculo vital afectado” del demandante.
Más adelante, los tribunales españoles han continuado esta línea y, como señala Ortega
Bernardo255, la jurisprudencia española ha sido pionera en la apertura de nuevas vías
procesales que permitan el acceso a los procedimientos judiciales de las ONG ambientales.
La sentencia del Tribunal Supremo de 25 de junio de 2008, es muy ilustrativa al respecto. 
Mediante la misma, el TS revocó un auto del Tribunal Superior de Justicia de Madrid que
negó la legitimación activa a una asociación que trataba de impugnar la declaración de
impacto ambiental del aeropuerto de Castellón. Al respecto, el Tribunal Supremo se
pronunció en los siguientes términos:
La tesis que mantiene [la sentencia de instancia] es la de la ausencia -en la Asociación
recurrente- de un interés directo para la impugnación de los actos reseñados, ya que,
según se expresa, con lo único que cuenta la actora es con un mero interés por la
legalidad que a la misma no le corresponde defender, sin que exista una acción popular
en el ámbito ecológico, salvo en sus aspectos urbanísticos y atmosféricos. Esto es, que,
de conformidad con lo establecido en el artículo 19.1.b) de la LJCA, no se trata la
recurrente de una de las "asociaciones... que resulten afectada(o)s o estén legalmente
habiltada(o)s para la defensa de los derechos e intereses legítimos colectivos".
No podemos acoger tal planteamiento, pues la especial y decidida protección del medio
ambiente por parte del artículo 45 de la Constitución Española , y el carácter amplio, 
difuso y colectivo de los intereses y beneficios que con su protección se reportan a la
misma sociedad -como utilidad substancial para la misma en su conjunto-, nos obliga a
configurar un ámbito de legitimación en esta materia, en el que las asociaciones como
la recurrente debemos considerarlas como investidas de un especial interés legítimo
colectivo, que nos deben conducir a entender que las mismas, con la impugnación de 
decisiones medioambientales como las de autos, no están ejerciendo exclusivamente
una defensa de la legalidad vigente, sino que están actuando en defensa de unos
intereses colectivos que quedan afectados por el carácter positivo o negativo de la
decisión administrativa que se impugna, tal y como ocurre en el supuesto de autos […].
254 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo) de 22 de abril de 2002,
fundamento de Derecho undécimo.
255 
ORTEGA BERNARDO, J.: “¿Quién ha apostado por la efectiva implantación del derecho de acceso a la
justicia a favor de las organizaciones no gubernamentales en defensa del medio ambiente?”. Actualidad
Jurídica Ambiental. 2011, 6, p. 13
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[…] la especial significación constitucional del medio ambiente amplía, sin duda, el
marco de legitimación de las asociaciones como la recurrente, las cuales no actúan
movidas exclusivamente por la defensa de la legalidad sino por la defensa de unos
cualificados o específicos intereses que repercuten en la misma, y, con ella, en toda la
sociedad a quien también el precepto constitucional le impone la obligación de la
conservación de los mismos.
La recurrente, pues, al impugnar los actos frente a los que se dirigieron las pretensiones
objeto del presente recurso, actuó -al hacerlo con la finalidad con que lo hizo-
debidamente legitimada y en el marco de legitimación permitido por el artículo 19.1.b)
de la LJCA, que hemos de considerar infringido256.
La sentencia refleja la conexión evidente entre la protección del medio ambiente en general
y el círculo de intereses de una asociación que actúa en defensa de ese medio ambiente.
Así, el caso español sirve como ejemplo de cómo una legitimación activa basada en el
criterio del interés legítimo sirve para otorgar un acceso adecuado a los procedimientos
judiciales, en especial para las ONG.
La utilización flexible del criterio de interés legítimo con las ONG, es coherente con otros 
preceptos del Convenio de Aarhus cuyo objetivo es asegurar que las organizaciones
dedicadas a la protección del medio ambiente reciben el respaldo adecuado en los
diferentes ordenamientos jurídicos de los Estados parte. Cabe destacar entre dichos
preceptos el art. 3.4 CA, que establece que “cada parte concederá el reconocimiento y el
apoyo requeridos a las asociaciones, organizaciones o grupos que tengan por objeto la 
protección del medio ambiente y procurará que su sistema jurídico nacional sea 
compatible con esta obligación”. 
2.2.4.3.1.3 Criterios tradicionales  de legitimación: interés individual o violación de un
derecho
En muchos de los sistemas jurídicos continentales los criterios tradicionales de acceso a los
procedimientos judiciales contencioso-administrativos requieren que el demandante haya
sufrido un menoscabo en sus derechos o intereses individuales. En teoría, dicho menoscabo 
no tiene por qué ser específicamente patrimonial, pero si no existe un daño económico 
directo o indirecto puede ser difícil demostrar que dicho interés existe. 
256 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo) de 28 de junio de 2008,
fundamento de Derecho cuarto.
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Un ejemplo paradigmático de este sistema es la legitimación activa para el recurso de
anulación ante el TJUE. Como ya se vio al hablar del sistema jurisdiccional de la Unión, 
este Tribunal exige la afectación directa e individual de los demandantes para permitir el
acceso al recurso de anulación, lo que limita en gran medida el acceso a los procedimientos
judiciales.
El problema de este tipo de sistemas es que garantiza un acceso relativamente sencillo a los
procedimientos judiciales para las organizaciones con ánimo de lucro, que siempre pueden 
alegar que sus intereses económicos se han visto afectados. Esta facilidad, en cambio, no 
existe para miembros de la sociedad civil que buscan el cumplimiento de las normas
ambientales257. 
Al respecto, y precisamente en relación con el sistema procesal de la Unión Europea, el
Comité de Cumplimiento ha declarado que el Convenio permite este tipo de sistemas
siempre y cuando la aplicación de criterios como el interés directo o individual no suponga
en la práctica el bloqueo del acceso a la justicia a todos o casi todos los miembros del
público258. 
2.2.4.3.1.4 Regulación específica del acceso a la justicia para las ONG
Además de optar por uno (o varios) de los sistemas planteados más arriba, algunos Estados
parte en el Convenio de Aarhus han establecido una serie de requisitos especiales para el
acceso a la justicia de las ONG dedicadas a la protección del medio ambiente que cumplan 
determinados requisitos. Esta regulación es coherente con la letra y el espíritu del Convenio 
que, como se señaló más arriba, persigue el reconocimiento y protección de las ONG
ambientales.
Ya se comentó como los Países Bajos han optado por un sistema cercano a la acción 
popular. Además, el Código civil de este Estado regula en su art. 3:305ª.1 la capacidad 
procesal de las ONG centradas en determinados ámbitos de actuación (no solo ambientales) 
y establece que “una fundación o asociación con capacidad legal plena que, de acuerdo 
257 BONINE, J.E.: “The public’s right… Op. cit.: p. 32.
258 ACCC/C/2008/32, 1 de mayo de 2011, § 80 (Unión Europea).
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con sus estatutos, tiene el objetivo de proteger intereses específicos, puede interponer una 
acción que trate de proteger intereses similares de otras personas”259 . 
El sistema Español emanado de la Ley 27/2006260, que aplica en España el Convenio de
Aarhus, contiene también preceptos específicos que permiten la actuación de las ONG
ambientales en los procedimientos contencioso-administrativos al contemplar que “los
actos y, en su caso, las omisiones imputables a las autoridades públicas que vulneren las
normas relacionadas […] podrán ser recurridas por cualesquiera personas jurídicas sin 
ánimo de lucro que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 23”. Este último 
artículo exige que las asociaciones lleven constituidas al menos dos años antes del ejercicio 
de la acción, que tengan entre sus fines estatutarios la protección del medio ambiente y que
el caso de que se trate se circunscriba a su área geográfica de actuación.
Otro ejemplo es el ordenamiento francés, que prevé también la posibilidad de que las ONG
cuyo objetivo sea la protección de la naturaleza pueden interponer demandas en el orden 
administrativo con relación a asuntos ambientales (art. L142-1 del Código del medio 
ambiente). Además, las asociaciones autorizadas conforme al art L141-2261 del Código 
“pueden ejercer los derechos reconocidos a la parte civil en lo que se refiere a hechos que
comportan un perjuicio directo o indirecto a los intereses colectivos que tienen por
objetivo defender y que constituyen una infracción de las disposiciones legislativas
relativas a la protección de la naturaleza y del medio ambiente”262 . 
La legitimación de las ONG ambientales ha sido el tema más examinado por el Comité de
Cumplimiento en lo que se refiere a la legitimación activa. A él se refieren especialmente
los asuntos ACCC/2005/11 (Bélgica) y ACCC/C/2006/32 (Dinamarca), en los que se llega
a la conclusión de los requisitos de legitimación activa contemplados en el Derecho 
259 Traducción propia a partir de la versión en inglés disponible en
http://www.dutchcivillaw.com/civilcodebook033.htm [acceso el 9 de marzo de 2017].
260 Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación
pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente y que incorpora las directivas 2003/4/CE y
2003/35/CE. BOE de 19 de julio de 2006, n. 172, p. 27109.
261 Este artículo requiere que la asociación que pretende demandar lleve constituida al menos tres años, esté
legalmente constituida y tenga como objetivo estatutario la protección del medio ambiente. La “autorización”
es expedida por el Consejo de Estado para un periodo determinado renovable y teniendo en cuenta el área 
geográfica en la que la asociación ejerce efectivamente sus funciones.
262 Art. L142-2 del Código de medio ambiente (traducción propia).
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nacional no pueden impedir que todas o casi todas las organizaciones ambientales tengan 
acceso a un procedimiento de revisión de los actos u omisiones contrarios al Derecho 
ambiental nacional.
Por otro lado, conviene recordar que las ONG gozan de un régimen especial en virtud del
art. 9.2 CA. Dicho artículo se refiere específicamente al derecho de participación del
público en los procedimientos de autorización de las actividades incluidas en el anexo I del
Convenio. Conviene recordar que el art. 9.2 permite, asimismo, impugnar la legalidad 
sustantiva de dichas autorizaciones y que, en virtud de los requisitos de legitimación 
especiales para este párrafo del art. 9: 
El interés de toda organización no gubernamental que cumpla con las condiciones
previstas en el apartado 5 del artículo 2 se considerará suficiente en el sentido de la
letra a) supra. Se considerará igualmente que esas organizaciones tienen derechos que 
podrían ser lesionados en el sentido de la letra b) supra.
Es decir, que las ONG ambientales siempre deben tener acceso a un procedimiento de
revisión, tanto en el fondo como en la forma, de las autorizaciones para las actividades
contenidas en el Anexo I de Convenio, cualesquiera que sean los requisitos planteados para
el acceso de las ONG en los asuntos a los que se refiere el art. 9.3.
2.2.4.3.1.5 El sistema de recursos ante el TJUE y el Convenio de Aarhus: la Comunicación
ACCC/C/2008/32 al Comité de Cumplimiento
Como se comentó más arriba, el Comité de Cumplimiento del Convenio de Aarhus
examina el cumplimiento de las obligaciones emanadas del mismo y puede iniciar un 
procedimiento en relación con una Parte del Convenio a raíz de las comunicaciones de los
particulares.
En diciembre de 2008, varias ONG y particulares dirigieron una comunicación al Comité
en relación con un posible incumplimiento por parte de la Unión del art. 9, párrafos 2, 3, 4 
y 5 CA. Los comunicantes alegaban que el criterio de la afectación individual, derivado del
art. 263.4 TFUE (antiguo 230.4 TCE) y de la jurisprudencia sobre el mismo aplicada por el
Tribunal (test Plaumann) impedían el acceso a los procedimientos judiciales de los
particulares y de las ONG para conseguir un pronunciamiento en materia de medio 
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ambiente. En opinión de los comunicantes, dicha legislación y jurisprudencia impide
cumplir con el objetivo de asegurar un acceso amplio a la justicia, no otorga a los miembros
del público la posibilidad de acceder a procedimientos judiciales para impugnar actos u 
omisiones en materia de medio ambiente, impide que los Tribunales de la Unión provean 
de recursos adecuados y eficaces y constituye una barrera en el acceso a la justicia263. 
Según los comunicantes, la entrada en vigor del Convenio en la Unión no había supuesto 
un cambio en esta jurisprudencia, que el Tribunal continuaba aplicando264. 
Señalaban, además, que el Tribunal sí que había utilizado criterios más flexibles a favor de
empresas privadas en ámbitos como la propiedad intelectual, las ayudas de Estado o la
competencia empresarial, lo que demostraba que era posible realizar una interpretación más
flexible del art. 263.4 TFUE.
Por su parte, la Unión argumentó que las normas de Derecho derivado no podían modificar 
las disposiciones de los Tratados (entre ellas el art. 263.4 TFUE), que los Tribunales de la
Unión actuaban con total independencia265 y que no era cierto que los criterios de
legitimación activa fueran más flexibles para las empresas, sino que éstas habían visto 
rechazados sus recursos en muchas ocasiones266. Además, recordaba que el art. 263.4 
TFUE era compatible con el Convenio, ya que los demandantes tenían también la
posibilidad de recurrir las medidas de ejecución en los Estados miembros y solicitar una
cuestión prejudicial267. 
Cuando la comunicación fue presentada, el TJUE aún no había dictado ninguna sentencia
en un momento en el que tanto el Convenio de Aarhus como el reglamento que lo aplica en 
la UE estuvieran en vigor268. Por esta razón, el Comité de Cumplimiento no pudo declarar 
263 Decisión del Comité de Cumplimiento del Convenio de Aarhus, de 24 de agosto de 2011, en relación con
la comunicación ACCC/C/2008/32, relativa al cumplimiento por parte de la Unión Europea, § 34.
264 Ibídem, § 35.
265 Ibídem, § 41.
266 Ibídem, § 42.
267 Ibídem, § 43.
268 Se trata del conocido como Reglamento Aarhus (Reglamento (CE) 1367/2006 del Parlamento Europeo y el
Consejo, de 6 de septiembre de 2006, relativo a la aplicación, a las instituciones y los organismos
comunitarios, de las disposiciones del Convenio de Aarhus sobre el acceso a la información, la participación
del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. DO L 264, de 25 
se septiembre de 2006, p. 13. De esta norma se hablará extensamente en la tercera parte de este trabajo.
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un incumplimiento por parte de las instituciones de la Unión, ya que no tuvo posibilidad de
apreciar la aplicación plena del Convenio en la UE.
No obstante, la decisión del Comité contiene una durísima crítica al sistema de legitimación 
activa ante el TJUE y considera que, de no producirse cambios en la jurisprudencia que se
venía aplicando hasta aquel momento, la Unión no cumpliría con las obligaciones
emanadas del art. 9 CA269. 
Es interesante la alusión que del Comité al caso Greenpeace, a pesar de que en el momento 
en el que se dictó la sentencia del mismo, el Convenio de Aarhus no existiera aún. El
Comité presentó este caso como un claro ejemplo de situación que habría sido contraria a lo 
establecido en el Convenio. Desde su punto de vista, la decisión de la Comisión que se
pretendía impugnar en aquel caso reunía los requisitos que un acto debe cumplir para que
entre dentro del alcance del art. 9.3 CA, a saber, que el acto se atribuyera a una institución 
que actuaba en su capacidad como autoridad pública (tal y como estas se definen en el art. 
2.2 CA) y que dicho acto estuviera relacionado con otras normas de la Unión relativas al
medio ambiente270. 
El Comité reconoció, como ya había hecho en otras ocasiones, que el art. 9.3 dejaba un 
margen de flexibilidad muy importante a los Estados pero señaló que
Cuando se refiere a los “eventuales criterios previstos en el Derecho interno”, el
Convenio ni define esos criterios ni indica cuáles deben ser evitados. Más bien, el
Convenio está previsto para permitir una gran flexibilidad a la hora de definir qué
miembros del público tienen acceso a la justicia […]. Por otro lado, las Partes no deben
tomar la cláusula “cuando reúnan los eventuales criterios previstos en el Derecho
interno” como una excusa para introducir o mantener criterios tan estrictos que en la
práctica bloqueen la impugnación de actos u omisiones que contravengan el Derecho 
nacional en relación con el medio ambiente a todas o casi todas las organizaciones
ambientales u otros miembros del público […]. “Los eventuales criterios previstos por
el Derecho interno” deben ser tales que el acceso a los procedimientos de revisión sea
la presunción, no la excepción271.
269 Ibídem, § 94.
270 Ibídem, § 73.
271 Ibídem, § 77-78, Unión Europea (traducción propia). La misma argumentación, había sido mantenida en 
los casos ACCC/C/2006/18, 26 de abril de 2008 (Dinamarca) y ACCC/C/2005/11, 28 de julio de 2006 
(Bélgica), aunque en este último caso solo en relación con las organizaciones ambientales.
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El Comité fue más allá en su crítica y señalo que quedaba claro que
el art. 230.4 TEC [actual 263.4 TFUE] en el que el TJCE ha basado su posición estricta 
en materia de legitimación activa está redactado de manera que puede ser interpretado
para dar legitimación a particulares y organizaciones de la sociedad civil cualificadas,
de un modo que cumpliría con el estándar del art. 9.3 del Convenio272.
Es decir, el Comité señalaba que cabían otras interpretaciones del requisito de la afectación 
individual sin que fuera necesaria una modificación de los Tratados, lo que desestimaba la
argumentación de la Unión de que no era posible que una norma de rango inferior 
modificara el Derecho originario, ya que esa modificación no era necesaria.
Las conclusiones del Comité son claras con respecto a la legitimación activa ante el TJUE, 
al señalar que “las consecuencias de aplicar el test Plaumann a asuntos ambientales o 
sanitarios es que, en la práctica, ningún miembro del público puede en ningún caso 
impugnar una decisión o reglamento ante el TJUE”273 . Ello le lleva a la consecuencia
obvia de que
De continuar con la jurisprudencia del TJUE examinada [por el Comité] en materia de
acceso a los tribunales de la Unión la Parte afectada incumpliría con el art. 9.3 del
Convenio, a menos que esta jurisprudencia fuera compensada con procedimientos de
revisión administrativa adecuados274.
El Comité tampoco aceptó el argumento de que la posibilidad de acudir a los tribunales
nacionales y solicitar de ellos una cuestión prejudicial mitigaba de algún modo los rigidez
del sistema de acceso a los recursos ante el Tribunal. En opinión del Comité esta
posibilidad no podía utilizarse como base para impedir el acceso a los procedimientos ante
los tribunales de la Unión pues ni cumplía por sí mismo las obligaciones emanadas del art. 
9.3 CA ni compensaba la estricta jurisprudencia del Tribunal275. 
Las apreciaciones anteriores relativas al art. 9.3 CA llevaban a la consecuencia lógica de
que los procedimientos judiciales de la UE no contemplaban recursos adecuados ante las
272 Ibídem, § 86 (traducción propia).
273 Ibídem, § 86 (traducción propia).
274 Ibídem, § 94 (traducción propia).
275 Ibídem, § 90.
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violaciones del Derecho ambiental y, por tanto, la UE tampoco cumplía con las
obligaciones emanadas del art. 9.4 CA276. 
Aunque el Comité reconoció que, en el momento en que se presentó el recurso, no podía
declarar que la UE había incumplido el Convenio, sí que afirmó que ese incumplimiento se
produciría si no había un cambio en la jurisprudencia del Tribunal y recomendó ese cambio 
para asegurar el cumplimiento con los preceptos del Convenio277. Además, instó a las
instituciones de la Unión para que abordaran en el marco de sus competencias, las
deficiencias que reflejaba la jurisprudencia del Tribunal278. 
Teniendo en cuenta que, a día de hoy, el Comité de Cumplimiento no se ha pronunciado 
por segunda vez acerca del cumplimiento por parte de la Unión de las obligaciones
derivadas del art. 9.3, corresponde analizar el sistema creado por el Reglamento de Aarhus, 
así como la aplicación del mismo por parte de la Comisión y el Tribunal, para determinar si
la UE ha cumplido con las obligaciones emanadas del CA. 
2.2.4.3.2 El objeto del proceso en el Convenio de Aarhus
Al analizar el objeto del proceso en el Convenio de Aarhus se pretende contestar a una
pregunta fundamental: ¿qué se puede revisar en virtud del art. 9 CA? Esta pregunta requiere
atender a diferentes aspectos del problema. En primer lugar, qué actos entran dentro del art. 
9.2 y qué actos pueden no pueden ser impugnados conforme al mismo y se sitúan en el
ámbito del art. 9.3. En segundo lugar, qué se considera acto y omisión en virtud de lo 
establecido en el Convenio y qué órganos o particulares deben haber realizado esos actos o 
incurrido en esas omisiones. Por último, es necesario analizar qué se considera exactamente
Derecho ambiental nacional, por cuanto lo que no sea considerado como tal, no entrará
dentro del ámbito de aplicación del Convenio.
276 Ibídem, § 92.
277 Ibídem, § 97.
278 Ibídem, § 98.
136 
  	 	 	 	 	 	 	 	 	 	
         
          
         
    
  
      
             
        
      
        
          
          
 
            
          
      
         
       
       
       
       
        
          
     
 
                                                
          
          2.2.4.3.2.1 Ámbito de aplicación de los arts. 9.2 y 9.3 CA
Como ya se comentó al exponer el contenido del Convenio de Aarhus, el art. 9.2 CA se
refiere fundamentalmente al acceso a la justicia ante violaciones del derecho de
participación en la toma de decisiones relativas a la autorización de determinadas
actividades, contenidas en el Anexo I del Convenio. Sin embargo, dicho artículo establece
claramente que los miembros del público interesado que cumplan determinados requisitos
podrán interponer recurso ante un órgano judicial u otro independiente e imparcial
establecido por ley para impugnar la legalidad, en cuanto al fondo y en cuanto al
procedimiento, de cualquier decisión, o cualquier acción y omisión que entre en el
ámbito de las disposiciones del artículo 6.
Esta delimitación entre el ámbito de aplicación de los párrafos segundo y tercero de art. 9 
CA tiene gran importancia práctica ya que los requisitos de legitimación activa varían en 
los diferentes párrafos y los Estados parte tienen menor discrecionalidad a la hora de
establecer los requisitos de legitimación activa en relación con el art. 9.2.
De la letra del Convenio puede concluirse que el recurso judicial o administrativo al que se
refiere el art. 9.2 puede versar sobre el fondo de la autorización y no únicamente sobre el
derecho de participación del público en el procedimiento. Esta impugnación de la
autorización puede estar referida a cumplimientos de muy diferente índole, desde el
incumplimiento de criterios técnicos, hasta el no haber tenido en cuenta la obligación de
conservación del medio ambiente a la hora de autorizar la actividad279. 
En este punto no debe perderse de vista el necesario equilibrio, ya comentado 
anteriormente, entre los valores en juego. Por un lado, los ciudadanos, máxime si se ven 
afectados por la decisión, tienen derecho a solicitar a la autoridad correspondiente que
revise la legalidad de los actos administrativos. Por otro lado, hay que tener en cuenta que
el acceso relativamente amplio que otorga el art. 9.2 CA (conviene recordar que todas las
ONG ambientales tienen acceso al mismo) puede provocar un retraso excesivo en las
autorizaciones de actividades, que lleve a una paralización de la actividad económica.
279 EBBESSON, J.: “Access to Justice… Op. cit.: p. 259.
137 
        
      
        
         
         
             
         
      
       
 
          
       
     
          
          
      
        
  
             
           
         
             
    
       
          
                                                
         
             
           

 

 

 
Esta posibilidad de que se produzca un retraso injustificado, sin embargo, puede mitigarse
con la aplicación de varios principios de Derecho administrativo y procesal aceptados, 
como son el principio de confianza legítima en la actuación de la Administración, el
carácter no suspensivo (en la mayoría de los casos) de los recursos interpuestos en el seno 
de procedimientos administrativos y judiciales y la exigencia de determinados requisitos
para la adopción de medidas cautelares (en especial la exigencia de fumus boni iuris y de
prestar caución). A esto hay que sumar que el art. 9.2 permite que los Estados exijan el
agotamiento de la vía administrativa con carácter previo al acceso a un procedimiento 
judicial y, como ya se ha comentado, los recursos administrativos no suelen tener carácter 
suspensivo cautelar de forma automática.
Por otro lado, el Comité de Cumplimiento ha señalado que a la hora de considerar si un 
acto administrativo entra o no dentro del ámbito de aplicación del art. 9.2, es indiferente el
nombre dado al acto en cuestión por la legislación del propio Estado. Lo verdaderamente
relevante es si el acto que se impugna permite o no llevar a cabo la actividad280. 
Por último, cabría interpretar que la referencia que el art. 9.2 hace a las acciones u 
omisiones que entren en el ámbito del art. 6 se refiere a la colisión con el derecho de
participación en la autorización de determinadas actividades y no a la legalidad o ilegalidad 
de las actividades en sí. Sin embargo, la Guía de Implementación del Convenio deja poco 
lugar a dudas al señalar que
Los miembros del público tienen el derecho de impugnar decisiones basadas en la
legalidad sustantiva o procesal. El público afectado tal y como se define en el párrafo
[segundo del art. 9] puede impugnar decisiones, actos y omisiones si el derecho
sustantivo se ha violado (legalidad sustantiva) o si la autoridad pública ha violado los 
procesos establecidos por ley (legalidad procesal)281.
A la misma conclusión llegó el Consejo Asesor de Medio Ambiente alemán, que señaló 
además que esta posibilidad de impugnar aspectos sustantivos de las autorizaciones bajo el
amparo del art. 9.2 suele olvidarse con frecuencia282. 
280 ACCC/2005/11, 28 de Julio de 2006, (Bélgica). § 29.
281 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus… Op. cit.: p. 128 (traducción propia).
282 GERMAN ADVISORY COUNCIL ON THE ENVIRONMENT: Access to Justice… Op. cit.: p. 9.
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        2.2.4.3.2.2 Actos y omisiones. Las autoridades legislativas y judiciales.
Centrándonos en el art. 9.3, este precepto señala que el objeto del proceso puede estar 
constituido por “actos u omisiones de particulares o de autoridades públicas”. El objeto de 
este precepto es asegurar que el público juega un papel central en la aplicación del Derecho 
del medio ambiente, cubriendo un ámbito amplio de posibilidades de actuación ante
órganos administrativos y judiciales283. Dicha posibilidad de actuación se refiere también a
las omisiones, es decir, la ausencia de una actuación administrativa o privada exigida por el
ordenamiento, como puede ser la obligación de realizar un estudio de impacto ambiental o 
de controlar los contaminantes vertidos en un río.
Un aspecto importante a tener en cuenta en este punto es que los actos de ciertos poderes
del Estado quedan expresamente fuera del ámbito de aplicación del art. 9.3 en virtud del art. 
2.2 del Convenio. Este último define lo que se entiende por “autoridad pública” y establece
expresamente que esa definición “no engloba a los órganos o instituciones que actúan en 
el ejercicio de poderes judiciales o legislativos”. Como en virtud del art. 2.2 los órganos
legislativos y judiciales no son “autoridades públicas” y, por su propia naturaleza, no 
pueden ser considerados particulares, sus actuaciones no entran dentro del ámbito de
aplicación del art. 9.3.
Este precisión, a priori clara y precisa, plantea grandes problemas de aplicación. En primer 
lugar, cabe preguntarse si los poderes normativos de la Administración quedan dentro de la
excepción. En segundo lugar, la diferencia entre un acto normativo y otro no normativo no 
es siempre clara. Esto es especialmente importante, como se verá, en la actuación de la
Comisión Europea, si bien esta diferenciación se ha hecho más sencilla tras la entrada en 
vigor del Tratado de Lisboa. 
En relación con los poderes normativos de la Administración, según Stec y Casey-
Lefkowitz, el hecho de que el art. 8 CA se dedique especialmente a la participación del
público en la elaboración de disposiciones reglamentarias lleva a la conclusión lógica de
283 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus… Op. cit.: p. 131.
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que dichas actividades no pueden ser consideradas de carácter legislativo284, pues, si lo 
fueran, no podrían entrar dentro del ámbito de aplicación del Convenio, que excluye a los
órganos con funciones legislativas. Así pues, la actividad reglamentaria no se consideraría
actividad legislativa, interpretación que es acorde con el propósito del Convenio de otorgar 
un acceso amplio a la justicia. Señalan estos autores, además, que la exclusión de los
órganos legislativos se debe a que, en su calidad de representantes electos, es más fácil que
rindan cuentas ante los ciudadanos mediante el proceso electoral285. 
Esta argumentación, sin embargo, puede plantear algunos problemas. Por un lado, podría
decirse que el art. 8 CA es una norma especial que, por tener tal carácter, deroga un 
principio más general: la exclusión de los órganos que actúan ejerciendo funciones
legislativas o judiciales. Si así fuera, nada permite aplicar una excepción a un caso no 
cubierto por la misma, es decir, no podríamos aplicar lo previsto para la participación del
público al acceso a la justicia. Por otro lado, el razonamiento del control electoral puede
aplicarse igualmente al poder ejecutivo que al legislativo, máxime si tenemos en cuenta que
la mayoría de los sistemas políticos europeos son de tipo parlamentario y los ciudadanos, al
votar, eligen en la práctica simultáneamente el poder ejecutivo y el legislativo.
La clave, sin embargo, puede estar en que la letra del Convenio se refiere a “poderes
legislativos” y no “normativos”, término este último más amplio y que englobaría tanto las
leyes como los reglamentos. La capacidad normativa del poder ejecutivo está extendida en 
todos los sistemas europeos y normalmente la norma emanada del parlamento recibe un 
nombre diferente a la norma del ejecutivo (“regolamenti” en Italia, “règlements” en 
Francia o “reglamentos” en España). Por tanto, parece lógico pensar que si se hubiera
querido incluir la potestad reglamentaria dentro de las excepciones del art. 2.2, se hubiera
usado una expresión diferente a “poderes legislativos”. En este sentido, el objeto del
Convenio, expresado en el preámbulo, de asegurar el acceso a la justicia, implica una
interpretación restrictiva de las excepciones a dicho acceso y debe considerarse, por tanto, 
que la potestad reglamentaria queda fuera de la excepción del art. 2.2 y, en consecuencia, 
dentro del ámbito de aplicación del art. 9.3.
284 Ibídem, p. 35.
285 Ibídem, p. 34.
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Un problema añadido aparece como consecuencia de la complejidad del sistema de fuentes
de la Unión Europea y su marco institucional singular286. Como se verá, una de las
principales controversias a la hora de aplicar el régimen de recursos del Reglamento Aarhus
ha sido precisamente la interpretación de qué actos de la Comisión podían considerarse
como actos administrativos. En este sentido, la Guía de Aplicación del Convenio señala
claramente que “no debe considerarse que la Comisión actúa con “capacidad legislativa”
en el sentido establecido por el Convenio”287 . 
2.2.4.3.2.3 El contenido del Derecho del medio ambiente
El propio título del Convenio de Aarhus (Convenio sobre acceso a la información, 
participación del público en la toma de decisiones y acceso a la justicia en materia de medio 
ambiente) señala que su ámbito de aplicación se circunscribe exclusivamente al ámbito 
medioambiental. Sin embargo, este sector del ordenamiento es muy amplio y sus fronteras
son difusas. A pesar de ello, el Convenio de Aarhus no define en su articulado qué se
considera Derecho ambiental.
Una aproximación a esta definición la encontramos en el art. 2.3 CA, que define la
información sobre medio ambiente:
Por “información(es) sobre el medio ambiente” se entiende toda información […] que
se refiera a:
a) El Estado de los elementos del medio ambiente tales como el aire, la atmósfera, el
agua, el suelo, las tierras, el paisaje y los parajes naturales, la diversidad biológica y 
sus componentes, incluidos los organismos genéticamente modificados y la interacción
entre estos elementos;
b) factores tales como las sustancias, la energía, el ruido y las radiaciones y actividades
o medidas, en particular las medidas administrativas, los acuerdos relacionados con el
medio ambiente, las políticas, leyes, planes y programas que tengan o puedan tener
efectos sobre los elementos del medio ambiente […] y otros análisis e hipótesis
económicos utilizados en materia medioambiental;
c) el estado de la salud, la seguridad y las condiciones de vida de los seres humanos,
así como el estado de los emplazamientos culturales y de las construcciones en la 
medida en que sean o puedan ser alterados por el estado de los elementos del medio 
286 PLAZA MARTÍN, C.: Derecho ambiental… Op. cit.: p. 396.
287 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus… Op. cit.: p. 34.
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ambiente o, a través de estos elementos, por los factores, actividades o medidas a que 
hace referencia la letra b) supra.
Esta definición amplia de qué se considera información relativa al medio ambiente puede
servir como indicio del contenido del Derecho ambiental, pero no como un elemento 
definitorio definitivo. Es por ello que la interpretación del contenido del Derecho ambiental
queda en el ámbito del Derecho interno de cada Estado, por vía legislativa o 
jurisprudencial.
En este sentido, la propuesta de la Comisión Europea de Directiva sobre Acceso a la
Justicia en materia de Medio Ambiente 288  incluía dentro del Derecho ambiental la
protección de las aguas, los suelos y contra el ruido; la contaminación atmosférica; la 
ordenación del territorio; la conservación de la naturaleza y la biodiversidad; la regulación 
de los productos químicos; la biotecnología; las emisiones, vertidos y liberación de
sustancias; la evaluación del impacto medioambiental y el acceso a la información 
medioambiental y participación pública en la toma de decisiones (art. 2.1.g). En España la
ley 27/2006289, que aplica el Convenio de Aarhus, utiliza una definición prácticamente
igual a la recogida en la propuesta de la Comisión.
La definición de qué se considera Derecho del medio ambiente tiene una gran trascendencia
en la práctica. Como señala Bonine, en determinados casos, la autoridad competente puede
considerar que una determinada materia no entra en el ámbito del Derecho ambiental y, en 
consecuencia, no se ve obligada a aplicar los criterios de legitimación activa del
Convenio290. 
A este respecto, el Comité de Cumplimiento consideró que las “molestias privadas”
(private nuisance) recogidas en el common law anglosajón eran parte del Derecho 
ambiental, pues se referían a determinados usos o maneras de ocupar las fincas que
288 Proyecto de directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre el acceso a la justicia en materia de
medio ambiente, COM (2003) 624 final.
289 Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación
pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente y que incorpora las directivas 2003/4/CE y 
2003/35/CE. BOE de 19 de julio de 2006, n. 172, p. 27109.
290 BONINE, J.E.: “The public’s right… Op. cit.: p. 34.
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interferían con el uso de la finca vecina o el disfrute de la misma291. Por analogía, y con 
relación de los sistemas continentales, esta interpretación del Comité amplía el ámbito de lo 
que se considera Derecho del medio ambiente también al ámbito civil y a instrumentos
como el interdicto de retener en el caso del Derecho español. 
2.2.4.3.3 Pretensiones y compensaciones en el Convenio de Aarhus
Las posibles pretensiones del demandante en una demanda por violación del Derecho 
ambiental son una de las claves para asegurar que un sistema de acceso a la justicia en 
materia de medio ambiente tiene éxito en su propósito de favorecer la correcta aplicación 
de esta rama del ordenamiento.
Esto se debe no sólo a que las posibles pretensiones limitan el resultado final del proceso, 
sino también a que las posibilidades que dicho proceso brinda al demandante son una de las
claves del sistema de incentivos para comenzar un proceso judicial. Un posible demandante
solo afrontará los riesgos financieros que un procedimiento judicial comporta si tiene
suficientes incentivos para ello, es decir, si piensa que su actuación redundará en un 
beneficio personal o para el medio ambiente en general292. 
En un sistema en el que la legitimación activa se basa en criterios “tradicionales”, es decir, 
la violación de un derecho legalmente reconocido o un interés individual en el caso, los
incentivos se refieren principalmente a que la persona que acude a un procedimiento 
administrativo o judicial espera obtener un resarcimiento que mitigue o compense un daño 
sufrido. Este es el fundamento de la indemnización por daños y perjuicios.
Precisamente el núcleo del problema del acceso a la justicia en materia de medio ambiente
es que, a menudo, los daños provocados por la violación del derecho ambiental no son 
individualizables o no se han producido aún. Las pretensiones, en estos casos, tendrán que
291 ACCC/C/2008/23, 1 de octubre de 2010, (Reino Unido). § 44-45.
ROHAN, B.; JACOBSTEIN, D.: “Remedies” en STEC. S.: Handbook on Access to Justice under the
Aarhus Convention (libro electrónico). The Regional Environmental Center for Central and Eastern Europe,
Szentendre, 2003. Disponible en:
https://www.unece.org/fileadmin/DAM/env/pp/a.to.j/AnalyticalStudies/handbook.final.pdf [acceso el 27 de
febrero de 2017], p. 49.
.
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ser necesariamente otras y el resarcimiento de daños y perjuicios se presenta como una
solución inadecuada para asegurar el correcto cumplimiento del Derecho ambiental293. 
2.2.4.3.3.1 Dificultades en la traducción del art. 9.4 CA
La traducción del art. 9.4 desde el texto auténtico del Convenio hasta la versión oficial de
las Naciones Unidas en español (la publicada en el B.O.E.) plantea problemas con respecto 
a varios términos relacionados con las pretensiones de los demandantes en el proceso y las
posibles medidas que puede adoptar la autoridad administrativa o judicial. Conviene por 
tanto comparar la versión inglesa auténtica del Convenio y la traducción oficial en español:
In addition and without prejudice to paragraph 1 above, the procedures referred to in
paragraphs 1, 2 and 3 above shall provide adequate and effective remedies, including 
injunctive relief as appropriate, and be fair, equitable, timely and not prohibitively
expensive. Decisions under this article shall be given or recorded in writing. Decisions
of courts, and whenever possible of other bodies, shall be publicly accessible.
Además, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, los procedimientos a que se
refieren los apartados 1, 2 y 3 supra deberán ofrecer recursos suficientes y efectivos,
en particular una orden de reparación, si procede, y deberán ser objetivos, equitativos y
rápidos sin que su coste sea prohibitivo. Las decisiones adoptadas en virtud del
presente artículo se pronunciarán o consignarán por escrito. Las decisiones de los
tribunales y, en lo posible, las de otros órganos deberán ser accesibles al público.
El problema se nos plantea aquí con respecto a dos términos: remedies (traducido como 
“recursos”) e injuctive relief (traducido como “orden de reparación”).
Los términos escogidos en español no son los más apropiados, pues las palabras castellanas
no recogen el contenido de los términos ingleses del texto auténtico. El término “recursos”
se utiliza en el vocabulario jurídico español para referirse a las acciones que las partes
pueden interponer para reclamar las resoluciones dictadas por un determinado órgano. Sin 
embargo, la Guía de Aplicación del Convenio interpreta estos “remedies” como la
compensación por el daño sufrido ante una violación del Convenio294, definición que no 
encaja con el sentido que suele darse a la palabra “recursos” en el lenguaje jurídico español. 
293 Ibídem, p. 49.
294 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus… Op. cit.: p. 132.
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Es decir, mientras que la redacción española del art. 9.4 parece aludir a los recursos que se
pueden interponer, el texto original del Convenio, según la interpretación que del mismo se
hace en la Guía de Aplicación, hace hincapié en los sistemas que deben adoptarse para
conseguir la compensación del daño sufrido por el administrado.
En cuanto al “injuctive relief”, el término utilizado en la versión castellana es “órdenes de
reparación” pero, como señala Peñalver i Cabré295, el término inglés original incluye
muchas más posibilidades que las órdenes de reparación. Ya se comentó al hablar de las
citizen suits como el concepto anglosajón “injuction” comprende toda clase de
mandamientos judiciales como, por ejemplo, una orden de cese de una determinada
actividad. Por tanto, una traducción más cercana al contenido original del término sería
“orden judicial”.
Así pues, el Convenio establece que siempre que sea posible deberán ordenarse las medidas
necesarias para reparar el daño de modo efectivo, por ejemplo, entregando la información 
que se solicitó o volviendo a celebrar la audiencia incorrectamente celebrada. Solo en los
casos en los que la reparación no sea posible podrá acudirse a la compensación monetaria. 
Las medidas judiciales para reparar el daño o compensar al afectado deben ser “suficientes
y efectivas”, es decir, deben compensar o reparar completamente el daño sufrido y prevenir 
un daño futuro296. Según Stec y Casey-Lefkowitz, el artículo 9.4 incluye la posibilidad de
que puedan tomarse medidas cautelares 297  y, como veremos, está interpretación fue
apoyada en la Decisión II/2 de la Reunión de las Partes298. 
2.2.4.4 Disposiciones	comunes	del artículo 9
El art. 9.4 señala además ciertas características comunes que deben compartir todos los
procedimientos a los que se refieren los puntos 1, 2 y 3. En concreto señala que los
procedimientos deben ser “objetivos, equitativos y rápidos sin que su costo sea 
prohibitivo”. Conviene analizar estos requisitos por separado.
295 PEÑALVER i CABRÉ, A.: “Nuevos instrumentos…” Op. cit.: p. 476.
296 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus… Op. cit.: p. 133.
297 Ibídem, p. 133.
298 El texto completo de las decisiones tomadas en la segunda Reunión de las Partes puede consultarse en:
http://www.unece.org/env/pp/mop2/mop2.doc.html [acceso el 9 de marzo de 2017].
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2.2.4.4.1 Coste del proceso
No cabe duda de que las barreras financieras son uno de los obstáculos más importantes
con que los ciudadanos se encuentran a la hora de impugnar actos contrarios al Derecho 
ambiental. Según Darpö, estos costes varían enormemente de un Estado a otro y provienen 
de diferentes fuentes: tasas judiciales, posibles condenas en costas, honorarios de peritos o 
cauciones para la interposición de medidas cautelares 299 . A ello hay que sumar, 
obviamente, los honorarios de los profesionales del Derecho, en caso de que no exista un 
sistema de asistencia jurídica gratuita u otro de similares características.
Siguiendo la Guía de Implementación del Convenio, el proceso no debe ser tan caro que
impida al público acceder a los procedimientos300. A la hora de valorar este hecho hay que
tener en cuenta las peculiaridades de los diferentes sistemas judiciales. En muchos
ordenamientos, la cuantía de las tasas judiciales depende de la cuantía del juicio, lo que
puede suponer un impedimento en el acceso, especialmente en los casos de autorizaciones
para la construcción de grandes instalaciones con un coste elevado301. Por otro lado, la
solicitud de medidas cautelares suele lleva aparejada la exigencia de una caución por parte
del tribunal. Cuando dicha caución se asocia a la posible pérdida de la parte contraria, su 
coste puede ser prohibitivo302. 
El Comité de Cumplimiento del Convenio ha emitido varios dictámenes en la materia que
ayudan a concretar lo que se considera como un costo prohibitivo. En general, hay que
tener en cuenta que a la hora de analizar los costes relativos a los procedimientos judiciales
“el Comité considera el sistema de costes en su totalidad y de una manera sistémica”303 . 
Es decir, que una única característica del procedimiento (por ejemplo, la posibilidad de
condena en costas) no basta por sí sola para considerar que el sistema cumple o incumple
las obligaciones del art. 9.4 CA.
299 DARPÖ, J.: “On Costs in the Environmental Procedure” [en línea]. UNECE – Task Force on Access to
Justice, 2011. Disponible en
http://www.unece.org/fileadmin/DAM/env/pp/a.to.j/AnalyticalStudies/Costs_JD_31012011.pdf [Acceso el 9 
de marzo de 2017], pp. 2-5.
300 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus… Op. cit.: p. 133.
301 DARPÖ, J.: “On Costs… Op. cit., p. 3.
302 Ibídem, p. 5.
303 ACCC/C/2008/33, 3 de diciembre de 2010, § 128, Reino Unido.
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Con respecto a la condena en costas, el caso ACCC/2008/24304, relativo a un posible
incumplimiento por parte de España, señala que un sistema generalizado de condena en 
costas en segunda instancia (como el vigente en España305) constituye un incumplimiento 
del art. 9.4 CA.
La obligación de establecer procesos judiciales cuyo coste no sea prohibitivo debe
examinarse en relación con el art. 9.5 CA, que establece que “cada parte […] contemplará 
el establecimiento de mecanismos de asistencia apropiados encaminados a eliminar o 
reducir los obstáculos financieros”. Este artículo se refiere a la vertiente prestacional del
derecho de acceso a la justicia por cuanto obliga a las Partes no solo a reconocer un 
derecho, sino a tomar un actitud activa en lo que se refiere a la eliminación de barreras
financieras.
En este sentido, el Comité de Cumplimiento, en el caso ACCC/C/2009/36306, también 
referente a un posible incumplimiento de España, se refiere a los sistemas de asistencia
jurídica gratuita. Dichos sistemas suponen una de las medidas más efectivas para eliminar 
barreras financieras de acceso a los sistemas judiciales. Sin embargo, no solo deben 
examinarse los costes cubiertos por dichos mecanismos, sino también los requisitos que se
exigen para ser beneficiario de los mismos. Como señala el Comité de Cumplimiento, el
hecho de que en España solo se conceda asistencia a las entidades calificadas como de
utilidad pública307, unido a los estrictos requisitos financieros que se exigen para que una
asociación adquiera dicho reconocimiento, supone una contradicción, por cuanto se impide
el acceso a la asistencia gratuita precisamente a las asociaciones que más necesidad tienen 
de ella.
304 ACCC/2008/24, 30 de septiembre de 2010, § 110, España.
305 
El sistema de condena en costas se regula en el art. 139 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa. Para la primera o única instancia se establece “que el órgano jurisdiccional, al dictar
sentencia o al resolver por auto los recursos o incidentes que ante el mismo se promovieren, impondrá las
costas a la parte que haya visto rechazadas todas sus pretensiones, salvo que aprecie y así lo razone, que el
caso presentaba serias dudas de hecho o de derecho”. En segunda instancia, “se impondrán las costas al
recurrente si se desestima totalmente el recurso, salvo que el órgano jurisdiccional, razonándolo
debidamente, aprecie la concurrencia de circunstancias que justifiquen su no imposición”. La norma general
en segunda instancia es, por tanto, la imposición de costas a la parte que vio desestimadas sus pretensiones.
306 ACCC/C/2009/36, 8 de febrero de 2011, § 66, España.
307 La asistencia jurídica gratuita está regulada en España por la Ley 1/1996, de Asistencia Jurídica Gratuita
(BOE n. 11, 12 de enero de 1996). El art. 2.c.1º reconoce este derecho únicamente a las asociaciones
declaradas de utilidad pública que acrediten recursos insuficientes para litigar.
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Por otro lado, para que los costes sean excesivamente elevados no tienen por qué ser ciertos
sino simplemente probables. A esta conclusión llegó el Comité de Cumplimiento del
Convenio en el caso ClientEarth308 con respecto al sistema de costas de Inglaterra y Gales, 
en el que los tribunales tienen una gran discrecionalidad para establecer dichos costes, lo 
que suponía un riesgo excesivo para el recurrente.
2.2.4.4.2 Proceso “justo”
El término “fair” del inglés original del Convenio fue traducido en su versión española
como “objetivo”. Si acudimos a la Guía de Aplicación del Convenio, a los dictámenes del
Comité de Cumplimiento, así como a diferentes estudios doctrinales sobre el acceso a la
justicia bajo el Convenio de Aarhus, podemos ver como el término “objetivo” incluye en 
realidad numerosos principios que exceden del significado común del término en 
castellano. Quizá el término que mejor representa el contenido del “fair” inglés sea “justo”
y no “objetivo”.
En primer lugar, la justicia del procedimiento se refiere a la imparcialidad del órgano 
decisor (ya sea este judicial o administrativo) de modo que esté libre de “prejuicio, 
favoritismo o intereses propios”309. En segundo lugar, el que un proceso sea justo implica
la ausencia de discriminación por motivos como, por ejemplo, raza o la nacionalidad310. Por 
último, bajo la exigencia de que el proceso sea justo subyacen una serie de principios que, 
en general, están destinados a conseguir que las partes puedan acudir al proceso en igualdad 
de condiciones.
Así, uno de los requisitos derivados de la exigencia de justicia en los procesos judiciales se
refiere a la necesidad de llevar a cabo notificaciones adecuadas a las partes interesadas. De
este modo, un sistema procesal que permite la celebración de una vista sin que se haya
efectuado una notificación adecuada a las partes, incumple las exigencias del art. 9.4 CA311. 
En este sentido, el Comité de Cumplimiento ha señalado que aunque la posibilidad de
308 ACCC/C/2008/33, 3 de diciembre de 2010, § 135, Reino Unido.
309 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus… Op. cit.: p. 133 (traducción propia).
310 Ibídem, pp. 133-134.
311 ACCC/C/2004/6, 28 de julio de 2006, § 28, Kazajistán.
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acceso público a las decisiones judiciales es una medida encomiable, no es suficiente para
asegurar que el proceso es justo y, por tanto, es necesario que la decisión sea comunicada a
las partes con tiempo suficiente para que puedan tomar las medidas que consideren 
oportunas312. 
En relación con esta última exigencia, el principio de justicia puede conculcarse con 
medidas que establecen plazos excesivamente cortos para apelar o responder a una
demanda. Así lo ha establecido el Comité de Cumplimiento313 en relación con el sistema
procesal del Reino Unido, que permite una gran discrecionalidad de los tribunales para
reducir los plazos de presentación, así como para establecer el momento en que ese plazo 
comienza a contar. Para cumplir con las exigencias del art. 9.4 CA, el Comité considera que
debe establecerse un plazo mínimo concreto para la interposición de una demanda y que
dicho plazo debe comenzar a contar desde la fecha en la que el demandante conoció o debió 
conocer el acto u omisión en cuestión314. 
Por último, en el caso ClientEarth, mencionado anteriormente, el Comité de Cumplimiento 
señaló una importante precisión con respecto al art. 9.4. En el dictamen se hacía referencia
a una sentencia del Tribunal de Apelación británico315 que establecía que los principios del
Convenio de Aarhus debían aplicarse a la hora de ejercer la discrecionalidad judicial junto 
con otros criterios como, por ejemplo, la justicia con respecto al demandado. En relación 
con esta afirmación, el Comité se pronunció en los siguientes términos: 
El Comité concluye que, a pesar del rango de medidas disponibles para enfrentarse a
los costes excesivos, tomadas todas juntas, no aseguran que los costes permanecen en
un nivel que cumpla con los requisitos del Convenio. En este punto, el Comité
considera que la considerable discrecionalidad de los tribunales de Inglaterra y Gales
para decidir los costes, sin ninguna directriz vinculante del poder legislativo o judicial
que asegure que no son prohibitivamente costosos, lleva a una falta de certeza en
relación con los costes que es asumida por los demandantes que legítimamente tienen
una preocupación por el medio ambiente que implica un interés público. El Comité
también percibe que la sentencia del Tribunal de Apelación en el caso Morgan contra 
Hinton Organics establece que los principios del Convenio son “como mucho” un 
312 Ibídem, § 29.
313 ACCC/C/2008/33, 3 de diciembre de 2010, § 138, Reino Unido.
314 Ibídem, § 138.
315 Sentencia del Tribunal de Apelación de Inglaterra, de 2 de marzo de 2009, Morgan y Anor contra Hinton
Organics Ltd.
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factor que “puede” (no “debe”) “tener en cuenta al ejercer esa discrecionalidad” junto
con otros factores como la justicia con el demandado. En este sentido, el Comité señala
que “justicia” en el artículo 9, párrafo 4, se refiere a lo que es justo para el demandante
y no al demandado316.
No quiere decirse con esto que el proceso únicamente deba ser justo para el demandado, 
sino que el art. 9.4 establece una serie de criterios para proteger el acceso a la justicia de las
personas o asociaciones que denuncian incumplimientos del Derecho ambiental y que
dichas garantías no pueden utilizarse en contra de los demandantes.
Esta última consideración se relaciona también con los costes del proceso. La referencia a
la justicia como principio referido al demandante ha de ser tenida en cuenta a la hora de
decidir una condena en costas, cuando el demandado pierde el caso pero estaba actuando en 
defensa del interés público al exigir el cumplimiento del Derecho ambiental317. 
2.2.4.4.3 Proceso equitativo
La exigencia de un proceso “equitativo” ha de interpretarse como la obligación de evitar 
una aplicación del Derecho ambiental demasiado rigurosa o excesivamente técnica318. Esta
referencia está en consonancia con la interpretación de los derechos fundamentales, 
específicamente en su vertiente ambiental, que viene realizando el Tribunal Europeo de
Derechos Humanos319. 
En este sentido, el Comité de Cumplimiento consideró que una decisión del Tribunal de
Apelación británico condenando al demandante al pago de 5.130 libras en concepto de
costas no era equitativo e incumplía las previsiones del art. 9.4 CA320. Esto se debía a que
en dicho caso el demandado, un operador privado, se había negado a cooperar en el
nombramiento de un perito, ocasionando un mayor coste procesal a la Administración. De
este modo, la aplicación estricta de las normas en materia de condena en costas llevaba a
316 ACCC/C/2008/33, 3 de diciembre de 2010, § 135, Reino Unido (traducción propia).
317 ACCC/C/2008/27, 2 de noviembre de 2010, § 45, Reino Unido.
318 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus… Op. cit.: p. 134.
319 Véase, por ejemplo, la Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 16 de noviembre de
2004, en materia de respeto a la vida privada y familiar (caso Moreno Gómez contra España). En dicha
sentencia se señala expresamente que a la hora de analizar la violación de un derecho fundamental (en el caso
concreto, por motivos ambientales), no deben utilizarse criterios “excesivamente formalistas”.
320 ACCC/C/2008/23, 1 de octubre de 2010, § 52, Reino Unido.
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una situación paradójica, por cuanto el demandante se veía obligado a pagar una mayor 
cuantía como consecuencia de la falta de diligencia del demandado321. 
2.2.4.4.4 Proceso rápido
El art. 9.4 establece también la obligación de que el proceso sea rápido. La rapidez implica
que el momento en que se adopten las medidas derivadas del procedimiento debe ser el
oportuno para que dichas medidas tengan el efecto perseguido. Por otro lado, la excesiva
duración de los procedimientos puede afectar a su utilidad, lo que a su vez tiene un efecto 
negativo en el interés del público en acudir a los tribunales: si los operadores piensan que
cuando el órgano judicial o administrativo tome una decisión ya será imposible remediar el
daño, no tendrán incentivos para acudir a los procedimientos judiciales322. 
La rapidez afecta especialmente a las medidas cautelares. Así, el Comité de Cumplimiento 
consideró incumplidos los requisitos de rapidez cuando un tribunal español decidió acerca
de la suspensión de un proyecto de urbanización ocho meses después de la solicitud de la
medida cautelar, cuando la construcción ya había comenzado323. A este respecto el comité
recalca que “el acceso a la justicia ha de permitirse cuando es efectivamente posible
impugnar la decisión que permite la realización de una determinada actividad”324 . 
En consecuencia, el requisito de “rapidez” del art. 9.4 no solo debe entenderse como la
necesidad de que las resoluciones se dicten en un corto espacio de tiempo sino también que
dichas decisiones deben tomarse en el momento oportuno y no antes ni después. Así, el
Comité de Cumplimiento consideró que España incumplía las obligaciones emanadas del
art. 9.4 al considerar, primero, que la solicitud de suspensión de un proyecto se había
solicitado demasiado pronto porque todavía faltaban trámites para su autorización definitiva
y, después, que dicha suspensión ya no era oportuna porque ya era demasiado tarde325. 
321 Ibídem, § 52.
322 BOLSHAKOVA, M.: “Administration of justice and due process” en STEC. S.: Handbook on Access to
Justice under the Aarhus Convention (libro electrónico). The Regional Environmental Center for Central and
Eastern Europe, Szentendre, 2003. Disponible en: [acceso el 21 de marzo de 2013].
323 ACCC/2008/24, 30 de septiembre de 2010, § 112, España.
324 Ibídem, § 112 (traducción propia).
325 Ibídem, § 105.
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2.2.4.4.5 Vertiente prestacional del acceso a	la	justicia 
Como ya se indicó al hablar de los costes del proceso, el art. 9.5 CA se refiere a la vertiente
prestacional del derecho de acceso a la justicia, indicando una serie de políticas activas que
los Estados parte deben llevar a cabo:
Para que las disposiciones del presente artículo sean aún más eficaces, cada Parte
velará por que se informe al público de la posibilidad que se le concede de iniciar
procedimientos de recurso administrativo o judicial y contemplará el establecimiento
de mecanismos de asistencia apropiados encaminados a eliminar o reducir los
obstáculos financieros o de otro tipo que obstaculicen el acceso a la justicia.
El objeto del precepto es asegurar la eliminación de obstáculos que afecten al derecho de
acceso a la justicia. Entre estos obstáculos no solo se encuentran las barreras financieras, 
sino que también deben incluirse las limitaciones de la legitimación activa, la dificultad 
para obtener asesoramiento legal, la corrupción, los procedimientos inadecuados y poco 
efectivos de ejecución y la inexistencia de criterios claros para considerar violado el
Derecho ambiental326. 
2.2.4.5 Las	decisiones	de la Reunión de las	Partes	en materia de acceso a la justicia
En la primera sesión de la Reunión de las Partes en el Convenio de Aarhus, celebrada en 
Lucca (Italia) del 21 al 23 de octubre de 2002, se aprobó la Decisión I/5, relativa a la
promoción del acceso a la justicia327. 
Esta Decisión creó el Grupo de Trabajo sobre Acceso a la Justicia, para apoyar la
aplicación del tercer pilar del Convenio, examinar y compartir experiencias de los Estados
parte y examinar la existencia de barreras que impidan el acceso a la justicia. El mandato 
inicial del Grupo de Trabajo se extendía de 2002 a 2005, pero ha sido extendido en las
sucesivas sesiones de la Reunión de las Partes (decisiones II/2, III/3 y IV/2).
La segunda sesión de la Reunión de las Partes se celebró en Astaná (Kazajistán) del 25 al
27 de mayo de 2005. Al terminó de dicha sesión se aprobó la decisión II/2 para promover el
326 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus… Op. cit.: p. 135.
327 El texto completo de las decisiones tomadas en la primera Reunión de las Partes puede consultarse en:
http://www.unece.org/env/pp/mop1docum.statements.html [acceso el 9 de marzo de 2017].
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acceso a la justicia328, que contiene elementos de utilidad para la interpretación de algunos
preceptos del Convenio.
Esta decisión recoge los Principios de Johannesburgo, adoptados en el Simposio 
Internacional de Jueces de 2002, y destaca especialmente la importancia de un poder 
judicial independiente y formado en materia medioambiental para asegurar el cumplimiento 
del Derecho ambiental. Para ello, se aconseja la inclusión del Derecho ambiental en la 
formación impartida por las universidades y escuelas judiciales (principio 10).
El tercer bloque de la decisión II/2 se dedica expresamente a la aplicación de los arts. 9.3 y 
9.4. El texto reconoce que el Convenio no establece ningún criterio en lo que se refiere a la
legitimación activa y que, por tanto, esta materia queda en manos de los Estados parte. No 
obstante, el principio 16 recoge lo siguiente:
[La Reunión] invita a aquellas Partes que han elegido establecer criterios [para la
legitimación activa], en ejercicio de la discrecionalidad que permite el artículo 9,
párrafo 3, a tener en cuenta el objetivo del Convenio de garantizar el acceso a la
justicia.
La redacción del texto huye de términos que inciten a pensar en una crítica a los sistemas
judiciales de las Partes. No obstante, parece claro que el principio 16 es una llamada a los
Estados a establecer criterios de legitimación activa que permitan un acceso ciudadano 
amplio a los tribunales en materia ambiental.
Con respecto al artículo 9.4, la decisión II/2 pone énfasis en la necesidad de establecer 
mecanismos de compensación (remedies), en especial los mandamientos judiciales
(injuctive relief). Además, teniendo en cuenta el carácter irreversible en muchos casos de
los daños medioambientales, se destaca la necesidad de permitir que se soliciten medidas
cautelares (principio 19). Se resalta también la conveniencia de diseñar mecanismos
alternativos de resolución de conflictos, que pueden ser efectivos para el logro de los
objetivos del Convenio (principio 20).
328 El texto completo de las decisiones tomadas en la segunda Reunión de las Partes puede consultarse en:
http://www.unece.org/env/pp/mop2/mop2.doc.html [acceso el 9 de marzo de 2017].
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Respecto a la necesidad de eliminar los obstáculos para el acceso a la justicia, en especial
los de índole financiera, el principio 27 recoge la necesidad de apoyar a las ONGs que
ofrecen apoyo legal gratuito y representación legal a los afectados por violaciones del
derecho ambiental.
La tercera sesión de la Reunión de las Partes se celebró entre el 11 y el 13 de junio de 2008 
en Riga (Letonia). La decisión III/3 adoptada en dicha sesión329 reconoce expresamente en 
su punto 6 que la aplicación de criterios de legitimación activa, así como el establecimiento 
de medios de compensación y reparación adecuados, en particular los mandamientos
judiciales, continúan siendo un desafío para la correcta aplicación del Convenio. A la
misma conclusión se llega con respecto a las barreras financieras de entrada, que siguen 
siendo uno de los obstáculos más importantes para la promoción de un acceso a la justicia
efectivo (punto 7).
La decisión IV/2330 tomada en la cuarta sesión de la Reunión de las Partes, celebrada en 
Chisinau (Moldavia) entre el 29 de junio y el 1 de julio de 2011, reconoció expresamente
las dificultades para promover la aplicación del tercer pilar del Convenio, así como la
necesidad de apoyar iniciativas que potenciaran un acceso efectivo a la justicia (punto 1º).
Además dicha decisión prolongó el mandato de la Task Force para el acceso a la justicia, 
encargándole expresamente la promoción del intercambio de información sobre la
aplicación del tercer pilar en los Estados parte y, en especial, en lo referente a la
legitimación activa, la extensión del acceso a los procedimientos de un número mayor de
miembros del público, la eliminación de las barreras financieras y la regulación del sistema
de reparaciones judiciales.
329 El texto completo de las decisiones tomadas en la tercera sesión de la Reunión de las Partes puede
consultarse en: http://www.unece.org/env/pp/mop3/mop3.doc.html [acceso el 9 de marzo de 2017].
330 El texto completo de las decisiones tomadas en la cuarta sesión de la Reunión de las Partes puede
consultarse en: http://www.unece.org/env/pp/mop4/mop4.doc.html [acceso el 9 de marzo de 2017].
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2.2.5 El Convenio de Aarhus en el ordenamiento	jurídico	de la	Unión	Europea
2.2.5.1 Manifestación del consentimiento en obligarse por el Convenio de Aarhus
El procedimiento para que la entonces Comunidad Europea prestase su consentimiento en 
obligarse por un tratado internacional se recogía en el art. 300 TCE. Según este artículo, la
Comisión debía presentar una propuesta de Decisión para la celebración del tratado, que el
Consejo debía aprobar por mayoría cualificada, siempre y cuando la materia regulada por 
dicho tratado no perteneciera a un ámbito en el que se requiriera la unanimidad (para la
política de medio ambiente no se preveía la toma de decisiones por unanimidad y bastaba, 
por tanto, con la mayoría cualificada). Con carácter previo a la adopción de la Decisión, era
necesario un dictamen preceptivo, pero no vinculante, del Parlamento Europeo.
La Comisión adoptó su propuesta el 24 de octubre de 2003331, en ella se señalaba que la
Comunidad era competente para concluir acuerdos internacionales con el fin de alcanzar los
objetivos señalados en el art. 174 TCE (actual art. 191 TFUE, relativo a la política de
medio ambiente). En este sentido, la Comisión consideró que el acceso a la información y 
la participación pública eran esenciales para conseguir la sensibilización ciudadana con 
respecto al medio ambiente y para avanzar en la correcta aplicación del Derecho ambiental.
Además, la Comisión consideró que la celebración del Tratado era especialmente
importante, por cuanto las autoridades comunitarias entraban en la definición de autoridad 
pública que recogía el Convenio de Aarhus, junto con las autoridades públicas nacionales.
Con respecto a la aplicación del Convenio en la Comunidad, la Comisión destacó que ya se
habían aprobado sendas directivas sobre el acceso a la información y la participación del
público en la toma de decisiones y que estaban en preparación un reglamento para aplicar 
las disposiciones del Convenio a las instituciones comunitarias y una directiva para regular 
aquellos aspectos del acceso a la justicia que no estaban contemplados en las normas ya
aprobadas. Por tanto, la Comunidad ya estaba en condiciones de aprobar la Decisión de
331 
Propuesta de Decisión del Consejo sobre la celebración, en nombre de la Comunidad Europea, de la 
Convención sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso
a la justicia en materia de medio ambiente. 24 de octubre de 2003, COM(2003) 635 final.
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celebración del Convenio, aunque reconocía que la aplicación eficaz de la Convención 
dependía de la disponibilidad de recursos humanos y financieros.
El proyecto de la Comisión constaba únicamente de dos artículos, en los que se aprobaba en 
nombre de la Comunidad el Convenio y se autorizaba al Presidente del Consejo para
designar a las personas encargadas de entregar el instrumento de ratificación al Secretario 
General de las Naciones Unidas. En los considerados del texto se señalan los objetivos del
Convenio en relación con las políticas comunitarias, la competencia de la Comunidad en la
materia y las medidas que se habían tomado hasta el momento para asegurar el
cumplimiento de la Convención.
Según el art. 19, puntos 4 y 5 CA, en el caso de que tanto una organización de integración 
económica regional como los Estados miembros de la misma fueran parte en el Convenio, 
tanto la organización como los Estados tenían que llegar a un acuerdo sobre las
responsabilidades que cada uno asumía en relación con el cumplimiento de la Convención. 
En este sentido, en el instrumento de ratificación, las organizaciones de integración 
económica regional debían declarar el alcance de su competencia al respecto.
Así, la propuesta de la Comisión contenía una declaración en la que se señalan los objetivos
de la política comunitaria de medio ambiente y se señala que la Comunidad ya había
adoptado los instrumentos legales obligatorios para sus Estados miembros en relación con 
las materias reguladas por el Convenio.
En realidad, en la fecha de adopción de la propuesta de la Comisión aún no habían sido 
aprobados ni el reglamento que aplicaba el Convenio a las instituciones de la Unión ni la
directiva en materia de acceso a la justicia. Probablemente la Comisión confió en que estos
dos instrumentos normativos estarían ya en vigor en el momento en que se aprobará la
Decisión de celebración del Convenio, o poco tiempo después.
Conforme al procedimiento establecido en art. 300 TCE, el proyecto de la Comisión fue
enviado al Parlamento para que emitiera su dictamen preceptivo, pero no vinculante. El
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informe de la Comisión de Medio Ambiente, Salud Pública y Política del Consumidor332 
fue encargado a Elija-Riita Korhola, diputada finlandesa del Partido Popular Europeo.
El informe, que fue aprobado por 21 votos a favor, uno en contra y una abstención, propone
un único cambio en la propuesta de la Comisión, la adición de un nuevo considerando 
señalando la importancia del derecho de acceso a la justicia:
La Convención de Aarhus, gracias a sus disposiciones sobre el acceso a la justicia,
favorece en particular el derecho a un juicio justo en asuntos medioambientales y
proporciona al público –una vez cumplidas ciertas condiciones– la posibilidad de
defender su derecho a vivir en un entorno adecuado a su salud y bienestar, y de
ejercitar su deber de proteger y mejorar el medio ambiente.
Cabe destacar la crítica que el informe hace a la redacción dada a varios artículos del
Convenio, resaltando la “formulación vaga y oscura que en ocasiones se aplicó 
intencionalmente a la Convención de Aarhus con objeto de alcanzar un acuerdo”, 
comportamiento que se calificaba como una “tradición de la diplomacia internacional que
no puede tolerarse en modo alguno en el proceso de elaborar con exactitud la legislación 
en la Comunidad”333. 
El 22 de marzo de 2004 el pleno del Parlamento aprobó la resolución legislativa que
contenía la enmienda propuesta por la Comisión de Medio Ambiente334. 
Aunque el Parlamento apenas propuso modificaciones en el texto inicial, el trámite en el
Consejo sí que se saldó con cambios importantes y, en lo que se refiere al acceso a la
justicia, con un giro radical en lo que venía siendo la política de la Unión al respecto.
El texto final aprobado por el Consejo el 17 de febrero de 2005335 se basa en el texto inicial
de la Comisión y no incluye la propuesta de enmienda del Parlamento. Se eliminaron de los
332 Informe sobre la propuesta de Decisión del Consejo sobre la celebración, en nombre de la Comunidad 
Europea, de la Convención sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de
decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. 17 de marzo de 2004, A5-0173/2004 
FINAL.
333 Ibídem, p. 7.
334 Resolución legislativa del Parlamento Europeo sobre la propuesta de Decisión del Consejo sobre la
celebración, en nombre de la Comunidad Europea, de la Convención sobre el acceso a la información, la
participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. 22
de marzo de 2004, P5_TA(2004)0241.
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considerandos las menciones a la legislación aprobada o en preparación para cumplir con 
los objetivos de la Convención y se reformó sustancialmente la declaración de competencia
que exigía el art. 19 CA, incluyendo específicamente una precisión con respecto al
cumplimiento en la Comunidad del art. 9.3 CA. 
La Comunidad Europea declara […] que los instrumentos legales vigentes no abarcan
totalmente la puesta en práctica de las obligaciones derivadas del artículo 9, apartado 3, 
del Convenio, por cuanto se refieren a los procedimientos administrativos y judiciales
para impugnar acciones u omisiones de personas privadas y de autoridades públicas
distintas de las instituciones de la Comunidad Europea a que se refiere el artículo 2,
apartado 2, letra d), del Convenio; por lo tanto, los Estados miembros son responsables
de poner en práctica dichas obligaciones para la fecha en que la Comunidad Europea
apruebe el Convenio, y seguirán siéndolo a menos o hasta que la Comunidad, en el
ejercicio de las atribuciones que le confiere el Tratado CE, adopte disposiciones de
Derecho comunitario que engloben la puesta en práctica de dichas obligaciones.
Esta declaración es un elemento de gran importancia para entender la situación actual del
derecho de acceso a la justicia en materia de medio ambiente en los Estados de la UE. En el
momento en que se aprobó la decisión de ratificación del Convenio, había pasado casi un 
año desde que el Parlamento había emitido su dictamen en primera lectura sobre el
proyecto de directiva de acceso a la justicia336, que había de regular el acceso a la justicia
ambiental en los Estados miembros. Sin embargo, el Consejo aún no se había pronunciado 
sobre el mismo. Fue probablemente la imposibilidad de llegar a un acuerdo al respecto lo 
que llevó al Consejo a renunciar a la regulación a escala europea del derecho de acceso a la
justicia.
Esta postura encontró apoyo en la posición de algunos Estados miembros, que durante la
tramitación del proyecto de Directiva sobre acceso a la justicia habían manifestado su 
preocupación por el cumplimiento del principio de subsidiariedad y la invasión de sus
competencias en materia de Derecho procesal por parte de la Comunidad337. Esta posición 
también encontró apoyo en las opiniones consultivas de las Comisiones de Asuntos
335 Decisión del Consejo, 2005/370/CE, de 17 de febrero de 2005, sobre la celebración, en nombre de la 
Comunidad Europea, del Convenio sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma
de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. DO L 124, de 17 de mayo de 2005, p. 1.
336 Proyecto de directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre el acceso a la justicia en materia de
medio ambiente, COM (2003) 624 final. Este proyecto nunca llegó a superar el trámite de la primera lectura
en el Consejo y fue finalmente retirado por la Comisión en 2014.
337 Proyecto de directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre el acceso a la justicia en materia de
medio ambiente, COM (2003) 624 final, pp. 8-9.
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Jurídicos y Mercado Interior y Libertades y Derechos de los Ciudadanos, Justicia y Asuntos
Interiores del Parlamento europeo338. 
2.2.5.2 Aplicación	directa	del	Convenio de Aarhus
El papel de los convenios internacionales en el sistema de fuentes del Derecho de la Unión 
se deriva del art. 216 TFUE:
1. La Unión podrá celebrar un acuerdo con uno o varios terceros países u 
organizaciones internacionales cuando así lo prevean los Tratados o cuando la
celebración de un acuerdo bien sea necesaria para alcanzar, en el contexto de las
políticas de la Unión, alguno de los objetivos establecidos en los Tratados, bien esté
prevista en un acto jurídicamente vinculante de la Unión, o bien pueda afectar a
normas comunes o alterar el alcance de las mismas.
2. Los acuerdos celebrados por la Unión vincularán a las instituciones de la Unión y a 
los Estados miembros.
La sentencia del TJCE de 1974, R&V Haegeman c. Bélgica339, relativa a la interpretación 
de diferentes disposiciones del Acuerdo de Asociación entre la Comunidad Económica
Europea y Grecia, señalaba en su párrafo quinto que “a partir de la entrada en vigor del
Acuerdo, sus disposiciones forman parte integrante del ordenamiento jurídico 
comunitario”. Interpretación que deja patente que es no es necesario ningún acto legislativo 
específico posterior a la celebración para que la norma quede incorporada al ordenamiento 
comunitario.
No obstante, como señalan Bogdandy y Smrkojl340, no todos los preceptos contenidos en 
los tratados internacionales celebrados por la Unión son directamente aplicables. Para
estudiar esa posible aplicación directa el TJUE actúa en dos fases341: en primer lugar, 
338 Informe sobre la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo relativa al acceso a la
justicia en materia de medio ambiente (COM(2003) 624 – C5-0513/2003 – 2003/0246(COD)). 18 de marzo 
de 2004, A5-0189/2004 FINAL, pp. 19-21 y 33.
339 
Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, asunto 181/73, de 30 de abril de 1974.
Société de personnes à responsabilité limitée R. & V. Haegeman c. Reino de Bélgica.
340 
SMRKOLJ, M., BOGDANDY, A.: “European Community and Union Law and International Law” en
Max Planck Encyclopedia of Public International Law [en línea]. Disponible en:
http://opil.ouplaw.com/view/10.1093/law:epil/9780199231690/law-9780199231690-
e620?rskey=fg6tnf&result=1&prd=EPIL [Último acceso el 3 de febrero de 2017]. Max Planck Institute for
Comparative Public Law and International Law, Heidelberg, 2012, § 10.
341 Ibídem, § 10.
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examina si el tratado en cuestión es idóneo para crear obligaciones efectivas. En segundo 
lugar, se estudia si el texto contiene obligaciones claras e incondicionales y suficientemente
precisas.
Aun así, en caso de que el Tribunal considere que un precepto en cuestión no es de
aplicación directa, el tratado internacional sigue teniendo un efecto interpretativo, ya que el
contenido del Derecho derivado de la Unión debe interpretarse, en la medida de lo posible, 
conforme a las disposiciones del tratado de que se trate342. En este sentido, conviene
destacar la postura del Tribunal en su sentencia de 10 de septiembre de 1996343, que señaló 
que “la primacía de los acuerdos internacionales celebrados por la Comunidad sobre las
disposiciones de Derecho comunitario derivado impone interpretar estas, en la medida de
lo posible, de conformidad con dichos acuerdos”. De esta afirmación se deriva el valor 
interpretativo de aquellos preceptos que no tengan aplicación directa. Además, ilustra la
situación de los tratados internacionales dentro del sistema de fuentes de la Unión: entre el
derecho originario y el derivado.
Un problema adicional surge con los convenios mixtos. En este punto la jurisprudencia del
TJUE ha sido errática. En un primer momento, el TJCE consideró que tenía competencia
para interpretar los convenios mixtos, sin que importara si los preceptos en cuestión 
afectaban o no a competencias exclusivas de los Estados344. Posteriormente limitó sus
posibilidades actuación, teniendo en cuenta dichas competencias exclusivas 345 . Más
adelante ha venido considerando su jurisdicción exclusiva para interpretar los convenios
mixtos que afecten a competencias compartidas por la Unión y los Estados miembros, sin 
que sea relevante si la Unión ha adoptado o no legislación secundaria en la materia346. 
342 Ibídem, § 13.
343 Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, asunto C-61/94, de 10 de septiembre de
1996. Comisión de las Comunidades Europeas contra República Federal de Alemania.
344 Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, asunto C-53/96, de 16 de junio de 1998.
Hermès International c. FHT Marketing Choice, § 28 y 29.
345 Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, asunto C-300/98, de 14 de diciembre de
2000. Parfums Christian Dior SA c. TUK Consultancy BV, § 35.
346 SMRKOLJ, M., BOGDANDY, A.: “European Community…”. Op. cit.: § 15.
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Además, en la sentencia de 30 de mayo de 2006 (Caso MOX)347, el TJCE declaró que en el
caso de que surjan conflictos entre dos Estados miembros derivados de la aplicación de un 
convenio mixto, dichas controversias deben tratarse ante el propio Tribunal y no en otras
instancias pues, de lo contrario, se corre el riesgo de que un órgano jurisdiccional diferente
se pronuncie acerca de una norma de Derecho comunitario348. Consecuencia lógica, puesto 
que si el convenio es mixto, ha sido celebrado por la Unión y, por tanto, ha pasado a formar 
parte de su ordenamiento.
Así pues, han de cumplirse dos requisitos para que las disposiciones de un Convenio sean 
directamente aplicables: en primer lugar, el instrumento que los recoja debe ser idóneo para
la creación de obligaciones internacionales. En segundo lugar, el precepto en cuestión tiene
que contener obligaciones claras, incondicionales y suficientemente precisas.
En lo que se refiere al art. 9.3 CA, está fuera de toda duda el cumplimiento del requisito de
la capacidad del instrumento para crear obligaciones en el ámbito internacional. No está tan 
claro que el segundo requisito se cumpla pues, como se viene repitiendo, los preceptos
relativos al derecho de acceso a la justicia ante violaciones del Derecho ambiental no son 
incondicionales, ya que están sometidos a la regulación de los Estados partes al respecto.
2.2.5.2.1 La	Sentencia	C-240/09, el caso de los “osos eslovacos”
El Tribunal de Justicia se pronunció sobre la aplicabilidad directa del art. 9.3 CA en la
sentencia del asunto C-240/09349. El caso versaba sobre una cuestión prejudicial planteada
por los tribunales eslovacos en un litigio entre una asociación para la protección del medio 
ambiente y el Ministerio de Medio Ambiente eslovaco. 
La Administración eslovaca abrió un procedimiento para la concesión de exenciones al
régimen de protección de determinadas especies animales, a favor de varios particulares y 
asociaciones de cazadores. Entre estas especies se encontraba el oso pardo, protegido por la
347 Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (Gran Sala), asunto C-459/03, de 30 de
mayo de 2006. Comisión de las Comunidades Europeas contra República de Irlanda.
348 Ibídem, § 177.
349 Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala), asunto C-240/09, de 8 de marzo de 2011. Lesoochranárske
zoskupenie contra Ministerstvo životného prostredia Slovenskej republiky.
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Directiva “hábitats”. La asociación Lesoochranárske zoskupenie solicitó personarse como 
parte en el procedimiento administrativo para la concesión de las excepciones, invocando 
para ello el Convenio de Aarhus. El Ministerio denegó la solicitud y desestimó el recurso 
administrativo presentado posteriormente. Ante dicha denegación, la asociación interpuso 
recurso contencioso-administrativo. El tribunal competente decidió suspender el
procedimiento y plantear una cuestión prejudicial al Tribunal de Justicia de la Unión. El
remitente preguntaba por la eficacia autoejecutiva del art. 9.3 CA, ya que la Unión se había
adherido al Convenio pero aún no había adoptado normas para adaptar el ordenamiento 
comunitario a ese precepto. Planteaba, además si dicho artículo podía ser aplicado 
directamente.
Según el artículo 267 TFUE, el TJUE es competente para la interpretación de actos
adoptados por las instituciones comunitarias. En consecuencia, le corresponde la
interpretación del Convenio, como el propio Tribunal ha establecido reiteradamente en su 
jurisprudencia. No obstante, el caso planteaba un problema de competencia, ya que el
Convenio de Aarhus es un convenio mixto, integrado al mismo tiempo en el Derecho de la
Unión y el Derecho interno.
Por tanto, era necesario dilucidar si la aplicación del art. 9.3 del Convenio pertenecía o no 
al ámbito competencial de la Unión. Ya se vio anteriormente como en la decisión de
celebración del Convenio de Aarhus por parte de la Unión, se había señalado que los
Estados miembros eran los responsables del cumplimiento de las obligaciones derivadas del
art. 9.3 CA, en tanto las instituciones comunitarias no adoptaran disposiciones al respecto. 
En caso de la que la Unión hubiera actuado en la materia, sería de aplicación al caso el
Derecho de la Unión y el Tribunal sería competente para determinar la posible aplicación 
directa del art. 9.3350. 
A este respecto, el TJUE señaló que en virtud del art. 174 TCE (actual art. 191 TFUE) la
Unión ostenta una competencia externa explícita en materia de medio ambiente. Recuerda
además que en numerosas ocasiones ya había establecido que en el caso de que un 
Convenio fuera celebrado por la Unión y por los Estados miembros, el contenido del
350 Sentencia TJCE asunto C-240/09, § 32.
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mismo forma parte del derecho de la Unión aunque no haya sido regulado por normas
comunitarias, siempre y cuando dicho contenido pertenezca a un ámbito de actuación 
ampliamente cubierto por el Derecho de la Unión351, como es el medio ambiente.
Por tanto, es irrelevante que la Unión no hubiera adoptado un acto legislativo relativo al
desarrollo del art. 9.3 del CA352, puesto que el acceso a la justicia por violaciones del
Derecho ambiental se circunscribe a un ámbito, la protección del medio ambiente, 
ampliamente regulado por el Derecho de la Unión. Es por ello que, al ser el art. 9.3 CA una
norma que afecta a situaciones regidas tanto por el Derecho de la Unión como por el
Derecho nacional, hay un obvio interés en que la interpretación de la misma sea uniforme
en toda la Unión353, lo que requiere la intervención del TJUE.
Aclarado el problema de la competencia, el Tribunal pasa a determinar si el art. 9.3 del
Convenio de Aarhus es o no directamente aplicable. Para ello es necesario que el precepto 
contenga “una obligación clara y precisa que, en su ejecución o en sus efectos, no se
subordine a la adopción de acto ulterior alguno”354. Esta condición no se cumplía en el
precepto estudiado, puesto que el art. 9.3 deja a las Partes la determinación de los requisitos
necesarios para que los particulares tengan acceso a los tribunales ante violaciones del
Derecho ambiental. Por lo tanto, el art. 9.3 no era directamente aplicable.
No obstante, corresponde a los Estados miembros asegurar la existencia de recursos
adecuados y suficientes para garantizar los derechos que el Derecho de la Unión confiere a
los ciudadanos. Recuerda el Tribunal que en función de los principios de equivalencia y 
efectividad, los recursos a disposición de los ciudadanos para la tutela de los derechos
reconocidos por el ordenamiento comunitario no deben ser menos favorables que los
previstos para el ordenamiento interno y, además, no pueden hacer imposible o 
excesivamente difícil el ejercicio de esos derechos.
351 Ibídem § 36.
352 Ibídem § 39.
353 Ibídem § 42.
354 Ibídem § 44.
163 
         
            
        
         
        
        
 
           
          
          
        
          
          
 
       
           
        
 
        
     
        
           
         
           
           
       
           
                                                
   
                
    

 

 

 
En consecuencia, aunque no sea directamente aplicable, el art. 9.3 es una norma integrante
del Derecho de la Unión y los tribunales de los Estados miembros deben, en la medida de lo 
posible, interpretar el régimen procesal de los recursos, de modo que sea compatible con 
dicho artículo355. Por tanto, a la hora de solicitar el cumplimiento de normas de la Unión, 
los ciudadanos deben beneficiarse de una interpretación del Derecho procesal nacional lo 
más compatible posible con el art. 9.3 pues, de lo contrario, se estaría incumpliendo el
derecho de la Unión.
La sentencia del asunto C-240/09 es una pieza clave para entender la situación actual del
acceso a la justicia en materia de medio ambiente en el ámbito de la UE. Hay que recordar 
que gran parte de la legislación ambiental vigente en los Estados miembros de la UE 
transpone normativa comunitaria. Una interpretación restrictiva de las normas procesales
relativas al acceso a los tribunales para exigir el cumplimiento de la legislación ambiental
de la UE puede constituir una violación del Derecho de la Unión. Dicha violación puede ser 
declarada por el TJUE, con las consecuencias que ello conlleva para el Estado incumplidor.
De este caso pueden extraerse dos conclusiones interesantes. En primer lugar, el art. 9.3 CA
forma parte del Derecho de la Unión y, a pesar de que no es directamente aplicable, obliga
a interpretar el resto del ordenamiento de la forma más acorde posible con él. En segundo 
lugar, el TJUE declaró que el art. 9.3 entra dentro del ámbito competencial de la Unión.
La imposibilidad, según el Tribunal, de aplicar directamente el art. 9.3 CA supone una
obvia limitación de su efectividad. Este hecho ha sido criticado por autores como Krämer, 
que señala que la decisión del Tribunal estaba “políticamente motivada”356. En su opinión, 
habría sido posible que el Tribunal declarara que el art. 9.3 era directamente aplicable y 
que, en ausencia de regulación en la materia por parte de los Estados miembros, la
legitimación activa se extendía a todos los miembros del público. De esta manera, los
Estados no podrían beneficiarse de su propia pasividad a la hora de regular el acceso a la
justicia357. Una interpretación de este tipo habría supuesto un importante incentivo para que
los Estados miembros regularan criterios específicos de acceso a la justicia en materia de
355 Ibídem § 52.
356 KRÄMER, L.: EU Environmental Law (7ª edición). Sweet & Maxwell, 2011, p. 147 (traducción propia).
357 Ibídem, p. 147.
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medio ambiente, objetivo que se desprende claramente tanto de la letra como del espíritu 
del Convenio de Aarhus. 
A pesar de esta limitación, varios autores, entre ellos Jans y Vedder358, han señalado la
importancia de la sentencia de los osos eslovacos en relación con los requisitos de
legitimación activa para la interposición del recurso de anulación. Como se acaba de
comentar, en su sentencia, el TJUE exige al gobierno eslovaco que interprete su legislación 
interna de forma consistente con los objetivos que establece el art. 9.3 CA. Jans y Vedder359 
traen a colación en este punto el párrafo 42 de la sentencia, que establece lo siguiente:
Cuando una disposición puede aplicarse tanto a situaciones regidas por el Derecho
nacional como a situaciones regidas por el Derecho comunitario, existe un interés
comunitario manifiesto en que, con el fin de evitar futuras divergencias de
interpretación, dicha disposición reciba una interpretación uniforme, cualesquiera que
sean las condiciones en que tenga que aplicarse.
Por tanto, el Tribunal debería seguir su propia jurisprudencia e interpretar las normas de
legitimación activa para el recurso de anulación de un modo más amplio y acorde con los
requisitos del art. 9.3 CA, especialmente teniendo en cuenta la interpretación de los mismos
que ha dado el Comité de Cumplimiento del Convenio, en particular para el caso de la UE. 
En vista de lo anterior, un cambio de criterio en lo que se refiere a legitimación activa de
las organizaciones defensoras del medio ambiente parecería inevitable360, so pena de caer 
en una grave incongruencia. Incongruencia que, no obstante, sigue siendo la norma, como 
se verá más adelante.
2.2.5.2.2 La	Sentencia	C-115/09, el caso de la	central térmica	de Lünen
El caso de la central térmica de Lünen es interesante para el tema que nos ocupa, a pesar de
no referirse al art. 9.3 CA sino al 9.2. Este interés radica de las afirmaciones del Tribunal en 
358 JANS, H.J.; VEDDER, H.H.B.:  European Environmental… Op. cit.: p. 244.
359 Ibídem, p. 244.
360 Ibídem, p. 244.
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la sentencia del caso361, en especial las relativas al papel de las ONG en la defensa de los
intereses generales.
Se trata de una cuestión prejudicial planteada por el Oberverwaltungsgericht de Renania
del Norte-Westfalia, en el marco de una demanda presentada por una asociación defensora
del medio ambiente, Bund für Umwelt und Naturschutz. Dicha asociación presentó un 
recurso contra la licencia parcial para la construcción de una central térmica en Lünen, por 
considerar que en el proceso de declaración de impacto ambiental no se habían tenido en 
cuenta las repercusiones de la central en zonas aledañas protegidas por la Directiva
Hábitats362. El órgano remitente estimaba que no podía reconocer la legitimación activa de
la demandante para invocar la violación de normas protectoras del medio ambiente que no 
reconocían derechos específicos a los particulares. En este sentido, preguntaba por los
derechos que otorgaba la Directiva de Evaluación de Impacto Ambiental 363 , que, 
modificada tras la entrada en vigor del Convenio de Aarhus en la Unión, regula la
participación del público en los procedimientos de evaluación de impacto.
Como ya se ha comentado, la sentencia no se ocupa del acceso a la justicia ante
incumplimientos del Derecho ambiental, en general, sino que se refiere a la participación 
del público y es por ello que no se analizará en profundidad. No obstante, resulta de interés
para la argumentación posterior reproducir algunas de las afirmaciones del Tribunal al
respecto del papel de las ONG:
Tratándose de una legislación como la controvertida en el litigio principal [la de
evaluación de impacto ambiental], si bien el legislador nacional tiene la posibilidad de 
establecer que los derechos públicos subjetivos son los únicos derechos cuya
vulneración puede ser invocada por un particular en el marco de un recurso 
jurisdiccional contra las decisiones, actos u omisiones contemplados en el artículo
10 bis de la Directiva 85/337, la aplicación de tal limitación a las asociaciones para la
defensa del medio ambiente supondría incumplir los objetivos perseguidos por el
artículo 10 bis, párrafo tercero, última frase, de la Directiva 85/337.
361 Sentencia del Tribunal de Justicia (sala cuarta), asunto C-115/09, de 12 de mayo de 2011. Bund für
Umwelt und Naturschutz Deutschland, Landesverband Nordrhein-Westfalen eV contra Bezirksregierung
Arnsberg
362 Directiva 92/43/CEE, de 21 de mayo, del Consejo, relativa a la conservación de los hábitats naturales y de
la fauna y flora silvestres. DO L 206, 22 de julio de 1992, p. 7.
363 Directiva del Consejo, 85/337/CEE, de 27 de junio de 1985, relativa a la evaluación de las repercusiones
de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente. DO L175, de 5 de julio de 1985, p. 
4.
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En efecto, si, según resulta de dicha disposición, estas asociaciones deben poder hacer
valer los mismos derechos que los particulares, sería contrario tanto al objetivo de
asegurar un amplio acceso a la justicia al público interesado, como al principio de 
efectividad, que dichas asociaciones no pudieran igualmente invocar la infracción de
las normas del Derecho de la Unión en materia de medio ambiente por el único motivo
de que éstas protegen intereses colectivos. En efecto, tal como se pone de manifiesto 
en el litigio principal, esto las privaría en gran medida de la posibilidad de instar a que
se controle el respeto de las normas de este Derecho, las cuales muy a menudo se
orientan a la protección del interés general y no a la mera protección de los intereses de
los particulares de manera individual.
En consecuencia, el concepto «menoscabo de un derecho» no puede estar sometido a 
requisitos que sólo otras personas físicas o jurídicas pudieran cumplir, como, por 
ejemplo, residir a más o menos distancia de una instalación o sufrir de una manera u
otra los efectos de su funcionamiento.
Resulta de lo anterior que, con carácter más general, el artículo 10 bis, párrafo tercero,
última frase, de la Directiva 85/337, debe interpretarse en el sentido de que, entre los
«derechos susceptibles de sufrir un menoscabo», derechos cuya titularidad se reconoce
a las asociaciones de defensa del medio ambiente, deben figurar necesariamente las
normas de Derecho nacional que aplican la legislación de la Unión en materia de
medio ambiente, así como las normas de Derecho de la Unión de medio ambiente de
efecto directo364.
Con esta argumentación el Tribunal viene a reconocer que un sistema que exige a las ONG
los requisitos ordinarios de legitimación activa es contrario al criterio de asegurar un 
amplio acceso a la justicia del público interesado y que dicho sistema no es el adecuado 
para la protección del interés general. Aunque no puede perderse de vista que el
pronunciamiento del Tribunal se refiere al cumplimiento del Derecho de la Unión por parte
de un Estado miembro y que dicho pronunciamiento se circunscribe al ámbito del art. 9.2 
CA, estas afirmaciones del Tribunal obedecen a la lógica de reconocer que las ONG
ambientales juegan un papel especial en el control del cumplimiento del Derecho del medio 
ambiente, reconocimiento que también se encuentra en otros ámbitos del Derecho de la UE, 
como las consultas de la Comisión a la hora de elaborar las propuestas de normas europeas, 
o el propio TUE, que en su art. 11 reconoce el papel de las asociaciones representativas
para el funcionamiento democrático de la Unión.
364 Sentencia del Tribunal de Justicia en el asunto C-115/09, § 45-48.
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          2.2.5.3 La actividad de la Comisión y el Convenio de Aarhus
En el punto 2.2.4.3.2 del presente capítulo se analizó el objeto del proceso para los recursos
judiciales del art. 9.3 CA. Para facilitar el análisis que se llevará a cabo en el siguiente
capítulo, conviene hacer mención a los actos de la Comisión que podrían ser objeto de
recurso según el mencionado precepto.
La casuística aquí podría ser muy variada, habida cuenta de la actividad de la Comisión 
como órgano administrativo de la Unión. Sin embargo, si observamos los recursos
judiciales que se han venido presentando en los últimos años, así como los recursos
administrativos presentados por las ONG365, pueden identificarse fácilmente los campos
más conflictivos.
Una primera gama de casos se refiere a las autorizaciones de productos con un efecto 
potencialmente perjudicial para el medio ambiente. Dentro de estos casos podemos
diferenciar dos grupos importantes. En primer lugar, aquellas autorizaciones en las que el
régimen se configura con un Reglamento de carácter legislativo que establece un 
procedimiento de autorización, mediante el cual se permite a un determinado productor la
comercialización de un producto. En estos casos, dicho procedimiento termina con una
Decisión dirigida al productor que solicitó la autorización. Aquí nos encontramos con la
autorización para la comercialización de organismos genéticamente modificados (OGM)366 
o de las sustancias y mezclas químicas reguladas por el Reglamento REACH367. 
En segundo lugar, el procedimiento de autorización puede configurarse mediante un 
Reglamento de carácter legislativo que contiene un anexo en el que se especifican las
sustancias comercializables. De este modo, a petición del interesado, puede autorizarse un 
365 Como se verá con detalle en el siguiente capítulo, para cumplir con las obligaciones emanadas del
Convenio de Aarhus, la Unión aprobó el denominado Reglamento Aarhus, que estableció un recurso
administrativo denominado “recurso de revisión interna”, mediante el cual las ONG defensoras del medio
ambiente que reúnan determinados requisitos pueden solicitar la revisión administrativa de actos de las
autoridades públicas europeas que consideren contrarios al Derecho del medio ambiente.
366 Reglamento CE 1829/2003, de 22 de septiembre de 2003, sobre alimentos y piensos modificados
genéticamente. DO L 268, de 18 de octubre de 2003, p. 1.
367 Reglamento (CE), de 18 de diciembre de 2006, relativo al registro, la evaluación, la autorización y la
restricción de las sustancias y preparados químicos (REACH) y por el que se crea la Agencia Europea de
Sustancias y Preparados Químicos. DO L 136, de 29 de mayo de 2007, p. 3.
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determinado compuesto, que después podrá ser comercializado por cualquier productor. Es
decir, lo que se autoriza es la sustancia, en general, para todos los productores. En estos
casos, la autorización de la Comisión se produce mediante un Reglamento de ejecución que
modifica el anexo del Reglamento inicial. Este es el caso de los productos fitosanitarios
regulados por el Reglamento 1107/2009368. 
Otra área importante de conflicto es el régimen de prórrogas o excepciones para el
cumplimiento de determinadas directivas, que establecen estándares ambientales que los
Estados miembros deben cumplir en un determinado plazo. En muchos casos, la directiva
reguladora de la materia permite que los Estados miembros presenten programas
transitorios que les permitan cumplir dichos estándares en un plazo más largo. En estos
casos, el Estado en cuestión presenta el programa a la Comisión, que puede decidir no 
plantear objeciones al mismo. Esta decisión es a menudo objeto de recurso por parte de las
ONG. Este es el caso de la Directiva de calidad del aire369 y la Directiva sobre emisiones
industriales370. 
Estas áreas son el foco de la mayor parte de la litigiosidad en relación con la actuación 
administrativa de la Comisión en el campo del medio ambiente. Según lo analizado a lo 
largo del presente capítulo, los actos administrativos enmarcados en estos procedimientos
deberían quedar dentro del marco de control que establece el art. 9.3 CA.
El primero de ellos es probablemente el más claro. Las autorizaciones en forma de Decisión 
dirigida al solicitante son claramente actos administrativos dictados en virtud de normas de
Derecho del medio ambiente y, por tanto, quedan dentro del alcance del art. 9.3 CA.
El segundo caso, la autorización mediante modificaciones de los anexos de un reglamento, 
queda también dentro de la cobertura del art. 9.3, que, como se ha explicado, incluye el 
control de la actividad reglamentaria de la Administración. Además, tras la entrada en vigor 
368 Reglamento (CE) 1107/2009, de 21 de octubre, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a la
comercialización de productos fitosanitarios. DO L 309, de 24 de noviembre de 2009, p. 1.
369 Directiva 2008/50/CE, de 21 de mayo, relativa a la calidad del aire ambiente y a una atmósfera más limpia
en Europa. DO L 152, de 11 de junio de 2008, p. 1.
370 
Directiva 2010/75/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de noviembre de 2010, sobre las
emisiones industriales (prevención y control integrados de la contaminación). DO L 334, de 17 de diciembre 
de 2010, p. 17.
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del Tratado de Lisboa, la definición de qué es un acto legislativo ha quedado muy 
acotada371, y solo pueden considerarse como tales los actos aprobados mediante un 
procedimiento legislativo. Dado que la única exclusión que el Convenio establece para el
concepto de autoridad pública es la actuación en el ejercicio de poderes legislativos y 
judiciales y que los reglamentos de ejecución que modifican los anexos de sustancias
autorizadas no podrían considerarse actos legislativos, estas autorizaciones quedarían
dentro del ámbito del art. 9.3.
El último caso, el de la autorización para regímenes transitorios, queda igualmente dentro 
de lo previsto por el art. 9.3, ya que también se trata de actos administrativos dictados en 
cumplimiento de normas de Derecho del medio ambiente. El hecho de que la decisión de no 
plantear objeciones se dirija al Estado miembro, y no a un particular, es irrelevante, habida
cuenta de lo mencionado para el caso anterior. Lo relevante es que el procedimiento 
seguido para llegar a la Decisión no ha sido un procedimiento legislativo y, por tanto, entra
dentro de la definición de acto de autoridad pública que establece el Convenio.
2.3 Recapitulación
En el primer capítulo de este trabajo se analizó el sistema jurisdiccional de la Unión 
Europea y el acceso a la justicia que tal sistema permite, acceso que queda enmarcado 
dentro del derecho a una tutela jurisdiccional efectiva. Ya se comentó como el respeto a
este derecho fundamental, tal y como lo interpreta el TEDH, no implica necesariamente que
deba reconocerse el acceso a los procedimientos judiciales a aquellas personas que no 
tienen un interés directo e individualizable.
Visto que el nivel más alto del ordenamiento comunitario no obliga a establecer un sistema
más flexible de legitimación activa, procede analizar si otras normas que se encuentran por 
debajo del Derecho originario obligan a establecer un acceso más amplio a los
procedimientos judiciales.
371 Sobre este asunto se hablará con más detalle al analizar los actos que pueden ser objeto de recurso de
revisión interna, según lo establecido en el Reglamento Aarhus.
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En consecuencia, la clave ha de buscarse en el Convenio de Aarhus, cuya posición dentro 
del Derecho de la Unión se encuentra entre el Derecho originario y el derivado. Ya se ha
visto como en la negociación del Convenio varios Estados mostraron sus reticencias a
incluir una sección dedicada al acceso a la justicia ambiental.
También se ha visto como el enfrentamiento entre aquellos que deseaban regular este pilar 
del Convenio y los que preferían no hacerlo, dio lugar a un articulado que permitía una gran 
libertad a las Partes a la hora de regular los criterios de legitimación activa. No obstante, 
esa libertad no es ni mucho menos absoluta, tal y como ha declarado el Comité de
Cumplimiento del Convenio.
No parece aventurado concluir que la redacción dada al art. 9.3 CA estaba diseñada para
que aquellos Estados que lo desearan pudieran regular la legitimación activa de la forma en 
que lo venían haciendo con anterioridad a la entrada en vigor del Convenio. El margen de
maniobra es tan amplio que no obliga prácticamente a nada. No obstante, ello no quiere
decir que sea un precepto inútil puesto que, como ha declarado el Tribunal de Justicia, ha
de ser tenido en cuenta a la hora de interpretar el resto del ordenamiento de la Unión y de
los Estados miembros. 
La interpretación sobre la aplicabilidad directa del art. 9.3 CA debería ser igualmente válida
para los Estados miembros y para las propias instituciones de la Unión. En consecuencia, 
los requisitos de legitimación activa para interponer recurso de anulación ante el TJUE
deberían interpretarse del modo más acorde posible con el art. 9.3 CA y la interpretación 
del mismo que viene dando el Comité de Cumplimiento. El TJUE, sin embargo, no ha
adoptado una interpretación más flexible del precepto tras la entrada en vigor del Convenio.
Para determinar los requisitos de un sistema de legitimación activa que permitan a las
Partes cumplir con las obligaciones que emanan del Convenio de Aarhus hay que acudir a
varias fuentes. En primer lugar, el propio articulado del Convenio, en concreto los arts. 9.3 
y 3.4. En segundo lugar, el preámbulo del mismo, en el que se recoge el “deseo” de que “el 
público, incluidas las organizaciones, tengan acceso a mecanismos judiciales eficaces para 
que sus intereses legítimos estén protegidos y para que se respete la ley”. En tercer lugar, la 
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decisión II/2 de la Reunión de las Partes, que en su punto 16 invita a las Partes a tener 
presente a la hora de establecer requisitos de legitimación activa el objetivo del Convenio 
de garantizar el acceso a la justicia. En cuarto y último lugar, las decisiones del Comité de
Cumplimiento, que marcan las líneas rojas que ningún sistema de legitimación activa puede
traspasar.
En su decisión ACCC/C/2008/32 el Comité señaló que cualquiera de los tres sistemas que
se analizaron en su momento (la acción popular, el “interés genérico” en el caso o los
requisitos tradicionales) son válidos y están dentro de lo permitido por el Convenio. No 
obstante, cualesquiera que sean los requisitos de legitimación activa contemplados por el
Derecho nacional, en ningún caso deben ser tales que impidan por norma y en la mayoría
de los casos el acceso a procedimientos de revisión de los actos u omisiones de autoridades
o particulares que sean contrarios al Derecho ambiental nacional.
Cabe preguntarse si dentro de este sistema las ONG ambientales gozan de una protección 
especial. En la resolución del caso ACCC/C/2008/32, el Comité equipara a los miembros
del público, en general, con las organizaciones ambientales. No obstante, la propia
naturaleza de las ONG hace necesarias algunas reflexiones. 
Las partes pueden optar por exigir un interés directo e individualizable, pero al mismo 
tiempo, tal y como ha declarado el Comité, no pueden establecer un sistema que en la
práctica bloquee el acceso a los procedimientos de impugnación a casi todas las
organizaciones ambientales. El problema es que es prácticamente inconcebible un sistema
con criterios de ese tipo que permita el acceso a los procedimientos de revisión a una ONG
ambiental. Las ONG son personas jurídicas marcadas por la ausencia de ánimo de lucro. La
inexistencia de dicho ánimo hace prácticamente imposible que se produzca un daño es sus
intereses económicos como consecuencia del incumplimiento del Derecho ambiental. 
Un interés individual en el ámbito del medio ambiente se limita, en la mayoría de los casos, 
a dos posibilidades: un daño patrimonial o un daño a la integridad física o la salud. Con 
respecto a las ONG, es obvio que la única posibilidad aplicable sería el daño patrimonial, 
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pero dicha posibilidad se ve limitada en la mayoría de los casos por la ausencia de ánimo de
lucro en estas organizaciones.
Con respecto a las instituciones de la Unión, ya se planteó como es sumamente difícil que
una persona jurídica sin ánimo de lucro consiga demostrar, siguiendo el criterio del TJUE, 
que se ve afectada individualmente por el caso. En efecto, puede ocurrir que una decisión 
de la Administración provoque un daño individualizable a la organización si, por ejemplo, 
posee un inmueble en una zona que se ve afectada por el ruido o la contaminación 
excesivas, debidas a una omisión del deber de control de la Administración. Pero 
difícilmente puede decirse que este sea el caso más habitual.
El que un sistema de interés individual sea compatible o no con las obligaciones emanadas
del Convenio con respecto a las personas físicas suscita no pocas dudas. Pero dicho sistema
es directamente incompatible con las disposiciones del Convenio en lo que se refiere a las
ONG, por cuanto es inconcebible, por la propia naturaleza de estas organizaciones, que
tengan un acceso a la justicia en la mayoría de los casos si se les exige un interés
patrimonial (o similar) en el asunto.
Por tanto, un sistema de interés directo e individualizable estricto (es decir, sin una
interpretación jurisprudencial flexible que permita un acceso más amplio) es incompatible
con la posibilidad de que la mayoría de las ONG ambientales puedan acudir a procesos de
revisión en la mayoría de los casos, condición que, según el Comité de Cumplimiento, es
necesaria para cumplir con las obligaciones emanadas del Convenio. En consecuencia, de
no contar con previsiones especiales para este tipo de organizaciones, un sistema de este
tipo supone un incumplimiento de las obligaciones emanadas del Convenio.
Ante esta contradicción entre el sistema jurisdiccional de la UE y lo establecido en el
Convenio de Aarhus habrá que comprobar si con posterioridad a la entrada en vigor de este
último se han operado cambios en el ordenamiento de la Unión mediante normas de
Derecho derivado, pues de lo contrario, la Unión estaría incumpliendo las obligaciones
emanadas del Convenio.
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3 El acceso	a	la	justicia	ambiental en	el Derecho	derivado
Desde los comienzos del proceso de integración europea, la entonces CEE estructuró un 
sistema de aplicación de las normas comunitarias basado en la ejecución indirecta, dejando 
la aplicación del Derecho comunitario a los Estados miembros, a través de sus propias
administraciones. Como señala Fuentetaja Pastor, este sistema se reveló insuficiente en la
década de los ochenta, cuando la asunción de nuevas competencias y la necesidad de
gestionar políticas a escala europea, pusieron de manifiesto la importancia de contar con 
una Administración europea que hiciera frente a la gestión problemas transnacionales como 
el medio ambiente o el control de fronteras372. De este modo, el principio de ejecución 
indirecta fue perdiendo, en cierta medida, la fuerza que tenía en los principios de la
Comunidad, ya que la propia evolución del proceso de integración exigió que el Derecho de
la Unión y sus políticas fueran aplicadas por una estructura orgánica propia373. 
Así, el aumento competencias, no tanto desde un punto de vista cuantitativo, sino 
cualitativo (con una Unión en proceso de convertirse en un ente con estructuras similares a
las de loes Estados miembros)374 ha hecho aparecer, en palabras de Schwarze, “una 
disciplina de normas y razonamientos legales denominada ‘Derecho administrativo 
europeo’”, que, entre otros aspectos “regula la aplicación directa e indirecta de la 
legislación de la Unión Europea”375. 
En concreto, en el ámbito del medio ambiente, en los años 90 la Comunidad Europea
comenzó a constatar que, a pesar de la abundante legislación en materia de medio ambiente 
que venía aprobando desde la década de los 70, no se había logrado el alto grado de
protección del medio ambiente al que aspiraban las instituciones comunitarias, hecho que
se debía, entre otros factores, a los problemas de aplicación del Derecho ambiental
372 FUENTETAJA PASTOR, J. A.: Derecho Administrativo Europeo. Thomson Reuters Aranzadi, Cizur
Menor, 2016, p. 38.
373 CALONGE VELÁZQUEZ, A.: “El concepto de Administración pública en la Unión Europea:
Administración pública nacional y Administración pública comunitaria”. Revista de Derecho de la Unión
Europea. 19, 2010, p. 17.
374 FUENTETAJA PASTOR, J.A.: Derecho Administrativo…. Op. cit.: p. 40.
375 SCHWARZE, J.: “El derecho administrativo europeo a la luz del Tratado de Lisboa: observaciones
preliminares” en FUENTES, M. (coord..): Un procedimiento Administrativo para Europa. Thomson Reuters
Aranzadi, Cizur Menor, 2012, p. 32.
175 
        
        
      
         
       
        
         
       
      
         
 
         
         
       
        
         
         
        
              
       
      
            
                                                
             
            
      
            
             
         
     
          
              
       

 

 

 

 

 



 

 

 

 
comunitario376. Ya en la aplicación del quinto programa de acción de la Comunidad 
Europea en materia de medio ambiente (1992-2000), se puso de manifiesto la necesidad de
poner en práctica medidas que permitieran el control de su cumplimiento, haciendo 
partícipes del mismo tanto a las autoridades de la Comunidad y los Estados miembros, 
como a otros agentes interesados377. De hecho, la Decisión del Parlamento y del Consejo 
relativa a la revisión del Quinto programa recogía en su art. 4. (relativo a la aplicación y 
cumplimiento de la legislación) la necesidad de “estudiar formas de propiciar una mayor
participación del público en la aplicación y el cumplimiento de las políticas de medio 
ambiente”, así como de estudiar si era necesario “mejorar el acceso a la justicia, habida 
cuenta del principio de subsidiariedad y de la diversidad de sistemas jurídicos de los
Estados miembros” 378. 
En este sentido, ya antes de la entrada en vigor en la Comunidad del Convenio de Aarhus, 
se aprobaron varios instrumentos normativos para asegurar el acceso a la información y la
participación del público en la toma de decisiones en materia de medio ambiente. Sin 
embargo, el acceso a la justicia quedó relegado a un segundo plano, y las normas de
carácter procesal al respecto quedaban en el ámbito de la autonomía procedimental de los
Estados miembros, que únicamente estaban sometidos al cumplimiento de los principios de
equivalencia y eficacia379. Y ello a pesar de que ya en 1996, la Comunidad había constatado 
las grandes diferencias entre los Estados miembros a la hora de garantizar el acceso a la
justicia ambiental, con sistemas que iban desde la participación únicamente en algunos
procesos de autorización hasta la acción popular en algunos Estados miembros380. 
El Sexto Programa de Acción Comunitario en materia de Medio Ambiente, aprobado ya
tras la firma del Convenio de Aarhus, recogía dentro de la estrategia de la Comunidad para
376 PLAZA MARTÍN, C.: “Normas aplicables a los procedimientos de exigencia de responsabilidad
medioambiental” en LOZANO CUTANDA, B. (coord.): Comentarios a la Ley de Responsabilidad
Medioambiental. Thomson-Civitas, Cizur Menor, 2008, p. 426.
377 PLAZA MARTÍN, C.: Derecho ambiental de la Unión Europea. Tirant Lo Blanch, Valencia, 2005, p. 562.
378 
Decisión 2179/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de septiembre de 1998, relativa a la
revisión del Programa comunitario de política y actuación en materia de medio ambiente y desarrollo 
sostenible «Hacia un desarrollo sostenible». DO L275, 10 de octubre de 1998, p. 1.
379 PLAZA MARTÍN, C.: Derecho ambiental… Op. cit. p. 568.
380 Comunicación de la Comisión sobre Aplicación del Derecho Comunitario de Medio Ambiente. COM (96)
500 final. 22 de octubre de 1996, p. 18.
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alcanzar los objetivos medioambientales la capacitación de los ciudadanos y la
modificación de su comportamiento. En concreto, el punto 2.4 del Programa se refería a la 
importancia de la aplicación del Convenio de Aarhus para conseguir que los ciudadanos
tuvieran acceso a la información ambiental y pudieran participar en la toma de decisiones
ambientales. Sin embargo, el Sexto Programa no se refería expresamente al acceso a la
justicia ambiental381. 
El Séptimo Programa de Acción382, en cambio, sí que contiene referencias expresas al
acceso a la justicia. Dentro del objetivo prioritario número cuatro, titulado “Maximizar los
beneficios de la legislación de medio ambiente de la Unión mejorando su aplicación”, se
recoge lo siguiente:
Los ciudadanos de la Unión tendrán un acceso efectivo a la justicia en asuntos
medioambientales y a una tutela judicial efectiva, de acuerdo con el Convenio de
Aarhus y las modificaciones introducidas por el Tratado de Lisboa y la jurisprudencia
reciente del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Se promoverán los
procedimientos no judiciales de resolución de litigios como alternativa a los judiciales.
Para obtener el máximo beneficio de la legislación medioambiental de la Unión
mejorando su aplicación, el VII PMA garantizará que, para 2020: […]
a. el público tenga acceso a información clara sobre cómo se está aplicando la 
legislación de medio ambiente de la Unión en consonancia con el Convenio
de Aarhus;
b. haya aumentado la observancia de las disposiciones legislativas concretas en 
materia de medio ambiente; 
c. se haya conseguido el cumplimiento de la legislación medioambiental de la
Unión en todas las esferas administrativas y se garanticen unas condiciones
equitativas en el mercado interior;
d. la legislación de la Unión en materia de medio ambiente y su ejecución
inspiren más confianza a los ciudadanos; 
e. se facilite la aplicación del principio de una tutela judicial efectiva de los 
ciudadanos y las organizaciones de la sociedad civil.
A tal fin, es necesario, en particular […]:
381 
Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social y al
Comité de las Regiones sobre el Sexto Programa de Acción de la Comunidad Europea en materia de Medio 
Ambiente 'Medio ambiente 2010: el futuro está en nuestras manos' - VI Programa de medio ambiente. COM
(2001) 0031 final, p. 21.
382 Decisión 1386/2013/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de noviembre de 2013, relativa al
Programa General de Acción de la Unión en materia de Medio Ambiente hasta 2020 “Vivir bien, respetando
los límites de nuestro planeta”, DO L 354, 28 de diciembre de 2013, p. 17, § 65.
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Garantizar que las disposiciones nacionales sobre acceso a la justicia reflejen la
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, y promover los
procedimientos no judiciales de resolución de litigios como medio para encontrar
soluciones amistosas y efectivas en litigios sobre cuestiones de medio ambiente.
De este modo, la Unión reconoce, una vez más, que uno de los principales desafíos para
conseguir el alto grado de protección del medio ambiente que exigen los tratados es
precisamente mejorar la aplicación del Derecho del medio ambiente y la importancia que, 
para ello, tienen los derechos de acceso. Resulta llamativa la mención a la jurisprudencia
del Tribunal de Justicia que, como se verá más adelante, no siempre ha sido, en los últimos
años, favorable a ofrecer un amplio acceso a la justicia en materia de medio ambiente.
A lo largo del presente capítulo se analizará el Derecho derivado en materia de acceso a la
justicia ambiental. El análisis se centra en el Reglamento 1367/2006383, más conocido como 
Reglamento Aarhus (RA), que se ocupa de la aplicación del Convenio de Aarhus a las 
instituciones de la Unión. En concreto, mediante esta norma, se creó un procedimiento 
administrativo de revisión interna que permite solicitar la revisión de actos de la Comisión 
que el recurrente considera contrarios al Derecho del medio ambiente.
El análisis del Derecho derivado aplicable a las instituciones de Unión y la manera en que
dichas normas se han puesto en práctica, es necesario para comprobar el alcance real que
las disposiciones del Convenio de Aarhus han tenido en la Unión y, en consecuencia, si la
UE está cumpliendo con las obligaciones emanadas del Convenio. Además, el
procedimiento de revisión interna creado por el Reglamento Aarhus es, en la actualidad, la
vía principal de recurso a disposición de las ONG ambientales para solicitar la revisión de
actos administrativos que consideran contrarios al Derecho del medio ambiente. De este
modo, el análisis de la utilidad de este recurso para la conseguir la revisión de actos de las
instituciones europeas, determinará si existe o no un control adecuado de la actividad 
administrativa en la materia.
383 Reglamento (CE) 1367/2006 del Parlamento Europeo y el Consejo, de 6 de septiembre de 2006, relativo a
la aplicación, a las instituciones y los organismos comunitarios, de las disposiciones del Convenio de Aarhus
sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia 
en materia de medio ambiente. DO L 264, de 25 se septiembre de 2006, p. 13.
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Posteriormente se analiza el proyecto de Directiva de acceso a la justicia en materia de
medio ambiente de la Comisión384, proyecto que, sin embargo, nunca llegó a aprobarse. 
Asimismo, se examina brevemente la Directiva de Responsabilidad Ambiental385. Aunque
esta última norma y el proyecto de Directiva tienen como objeto la unificación de los
criterios de acceso a la justicia en los Estados miembros y exceden, por tanto, el objeto de
estudio del presente trabajo, resulta de utilidad su estudio, ya que permiten observar como 
la intención inicial de la Comisión era crear un marco coherente de acceso a la justicia
ambiental, tanto en los Estados miembros como para sus propias instituciones. Sin 
embargo, esa intención se vio frustrada por los cambios sufridos por el Reglamento Aarhus
durante el procedimiento legislativo para su aprobación y por la negativa del Consejo a
tramitar el Proyecto de Directiva de acceso a la justicia.
3.1 El	Reglamento	Aarhus
3.1.1 Procedimiento	legislativo
El procedimiento legislativo para la aprobación de la norma que debía aplicar el Convenio 
de Aarhus a las instituciones de la UE fue largo y complejo, hecho que, por sí mismo, 
muestra lo controvertido de algunas de las disposiciones.
La norma finalmente adoptada, necesitó de tres lecturas por parte del Parlamento y el
Consejo, además de la formación de una comisión de conciliación que permitiera acercar 
las posturas entre ambas instituciones.
La base jurídica para la adopción del acto fue el art. 175 TCE (actual art. 192 TFUE), 
relativo a la política de medio ambiente. En consecuencia, había de aprobarse mediante el
procedimiento de codecisión. Según dicho procedimiento, el Consejo debía aprobarlo en 
primera lectura, tras un dictamen del Parlamento, que podía incluir enmiendas. De no 
aceptar el Consejo dichas enmiendas, adoptaba una posición común, que se devolvía al 
384 Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre el acceso a la justicia en materia de
medio ambiente. 24 de octubre de 2003, COM(2003) 624 FIN
385 Directiva 2004/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, sobre
responsabilidad medioambiental en relación con la prevención y reparación de daños
medioambientales. DO L 143, de 30 de abril de 2004, p. 56. 
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Parlamento. Si el Parlamento introducía nuevas enmiendas a dicha posición y estas no eran 
aceptadas por el Consejo, había de convocarse un comité de conciliación386. 
3.1.1.1 Propuesta de la Comisión
La propuesta original de la Comisión387 sufrió importantes cambios en el curso del
procedimiento legislativo, en especial en lo que se refiere al acceso a la justicia.
En su justificación de la necesidad de la norma, la Comisión resaltaba que la situación del
Derecho comunitario en aquel momento no permitía cumplir con las disposiciones del
Convenio de Aarhus y que, por tanto, era necesario adaptar la legislación vigente antes de
ratificarlo388. 
Señaló, además, que el Reglamento contribuía a la consecución de los objetivos en materia
de medio ambiente establecidos en el Tratado y a cumplir el principio de integración de la
protección del medio ambiente en todas las políticas comunitarias389. 
En concreto, en lo que se refiere al acceso a la justicia, la propuesta señalaba que “la 
protección de los intereses legítimos de los ciudadanos y el cumplimiento de la ley
requieren el acceso a unos mecanismos judiciales eficaces”390 . 
Por otro lado, la aprobación de normas que permitieran aplicar a las instituciones
comunitarias las disposiciones del Convenio de Aarhus era también importante desde el
punto de vista de las relaciones internacionales, pues serviría como prueba de que la Unión 
estaba comprometida con la protección del medio ambiente. Lo contrario, señalaba la
propuesta, habría supuesto una pérdida de credibilidad de la Unión391. 
386 El actual procedimiento legislativo ordinario se basa, con modificaciones, en el antiguo procedimiento de
codecisión. Para un análisis más detallado de los procedimientos legislativos en la UE, puede consultarse 
MANGAS MARTÍN, A.; LIÑAN NOGUERAS, D.: Instituciones y Derecho… Op. cit. pp.253 y ss.
387 Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la aplicación, a las instituciones
y los organismos comunitarios, de las disposiciones del Convenio de Aarhus sobre el acceso a la información,
la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. 
COM (2003) 622 final.
388 Ibídem, p. 3.
389 Ibídem, pp. 3-4.
390 Ibídem, p. 3.
391 Ibídem, pp. 4 y 5.
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En cuanto a la justificación de la necesidad de una actuación comunitaria en la materia, la 
Comisión va en la línea de lo que se comentó en la introducción del presente capítulo, al
reconocer que para lograr los objetivos en materia de medio ambiente, es necesario 
intervenir, no sólo a nivel sustantivo, sino también procedimental. La Comisión señaló 
que, dado que cada vez eran más las normas y decisiones adoptadas en materia de medio 
ambiente, era imprescindible garantizar que en el nivel comunitario se aplicaban los
principios que eran básicos en toda actuación en materia de medio ambiente392. 
3.1.1.1.1 Regulación del acceso a	la	justicia
A grandes rasgos, el sistema de acceso a la justicia que la Comisión proponía era el
siguiente (arts. 9-13 de la propuesta). En primer lugar, sólo tendrían acceso a los
procedimientos administrativos y judiciales de revisión las personas jurídicas que
cumplieran con unos determinados requisitos, denominadas “entidades habilitadas”. Para
acceder a ese reconocimiento debían ser personas jurídicas sin ánimo de lucro que
realizaran su actividad a nivel comunitario, se hubieran constituido legalmente con dos
años de anticipación, hubieran operado activamente durante esos dos años para conseguir 
sus objetivos y tuvieran sus cuentas anuales auditadas oficialmente. Para demostrar el
cumplimiento de estos requisitos, las entidades podían acudir a un procedimiento ad hoc, 
antes de interponer el recurso, o a un reconocimiento previo que las habilitará durante un 
periodo de tiempo determinado (art. 13).
Ante una violación del Derecho medioambiental de la Unión, dichas entidades podían 
entablar un procedimiento administrativo de revisión ante el órgano responsable de la
acción u omisión en cuestión (normalmente, la Comisión), recurso que ese mismo órgano 
resolvería con una decisión. Si la entidad consideraba que dicha decisión no se ajustaba (ya
fuera por motivos sustantivos o procesales) al Derecho medioambiental de la Unión, podría
interponer un recurso ante el Tribunal de Justicia. Este sistema, en principio bastante claro, 
planteaba algunas dificultades. 
392 Ibídem, p. 5.
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La más importante de ellas se refería a la relación entre la regulación del acceso a la justicia
y los arts. 230 y 232 TCE, relativos al recurso de anulación y el recurso por omisión ante el
TJCE. Recordemos que el art. 9.3 CA permite que se soliciten determinados requisitos para
obtener la legitimación activa en procesos sobre incumplimiento del Derecho del medio 
ambiente en general. En cualquier caso, estos requisitos deben ser tales que el acceso a los
procedimientos judiciales sea la norma y no la excepción.
En opinión de la Comisión no era razonable conceder un derecho general de acceso a la
justicia a todas las personas físicas y jurídicas, por cuanto supondría una modificación de
los arts. 230 y 232 TCE, objetivo que no podía alcanzarse mediante una norma de Derecho 
derivado. Como alternativa, la Comisión proponía otorgar ese derecho a las organizaciones
medioambientales que cumplieran unos determinados requisitos (las denominadas
“entidades habilitadas”, que se comentarán a continuación). En opinión de la Comisión, 
esta regulación era compatible con el art. 9.3 CA393. 
Como señala Plaza Martín, la modificación del Tratado no era técnicamente necesaria para 
el reconocimiento de la legitimación activa de las personas físicas en general y, a la hora de
redactar el Reglamento, es probable que pesará más sobre la Comisión la necesidad de
garantizar la eficacia de la justicia comunitaria, evitando la sobrecarga del TJCE ante la
interposición de recursos por parte de los ciudadanos europeos394. 
En efecto, la propia Comisión viene a reconocer de un modo indirecto lo innecesario de la
modificación de los tratados, al exponer por qué su propuesta no la hace necesaria. La idea
de la Comisión era crear un procedimiento de revisión interna de los actos u omisiones
contrarios al Derecho del medio ambiente, que terminara con una decisión dirigida a la
entidad recurrente. Como la entidad habilitada sería la destinataria de esta decisión, podría
invocar ante el Tribunal el art. 230 TCE, al cumplir los requisitos del mismo, es decir, que
estuviera directa e individualmente afectada395. De este modo, se creaba un recurso 
administrativo que terminaba con una decisión sobre la legalidad del acto u omisión de la
Comisión, decisión que podía ser objeto de control judicial o heterotutela por parte del
393 Ibídem, pp. 17-18.
394 PLAZA MARTÍN, C.: Derecho ambiental… Op. cit., p. 418.
395 Propuesta de Reglamento de la Comisión, COM (2003) 622 final, p 18.
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Tribunal. En este sentido, como también señala Plaza Martín396, dicha interpretación podría
haberse aplicado también a las personas físicas, haciendo innecesaria la modificación de los
Tratados.
Otro aspecto relevante de la propuesta de la Comisión se refiere al objeto del procedimiento 
de revisión: las acciones u omisiones administrativas. Las primeras se definen en el art. 
2.1.h de la Propuesta como “cualquier medida administrativa adoptada por una institución 
u organismo comunitario con arreglo al Derecho medioambiental que sea jurídicamente
vinculante y surta un efecto externo”. Esta definición fue criticada por Jans debido a su 
ambigüedad397. En opinión de este autor, no era aceptable que la definición utilizase
términos como “medida” o “administrativa” que no estaban definidos en el Derecho 
comunitario. Aunque parecía obvio que la mención al carácter administrativo de las
medidas pretendía excluir los actos legislativos, no estaba en absoluto claro qué ocurría con 
algunos tipos de actos, como, por ejemplo, los actos delegados, en los que la Comisión 
ejercía poderes delegados por el Consejo.
También fue criticada la ausencia de criterios para determinar si se había producido o no 
una violación del Derecho del medio ambiente398. La única referencia al respecto la
encontramos en el art. 9.4 de la propuesta, que señala que la decisión que resuelva el
recurso habrá de tener en cuenta “la naturaleza, el alcance y la gravedad de la infracción 
del Derecho medioambiental”, criterios que, en efecto, distan de ser precisos y otorgan una 
gran libertad al órgano que resuelve el recurso (órgano que, recordemos, era el mismo que
había emitido el acto objeto de revisión). 
396 PLAZA MARTÍN, C.: Derecho ambiental… Op. cit., p. 418.
397 JANS, J. H.: “Did Baron von Munchhausen ever Visit Aarhus? Some Critical Remarks on the Proposal
for a Regulation on the Application of the Provisions of the Aarhus Convention to EC Instititutions and
Bodies” en MACRORY, R.: Reflections on 30 Years of EU Environmental Law; a High Level of Protection?. 
Europa Law Publishing, Groningen, 2005, p. 479.
398 Ibídem, p. 482.
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3.1.1.2 Primera	lectura	en	el	Parlamento
3.1.1.2.1	 Informe de la	 Comisión de Medio Ambiente, Salud Pública	 y Política	 del
Consumidor del Parlamento Europeo
El 19 de marzo de 2004, la Comisión de Medio Ambiente, Salud Pública y Política del
Consumidor del Parlamento Europeo emitió su informe sobre la propuesta de la
Comisión399. La encargada de la Ponencia fue Eija-Riita Korhola, diputada finlandesa del
Partido Popular Europeo. Además de algunas modificaciones en los plazos de resolución de
los recursos, la comisión parlamentaria propuso un cambio sustancial en los requisitos de
legitimación activa. 
La propuesta pretendía abrir el procedimiento administrativo de revisión a las personas
físicas (enmiendas 24 y 29). De este modo, además de las entidades habilitadas, tendrían 
acceso al procedimiento de revisión las personas físicas que invocaran “un interés
suficiente” o el “menoscabo de uno de sus derechos”. Ya se comentó, al hablar de los
sistemas de legitimación activa que permite establecer el Convenio de Aarhus, la diferencia
entre un sistema de criterios tradicionales de legitimación, basado en el interés individual (o 
interés directo), y un sistema, más flexible, basado en el interés genérico (a menudo 
denominado “interés suficiente” o, como en el caso español, “interés legítimo”). 
Si bien es cierto que, al tratarse de una propuesta que finalmente no fue incluida en el
Reglamento, no podemos valorar la flexibilidad con que se habría aplicado el criterio del
“interés suficiente”, parece obvio que la comisión parlamentaria trató de ampliar 
considerablemente el acceso a los tribunales de las personas físicas, al pasar de criterio de
la afectación directa e individual (art. 230 TCE) a otro, más amplio, basado en el interés
suficiente.
Este criterio de legitimación activa para interponer el recurso administrativo se extendía, 
así, a la interposición de recursos ante el Tribunal de Justicia.
399 Informe sobre la propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la aplicación, a
las instituciones y los organismos comunitarios, de las disposiciones del Convenio de Aarhus sobre el acceso
a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de 
medio ambiente. Final A5-0190/2004.
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3.1.1.2.2 Trámite ante el plenario
La principal novedad añadida por la Comisión de Medio Ambiente del Parlamento fue 
modificada en profundidad en el trámite ante el plenario. El Partido Popular Europeo (PPE) 
propuso dos enmiendas que modificaban la propuesta inicial. El objeto de estas enmiendas
era regular por separado los procedimientos de revisión (administrativa y judicial) en 
función de la persona que interpusiera el recurso. Con esta modificación se establecía que
los miembros del público distintos de las entidades habilitadas debían justificar un interés
suficiente o el menoscabo de un derecho, pero, además, debían verse afectados directa e
individualmente por el acto u omisión en cuestión400. Es decir, se incluían los mismos
requisitos que los establecidos en los Tratados para el recurso de anulación. Esta enmienda
fue aprobada por el pleno del parlamento, que rechazó la modificación inicial de la
Comisión de Medio Ambiente401. 
Al respecto, la diputada Schaffner, del grupo del Partido Popular Europeo, señaló en la
sesión plenaria que no era concebible crear un procedimiento especial que permitiera que el
acceso a la justicia fuera más fácil y menos costoso únicamente en materia de medio 
ambiente, y que las cuestiones de acceso a la justicia debían tratarse de manera global para
todos los ámbitos402. 
Esta opinión, sin embargo, puede ser rebatida si atendemos a los antecedentes del Convenio
y a su objetivo global. La directriz 26 de la Declaración de Sofía de 1995 (documento que, 
como ya hemos explicado, puso en marcha la negociación del Convenio de Aarhus) señala
específicamente que era “conveniente que la legitimación sea interpretada de un modo 
amplio en los procesos relativos a cuestiones medioambientales”. Por otro lado, el objetivo 
del Convenio de Aarhus es establecer un sistema de acceso a la información, participación 
del público y acceso a la justicia especial en materia de medio ambiente. De aceptar el
criterio de que no podían establecerse regímenes especiales en materia de medio ambiente, 
tampoco podría haberse estipulado un sistema especial de acceso a la información 
400 Enmiendas 48 y 53 en el trámite en primera lectura en el Parlamento (A5-0190/48 y A5-0190/53).
401 Anexo 1 (votación en detalle) del acta definitiva de la sesión del 31 de marzo de 2004 (P5_PV(2004)03-
31).
402 Todas las opiniones y declaraciones de los diputados están extraídas del acta literal de la Sesión Plenaria
del Parlamento Europeo de 30 de marzo de 2004.
185 
          
 
      
          
           
      
           
 
       
         
        
           
        
       
      
         
   
      
        
      
      
           
          
          
                                                
             
                 
               
        

 

 

 

 
medioambiental o de participación del público en la toma de decisiones relativas al medio 
ambiente.
Por su parte, la diputada Sornosa Martínez, del grupo del Partido Socialista Europeo (PSE), 
señaló que había que defender un acceso a la justicia lo más universal posible y que otorgar 
ese acceso únicamente a las entidades habilitadas era una restricción a la universalidad que
pretendía el Convenio. En su opinión, dicha universalidad quedaba protegida por la
ampliación de la legitimación activa que planteaba la enmienda original de la Comisión de
Medio Ambiente.
La diputada Schörling (Verdes/ALE) también se opuso en su intervención a las
restricciones a la legitimación activa en el acceso a la justicia. Además, señaló que no podía
circunscribirse la definición de “entidad habilitada” únicamente a las organizaciones
medioambientales, ya que la naturaleza de los problemas medioambientales afectaba a otros
muchos sectores. De hecho, el grupo Verdes/ALE propuso una enmienda a los
considerandos que permitiera interpretar que el concepto “Derecho del medio ambiente”
incluía toda legislación cuyo objeto, principal o secundario, fuera la protección del medio 
ambiente403. Dicha enmienda fue rechazada por el pleno del Parlamento404. 
Por último, dos diputados, Bernié (del grupo por la Europa de las Democracias y las
Diferencias) y Lisi (PPE), manifestaron su preocupación con respecto al principio de
separación de poderes en relación con el procedimiento de revisión interna. El primero 
consideraba que el Parlamento perdería su función si las ONG ambientales pudieran 
cuestionar sus decisiones. El segundo resaltó que la posibilidad de revisión podría
deslegitimar a las instituciones democráticamente elegidas405. Al respecto, conviene tener 
presente que tanto las disposiciones del Convenio de Aarhus en materia de acceso a la
justicia, como las de la propuesta de Reglamento de la Comisión, no incluían las decisiones
legislativas. Es por ello que resulta difícil entender el motivo de esta crítica, ya que no hay 
403 Enmienda 55 en el trámite en primera lectura en el Parlamento (A5-0190/55).
404 Anexo 1 (votación en detalle) del acta definitiva de la sesión del 31 de marzo de 2004.
405 Estos argumentos eran muy similares a los mantenidos por el juez Scalia, del Tribunal Supremo de los
Estados Unidos, con respecto a las citizen suits, tal y como se comentó en su momento.
186 
             
 
         
            
         
 
          
 	 	 	 	 	
            
        
 
          
        
       
          
      
       
        
                                                
                
                     
          
              
            
        
    
     
ninguna duda sobre la exclusión de los actos legislativos del régimen de control judicial en 
materia de medio ambiente.
Por su parte, la Comisaria Wallström, que defendía la propuesta inicial de la Comisión, 
señaló que el objetivo inicial de la Comisión en materia de acceso a la justicia era utilizar la
flexibilidad que otorgaba el Convenio de Aarhus en la materia para establecer un sistema
que no fuera contrario a las disposiciones de los Tratados.
La posición final en primera lectura del Parlamento fue aprobada el 31 de marzo de 2004 
con 301 votos a favor, 189 en contra y 18 abstenciones406. 
3.1.1.3 Primera lectura en el Consejo
En lo que se refiere al acceso a la justicia en materia de medio ambiente, la postura general
del Consejo en el trámite en primera lectura407 fue tendente a restringir la legitimación 
activa y a atenuar la capacidad de revisión de los actos u omisiones recurridos.
Estas líneas generales se materializaron en la eliminación de la posibilidad de las personas
físicas de acceder a los procedimientos administrativos o judiciales de revisión, rechazando 
la enmienda correspondiente del Parlamento408. 
Con respecto a las personas jurídicas, el Consejo optó por eliminar la habilitación previa de
las entidades habilitadas y simplemente estableció unos criterios referidos únicamente a las
ONG, que debían cumplirse para acceder al procedimiento de revisión interna, pero sin que
fuera necesario ningún trámite específico. Parece que el Consejo consideraba, en este
punto, que era inapropiado dar a la Comisión el poder de decidir qué organizaciones podían 
406 Anexo 1 (votación en detalle) del acta definitiva de la sesión del 31 de marzo de 2004.
407 Posición común (CE) nº 31/2005, aprobada por el Consejo el 18 de julio de 2005, con vistas a la adopción
del Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la aplicación, a las instituciones y los
organismos comunitarios, de las disposiciones del Convenio de Aarhus sobre el acceso a la información, la
participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. DO 
C 264E, 25 de octubre de 2005, pp. 18-27.
408 Ibídem, pp. 25-27.
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tener acceso al procedimiento, dado que lo más probable era que los actos de la propia
Comisión fueran el objeto más habitual de los recursos409. 
También se introdujeron cambios importantes en la configuración del procedimiento de
revisión interna. Para comprobarlo, basta con comparar la propuesta en primera lectura del
Parlamento,
Artículo 12. Revisión interna de una acción administrativa por parte de las entidades
habilitadas.
1. Cualquier entidad habilitada que esté dotada de capacidad procesal con arreglo al
art. 14 y que considere contraria al Derecho medioambiental una acción u omisión 
administrativa podrá efectuar una petición de revisión interna ante la institución u 
organismo comunitario que haya adoptado las medidas, o hubiera debido adoptarlas en
caso de supuesta omisión […].
2. La institución u organismo comunitario a que se refiere el apartado 1 habrá de
considerar la petición, a no ser que carezca claramente de fundamento. Asimismo, dará 
a conocer […] su decisión por escrito en cuanto a las medidas que adoptará para 
garantizar el cumplimiento del Derecho medioambiental o a la desestimación de la
decisión. La entidad habilitada será la destinataria de la decisión, en la que deberán
explicarse las razones que la justifican […].
4. La institución u organismo comunitario habrá de adoptar una decisión en relación la
petición de revisión interna, teniendo en cuenta la naturaleza, el alcance y la gravedad 
de la infracción del Derecho medioambiental […].
con la versión en primera lectura del Consejo:
Artículo 10. Solicitud de revisión interna de los actos administrativos
1. Cualquier organización no gubernamental que cumpla con los criterios enunciados
en el artículo 11 podrá efectuar una solicitud de revisión interna ante la institución u
organismo comunitario que haya adoptado un acto administrativo con arreglo al
Derecho medioambiental o, en caso de supuesta omisión administrativa, que hubiera
debido adoptar dicho acto […].
2. La institución u organismo comunitario a que se refiere el apartado 1 deberá
examinar la solicitud, a menos que carezca claramente de fundamento. Expondrá sus
motivos en una respuesta escrita lo antes posible, y a más tardar en un plazo de doce 
semanas desde la recepción de la solicitud […].
409 PALLEMAERTS, M.: “Access to Environmental Justice at EU Level. Has the ‘Aarhus Regulation’
Improved de Situation?” en PALLEMAERTS, M. (ed.): The Aarhus Convention at Ten. Interactions and
Tensions between Conventional International Law and EU Environmental Law. Europa Law Publishing, 
Groningen, 2011, p. 275.
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Los cambios operados son de gran trascendencia. En primer lugar, cambia la naturaleza del
acto que pone fin al recurso administrativo. Tanto en la propuesta inicial de la Comisión 
como en el texto aprobado en primera lectura por el Parlamento, se preveía que el
procedimiento de revisión interna terminara con una “decisión” dirigida a la entidad 
recurrente. En la redacción del Consejo, esa decisión se cambia por una “respuesta escrita”
y se elimina toda referencia al destinatario.
Conviene recordar en este punto que la intención inicial de la Comisión era dar acceso a las
entidades habilitadas a los recursos por anulación y omisión recogidos en los arts. 230 y 
232 TCE, mediante la creación de un procedimiento administrativo que terminara con una
decisión dirigida a ellas, que estarían entonces afectadas directa e individualmente por un 
acto administrativo de la Unión y tendrían acceso a una revisión en cuanto al fondo y en 
cuanto a la forma. Sin embargo, la redacción dada por el Consejo cambia la denominación 
del acto resolutorio y omite cualquier referencia a que el recurrente es el destinatario del
mismo. Esta modificación, que se mantuvo en el texto definitivamente aprobado, ha tenido 
grandes consecuencias en la práctica, como más tarde se verá.
Por otro lado, la versión del Consejo eliminó los criterios a tener en cuenta para considerar 
si se había producido una violación del Derecho ambiental. Es cierto que esos criterios eran 
un tanto difusos en la propuesta de la Comisión410 pero el Consejo decidió directamente
eliminarlos.
Probablemente el cambio de mayor trascendencia práctica, como ha quedado demostrado 
después de diez años de aplicación del Reglamento, fue el cambio en la definición de “acto 
administrativo”. En la versión inicial de la Comisión quedaban definidos como “cualquier
medida administrativa adoptada por una institución u organismo comunitario con arreglo 
al Derecho medioambiental que sea jurídicamente vinculante y surta un efecto externo”. 
En cambio, la definición de la propuesta del Consejo era “cualquier medida de alcance
individual conforme al Derecho medioambiental, adoptada por una institución u 
organismo comunitario y que surta efecto jurídicamente vinculante y externo”. 
410 JANS, J. H.: “Did Baron…”. Op. cit., p. 482.
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Como se verá más adelante, el hecho de que los actos recurribles hayan quedado limitados
a los actos de alcance individual ha tenido importantes consecuencias prácticas, ya que ha
limitado considerablemente las posibilidades de recurso, dejando fuera toda una gama de
casos en los que la Comisión actúa mediante actos de carácter general, pero sin ejercer 
potestades legislativas. Como también se comentará, esta restricción plantea también dudas
en relación con su compatibilidad con el Convenio de Aarhus, que únicamente permite
excluir del régimen de recursos a los actos legislativos o judiciales.
El Consejo también operó cambios importantes en la regulación del acceso a los recursos
ante el Tribunal de Justicia. Si volvemos a comparar la versión salida del Parlamento, 
Artículo 17. Acción judicial entablada por las entidades habilitadas ante el Tribunal de
Justicia
1. En los casos en que la entidad habilitada que haya efectuado una petición de revisión 
interna con arreglo a lo dispuesto en el artículo 12 considere que la decisión adoptada 
por la institución u organismo comunitario en respuesta a aquel es insuficiente para
garantizar el cumplimiento del Derecho medioambiental, podrá entablar una acción 
judicial ante el Tribunal de Justicia, de conformidad con el apartado 4 del artículo 230 
del Tratado, para recurrir la legalidad, en cuanto al fondo y en cuanto al procedimiento,
de tal decisión.
2. En los casos en que la institución u organismo comunitario no adopte una decisión 
respecto de una petición de revisión interna efectuada de conformidad con el artículo
12 en el plazo mencionado en dicho artículo, la entidad habilitada podrá interponer
recurso ante el Tribunal de Justicia de conformidad con el apartado 3 del artículo 232
del Tratado.
con la del Consejo:
Artículo 12. Recurso ante el Tribunal de Justicia
1. La organización no gubernamental que haya efectuado una solicitud de revisión 
interna en virtud del artículo 10 podrá interponer recurso ante el Tribunal de Justicia de
conformidad con las disposiciones pertinentes del Tratado.
2. Cuando la institución u organismo comunitario no actúe de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 10, apartados 2 o 3, la organización no gubernamental podrá
interponer recurso ante el Tribunal de Justicia de conformidad con las disposiciones
pertinentes del Tratado.
Podemos apreciar también notables diferencias. La más importante de ellas se refiere a los
requisitos de legitimación activa. La propuesta del Parlamento hacía ya referencia a los
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requisitos del recurso de anulación en el art. 230 TCE. No obstante, esta propuesta
mantenía amplias posibilidades de recurso, ya que el acto que ponía fin al procedimiento 
administrativo era una decisión dirigida a la entidad habilitada, de modo que ésta podía
alegar que estaba directa e individualmente afectada por el mismo. Además, la propuesta
del Parlamento recogía expresamente que la revisión de la decisión administrativa podía ser 
en cuanto a la forma y en cuanto al procedimiento.
En cambio, la posición del Consejo reducía las posibilidades de recurso combinando dos
factores diferentes. Por un lado, el resultado del procedimiento administrativo era una
“respuesta escrita” sin destinatario específico. Por otro lado, debían cumplirse los requisitos
del art. 230 TCE, es decir afectación directa e individual. Si a esto unimos la desaparición 
en el texto de la referencia a una revisión en cuanto al fondo y en cuanto al procedimiento, 
el resultado final es que la situación del acceso a los recursos es prácticamente la misma
que antes de la aprobación del reglamento. Como señala Jans, con esta versión, nada
impedía que la revisión del Tribunal se limitase a examinar las prerrogativas de las
entidades habilitadas en el proceso de revisión interna, sin llegar a examinar el fondo del
asunto, ya que el recurso ante el Tribunal podría limitarse al examen del cumplimiento de
lo “dispuesto en el artículo 10, apartados 2 o 3”, es decir, los requisitos procedimentales
del recurso de revisión interna411. 
3.1.1.4 Segunda	lectura en	el	Parlamento
3.1.1.4.1	 Informe de la	 Comisión de Medio Ambiente, Salud Pública	 y Seguridad
Alimentaria	
En lo que se refiere al acceso a la justicia, la recomendación para la segunda lectura de la
comisión de medio ambiente del Parlamento Europeo412 se dirigió fundamentalmente a
revertir las modificaciones aprobadas por el Consejo. 
411 Ibídem, p. 484.
412 Recomendación para la segunda lectura respecto de la Posición Común del Consejo con vistas a la
adopción del Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la aplicación, a las instituciones y 
los organismos comunitarios, de las disposiciones del Convenio de Aarhus sobre el acceso a la información, 
la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. 
Final A6-0381/2005.
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Las enmiendas 22 y 24 del informe recuperaban la denominación de “decisión” para poner 
fin al procedimiento de revisión interna, señalando específicamente que los recurrentes
serían los destinatarios de la misma. Además, se recuperaban los criterios originales de la
Comisión Europea para determinar si se habían producido violaciones del Derecho 
ambiental.
En la justificación de estas enmiendas, la comisión señaló que la denominación utilizada
por el Consejo (la “respuesta escrita”) no tenía significado legal a la luz del Tratado y que
no permitía el acceso al recurso de anulación en el Tribunal, tal y como era la intención de
la propuesta inicial de la Comisión.
En la misma línea, la enmienda 25 se refería al procedimiento ante el Tribunal, recuperando 
la posibilidad de recurrir la decisión que ponía fin al procedimiento administrativo y 
recogiendo de nuevo la posibilidad de recurrirla ya fuera por el fondo o por cuestiones de
procedimiento.
Por otro lado, la enmienda 23 iba dirigida a ampliar el ámbito de las organizaciones que
podían interponer el recurso de revisión interna, al ampliarlo a organizaciones que tuvieran 
como objetivo “promover el desarrollo sostenible” y no únicamente la protección del medio 
ambiente. En su justificación, la comisión señalaba que el Derecho medioambiental era
muy extenso, de modo que sus disposiciones afectaban también al ámbito de otras
organizaciones como, por ejemplo, los sindicatos.
El informe de la comisión fue aprobado con 30 votos a favor, 13 en contra y 2 
abstenciones.
3.1.1.4.2 Procedimiento ante el plenario.
Al igual que en la primera lectura, el pleno del Parlamento modificó la propuesta de la
comisión de medio ambiente. 
El debate en el Plenario resulta especialmente interesante para el tema que nos ocupa, ya
que se centró principalmente en el tema del acceso a la justicia. Tal y como reconoció la
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ponente del informe, la diputada Korhola, el acceso a la justicia fue el principal problema
que se encontró en la elaboración del Reglamento413. 
Korhola fue muy dura con el texto aprobado en la comisión, al considerar que era
inaceptable otorgar a un conjunto tan amplio de organizaciones la posibilidad de llevar a las 
instituciones europeas ante el Tribunal de Justicia. De hecho, la diputada declaró no estar 
dispuesta a “delegar de esta forma el poder que democráticamente se me ha asignado, 
controlado por los ciudadanos”. Consideraba, además, que las modificaciones aprobadas
por la comisión dejaban vía libre a cualquier ONG para evaluar en última instancia el 
trabajo de las instituciones comunitarias, colocando de esta forma “a las ONG por encima 
de los ciudadanos”.
La opinión de la diputada Korhola en este punto supuso un cambio de postura con respecto 
a la que tanto ella como el grupo del Partido Popular Europeo mantuvieron en el trámite en 
primera lectura. La regulación propuesta por la comisión de medio ambiente para la
segunda lectura era prácticamente igual que la que salió de la primera lectura en el
Parlamento. En aquel momento ni el PPE ni la ponente se opusieron a esa regulación. Es 
más, presentaron varias enmiendas, ninguna de las cuales modificaba este punto.
Por otro lado, los argumentos esgrimidos por Korhola parecen basados en afirmaciones
inexactas. Tanto la propuesta inicial de la Comisión como la de la comisión de medio 
ambiente, ciñen el ámbito del recurso de revisión interna a los actos administrativos, 
excluyendo por tanto la actividad legislativa (punto que, por otro lado, queda muy claro en 
el propio Convenio de Aarhus). Tampoco parece lógico negar que la actividad de la
Administración pueda ser controlada. En virtud del principio de separación de poderes, la
legalidad de la actividad administrativa ha de ser controlada por el poder judicial, tal y 
como ocurre en todos los Estados de la Unión. Además, a pesar de que se trata de un 
argumento repetido en numerosas ocasiones a lo largo del debate, la regulación propuesta
por la comisión de medio ambiente no implica en ningún momento que las ONG puedan 
controlar la actividad de la Administración, sino que pueden instar un procedimiento ante el
413 Todas las opiniones y declaraciones de los diputados están extraídas del acta literal de la Sesión Plenaria
del Parlamento Europeo de 17 de enero de 2006.
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Tribunal de Justicia, institución que, como corresponde en todo sistema democrático, 
obtiene su poder de la soberanía popular.
En contra de la posición del PPE se encontraban el PSE, Verdes/ALE, la Izquierda Unitaria
Europea y parte del grupo ALDE. El diputado Hegyi (PSE) declaró que las enmiendas de la
comisión de medio ambiente solo pretendían recuperar la propuesta inicial de la Comisión 
y que, si se constataba que se había producido una violación del Derecho ambiental, se
tomara una decisión para resolver el problema, lo cual era consecuente con lo establecido 
en el Convenio de Aarhus. Por su parte, Auken (Verdes/ALE) declaró que el acceso a las
ONG a los procedimientos judiciales era esencial para el funcionamiento del Convenio de
Aarhus y que dicho acceso no quedaba garantizado con la posición común del Consejo.
En representación de la Comisión intervino Stavros Dimas, que declaró que la Comisión 
estaba dispuesta a aceptar los cambios propuestos por el Consejo, también en lo que se
refería los resultados del procedimiento de revisión interna. Declaró que la Comisión, en 
tanto que guardiana de los Tratados, apoyaba la intención del Consejo, que era coincidente
con el Convenio de Aarhus, que permitía establecer criterios para el acceso de los
ciudadanos a la justicia y se declaró satisfecho con la posición común.
En la votación final, la enmienda 22, que restituía la “decisión” como acto que ponía fin al
procedimiento administrativo fue rechazada por 322 votos a favor, 332 en contra y 18 
abstenciones414. La enmienda 25, que recuperaba la redacción inicial del recurso ante el
Tribunal de Justicia, fue rechazada por 307 votos a favor, 347 en contra y 13 
abstenciones415. Sí que fue admitida la enmienda 23, que incluía entre las organizaciones
que podían interponer el recurso de revisión interna a las organizaciones que incluían en sus
objetivos el desarrollo sostenible (esta enmienda fue votada en bloque con varias
enmiendas más de la comisión).
414 A favor votaron los grupos Verdes/ALE, PSE, GUE/NGL, 36 diputados de ALDE, 15 de IND/DEM, 10 no
inscritos, 6 del PPE y 4 de UEN. En contra votaron el PPE, 41 diputados de ALDE, 25 de UEN, 12 no
inscritos, 11 de IND-DEM y 6 del PSE. Anexo 1 (votación en detalle) del acta definitiva de la sesión del 18 
de enero de 2006.
415 A favor votaron los grupos Verdes/ALE, PSE, GUE/NGL, 57 diputados de ALDE, 15 IND/DEM, 10 no
inscritos, 6 de UEN y 5 del PPE. En contra votaron el PPE, 24 diputados de ALDE, 13 IND-DEM, 23 de
UEN, 10 no inscritos y 3 del PSE. Anexo 1 (votación en detalle) del acta definitiva de la sesión del 18 de
enero de 2006.
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Así pues, en lo que se refiere al acceso a la justicia, el texto aprobado en segunda lectura
por el Parlamento, mantenía la posición común del Consejo, con la única excepción 
relevante de los cambios operados por la enmienda 23, antes mencionada.
3.1.1.5	 Rechazo de las	 enmiendas	 por el Consejo, comité de conciliación y tercera
lectura
El 24 de abril de 2006 el Consejo rechazó formalmente las enmiendas propuestas por el
Parlamento y, siguiendo con el procedimiento legislativo, fue convocado un Comité de
Conciliación entre el Parlamento y el Consejo. La delegación del Parlamento Europeo 
estaba encabezada por los diputados Vidal Quadras (vicepresidente del PE – PPE), Florenz
(presidente de la comisión de medio ambiente del PE – PPE), Korhola (ponente de la
comisión de medio ambiente del PE – PPE) y Sornosa Martínez (del PSE). 
Como en lo que se refiere al acceso a la justicia el Parlamento había aceptado la mayor 
parte de las modificaciones del Consejo, el único punto importante a debatir, con excepción 
de algunas modificaciones de los plazos, era el relativo a la ampliación de las
organizaciones que podían interponer el recurso de revisión interna a aquellas que tuvieran 
en sus objetivos la promoción del desarrollo sostenible y no únicamente la defensa del
medio ambiente. La delegación del Parlamento Europeo consideró que el objetivo 
fundamental era que las organizaciones que trabajaran en defensa del medio ambiente
tuvieran acceso al recurso y, en consecuencia, aceptó que se eliminara la referencia al
desarrollo sostenible.
La delegación del Parlamento consideró, teniendo en cuenta las cesiones del Consejo en 
puntos relativos al acceso a la información y la participación del público, que el acuerdo 
final era equilibrado y recomendó su aprobación en tercera lectura. El informe fue aprobado 
por unanimidad de los 16 miembros que formaban la delegación.
De este modo, el proyecto en tercera lectura fue discutido por el pleno del Parlamento el 3 
de julio de 2006. El acceso a la justicia estuvo poco presente en el debate, con la excepción 
de dos intervenciones.
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El diputado Schnellhardt (PPE) 416  manifestó que era “inaceptable otorgar derechos
especiales a las organizaciones no gubernamentales en el terreno ambiental”, señalando 
que podría provocar “competencia dañina entre empresas y, posiblemente, distorsiones de
la competencia”. Por su parte, la diputada Auken (Verdes/ALE) señaló que su grupo 
respaldaría la propuesta porque se habían introducido mejoras relevantes, pero que distaba
de ser la que su grupo habría deseado. En concreto señaló lo equívoco del precepto relativo 
al acceso de la ONG al Tribunal de Justicia, señalando que no estaba claro si dicho derecho 
existía realmente.
El pleno del Parlamento aprobó la propuesta del Comité de Conciliación el 4 de julio de
2006. Por su parte, el Consejo aprobó el texto final el 18 de julio.
3.1.2 Disposiciones en	materia	de	acceso a	la	justicia
3.1.2.1 El procedimiento de revisión interna
Como ya se ha comentado al hablar del procedimiento legislativo para la aprobación del
Reglamento 1367/2006, este regula un procedimiento administrativo de revisión interna de
los actos de las instituciones de la Unión. Se trata de un procedimiento ante el mismo 
órgano que dictó el acto o cometió la supuesta omisión objeto de recurso. Como se verá a
continuación, el procedimiento administrativo diseñado en el Reglamento plantea algunas
controversias, en especial en lo que se refiere al objeto del recurso.
3.1.2.1.1 Naturaleza	del recurso
El art. 10 RA regula el procedimiento administrativo de revisión, que comienza con una
solicitud de revisión interna de los actos administrativos que solo puede ser presentada por 
una organización no gubernamental que cumpla determinados requisitos.
416 Todas las opiniones y declaraciones de los diputados están extraídas del acta literal de la Sesión Plenaria
del Parlamento Europeo del 3 de julio de 2006.
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Artículo 10
Solicitud de revisión interna de actos administrativos
1. Cualquier organización no gubernamental que cumpla los criterios enunciados en el
artículo 11 podrá efectuar una solicitud de revisión interna ante la institución u
organismo comunitario que haya adoptado un acto administrativo con arreglo al
Derecho medioambiental o, en caso de supuesta omisión administrativa, que hubiera
debido adoptar dicho acto.
La petición se hará por escrito en un plazo máximo de seis semanas a partir de la
adopción, notificación o publicación del acto administrativo, tomándose como
referencia la más tardía de estas tres fechas, o, en caso de supuesta omisión, de seis
semanas a partir de la fecha en que se haya requerido la adopción del acto
administrativo. En la solicitud se expondrán los motivos de la revisión. 
2. La institución u organismo comunitario a que se refiere el apartado 1 deberá
examinar la solicitud, a menos que carezca claramente de fundamento. Expondrá sus
motivos en una respuesta escrita lo antes posible, y a más tardar en un plazo de doce
semanas a partir de la recepción de la solicitud.
3. En los casos en que la institución u organismo comunitario no sea capaz, pese a la
debida diligencia, de pronunciarse de conformidad con el apartado 2, deberá informar a
la organización no gubernamental que haya efectuado la solicitud, lo antes posible, y a 
más tardar dentro del plazo mencionado en dicho apartado, de los motivos de no
haberse pronunciado y del tiempo que necesitará para hacerlo.
En cualquier caso, la institución u organismo comunitario se pronunciará en las
dieciocho semanas a partir de la recepción de la solicitud.
La naturaleza del recurso parece clara a la luz del art. 10. Se trata de un recurso 
administrativo ante la misma institución que emitió el acto cuestionado, similar, en este
aspecto, al recurso potestativo de reposición del Derecho administrativo español. 
De la jurisprudencia del Tribunal puede deducirse que el recurso de anulación del art. 263 
TFUE y el recurso judicial contra la respuesta escrita que resuelve la revisión interna son 
dos recursos independientes y que nada impide que se presente uno sin haber presentado el
otro. 
Esta afirmación se deriva de la orden del Tribunal de 17 de julio de 2015 (asunto T-
565/14)417. En este caso, una ONG ambiental había visto inadmitida a trámite su solicitud 
417 Orden del Tribunal General, de 17 de julio de 2015, asunto T-565/14, European Environmental Buerau 
contra Comisión Europea.
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de revisión interna de la Decisión de la Comisión C(2014) 804, mediante la que se decidía
no poner objeciones al plan transitorio de Polonia para el cumplimiento de la Directiva de
emisiones industriales418. Ante dicha inadmisión la organización recurrió ante el Tribunal
en virtud del procedimiento del art. 12 RA. Mediante el recurso, la demandante solicitaba
que se anularan tanto el acto que había originado el recurso de revisión interna (la Decisión 
C(2014) 804), como la respuesta escrita que ponía fin a dicho recurso. El Tribunal se negó 
a pronunciarse sobre la legalidad de la Decisión C(2014) 804, por considerar que la
demanda de la ONG era un recurso de anulación y que, en la fecha de presentación de la
demanda, había vencido el plazo de dos meses desde la publicación del acto, establecido en 
el art. 263 TFUE. Sí se pronunció, en cambio, sobre la respuesta escrita de la Comisión, 
que sí cumplía con el plazo del art. 263 y para el que la organización recurrente sí tenía
legitimación activa.
De este modo, el Tribunal estableció la independencia de ambos procedimientos y vino a
reconocer de manera indirecta que nada impide que se presente uno de los dos sin haber 
presentado el otro. Es decir, que para solicitar la anulación de un acto de la Comisión, no es
necesario presentar una petición de revisión interna (cosa diferente es que dicho recurso de
anulación sea admitido, pues habrá de cumplir con los requisitos habituales de legitimación 
activa del Tribunal419). 
El plazo para la interposición del recurso es de seis semanas desde la adopción del acto o, 
en el caso de omisión, desde que se requirió la adopción del acto. El organismo comunitario 
frente al que se presenta el recurso deberá admitirlo a menos que carezca claramente de
fundamento y resolverá en el plazo máximo de doce semanas, plazo que únicamente puede
alargarse motivadamente y previa notificación al recurrente, en la que deberá constar el
plazo estimado para resolver. La resolución de la institución a la que se reclama tomará la
forma de “respuesta escrita” (art. 10).
418 Decisión de la Comisión C(2014) 804 final, de 17 de febrero de 2014, sobre la notificación de la República
de Polonia de un plan nacional transitorio en virtud del artículo 32 de la Directiva 2010/75/UE, sobre
emisiones industriales
419 En el caso comentado, el Tribunal no llegó a pronunciarse sobre la legitimación activa para la anulación de
la Decisión original (la Decisión C(2014) 804), ya que consideró que no era necesario, al haber sido 
rechazada por encontrarse fuera de plazo. No obstante, dado que el Tribunal decidió tratar ambos asuntos de
manera independiente, todo parece indicar que para anular la decisión original se utilizarían los criterios de
legitimación del art. 263 TFUE.
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   3.1.2.1.2 Objeto del recurso
En cuanto a los actos objeto de recurso, el art. 10.1 se refiere a un “acto administrativo con 
arreglo al Derecho medioambiental”, acto que debe ser emitido por una “institución u 
organismo comunitario”. El art. 2.1.c del Reglamento define estas instituciones como “las 
instituciones, organismos, oficinas o agencias públicos creados por o en virtud del
Tratado, salvo cuando actúen en ejercicio de poderes judiciales o legislativos”. 
A diferencia de lo que ocurre con los recursos presentados ante el Tribunal de Justicia con 
anterioridad a la entrada en vigor del Reglamento, las mayores controversias en la
aplicación del mismo no provienen de los requisitos para otorgar la legitimación activa
(que, como se verá a continuación, han quedado establecidos de manera clara) sino de los
actos que pueden ser objeto de recurso.
Antes de analizar la interpretación del reglamento, es conveniente hacer una breve alusión a
la jerarquía normativa establecida en el Tratado de Lisboa. El sistema jerárquico de las
normas de la Unión queda establecido en los arts. 289-291 TFUE. 
En primer lugar, se encuentran los actos legislativos, que el art. 289.3 TFUE define como 
“los actos jurídicos que se adopten mediante procedimiento legislativo”, con 
independencia de que este último sea un procedimiento ordinario o especial.
En segundo lugar, el art. 290 TFUE regula los actos delegados. Estos actos requieren que
un acto legislativo conceda a la Comisión poderes para adoptar “actos no legislativos” de
alcance general que completen o modifiquen determinados aspectos de un acto legislativo, 
aspectos que en ningún caso podrán ser esenciales. Como estos actos no se han adoptado 
mediante un procedimiento legislativo, no son actos legislativos.
Y, por último, nos encontramos con los actos de ejecución. Siguiendo el art. 291 TFUE, 
son los Estados miembros los que deben adoptar las medidas necesarias para la ejecución 
de los actos de la Unión que sean jurídicamente vinculantes. Sin embargo, si se requieren 
condiciones uniformes de ejecución, el acto jurídicamente vinculante de que se trate puede
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conferir a la Comisión, o en determinadas circunstancias al Consejo, competencias de
ejecución.
Como señala Nieto Garrido, la inclusión de estos preceptos en el TFUE ha simplificado la
definición de los actos legislativos420 y, además, ha otorgado una mayor racionalidad y 
coherencia al sistema de fuentes de la Unión, al introducir el principio de jerarquía
normativa421. 
Centrándonos ahora en el Reglamento Aarhus, como ya se señaló al tratar el procedimiento 
legislativo seguido para aprobarlo, el concepto “acto administrativo” plantea serios
problemas de interpretación en el Derecho de la Unión. A pesar de las clarificaciones en el
sistema normativo de la Unión que introdujo el Tratado de Lisboa, este término no está
definido de manera general en los Tratados y el propio RA (art. 2.1.g) establece una
definición del mismo como “cualquier medida de alcance individual conforme al Derecho 
medioambiental, adoptada por una institución u organismo comunitario y que surta efecto 
jurídicamente vinculante y externo”. 
Esta definición, no obstante, plantea nuevos interrogantes. El primero de ellos, y más 
importante, es qué se entiende por “alcance individual”. Como señala Pallemaerts, este
término tampoco aparece en ninguna norma de Derecho de la Unión y para interpretarlo el
autor acude a la jurisprudencia del Tribunal422, en particular el asunto 16/88, que enfrentó al
Consejo y a la Comisión debido al reparto de competencias entre ambos423. 
En dicha sentencia, el Tribunal manifestó, por un lado, que las disposiciones del Tratado 
especificaban los poderes que las instituciones comunitarias tenían para adoptar actos de
alcance general o actos de carácter individual424. Por otro lado, al referirse a los poderes
que englobaba el concepto de ejecución, señalaba que este incluía la elaboración de normas
420 NIETO GARRIDO, E.: “El sistema de fuentes del Derecho de la UE” en NIETO GARRIDO, E.;
MARTÍN DELGADO, E.: Derecho administrativo europeo en el Tratado de Lisboa. Marcial Pons, Madrid,
2010, p. 36.
421 Ibídem, p. 36.
422 PALLEAMARTS, M.: “Access to environmental… Op. cit., p. 279.
423 Sentencia del Tribunal de Justicia de 24 de octubre de 1989, asunto 16/88, Comisión de las Comunidades
Europeas contra Consejo de las Comunidades Europeas.
424 Ibídem, §9.
200 
            
     
         
       
         
         
                
        
            
      
     
    
         
           
  
         
      
  
        
        
        
 
    
          
                                                
   
          
              
              
   
             
             

 

 

 

 

 

 

 
de aplicación y la “aplicación de las normas a casos concretos mediante actos de alcance
individual”425. Siguiendo a Pallemaerts, estas declaraciones del Tribunal permiten inferir 
dos características de los actos de alcance individual. En primer lugar, “acto de alcance
individual” es lo contrario de “acto de alcance general”. En segundo lugar, el acto de
alcance individual implica la aplicación de normas generales a casos específicos. Por lo 
tanto, este concepto no es equivalente a una medida dirigida específicamente a un sujeto 
determinado426. 
Llegados a este punto, el problema que surge es que al referirse a los “actos de alcance
individual”, el Reglamento deja fuera del objeto del recurso todo acto de alcance general
(se acaba de comentar como la jurisprudencia del Tribunal divide los actos en estos dos
tipos). El establecimiento de dicha exclusión no está contemplado en el Convenio de
Aarhus, cuyo art. 9.3 establece un margen de apreciación amplio en los requisitos de
legitimación activa, pero no en el objeto del recurso. Como Harryvan y Jans señalan, el art. 
9.3 CA en su versión original en inglés establece que “each Party shall ensure that, where
they meet the criteria, if any, laid down in its national law, members of the public have
access to administrative or judicial procedures” el pronombre “they” se refiere claramente 
a las personas que pueden interponer el recurso y, en ningún caso, a los actos objeto del
mismo427 428. Los Estados no tienen, por tanto, margen de apreciación con respecto a los
actos que pueden o no ser objeto de recurso.
A este respecto, el Convenio de Aarhus, establece como única limitación al objeto del
recurso los actos dictados en el ejercicio de competencias legislativas o judiciales. Como ya
se comentó al hablar del objeto del proceso en el art. 9.3 CA, la actividad reglamentaria de
la Administración ha de quedar fuera de lo que se considera acto legislativo. 
Siguiendo esta argumentación, es un ejercicio interesante prescindir del Reglamento 
Aarhus y aplicar directamente las normas contenidas en el Convenio de Aarhus al sistema
425 Ibídem, §11.
426 PALLEAMARTS, M.: “Access to environmental… Op. cit., p. 290.
427 HARRYVAN, G. J.; JANS, J.H.: “Internal Review of EU Environmental Measures. It’s True: Baron van
Munchausen Doesn’t Exist! Some Remarks on the Applications of the So-Called Aarhus Regulation”. Review
of European Administrative Law, 3, 2, 2010,  p. 61.
428 La diferencia es aún más clara en el texto de la traducción oficial de la ONU al español, que se refiere a los
“miembros del público que reúnan los eventuales criterios previstos por su derecho interno”.
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normativo creado en los arts. 289 a 291 TFUE (ejercicio, por otro lado, coherente con el
sistema de fuentes del Derecho de la Unión, en el que los tratados internacionales se
encuentran por encima del Derecho derivado). 
Queda clara la exclusión del objeto del recurso de los actos legislativos, exclusión que se
recoge expresamente en el Convenio. Por el contrario, los actos delegados no podrían 
quedar fuera del objeto del recurso, puesto que, como el propio art. 290.1 TFUE establece, 
no son actos legislativos. Esta interpretación sería además coherente con el criterio que se
acaba de mencionar con respecto a la actividad reglamentaria de la Administración. Sin 
embargo, como señala Pallemaerts429, nos encontramos con una contradicción puesto que, 
según el Reglamento, los actos delegados no serían de alcance individual (no implican la
aplicación de una norma a casos específicos) y por tanto quedarían fuera del objeto del
recurso de revisión interna. Sin embargo, según el Convenio, los actos delegados no serían 
legislativos y sí podrían ser objeto de recurso.
En cuanto a los actos de ejecución, la situación parece más clara. Según la definición del
art. 291 TFUE, los actos de ejecución serían de alcance individual, pues precisamente
aplican a situaciones concretas los actos legislativos. Sin embargo, esta distinción puede
hacerse más compleja en algunos casos, en los que una medida de ejecución de una norma
es, según la jurisprudencia del Tribunal, una norma de alcance general y, por tanto, nos
encontraríamos en la misma contradicción que en el caso de los actos de ejecución. Es el 
caso de la concesión de prórrogas o excepciones para el cumplimiento de determinadas
directivas por parte de los Estados miembros. Según tiene declarado el Tribunal, las 
decisiones de concesión de excepciones que se otorgan en virtud del contenido de una
directiva tienen el mismo carácter que esta y por tanto son de alcance general430. Quedarían 
por tanto fuera del objeto del recurso de revisión interna, pero sí debería ser posible
recurrirlas según lo establecido en el Convenio.
El Tribunal General ha llegado a declarar que la definición del art. 2.1.g es contraria al
artículo 9.3 CA, ya que, según el Convenio de Aarhus, el único límite a los actos que
429 PALLEAMARTS, M.: “Access to environmental… Op. cit., p. 281.
430 Véase, por ejemplo, el Auto del Tribunal de Primera Instancia, asunto T-142/03, de 16 de febrero de 2005.
Fost Plus VZW contra Comisión de las Comunidades Europeas, § 47.
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pueden ser recurridos es que hayan sido dictados en el ejercicio de competencias
legislativas o judiciales. Como señaló el dicho órgano señaló en el caso Mileudefensie431, 
los actos de “alcance general”, es decir, todos aquellos que no tienen alcance individual, no 
son equivalentes a actos dictados en el ejercicio de competencias legislativas o judiciales. 
No obstante, las dos sentencias del Tribunal General que señalaban esta contradicción 
fueron anuladas en casación por el Tribunal de Justicia. De estos procedimientos se hablará
en detalle a continuación.
La conclusión que podemos extraer del análisis anterior es que la definición de acto 
administrativo que contiene el Reglamento 1367 es incongruente con lo establecido en el
Convenio de Aarhus, que únicamente excluye del objeto del recurso del art. 9.3 CA los
actos legislativos y judiciales. Como señalan Harryvan y Jans, “el Reglamento excluye
categóricamente ciertas medidas del procedimiento de revisión interna que, de acuerdo
con el propio Derecho de la UE, no pueden ser consideradas ‘actos legislativos’”432.
Pallemaerts también critica la definición “ad hoc” recogida en el Reglamento y opina que
está diseñada con el objetivo de limitar el alcance de la aplicación del procedimiento de
revisión interna433. Resulta fácil coincidir con esta apreciación, especialmente si tenemos en 
cuenta la historia legislativa del Reglamento, en la que se fueron limitando progresivamente
las posibilidades de recurso de los miembros del público.
Los problemas derivados de la definición que el Reglamento da del objeto del
procedimiento de revisión interna no se limitan a la distinción entre los actos legislativos y 
los actos de naturaleza administrativa, sino que también se producen a la hora de limitar
qué actos tienen naturaleza judicial y, por tanto, quedan fuera del objeto del recurso que
define el Convenio de Aarhus.
El art. 2.2. RA señala lo siguiente:
Los actos y omisiones administrativos no englobarán las medidas adoptadas, o las
omisiones, por una institución u organismo comunitario que actúe en calidad de
431 Sentencia del Tribunal General (Sala Séptima), asunto T-396/09, de 14 de junio de 2012. Vereniging
Milieudefensie y Stichting Stop Luchtverontreiniging Utrecht contra Comisión Europea, § 67.
432 HARRYVAN, G. J.; JANS, J.H.: “Internal Review… Op. cit., p. 63 (traducción propia).
433 PALLEAMARTS, M.: “Access to environmental… Op. cit., p. 279.
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instancia de revisión administrativa, en virtud de las siguientes disposiciones del 
Tratado:
a) artículos 81, 82, 86 y 87 (normas sobre competencia);
b) artículos 226 y 228 (procedimiento por incumplimiento); 
c) artículo 195 (reclamaciones ante el Defensor del Pueblo);
d) artículo 280 (procedimiento de la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude).
A pesar de la redacción dada a la versión española del Reglamento, la lista de disposiciones
del Tratado no es exhaustiva, sino a modo de ejemplo. En ello coindicen Jans y Vedder434 y 
Pallemaerts435 y así se deduce de otras traducciones de la norma436. 
Harryvan y Jans señalan que la exclusión de los procedimientos por incumplimiento es
contraria a las provisiones en materia de acceso a la Justicia del Convenio, ya que uno de
los objetivos de las mismas es dar a los ciudadanos la posibilidad de comenzar un 
procedimiento judicial para hacer cumplir una determinada norma, de modo que las
decisiones de la Administración de no actuar ante una determinada actividad ilegal también 
entran dentro del objeto del recurso en el art. 9.3 CA437. Esta afirmación, no obstante, 
resulta discutible, habida cuenta de lo que se comentó al comparar el funcionamiento del
Comité de Cumplimiento del Convenio de Aarhus y el recurso de incumplimiento ante el
TJUE. En este sentido, conviene recordar el amplio margen de discrecionalidad de la
Comisión a la hora de interponer los recursos por incumplimiento.
3.1.2.1.3 Legitimación activa
Con respecto a los criterios de legitimación para dicho recurso, el art. 11 del Reglamento 
establece lo siguiente:
434 JANS, J. H.; VEDDER, H.H.B.: European Environmental… Op. cit.: p. 247.
435 PALLEMAERTS, M.: “Access to environmental… Op. cit.: p. 280.
436 Así, por ejemplo, la versión en inglés es “Administrative acts and administrative omissions shall not
include measures taken or omissions by a Community institution or body in its capacity as an administrative
review body, such as under:” (subrayado añadido) y en francés, “Les actes et omissions administratifs
n’incluent pas les mesures prises ou les omissions, par une institution ou un organe communautaire en sa
qualité d’organisme de contrôle administratif, notamment au titre:” (subrayado añadido).
437 HARRYVAN, G. J.; JANS, J.H.: “Internal Review… Op. cit., p. 64.
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1. Una organización no gubernamental estará legitimada para efectuar una solicitud de
revisión interna […] siempre y cuando:
a) sea una persona jurídica independiente y sin ánimo de lucro con arreglo a la
legislación o práctica nacional de un Estado miembro; 
b) tenga por objetivo primordial declarado promover la protección del medio
ambiente en el contexto del Derecho medioambiental;
c) haya existido durante más de dos años y esté trabajando activamente en el 
objetivo mencionado en la letra b);
d) el asunto a que se refiera la solicitud de revisión interna entre en el ámbito de su
objetivo y de sus actividades.
Un aspecto de gran importancia que se deriva de esta regulación es que limita el acceso al
procedimiento de revisión interna únicamente a las personas jurídicas que cumplen 
determinados requisitos, dejando fuera a las personas individuales (ya se comentó como el
Consejo excluyó a las personas físicas de la regulación). En opinión de Pallemaerts, esta
exclusión es, posiblemente, un incumplimiento de las obligaciones emanadas del art. 9.3 
CA438 . Conviene recordar en este punto la decisión ACCC/C/2008/32 del Comité de
Cumplimiento del Convenio de Aarhus, que establece que los criterios establecidos
utilizando la libertad que el art. 9.3 CA otorga no pueden ser tales que excluyan el acceso a
casi todas las organizaciones o miembros del público439. 
El artículo 11.2 del Reglamento señala que “la Comisión adoptará las disposiciones que
sean necesarias para velar por que los criterios del apartado 1 se apliquen de modo 
transparente y coherente”. En este sentido, la Comisión aprobó la Decisión 2008/50/CE440, 
que establece los detalles del procedimiento de revisión interna.
En primer lugar, señala el contenido obligatorio de la solicitud. Esta debe especificar de qué
acto u omisión se solicita la revisión, así como los preceptos de Derecho medioambiental
que se han visto vulnerados y los motivos por los que se presenta. Además, la solicitud 
438 Ibídem, p. 277.
439 Decisión del Comité de Cumplimiento del Convenio de Aarhus, ACCC/2008/32, 21 de mayo de 2011,
§77-78.
440 Decisión de la Comisión 2008/50/CE, de 13 de diciembre de 2007, por la que se establecen las
disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) nº 1367/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo 
relativo al Convenio de Aarhus en lo que respecta a las solicitudes de revisión interna de actos
administrativos. DO L 13, de 16 de enero de 2008, p. 24.
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debe ir acompañada de la documentación que justifique tales motivos. Asimismo, deben 
especificarse los datos del representante de la organización, así como los documentos que
demuestren que la misma está legitimada para iniciar el procedimiento de revisión interna.
Para cumplir este último requisito, el anexo de la Decisión 2008/50 señala que deben 
presentarse los estatutos de la organización o documento equivalente, los informes de
actividad de la misma de los dos años anteriores y una copia de la inscripción en el registro 
legal de la asociación (en caso de que en el Estado de origen de la misma dicha inscripción 
sea necesaria). 
3.1.2.1.4 Desarrollo del procedimiento
El artículo 10 RA establece las líneas fundamentales del procedimiento de revisión interna:
Cualquier organización no gubernamental que cumpla los criterios enunciados en el
artículo 11 podrá efectuar una solicitud de revisión interna ante la institución u
organismo comunitario que haya adoptado un acto administrativo con arreglo al
Derecho medioambiental o, en caso de supuesta omisión administrativa, que hubiera
debido adoptar dicho acto
La petición se hará por escrito en un plazo máximo de seis semanas a partir de la
adopción, notificación o publicación del acto administrativo, tomándose como
referencia la más tardía de estas tres fechas, o, en caso de supuesta omisión, de seis
semanas a partir de la fecha en que se haya requerido la adopción del acto
administrativo. En la solicitud se expondrán los motivos de la revisión.
2. La institución u organismo comunitario a que se refiere el apartado 1 deberá
examinar la solicitud, a menos que carezca claramente de fundamento. Expondrá sus
motivos en una respuesta escrita lo antes posible, y a más tardar en un plazo de doce
semanas a partir de la recepción de la solicitud.
3. En los casos en que la institución u organismo comunitario no sea capaz, pese a la
debida diligencia, de pronunciarse de conformidad con el apartado 2, deberá informar a
la organización no gubernamental que haya efectuado la solicitud, lo antes posible, y a
más tardar dentro del plazo mencionado en dicho apartado, de los motivos de no
haberse pronunciado y del tiempo que necesitará para hacerlo. En cualquier caso, la
institución u organismo comunitario se pronunciará en las dieciocho semanas a partir
de la recepción de la solicitud.
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Para aplicar este procedimiento dentro del marco de actuación de la Comisión, la Decisión 
2008/401441 modificó el Reglamento Interno de la Comisión442, añadiendo disposiciones
específicas para el desarrollo del procedimiento de revisión interna.
El procedimiento se inicia con la presentación de la solicitud que, según el art. 3 del
Reglamento interno443, debe presentarse mediante correo, fax o correo electrónico, ante el
departamento responsable de la aplicación de la disposición en virtud de la cual se haya
adoptado el acto o se alegue la omisión administrativa. Para facilitar la presentación del
recurso, deberá facilitarse al público información detallada para el contacto con el
departamento responsable. No obstante, en el caso de que la solicitud sea enviada a un 
departamento distinto, el receptor debe hacerla llegar al departamento correspondiente. 
Además, en todos aquellos casos en los que el departamento responsable no sea la
Dirección General de Medio Ambiente, esta última deberá ser informada de la solicitud.
Una vez recibida la solicitud de revisión interna, se envía un acuse de recibo a la
organización que la presentó y comienza una primera fase de decisión sobre la
admisibilidad del recurso. Es el departamento destinatario de la misma el que debe resolver 
sobre la admisibilidad, en concreto el Director General o el Jefe de Departamento 
correspondiente (art. 4 del Reglamento interno)444. 
El art. 5 se refiere a la decisión sobre la sustancia del recurso. El autor de la decisión 
depende del sentido de la misma. Si el miembro de la Comisión responsable de la
aplicación de la disposición en virtud de la cual se dictó el acto administrativo (o debería
haberse dictado, en el caso de las omisiones administrativas) encuentra que el acto u 
omisión recurrido no es contrario al Derecho del medio ambiente, es el propio comisario el
441 Decisión de la Comisión 2008/401/CE, Euratom, de 30 de abril de 2008, por la que modifica su 
Reglamento interno en lo que se refiere a las disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) nº 1367/2006
del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la aplicación, a las instituciones y a los organismos
comunitarios, de las disposiciones del convenio de Aarhus sobre el acceso a la información, la participación 
del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. DO L 144, de 30 
de mayo de 2008, p. 22.
442 Reglamento Interno de la Comisión C (2000) 3614. DO L 308, de 8 de diciembre de 2000, p. 26.
443 La numeración de los artículos del Reglamento interno de la Comisión se refieren a la numeración
específica de las disposiciones de aplicación del Reglamento 1367.
444 Se trata, tal y como señala el propio art. 4, de una decisión de la Comisión tomada a través de un
procedimiento de delegación en el Director General o el Jede del Departamento.
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que tiene la potestad de decidir este extremo. A diferencia de lo que ocurre para otros
poderes delegados en virtud del art. 13 del Reglamento Interno de la Comisión, los poderes
conferidos para la resolución de los procedimientos de revisión interna del Reglamento 
Aarhus no pueden ser objeto de subdelegación, es decir, es el Comisario correspondiente el
que debe resolver el recurso, siempre que su decisión sea la de considerar que no se ha
producido una violación del Derecho ambiental. (art. 5.2).
Por el contrario, si el comisario considera que hay base para el recurso, debe remitir el
asunto a la Comisión en su conjunto, que será la que decida si se ha producido un 
incumplimiento del Derecho medioambiental (art. 5.1).
Tal y como establece el art. 5.3, el resultado de la revisión, incluyendo la motivación de la
misma, habrá de ser notificado a la organización recurrente.
En opinión de Pallemaerts, el procedimiento parece diseñado para reducir al mínimo las
posibilidades de que el acto objeto de recurso sea finalmente anulado o enmendado y 
otorga, además, un poder excesivo a los intereses del departamento responsable del acto
emitido, lo que implica que el procedimiento no supone una revisión independiente del
445acto . 
Como ya se ha comentado más arriba, el procedimiento de revisión interna es un 
procedimiento administrativo. La posibilidad de que sea el mismo órgano que emitió un 
acto el que decida sobre su validez en un procedimiento administrativo no es ajena a las
técnicas habituales del Derecho administrativo. Baste como ejemplo el recurso potestativo 
de reposición en el Derecho español. No obstante, conviene recordar en este punto que el
art. 9.3 CA establece que el público debe tener acceso a procedimientos administrativos o 
judiciales que, según el art. 9.4 CA, debe ser objetivos y equitativos. Por lo tanto, podemos
descartar que este procedimiento de revisión interna, tal como queda configurado en el
Reglamento Aarhus y en el Reglamento Interno de la Comisión, sea suficiente para que la
Unión cumpla con las obligaciones en materia de acceso a la justicia emanadas del
Convenio de Aarhus. Esto, sin embargo, no supone en sí un incumplimiento por parte de la
445 PALLEMAERTS, M.: “Access to environmental… Op. cit.: p. 286.
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Unión, siempre y cuando las exigencias del art. 9.3 CA se vean cubiertas por la existencia
de un procedimiento judicial.
Según el art. 6, en caso de que, como resultado de la revisión, se determine que la solicitud 
es inadmisible o que el acto u omisión alegada no suponen una violación del Derecho del
medio ambiente, es obligatorio informar a la organización que inició el procedimiento de
los recursos a su alcance: un recurso judicial contra la Comisión según los establecido en el
art. 263 TFUE o la reclamación ante el Defensor del Pueblo prevista en el art. 228 TFUE. 
La virtualidad de ambos recursos para obtener un verdadero acceso a la justicia en materia
de medio ambiente ya se ha estudiado en capítulos anteriores.
3.1.2.1.5 Fin	del procedimiento: la	“respuesta	escrita”
El procedimiento administrativo termina con una “respuesta escrita”. Se trata de un acto 
administrativo sui generis que no viene definido en ninguna norma de Derecho de la Unión 
(ni siquiera en el RA). Como ya se vio al hablar de la historia legislativa de la norma, el
término empleado en las primeras versiones del Reglamento era el de “decisión”, acto que
sí entra dentro de los “típicos” del Derecho de la Unión.
El cambio de una Decisión como acto que finaliza el procedimiento a una “respuesta
escrita” fue rechazado en la segunda lectura de la comisión de medio ambiente del
Parlamento, que consideró que este término no tenía un significado preciso a la luz de los
Tratados y que, al no ser una Decisión dirigida a un destinatario concreto imposibilitaba el
acceso al recurso de anulación ante el Tribunal, acceso que era precisamente lo que
pretendía la propuesta original de la Comisión446. 
Así pues, al no haber una decisión dirigida a un destinario concreto (la organización 
recurrente), este no vería abierto el recurso de anulación, pues no se cumpliría con el
requisito de afectación individual. En este sentido, el art. 12 del Reglamento, tal y como se
446 Recomendación para la segunda lectura respecto de la Posición Común del Consejo con vistas a la
adopción del Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la aplicación, a las instituciones y
los organismos comunitarios, de las disposiciones del Convenio de Aarhus sobre el acceso a la información,
la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. 
Final A6-0381/2005.
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verá al analizar el Procedimiento ante el Tribunal de Justicia, se remite para la posibilidad 
de interponer un recurso a las disposiciones pertinentes del Tratado, es decir, al art. 263 
TFUE. Como dicho artículo exige la afectación individual y esta no se produciría al no 
tener la respuesta escrita destinatario concreto, en realidad el Reglamento Aarhus no estaría
permitiendo un acceso más amplio que el general del recurso de anulación y, en 
consecuencia, no introduciría ningún cambio con respecto a la situación previa.
No obstante, conviene recordar en este punto que el Tribunal ha venido adoptando una
posición no formalista en lo que se refiere a los actos que pueden ser objeto de revisión, tal 
y como se comentó al hablar del requisito de la afectación directa. Sobre este extremo se
hablará más adelante al tratar el recurso ante el Tribunal de Justicia contemplado en el
Reglamento Aarhus. 
3.1.2.1.6 Procedimientos iniciados hasta	la	fecha
Hasta la fecha se han presentado treinta y cinco solicitudes de revisión interna en virtud del
art. 10 RA447. En una primera aproximación, es muy ilustrativo del funcionamiento del
recurso que, de esas treinta y cinco solicitudes, únicamente han sido admitidas a trámite
siete de ellas y que en ninguno de esos siete casos la Comisión ha considerado que el acto
en cuestión era contrario al Derecho del medio ambiente de la Unión.
447 Todas las solicitudes resueltas hasta la fecha y su documentación asociada pueden consultarse en la página
creada a tal efecto por la Comisión: http://ec.europa.eu/environment/aarhus/requests.htm (último acceso 23 de
enero de 2017).
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Resulución desestimatoria (7)Admitidas a 
trámite 
(7) 
Solicitudes 
presentadas 
(35) 
Resolución estimatoria (ninguna)
El acto no es de alcance individual 
(19) 
El acto no tiene efectos externos 
(6) 
La Comisión actuó como instancia 
de revisión administrativa (2)
El acto recurrido no entra en el 
Derecho del Medio Ambiente (1)
La recurrente no cumple con los 
requisitos del art. 11 (2)
No admitidas a 
trámite 
(28) 
Figura 1. Recursos de revisión presentados ante la Comisión en virtud del art. 10 RA. Nótese que para cada 
solicitud no admitida a trámite pueden ser varios los motivos de inadmisión. 
Comenzando por las solicitudes que sí fueron admitidas a trámite y, posteriormente, 
rechazadas por motivos de fondo, cinco de ellas se enmarcaban en el ámbito de la
autorización para comercializar productos consistentes en o que contenían organismos
genéticamente modificados (OGM)448. El motivo de esta aparente coincidencia puede
encontrarse en el procedimiento de autorización establecido en el Reglamento 1829/2003449 
para la autorización para comercializar OGM, que termina con una Decisión dirigida al
solicitante de la autorización. Dicha Decisión, al tener un destinatario único e
individualizado, entra dentro de la definición de “acto administrativo” del art. 2.1.g RA
que, como ya se comentó, exige que los actos recurribles tengan alcance individual.
448 Respuesta escrita de 26 de mayo de 2008 a la solicitud de revisión interna presentada por Justice &
Environment el 3 de diciembre de 2007. Respuesta escrita de 6 de julio de 2010 a la solicitud de revisión
interna presentada por Justice & Environment el 14 de abril de 2010. Respuesta escrita de 8 de enero de 2013
a la solicitud de revisión interna presentada por Test BioTech el 16 de noviembre de 2012. Respuesta escrita
de 26 de mayo de 2015 a la solicitud de revisión interna presentada por Gene Watch y Test BioTech el 29 de
mayo de 2015. Respuesta escrita de 8 de febrero de 2016 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Justice & Environment el 9 de junio de 2015.
449 Reglamento CE 1829/2003, de 22 de septiembre de 2003, sobre alimentos y piensos modificados
genéticamente. DO L 268, de 18 de octubre de 2003, p. 1.
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Otro tanto ocurre con las otras dos solicitudes admitidas a trámite, que se refieren también a
procedimientos de autorización iniciados a instancia de un solicitante, pero en el ámbito de
la autorización para el uso de sustancias químicas bajo el Reglamento REACH450 451 y en el
de las explotaciones madereras452 453 . 
Por otro lado, como puede apreciarse en la figura 1, el motivo más habitual de inadmisión 
de las solicitudes de revisión interna es la falta de alcance individual del acto recurrido. 
Esta realidad no resulta sorprendente, habida cuenta de lo tratado en los epígrafes
anteriores. 
En efecto, como venían señalando autores como Pallemaerts454 y Jans y Vedder455, el
objeto de la redacción dada finalmente al art. 10 era precisamente limitar las posibilidades
de recurso ante la Comisión, reduciendo el objeto del recurso más allá de la exclusión del
mismo de los actos legislativos (limitación que sí contempla el CA).
Analizando con más detalle las resoluciones que inadmitían las solicitudes por no tener el
acto carácter individual, puede apreciarse que la Comisión ha venido siguiendo un criterio 
formalista y estricto para dichas denegaciones. Este hecho queda patente de manera clara
con respecto a un sector habitual dentro de las solicitudes inadmitidas: la autorización para
el uso de productos fitosanitarios y biocidas (siete de las veintiocho solicitudes no 
admitidas a trámite)456. 
450 Reglamento (CE), de 18 de diciembre de 2006, relativo al registro, la evaluación, la autorización y la
restricción de las sustancias y preparados químicos (REACH) y por el que se crea la Agencia Europea de
Sustancias y Preparados Químicos. DO L 136, de 29 de mayo de 2007, p. 3.
451 Respuesta escrita de 7 de diciembre de 2016 a la solicitud de revisión interna presentada por Client Earth
el 2 de agosto de 2016.
452 Reglamento (UE) 995/2010, de 20 de octubre de 2010, por el que se establecen las obligaciones de los
agentes que comercializan madera y productos de la madera. DO L 295, de 12 de noviembre de 2010, p. 23.
453 Respuesta escrita de 15 de junino de 2015 a la solicitud de revisión interna presentada por Greenpeace
Europe el 12 de octubre de 2015.
454 PALLEMAERTS, M.: “Access to environmental… Op. cit.: p. 286.
455 HARRYVAN, G. J.; JANS, J.H.: “Internal Review… Op. cit., pp. 62-63.
456 Respuesta escrita de 21 de abril de 2009 a la solicitud de revisión interna presentada por Natur en Milieu el
21 de enero de 2009. Respuesta escrita de 1 de marzo de 2011 a la solicitud de revisión interna presentada por
Pesticide Action Network y Greenpeace Países Bajos el 20 de diciembre de 2010. Respuesta escrita de 9 de
marzo de 2012 a la solicitud de revisión interna presentada por Pesticide Action Network el 21 de diciembre 
de 2011. Respuesta escrita de 9 de marzo de 2012 a la solicitud de revisión interna presentada por Pesticide
Action Network el 21 de diciembre de 2011. Respuesta escrita de 16 de agosto de 2012 a la solicitud de 
revisión interna presentada por Mouvement pour les droits et le respect des générations futures el 7 de junio
de 2012. Respuesta escrita de 26 de octubre de 2012 a la solicitud de revisión interna presentada por Pesticide
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El reglamento 1107/2009457 regula la autorización para la comercialización de productos
fitosanitarios. Según los arts. 7 al 13 de dicha norma, el procedimiento de autorización para
el uso de una determinada sustancia comienza con la solicitud por parte del productor de
una sustancia activa. El procedimiento, de autorizarse el uso de la sustancia en cuestión, 
termina con la aprobación de un Reglamento de aplicación, mediante el que se modifica el
anexo del Reglamento 540/2011458, incluyendo la sustancia activa cuyo uso se autoriza.
En las solicitudes de Revisión presentadas contra autorizaciones emanadas del reglamento 
1107/2009, la argumentación dada por la Comisión para rechazar la admisión a trámite de
los recursos señala, en todos los casos, que la autorización es un acto de carácter general, 
sin destinatario determinado y válida para cualquier operador que desee comercializar 
productos que incluyan la sustancia activa autorizada. 
Resulta de interés la comparación entre estos casos y los relativos a la autorización de
productos que consisten en o contienen OGM. Las diferencias formales son obvias, por 
cuanto en el caso de los productos fitosanitarios, la decisión termina con la modificación de
un Reglamento y, en el de los OGM, con una Decisión dirigida al solicitante. De este modo, 
en el caso de los productos fitosanitarios, el procedimiento termina con una norma de
alcance general, que modifica el anexo de un acto legislativo y permite a todos los
productores la comercialización de la sustancia en cuestión.
Desde un punto de vista meramente material, ambos procedimientos guardan similitudes. 
En ambos se trata de comercializar productos que suponen un riesgo potencial para el
medio ambiente y, en los dos casos, dicha autorización requiere de un procedimiento en el
que se realiza un análisis científico de dichos riesgos. También se contempla, en los dos
casos, el acceso público a la información relativa al expediente. 
Action Network Europe, Générations Futures y ClientEarth el 13 de agosto de 2012. Respuesta escrita de 6 de
agosto de 2013 a la solicitud de revisión interna presentada por Pesticide Action Network Europe el 29 de 
mayo de 2013. Respuesta escrita de 31 de julio de 2014 a la solicitud de revisión interna presentada por Client
Earth el 5 de junio de 2014.
457 Reglamento (CE) 1107/2009, de 21 de octubre, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a la
comercialización de productos fitosanitarios. DO L 309, de 24 de noviembre de 2009, p. 1.
458 Reglamento de ejecución (UE) 540/2011, de 25 de mayo, de la Comisión, por el que se aplica el
Reglamento (CE) n o 1107/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a la lista de
sustancias activas autorizadas. DO L 153, de 11 de junio, p. 1.
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La diferencia entre los procedimientos radica en la manera en que terminan y en los efectos
que del acto que pone fin a los mismos; individuales, en el caso de los OMG; generales, en 
el caso de los fitosanitarios. 
El problema aquí es que, a la luz de lo establecido por el Convenio de Aarhus, lo 
importante no es el tipo de acto que pone fin al proceso, sino los poderes que ejerce el
órgano emisor del mismo. Recordemos que, al hablar de las autoridades públicas, el art. 2.2 
CA únicamente excluye de las mismas a los “órganos o instituciones que actúen en 
ejercicio de poderes judiciales o administrativos”. También se comentó en su momento 
como la Guía de Aplicación del Convenio de Aarhus concluye claramente que “no debe
considerarse que la Comisión actúa con “capacidad legislativa” en el sentido establecido 
por el Convenio”459 . 
Pero, en todo caso, como se comentó más arriba, el art. 289 TFUE establece claramente que
actos legislativos son aquellos para cuya aprobación se ha seguido un procedimiento 
legislativo. Si tenemos en cuenta este precepto junto con el art. 2.2 CA, se ha de concluir 
que todos los actos que no sean actos legislativos han de quedar dentro del alcance del art. 
9.3 CA. La situación queda aún más clara si tenemos en cuenta que, para el caso de los
productos fitosanitarios, el procedimiento termina con un Reglamento de ejecución.
Además, quedan patentes las consecuencias que el diseño del procedimiento de
autorización tiene para la posibilidad de revisar los actos adoptados, de tal forma que, 
mediante la elección de un sistema de Decisión dirigida al solicitante, dicha revisión será
posible; mientras que, de elegirse un sistema de incorporación de la sustancia o producto a
un anexo normativo, la solicitud de revisión por parte de un tercero ajeno al procedimiento 
no será posible.
Por otro lado, la jurisprudencia del TJUE abrió, si bien con relación a una situación 
diferente (se trataba de una cuestión prejudicial referida a la participación del público en 
determinadas autorizaciones), una vía de interpretación del art. 9.3 CA que sería contraria a
la interpretación de la Comisión en los casos de autorización de los productos fitosanitarios. 
459 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus… Op. cit.: p. 34.
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En una de las solicitudes de revisión interna460, la recurrente alegaba que en la sentencia del
caso C-128/09461, el Tribunal señaló que el Convenio de Aarhus garantiza el derecho a una
tutela jurisdiccional efectiva462 y que la aplicación del art. 9 CA únicamente quedaba
excluida si se había producido un procedimiento legislativo específico y completo para dar 
lugar a una autorización463. El asunto se trataba de una cuestión prejudicial planteada por el
Conseil d’État belga en el marco de un litigio que versaba sobre la autorización de obras
relativas a los aeropuertos de Charleroi y Lieja y el ferrocarril Bruselas-Charleroi. 
El asunto se planteó porque, mientras que dichas autorizaciones eran el objeto de un litigio 
iniciado por varios vecinos de la zona y una ONG, el Parlamento valón aprobó un decreto 
mediante el que se autorizaba las obras por razones imperiosas de interés general. De este
modo se impedía la revisión administrativa y judicial de dichas autorizaciones, que ya solo 
podrían ser revisadas por el Tribunal Constitucional.
El Conseil d’État planteó una cuestión prejudicial con respecto a la interpretación de la
Directiva de evaluación de impacto ambiental464, que había sido modificada para cumplir 
con las obligaciones emanadas del Convenio de Aarhus465. La pregunta se refería a la
posibilidad de que la participación del público y el control jurisdiccional quedasen 
restringidos en los casos en los que la autorización se otorgaba mediante un acto legislativo. 
En este sentido el Tribunal se pronunció en los siguientes términos:
48. […] Únicamente están excluidos del ámbito de aplicación de dicha Directiva los
proyectos detallados adoptados mediante un acto legislativo específico, de forma que
los objetivos de dicha Directiva se hayan alcanzado mediante el procedimiento
legislativo […], teniendo en cuenta tanto el contenido del acto legislativo adoptado
460 Respuesta escrita de 9 de marzo de 2012 a la solicitud de revisión interna presentada por Pesticide Action
Network el 21 de diciembre de 2011.
461 Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala), asunto C-128/09, de 18 de octubre de 2011. Antoine Boxus
y otros contra Région wallonne.
462 Ibídem, § 26.
463 Ibídem, § 48 y 54-56.
464 Directiva del Consejo, 85/337/CEE, de 27 de junio de 1985, relativa a la evaluación de las repercusiones
de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente. DO L175, de 5 de julio de 1985, p.
4.
465 Dicho cambio se operó mediante la Directiva 2003/35/CE, de 26 de mayo, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, por la que se establecen medidas para la participación del público en la elaboración de determinados
planes y programas relacionados con el medio ambiente y por la que se modifican, en lo que se refiere a la
participación del público y el acceso a la justicia, las Directivas 85/337/CEE y 96/61/ CE del Consejo. DO L
156, 25 de junio de 2003, p. 17.
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como el conjunto del procedimiento legislativo que condujo a su adopción, y en
particular los trabajos preparatorios y los debates parlamentarios. A este respecto, un 
acto legislativo que no haga sino «ratificar» pura y simplemente un acto administrativo
preexistente, limitándose a invocar la existencia de razones imperiosas de interés
general sin la previa apertura de un procedimiento legislativo de fondo que permita
cumplir dichos requisitos, no puede considerarse un acto legislativo específico en el
sentido de la citada disposición y por lo tanto no basta para excluir un proyecto del
ámbito de aplicación de la Directiva 85/337 […].
54. Las exigencias que se derivan del artículo 9 del Convenio de Aarhus y del artículo 
10 bis de la Directiva 85/337 implican, en este aspecto, que cuando un proyecto 
comprendido dentro del ámbito de aplicación del artículo 6 del Convenio de Aarhus
[relativo a la participación del público en la autorización de actividades] o de la
Directiva 85/337 sea adoptado mediante un acto legislativo, la cuestión de si dicho acto
legislativo se ajusta a los requisitos establecidos en el artículo 1, apartado 5, de dicha
Directiva y recordados en el apartado 37 de la presente sentencia debe poder ser objeto
de un control, con arreglo a las normas de procedimiento nacionales, por un órgano 
jurisdiccional o por un órgano independiente e imparcial establecido por la ley.
55. En el supuesto de que contra dicho acto no existiese recurso alguno de la naturaleza
y alcance indicados, correspondería a cualquier órgano jurisdiccional que en el marco 
de su competencia conociese del asunto ejercer el control descrito en el apartado 
anterior y sacar las conclusiones oportunas, dejando, en su caso, sin aplicación dicho
acto legislativo.
56. En el caso de autos, si el órgano jurisdiccional remitente comprueba que el Decreto 
del Parlamento valón de 17 de julio de 2008 no se ajusta a los requisitos establecidos
en el artículo 1, apartado 5, de la Directiva 85/337 y recordados en el apartado 37 de la
presente sentencia, y si se pone de manifiesto que, según las normas nacionales
aplicables, ningún órgano jurisdiccional ni ningún órgano independiente e imparcial
establecido por la ley es competente para controlar la validez, en cuanto al fondo o en 
cuanto al procedimiento, de dicho Decreto, éste debe considerarse incompatible con las
exigencias derivadas del artículo 9 del Convenio de Aarhus y del artículo 10 bis de la
Directiva 85/337. Corresponde en tal caso al órgano jurisdiccional remitente dejarlo sin
aplicación.
Apelando a este pronunciamiento, Pesticide Action Network, una ONG ambiental centrada
en los efectos de los productos fitosanitarios y biocidas, recurrió la inclusión en el anexo 
del Reglamento 1107/2009 466  de la sustancia activa Prochloraz 467 . Los recurrentes
argumentaban que el Convenio de Aarhus permitía que se recurrieran actos de carácter 
general atendiendo al contenido del mismo y con independencia de consideraciones sobre
su forma. Así, consideraban que la decisión de autorizar la comercialización de un producto 
466 Reglamento (CE) 1107/2009, de 21 de octubre, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a la
comercialización de productos fitosanitarios. DO L 309, de 24 de noviembre de 2009, p. 1.
467 Respuesta escrita de 9 de marzo de 2012 a la solicitud de revisión interna presentada por Pesticide Action
Network el 21 de diciembre de 2011.
216 
          
    
          
      
     
           
        
          
  
          
     
        
           
             
        
 
       
          
      
       
                                                
           
                   
    
             
           
    
                
                 
            
             
                
fitosanitario era ejecutiva (pues suponía únicamente la aplicación de los estándares
contenidos en el Reglamento 1107/2009) y tenía un objeto concreto468. En su respuesta, la
Comisión ni siquiera hizo referencia a la sentencia mencionada por los recurrentes y se
limitó a reiterar que la autorización era un acto de carácter general, sin destinatario 
determinado y válido para cualquier operador que deseara comercializar productos que
incluyeran la sustancia activa autorizada469. 
Por otro lado, una serie de casos referidos a los planes para retrasar el cumplimiento de
determinados estándares establecidos por directivas de la Unión, ponen de manifiesto la
falta de eficacia del procedimiento de revisión interna para controlar el ejercicio de los
poderes ejecutivos de la Comisión.
El art. 32 de la directiva 2010/75 sobre emisiones industriales470 establece que los Estados
miembros podrán elaborar y aplicar un Plan Nacional Transitorio que abarque las
instalaciones de combustión operativas con anterioridad a noviembre de 2002. La directiva
establece una serie de requisitos que deben cumplir las instalaciones incluidas e impone
ciertas obligaciones para los Estados miembros dirigidas a asegurar que los objetivos de la
directiva se cumplirán en el año 2020. En todo caso, la Comisión debe evaluar el plan y 
puede declarar que el mismo no es admisible.
Entre enero de 2014 y julio de 2015 se presentaron cinco solicitudes de revisión interna con 
respecto a la decisión de la Comisión de no plantear objeciones a los planes nacionales
transitorios de Grecia, Polonia, Bulgaria, República Checa y España. Las Decisiones
recurridas tenían como destinatario concreto a los Estados solicitantes y, en todos ellos, la
Comisión rechazó admitir a trámite la solicitud, utilizando la misma argumentación471. 
468 Solicitud de revisión interna presentada por Pesticide Action Network el 21 de diciembre de 2011, pp.1-2.
469 Respuesta escrita de 9 de marzo de 2012 a la solicitud de revisión interna presentada por Pesticide Action
Network el 21 de diciembre de 2011, p. 2.
470 Directiva 2010/75/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de noviembre de 2010, sobre las
emisiones industriales (prevención y control integrados de la contaminación). DO L 334, de 17 de diciembre 
de 2010, p. 17.
471 Respuesta escrita de 4 de abril de 2014 a la solicitud de revisión interna presentada por European
Environmental Bureau el 7 de enero de 2014. Respuesta escrita de 12 de junio de 2014 a la solicitud de 
revisión interna presentada por European Environmental Bureau y Health and Environment Alliance el 1 de 
abril de 2014. Respuesta escrita de 11 de julio de 2014 a la solicitud de revisión interna presentada por
European Environmental Bureau, Health and Environment Alliance y Frank Bold Society el 14 de mayo de
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La Comisión señaló en su respuesta que los planes nacionales no establecían un límite de
emisiones a instalaciones concretas y que, en consecuencia, no podía considerarse que
afectaran individualmente a alguna de dichas instalaciones. Además, era labor de los
Estados solicitantes asignar las emisiones concretas que podía realizar cada instalación a
partir del límite contenido en el plan. Estas consideraciones provocaban que el acto 
recurrido no pudiese considerarse como de alcance individual. Cabe señalar que en el
primer caso presentado, el relativo a Grecia, se incluían únicamente seis instalaciones, 
todas ellas operadas por la misma empresa. Este hecho, alegado por los recurrentes, no fue
obstáculo para que la Comisión continuara considerando que el acto no tenía alcance
individual.
Los casos relativos a los planes nacionales transitorios ilustran claramente la incapacidad 
del sistema de revisión interna para conseguir un control de la actuación de la actividad de
la Comisión. De nuevo la Comisión actúa en estos casos en el ejercicio de poderes
ejecutivos y emite actos que no son de carácter legislativo. En consecuencia, al igual que
ocurre con la autorización de productos fitosanitarios, el control de su actuación entra
dentro de lo previsto en el art. 9.3 CA y debería poder ser objeto de recurso.
En vista de lo anterior, se puede concluir que los cambios operados por la entrada en vigor 
del Reglamento Aarhus no son suficientes para asegurar el control de la actividad 
administrativa de la Comisión y, en consecuencia, la Unión no estaría cumpliendo con las
obligaciones emanadas del Convenio de Aarhus en relación con el acceso a la justicia
ambiental.
En efecto, la única posibilidad de revisión que existe tras la puesta en práctica del
procedimiento de revisión interna del Reglamento Aarhus, es la que se refiere a la
autorización para la comercialización de productos o sustancias, cuando dicha autorización 
se ha otorgado a través de un procedimiento administrativo que termina con una Decisión 
2014. Respuesta escrita de 7 de julio de 2015 a la solicitud de revisión interna presentada por European
Environmental Bureau y Frank Bold Society el 14 de mayo de 2015. Respuesta escrita de 18 de septiembre de
2015 a la solicitud de revisión interna presentada por Instituto Internacional de Derecho y Medio Ambiente y
Greenpeace España el 10 de julio de 2014.
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dirigida al solicitante472 y aun en este caso, es la Comisión, el órgano que adoptó el acto 
recurrido, quien resuelve sobre la conformidad a Derecho del mismo.
Para el resto de situaciones, la única vía de recurso continúa siendo el recurso de anulación 
ante el Tribunal, sobre todo si tenemos en cuenta la aplicabilidad del recurso judicial creado 
por el art. 12 RA, tal y como se verá a continuación.
3.1.2.2 Procedimiento ante el Tribunal de Justicia	
El art. 12 RA se refiere al recurso ante el Tribunal:
1. La organización no gubernamental que haya efectuado una solicitud de revisión 
interna en virtud del artículo 10 podrá interponer recurso ante el Tribunal de Justicia de
conformidad con las disposiciones pertinentes del Tratado.
2. Cuando la institución u organismo comunitario no actúe de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 10, apartados 2 o 3, la organización no gubernamental podrá
interponer recurso ante el Tribunal de Justicia de conformidad con las disposiciones
pertinentes del Tratado.
La redacción de este precepto, en relación con las disposiciones del CA, provoca algunas
dudas acerca de la naturaleza del recurso y su funcionalidad y, si tenemos en cuenta la
historia legislativa de los preceptos en materia de acceso a la justicia del Reglamento 
Aarhus, no es aventurado considerar que la redacción del art. 12 es deliberadamente
ambigua. De hecho, como ya se comentó, la eurodiputada Auken, del grupo Verdes/ALE, 
señaló lo equívoco del precepto relativo al acceso de las ONG al Tribunal de Justicia, 
afirmando incluso que no estaba claro si dicho derecho existía realmente473. 
Ya se expuso en su momento como la intención de la Comisión al diseñar el procedimiento 
de revisión interna era que dicho procedimiento terminara con una decisión dirigida al
remitente, que le abriera la puerta al procedimiento de anulación contemplado en el actual
TFUE. Durante el proceso legislativo el término “decisión” fue cambiado por el de
“respuesta escrita”. Como ha confirmado la jurisprudencia posterior del Tribunal, este
472 Ya hemos visto que, a pesar de que este procedimiento parecería el más apropiado para autorizaciones de
este tipo, otros procedimientos de autorización requieren de la adopción de actos formalmente legislativos.
473 Acta literal de la Sesión Plenaria del Parlamento Europeo del 3 de julio de 2006.
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cambio fue irrelevante, pues, en todo caso, la respuesta escrita está dirigida al recurrente y, 
por tanto, cumple con los requisitos del art. 263 TFUE474. 
Más interés tiene el objeto del recurso contemplado en el art. 12, punto que tampoco deja
claro su redacción y que el Tribunal ha venido a clarificar en los mismos pronunciamientos.
La Sentencia del caso T-565/14 traía causa de una solicitud de revisión interna relativa al
plan general transitorio de Polonia475. En su demanda, los recurrentes solicitaban la
anulación de la respuesta escrita de la Comisión, pero también la de la Decisión original de
no plantear objeciones al plan presentado por Polonia. El Tribunal rechazó todos los
argumentos dirigidos contra esta última, por considerar que el plazo para solicitar su 
anulación ya se había cumplido476 477. De este modo, vino a confirmar que el recurso contra
la respuesta escrita únicamente puede dirigirse contra esta y que en ningún caso el
procedimiento señalado en el art. 12 RA puede servir para examinar la posible ilegalidad 
del acto que se recurrió en revisión interna.
En la misma línea, el Tribunal ha considerado que el recurso de anulación de la respuesta
escrita únicamente puede referirse al contenido de la misma, con independencia de la
argumentación recogida en el recurso de revisión interna o en la demanda de anulación. En 
efecto, en su solicitud de revisión interna, la recurrente argumentó que
el acto en cuestión tiene efectos vinculantes y externos, por cuanto constituye una 
aprobación para derogar límites de valores de emisión más estrictos y prever una
reducción lineal de emisiones para algunas plantas de combustión conforme a las
condiciones y techos de emisión establecidos en el Anexo de la Decisión478.
474 Sentencia del Tribunal General (Sala Quinta), asunto T-177/13, de 15 de diciembre de 2016. TestBioTech 
eV y otros contra Comisión Europea, §53.
475 Respuesta escrita de 12 de junio de 2014 a la solicitud de revisión interna presentada por European
Environmental Bureau y Health and Environment Alliance el 1 de abril de 2014
476 Orden del Tribunal General, de 17 de julio de 2015, asunto T-565/14, European Environmental Buerau 
contra Comisión Europea, §§ 18 y 22.
477 El art. 263 TFUE contempla un plazo para solicitar la anulación de dos meses a partir de la fecha de
publicación del acto.
478 Solicitud de revisión interna presentada por European Environmental Bureau y Health and Environment
Alliance el 1 de abril de 2014, p. 3.
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En su demanda, los recurrentes aportaron varios argumentos apoyando los afectos externos 
y vinculantes de la Decisión. Esta argumentación, sin embargo, fue rechazada por el
Tribunal que señaló:
Se debe considerar que estos argumentos carecen de efecto. La Comisión no examinó
si la decisión tenía efectos vinculantes y externos. Consideró que la solicitud de
revisión interna de la decisión del 31 de marzo de 2014 era inadmisible únicamente por 
el motivo de que no constituía una medida de alcance individual en el sentido del
artículo 2.1.g del Reglamento 1367/2006479.
Esta afirmación resulta preocupante, ya que implica que la Comisión solo debe ignorar 
algunos de los argumentos esgrimidos por los recurrentes en su respuesta para evitar que
dichos argumentos sean examinados por el Tribunal. Este hecho es de especial relevancia si
tenemos en cuenta que la Comisión tiende a ser escueta en sus respuestas escritas (la gran 
mayoría de ellas no supera las dos páginas), no se pronuncia sobre todos los argumentos
presentados por los recurrentes 480  y habitualmente reproduce de forma literal las
argumentaciones de respuestas anteriores, a pesar de que los argumentos de los recurrentes
sean diferentes481. 
La línea jurisprudencial marcada por el caso T-565/14 se ha visto reforzada con la sentencia
del Tribunal General de 15 de diciembre de 2016482. Este fallo trae causa de una solicitud 
de revisión interna presentada por una organización alemana, TestBioTech, en la que pedía
la revisión de la Decisión de ejecución de la Comisión Europea 2012/347/EU de 28 de
junio de 2012, que autorizaba la comercialización de varios productos de soja modificada
genéticamente. 
Ya se comentó que la autorización para comercializar organismos genéticamente
modificados era uno de los pocos casos en los que el recurso de revisión interna se ha
479 § Orden del Tribunal General en el caso T-565/14, § 38.
480 Valga como ejemplo la respuesta escrita de 9 de marzo de 2012 a la solicitud de revisión interna 
presentada por Pesticide Action Network el 21 de diciembre de 2011, en la que, como se comentó, la
Comisión no valoró la jurisprudencia citada por los demandantes o las contestaciones a los argumentos a
favor de considerar los actos recurridos como de alcance individual.
481 Así puede comprobarse en las respuestas a los casos de autorizaciones para el uso de productos
fitosanitarios y sobre las decisiones de no presentar objeciones a los planes nacionales transitorios, antes
comentadas.
482 Sentencia del Tribunal General (Sala Quinta), asunto T-177/13, de 15 de diciembre de 2016. TestBioTech
eV y otros contra Comisión Europea.
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admitido a trámite de manera sistemática. El Comisario de Salud y Consumo respondió 
mediante respuesta escrita, desestimando el recurso al considerar que los argumentos
técnicos señalados por la recurrente no demostraban que la Comisión hubiera actuado 
contraviniendo las normas de Derecho medioambiental aplicables y, en concreto, el
Reglamento 1829/2003, sobre alimentos y piensos modificados genéticamente. Ante dicha
respuesta, la recurrente interpuso recurso de anulación de la respuesta escrita el 18 de
marzo de 2013.
Más allá de la discusión sobre el fondo del asunto, relativa a la regulación del proceso de
autorización para la comercialización de los productos derivados de organismos
modificados genéticamente, y que exceden del ámbito del presente trabajo, la primera parte
de la sentencia se refiere a la admisibilidad del recurso y el alcance del mismo.
La Comisión, apoyada por Monsanto (que solicitó la autorización de comercialización) y 
por el Reino Unido, alegó que la demanda no debía ser admitida a trámite, porque los
argumentos de la demandante no habían sido puestos de manifiesto en su solicitud de
revisión interna y, además, no se dirigían a anular la respuesta escrita, sino la Decisión de
ejecución que autorizaba la comercialización de los OMG. En su opinión, el RA no 
reconocía el derecho de la demandante a solicitar la anulación de la Decisión de
autorización más allá del procedimiento establecido en el art. 263 TFUE para el recurso de
anulación. Por ello, no podían aceptarse argumentos que fueran destinados a conseguir que
se declarada la ilegalidad de la Decisión de autorización, porque ello significaría aceptar la
posibilidad de anularla “por la puerta de atrás”483. 
La demandante, por contra, señalaba que sus argumentos sí habían sido señalados en su 
solicitud de revisión interna y que, además, no estaba obligada a concretar cuáles eran los
trámites en concreto que deberían haberse realizado para la autorización, habida cuenta de
la asimetría de información que existía entre la solicitante de revisión interna y la
Comisión484. 
483 Sentencia del Tribunal General en el caso T-177/13, §§ 37 y 41.
484 Ibídem, § 38.
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El Tribunal deja claro que la demanda solo puede dirigirse a la anulación de la respuesta
escrita y, en ningún caso, contra la Decisión de autorización, que ya era definitiva485. 
Señala además que el procedimiento de revisión interna puede terminar con una respuesta
de la Comisión en la que reconozca que el acto recurrido es contrario a Derecho, pero en 
ningún caso puede la organización recurrente solicitar al órgano competente una medida
concreta a tomar tras dicho reconocimiento puesto que la elección de esas medidas es
“enteramente discrecional”. Así, el órgano competente puede decidir enmendar, suspender 
o incluso anular el acto de que se trate, pero dicha decisión la tomará a iniciativa propia486. 
Si consideramos esta última afirmación conjuntamente con el reconocimiento que hace el 
Tribunal de que el recurso de anulación únicamente puede dirigirse contra la respuesta
escrita y no contra el acto que originó el recurso administrativo, nos encontramos con un 
posible incumplimiento de lo establecido en el art. 9.4 CA, que establece que los
procedimientos administrativos o judiciales sobre el incumplimiento del Derecho 
medioambiental deben ofrecer “recursos suficientes y efectivos”. Ya se comentó al hablar 
del Convenio de Aarhus las características que dichos recursos deben tener. Recordemos, 
además, que el art. 47 CDFUE exige que las controversias puedan plantearse ante un juez
competente y con plena jursidicción.
En segundo lugar, deja claro que las organizaciones recurrentes, siempre pueden solicitar la
anulación de la respuesta escrita, dado que entran en la primera situación cubierta por el art. 
263.4 TFUE, ya que son las destinatarias del acto. Esta afirmación vuelve a poner de
manifiesto la falta de efectividad real del art. 12 RA, ya que establece un procedimiento que
en realidad ya estaba recogido por las disposiciones generales relativas al recurso de
anulación.
485 Ibídem, § 42.
486 Ibídem, § 55.
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3.1.3	 Compatibilidad del Reglamento 1367/2006 con el Convenio de Aarhus: 
jurisprudencia	del	Tribunal
3.1.3.1 Jurisprudencia previa aplicada por el Tribunal: el caso Fediol	
Como se verá a continuación, tanto en las sentencias dictadas por el Tribunal General como 
en la casación de las mismas, fue fundamental la jurisprudencia previa del Tribunal en 
materia de control de la legalidad de los actos legislativos de la Unión con respecto a los
tratados internacionales de los que esta es parte. Dentro de esta jurisprudencia, el Tribunal
consideró especialmente importante para el caso la sentencia del caso Fediol487. 
En este asunto, la Federación de la Industria del Aceite de la CEE (Fediol) impugnó una
Decisión de la Comisión por la que se negaba a abrir una investigación a Argentina por 
llevar a cabo prácticas contrarias a la competencia a la hora de regular la exportación de
soja. La Comisión aplicaba el Reglamento 2641/1984, cuyo art. 2.1 establecía que “se 
considerarán prácticas comerciales ilícitas todas las prácticas imputables a un tercer país
que sean incompatibles, en materia de comercio internacional, con el Derecho 
internacional o con las normas generalmente admitidas”. Para determinar si existían 
violaciones del Derecho internacional la Comisión interpretaba el GATT (Acuerdo General
sobre Aranceles y Comercio) y en función del mismo, consideró que no procedía abrir un 
procedimiento de investigación. 
La Comisión consideró que el recurso ante el Tribunal de Fediol no era admisible, por 
cuanto la interpretación de las normas del Derecho comunitario que realizaba la Comisión 
solo podía ser impugnada si la aplicación de esas normas constituía una violación de
disposiciones que otorgaban derechos a los particulares. Las disposiciones del GATT, sin 
embargo, no eran lo suficientemente precisas como para crear esos derechos. 
El Tribunal consideró que el art. 3.1 del Reglamento permitía a los demandantes remitirse a
las disposiciones del GATT. Dicho artículo establecía que
487 Sentencia del Tribunal de Justicia de 22 de junio de 1989, asunto 70/87, Fédération de l’industrie de
l’huilerie de la CEE contra Comisión de las Comunidades Europeas. 
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Cualquier persona física o jurídica, así como cualquier asociación que no tenga
personalidad jurídica, que actúe en nombre de un sector económico de la Comunidad 
que se estime objeto de un perjuicio resultante de estas prácticas comerciales ilícitas,
podrá formular una queja por escrito. 
Como la interpretación de qué constituían “prácticas comerciales ilícitas” debía hacerse, 
según el art. 1.2 del Reglamento, en función del Derecho internacional aplicable y dicho 
Derecho era básicamente el GATT, el Tribunal consideró que los demandantes estaban 
facultados para solicitar al Tribunal que examinara la legalidad de la Decisión de la
Comisión en función de lo establecido en el GATT 488 , aun reconociendo la gran 
flexibilidad que caracterizaba las disposiciones del mismo489. 
Como se verá a continuación, los casos presentados ante el Tribunal en materia de acceso a
la justicia en materia de medio ambiente guardan importantes similitudes con el caso 
Fediol, ya que, en dichos casos, las partes han solicitado del Tribunal que declarara la
invalidez del Reglamento Aarhus con respecto a las normas del Convenio de Aarhus.
3.1.3.2 Las	sentencias	del Tribunal General de 14 de junio de 2012
Con fecha 14 de junio de 2012, el Tribunal General del TJUE dictó dos sentencias que
finalizaban sendos procesos iniciados a raíz de la legitimación activa que prevé el art. 12 
RA. 
La primera de ellas490, el asunto Mileudefensie, traía causa de un procedimiento iniciado 
por dos ONG ambientales neerlandesas relacionadas con la lucha contra la contaminación 
atmosférica. Ambas organizaciones solicitaron que la Comisión iniciara un procedimiento 
de revisión interna contra su Decisión de aprobar una prórroga en el cumplimiento de las
obligaciones de la Directiva 2008/50/CE relativa a la calidad del aire ambiente. Dicha
prórroga se concedió en aplicación de lo previsto en el art. 22 de dicha directiva, aunque las
recurrentes alegaban que era contraria a los preceptos de la norma.
488 Ibídem, § 22.
489 Ibídem, § 20.
490 Sentencia del Tribunal General (Sala Séptima), asunto T-396/09, de 14 de junio de 2012. Vereniging 
Milieudefensie y Stichting Stop Luchtverontreiniging Utrecht contra Comisión Europea.
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La Comisión desestimó la solicitud de revisión interna al considerar que el acto impugnado 
no se ajustaba a la definición de “acto administrativo” del Reglamento Aarhus, pues, según 
la jurisprudencia del TJUE, las excepciones a un régimen general establecido en una
Directiva que la Comisión autoriza en los términos previstos por aquella, tienen el mismo 
carácter que la propia Directiva, siempre y cuando se apliquen a situaciones determinables
objetivamente.
Las ONG reclamantes decidieron interponer recurso de anulación (regulado por el art. 263 
TFUE, antiguo art. 230 TCE), basándose en la legitimación activa que les otorgaba el art. 
12 del Reglamento 1367/2003.
La pretensión de las demandantes se dirigía a la anulación de la respuesta que obtuvieron a
su solicitud de revisión interna, para conseguir que el Tribunal obligara a la Comisión a
pronunciarse sobre el fondo de su decisión. Subsidiariamente, las demandantes alegaban 
que, de considerarse que la Comisión había actuado conforme a lo establecido en el
Reglamento 1367/2003, debía considerarse que el art. 10.1 del mismo era ilegal, por ir en 
contra de lo establecido en el art. 9.3 del Convenio de Aarhus.
Esta petición subsidiaria constituye una excepción de ilegalidad, regulada por el art. 277 
TFUE (antiguo art. 241 TCE). Se trata de un incidente procesal mediante el que se solicita
que se declare la ilegalidad de una norma en el marco de un proceso que trae causa de la
aplicación de esa norma. La estimación de la excepción no implica la nulidad de la 
disposición de alcance general, sino que únicamente tiene efectos entre las partes en el
litigio.
El Tribunal desestimó la pretensión principal por considerar que conforme a su 
jurisprudencia, las decisiones de concesión de excepciones que se otorgan en virtud del
contenido de una directiva, tienen el mismo carácter que esta y por tanto son de alcance
general y están fuera del concepto de “acto administrativo”. Hay que recordar que el art. 10 
RA permite únicamente recurrir los actos de alcance individual. 
No obstante, el Tribunal consideró que era competente para examinar la conformidad del
art. 10.1 RA con el Convenio de Aarhus en virtud de su jurisprudencia previa. Al referirse
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al sistema al respecto creado por la jurisprudencia del Tribunal, los puntos 53 y 54 de la
sentencia se refieren a una suerte de norma general según la cual
el juez de la Unión sólo puede examinar la validez de una disposición de un
reglamento en relación con un Tratado internacional si la naturaleza y el sistema de 
éste no se oponen a ello y si sus disposiciones son, desde el punto de vista de su
contenido, incondicionales y suficientemente precisas491.
 Esta “norma general” tiene, no obstante, una excepción ya que,  
en el supuesto de que la Comunidad tenga el propósito de cumplir una obligación
particular asumida en el marco de un acuerdo internacional o cuando el acto 
comunitario se remita expresamente a disposiciones precisas de dicho acuerdo,
corresponderá al Tribunal de Justicia controlar la legalidad del acto de que se trate en
relación con las normas de ese acuerdo492.
El Tribunal recoge aquí los argumentos que se expresaron en la sentencia del caso Fediol, 
que se comentó anteriormente. En efecto, el caso parece similar, ya que los considerandos
del Reglamento Aarhus recogían expresamente el propósito de cumplir lo estipulado en el
Convenio de Aarhus y por tanto se cumplían los supuestos necesarios para que el Tribunal
examinase la legalidad del Reglamento. 
En cuanto al fondo del asunto, el punto 65 se la sentencia establecía lo siguiente:
Procede estimar que un procedimiento de revisión interna que afectase únicamente a
las medidas de alcance individual tendría un alcance muy limitado, en la medida en
que los actos adoptados en materia de medio ambiente son, en la mayor parte de los
casos, actos de alcance general. Pues bien, en vista de la finalidad y del objeto del
Convenio de Aarhus, tal limitación no está justificada.
El Tribunal reconoce que la redacción dada al art. 9.3 CA deja un importante margen de
maniobra a los Estados. Sin embargo, dicho margen de maniobra se refiere a los requisitos
necesarios para el acceso a los procedimientos judiciales y no a la definición de las
“acciones u omisiones” a que se refiere el art. 9.3 CA, que, en consecuencia, no puede
restringirse indebidamente. 
491 Ibídem, § 53.
492 Ibídem, § 54.
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La argumentación del Tribunal no se centra en los requisitos para otorgar la legitimación 
activa sino en el objeto del proceso. Los requisitos para la legitimación activa no quedan 
definidos en el art. 9.3 CA y las partes en el Convenio tienen la potestad de establecerlos o 
no y, en caso de hacerlo, gozan de una gran libertad para establecerlos. Sin embargo, la
letra de art. 9.3 no deja libertad ninguna para restringir qué actos pueden impugnarse, 
simplemente se refiere a los actos u omisiones de los particulares y autoridades públicas, 
reconociendo, eso sí, que no tendrán la consideración de tales las autoridades que ejerzan 
funciones judiciales o legislativas.  
El Tribunal General consideró, en consecuencia, que el hecho de que la Decisión de la
Comisión fuese un acto general no podía significar, según los derechos que otorga el
Convenio, que ese acto no pudiera ser impugnado. La única limitación que el Convenio de
Aarhus establece es que no se considerarán autoridades públicas los órganos que actúen 
ejerciendo poderes judiciales o legislativos y, en palabras del Tribunal, “no existe
correlación entre los actos de carácter general y los adoptados por una autoridad pública 
en el ejercicio de su poder judicial o legislativo”493. Por lo tanto, aunque un acto sea de
carácter general, ello no implica que, a la luz del Convenio, pueda impedirse su 
impugnación.
Como, según el Tribunal General, no es posible interpretar que el art. 9.3 CA se refiere
únicamente a los actos de carácter individual, el art. 10.1 RA es contrario al Derecho de la
Unión, ya que incumple un precepto de una norma de rango superior al del Derecho 
derivado: un tratado internacional como es el Convenio de Aarhus. 
La declaración de ilegalidad del art. 10.1 del Reglamento conlleva la anulación de la
decisión que negó el acceso al procedimiento de revisión interna a las organizaciones
demandantes.
De este modo, el Tribunal General fue más allá de lo establecido en la sentencia de los osos
eslovacos, que se comentó con anterioridad. Si en aquella recordaba que el art. 9.3 CA debe
ser tenido en cuenta a la hora de interpretar el Derecho de la Unión, en esta reconoce que
493 Ibídem, § 67.
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dicho artículo también debe considerarse a la hora de crear el Derecho de la Unión y 
diseñar el sistema de acceso a la justicia ambiental.
En cuanto a la otra sentencia, la del asunto C-338/08494, es bastante similar en cuanto a los
hechos y la argumentación. En este caso, otras dos asociaciones para la defensa del medio 
ambiente presentaron solicitud de revisión interna del Reglamento 149/2008 de la
Comisión, que modificaba el Reglamento 396/2005 del Parlamento y el Consejo. El art. 14 
de esta última norma, relativa a los límites máximos de plaguicidas en alimentos y piensos, 
encargaba a la Comisión la elaboración de Reglamentos sobre la “fijación, modificación o 
supresión” de los límites máximos permitidos de residuos de plaguicidas, a petición de los
solicitantes. En virtud de esta autorización, la Comisión aprobó el Reglamento 149/2008, 
cuya revisión interna solicitaban dos ONG, solicitud que fue denegada.
Las peticiones de las demandantes son idénticas a las del asunto Mileudenfensie, que se
declare nula la Decisión que niega el acceso al procedimiento de revisión interna y, 
subsidiariamente, que se declare la ilegalidad del art. 10.1 RA, por ser incompatible con el
art. 9.3 CA. 
El fallo y la argumentación del Tribunal son los mismos que en la sentencia 396/09 (ambas
fueron tratadas en la misma sala y redactadas por el mismo ponente). En concreto, la
argumentación del Tribunal en lo que se refiere a su capacidad para examinar la legalidad 
del Reglamento Aarhus a la luz del Convenio de Aarhus es exactamente la misma. No 
obstante, conviene resaltar dos aspectos de este segundo caso.
En primer lugar, la afirmación del Tribunal, conforme a la jurisprudencia que viene
manteniendo, de que a la hora de determinar el alcance de un acto, no se debe tener en 
cuenta únicamente la denominación del acto, sino su objeto y su contenido495. Esto es
especialmente importante si tenemos en cuenta que la acción ejecutiva de la Comisión, 
especialmente en materia de medio ambiente, toma a menudo la forma de reglamentos o 
directivas.
494 Sentencia del Tribunal General (Sala Séptima), asunto T-338/08, de 14 de junio de 2012. Stichting Natuur
en Milieu y Pesticide Action Network Europe contra Comisión Europea.
495 Sentencia del Tribunal General, asunto T-338/08, § 29.
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En segundo lugar, el Tribunal considera que aunque la “Guía de Aplicación del Convenio 
de Aarhus” no tiene valor jurídico, nada impide que el Tribunal la utilice como elemento 
para interpretar el contenido del Convenio496. Conviene recordar que en dicha guía se
señala claramente que no debe considerarse que la Comisión actúa en el “ejercicio de
poderes judiciales o legislativos”497. Esta consideración es uno de los argumentos que el
Tribunal esgrimió para considerar que la afirmación, en función del art. 10.1 RA, de que el
acto impugnado no era un acto administrativo era inadmisible a la luz del art. 9.3 CA498. 
3.1.3.2.1 Casación de las sentencias del Tribunal General
El 3 de septiembre de 2012 el Consejo de la Unión Europea interpuso sendos recursos de
casación ante el Tribunal de Justicia en contra de las sentencias del Tribunal General
dictadas en junio de ese mismo año.
En su recurso el Consejo sostenía que el Tribunal General no interpretó ni aplicó 
correctamente la jurisprudencia del Tribunal, en concreto, y entre otros, el caso Fediol. 
Sostenía el Consejo, apoyado en sus pretensiones por la Comisión y el Parlamento, que la 
sentencia del Caso Fediol no era aplicable porque el Reglamento controvertido en este
último caso otorgaba expresamente a los operadores la posibilidad de alegar las
disposiciones del GATT, mientras que el Reglamento Aarhus no establecía este derecho de
forma específica. 
En sus sentencias de 13 de enero de 2015 499 el Tribunal de Justicia aceptó esta
argumentación y, en consecuencia, anuló las sentencias del Tribunal General. En efecto, en 
el caso Fediol los demandantes podían interponer un recurso en función de un Reglamento 
que, para interpretar qué era una práctica comercial ilícita, se remitía al Derecho 
internacional (el GATT era el texto internacional más importante en la materia y se
mencionaba en los considerandos). En el caso del Reglamento Aarhus no hay tal remisión, 
lo que hace el Reglamento es crear un procedimiento con unos requisitos, requisitos que
496 Ibídem, § 68.
497 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus Convention… Op. cit.: p. 34.
498 Sentencia del Tribunal General, asunto T-338/08, § 69.
499 Sentencia del Tribunal de Justicia (gran Sala) de 13 de enero de 2015, asuntos acumulados C-401/12P a C-
403/12P y Sentencia del Tribunal de Justicia (gran Sala) de 13 de enero de 2015, asuntos acumulados C-
404/12P y C-405/12P. En lo que se refiere a la argumentación del fallo, ambas sentencias son idénticas.
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son claros y que no se remiten a ninguna otra norma. Como no hay esa remisión, no es
aplicable la excepción a la norma general de la jurisprudencia en la materia que, 
recordemos, establece que la validez de una norma de Derecho interno con respecto a una
norma internacional solo puede valorarse si dicha norma internacional es vinculante y sus
disposiciones incondicionales y suficientemente precisas. Como la excepción no es
aplicable, hay que acudir a la norma general, y como los requisitos de esta última no se
cumplen (el CA no especifica qué requisitos de legitimación activa deben establecerse) el
Tribunal no puede valorar la validez del Reglamento Aarhus en relación con el art. 9.3 
CA500 501 . 
A pesar de la validez de la argumentación, el Tribunal de Justicia obvia un punto 
importante de la sentencia del Tribunal General y es que este último sí reconoció que no 
podía comprobar la validez de un acto legislativo de la Unión con respecto a un tratado 
internacional si las disposiciones del mismo no eran lo suficientemente concretas. El 
Tribunal General, sin embargo, basó su argumentación en una disposición del Convenio de
Aarhus que sí consideraba suficientemente concreta. 
Conviene hacer en este punto una apreciación: el margen de apreciación del art. 9.3 CA se
refiere únicamente a los “eventuales criterios” que los miembros del público deben reunir 
para interponer un recurso y no a los actos que pueden ser impugnados. En este sentido, el 
art. 9.3 CA se refiere a los actos y omisiones de las autoridades públicas, con la única
limitación (expresada en el art. 2.2 CA) de que dichas autoridades no actúen en el ejercicio 
de funciones legislativas o judiciales. Como el propio Tribunal General señaló, no puede
equipararse acto de alcance general con acto adoptado por una autoridad que actúa
ejerciendo poderes judiciales o legislativos. Por tanto, aunque dicho acto fuera de alcance
general, ello no quiere decir que la Comisión estuviera actuando en el ejercicio de
funciones legislativas502. 
500 Ibídem, § 54 y 55 (C-401/12) y §46 y 47 (C-404/12).
501 Esta argumentación se ha mantenido con en tres pronunciamientos posteriores, que ya se comentaron a la
hora de tratar la naturaleza y características del recurso ante el Tribunal de Justicia: la Orden del Tribunal 
General en el caso T-565/14 (17 de julio de 2015, §29), el auto del Tribunal General en el caso T-685/14 (17 
de julio de 2015, §29) y, por último, la Sentencia del Tribunal General (Sala Quinta) en el asunto T-177/13 
(15 de diciembre de 2016, § 50).
502 Sentencia del Tribunal General en el caso T-396/09, §67.
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Si el Convenio de Aarhus se encuentra por encima del Reglamento en el sistema de fuentes
de la Unión, dicho reglamento no puede limitar el alcance del Convenio. La definición de
qué es un acto impugnable no entra dentro del margen de libertad de los Estados miembros
y es, por tanto, una disposición lo suficientemente precisa e incondicional para que permita
examinar la legalidad de los actos jurídicos de la Unión503. 
Lo cierto es que en la sentencia del Tribunal General no se entiende la alusión al caso 
Fediol, pues es incongruente y establece un factor de confusión importante. El Tribunal
General consideró que la definición de qué constituía un acto administrativo era
suficientemente precisa y que por tanto podía utilizarla para considerar la validez del
Reglamento Aarhus. Si esto era así ¿por qué acudir a la excepción a la norma general de la
jurisprudencia cuando la propia norma general era la aplicable?
Es esta incongruencia la que utilizan los recurrentes en su recurso y la que lleva al Tribunal
de Justicia a anular la sentencia del Tribunal General. Sin embargo, esto supone que el
Tribunal de Justicia no entre a analizar el que era el verdadero fondo del asunto. Lo 
importante de la sentencia recurrida es que consideraba que lo que era ilegal del
Reglamento Aarhus era su definición de cuál era el objeto del proceso y no cuáles eran los
requisitos de legitimación activa. Y, sin embargo, el Tribunal de Justicia no se pronuncia
sobre este aspecto.
Por otro lado, tanto el Tribunal General como el Tribunal de Justicia obvian un aspecto 
importante al considerar, sin un análisis en profundidad, que el art. 9.3 CA no establece
obligaciones incondicionales y suficientemente precisas. Esto es así si acudimos
únicamente a la letra del Convenio, pero es incorrecto si interpretamos el art. 9.3 
conjuntamente con las decisiones del Comité de Cumplimiento del Convenio y con el resto 
de normas básicas del Derecho internacional público. Como ya se mencionó en la primera
parte de este trabajo, el Comité de Cumplimiento ha declarado en reiteradas ocasiones que
el art. 9.3 CA no permite una libertad total en el establecimiento de requisitos para otorgar 
503 En su pronunciamiento del caso T-565/14 (17 de julio de 2015), el Tribunal señaló que, aunque era cierto 
que el art. 2.1.g del Reglamento 1367/2006 debía interpretarse del modo más acorde posible con el CA, dicha
interpretación no podía realizarse contra legem y, por tanto, no era posible ampliar el objeto del recurso de
revisión interna (§§ 31 y 33).
232 
           
      
        
        
        
         
            
         
 
 	 	 	 	
           
           
        
             
       
 
           
          
       
        
 
         
            
         
                                                
           
  
                
             
        
     
la legitimación activa y que, en lo que se refiere a la legitimación de las organizaciones
ambientales, dicha legitimación debe ser la norma y no la excepción. Como también se
comentó, al convertirse las decisiones del Comité de Cumplimiento en normas
interpretativas adoptadas por la Conferencia de las Partes, en función del art. 31 de la 
Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, dichas decisiones deben contemplarse
obligatoriamente a la hora de interpretar el tratado. Como se vio, el Comité ha declarado 
taxativamente que el acceso a la justicia de las organizaciones ambientales debe ser la
norma y no la excepción504, afirmación que sí que es suficientemente clara como evaluar si
un sistema de acceso a la justicia cumple o no con las obligaciones emanadas del Convenio.
3.2 Otras normas de	Derecho derivado
Si bien el Reglamento Aarhus es la única norma de Derecho derivado que regula la
aplicación del acceso a la justicia en las instituciones de la Unión, resulta de interés
examinar otras normas de Derecho derivado que han tratado de armonizar el acceso a la
justicia en los Estados miembros de la UE. Se trata principalmente de la Directiva de
Responsabilidad Ambiental505 y del proyecto de Directiva sobre Acceso a la Justicia
Ambiental.
Aunque la Directiva de Responsabilidad Ambiental se dirige a la armonización de la
legislación de los Estados miembros, es interesante analizar los requisitos de acceso a la
justicia recogidos en ella y compararlos con los establecidos en el Reglamento Aarhus. 
Como se verá, el régimen de acceso contemplado en la Directiva es bastante más amplio 
que el establecido en el Reglamento.
Por otro lado, es de interés el examen del fracaso proyecto de directiva en materia de
acceso a la justicia de la Comisión. Dicha norma contenía unos criterios bastante amplios
de acceso a los procedimientos judiciales y, en consecuencia, y vista la postura del Consejo 
504 Decisión del Comité de Cumplimiento del Convenio de Aarhus, ACCC/C/2008/32, 1 de mayo de 2011 
(Unión Europea)
505 Directiva 2004/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, sobre
responsabilidad medioambiental en relación con la prevención y reparación de daños medioambientales. DO
L 143, 30 de abril de 2004, p. 45.
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en el procedimiento para la aprobación del Reglamento Aarhus, no resulta sorprendente que
el proyecto no llegara a buen puerto.
3.2.1 El	proyecto	de	directiva	de	acceso	a	la	justicia	en	materia	de	medio	ambiente
Ya se comentó, al hablar del procedimiento por el que la Unión manifestó su 
consentimiento en obligarse por el Convenio de Aarhus, como la Comisión pretendía haber 
aprobado, con anterioridad a la manifestación de dicho consentimiento, normas que
armonizaran la aplicación de los tres pilares de la Convención en los Estados miembros.
Con este propósito, se aprobaron las directivas 2003/4/CE506, sobre acceso a la información 
ambiental y 2003/35/CE507, sobre participación del público en la toma de decisiones en 
materia de medio ambiente. 
Sin embargo, en octubre de 2003, cuando la Comisión presentó su propuesta de Decisión 
para la celebración, en nombre de la Comunidad, del Convenio de Aarhus508, señaló que
además de las dos directivas mencionadas más arriba, se estaban preparando un 
Reglamento que aplicaría las disposiciones del Convenio al ordenamiento de la Unión (el
futuro Reglamento Aarhus) y una norma que armonizara el acceso a la justicia en materia
de medio ambiente en los Estados miembros.
No obstante, como se vio, la Decisión final aprobada por el Consejo para la aprobación del
Convenio de Aarhus509 contenía una declaración de competencia, en virtud del art. 19 
CA510:
506 Directiva 2003/4/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2003, relativa al acceso del
público a la información medioambiental y por la que se deroga la Directiva 90/313/CEE del Consejo. DO L
41/26, 14 de febrero de 2003.
507 Directiva 2003/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de mayo de 2003, por la que se
establecen medidas para la participación del público en la elaboración de determinados planes y programas
relacionados con el medio ambiente y por la que se modifican, en lo que se refiere a la participación del
público y el acceso a la justicia, las Directivas 85/337/CEE y 96/61/ CE del Consejo. DO L 156/17, 25 de
junio de 2003.
508 
Propuesta de Decisión del Consejo sobre la celebración, en nombre de la Comunidad Europea, de la
Convención sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso
a la justicia en materia de medio ambiente. 24 de octubre de 2003, COM(2003) 635 final.
509 Decisión del Consejo, 2005/370/CE, de 17 de febrero de 2005, sobre la celebración, en nombre de la
Comunidad Europea, del Convenio sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma
de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. DO L 124, de 17 de mayo de 2005, p. 1.
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La Comunidad Europea declara […] que los instrumentos legales vigentes no abarcan
totalmente la puesta en práctica de las obligaciones derivadas del artículo 9, apartado 3, 
del Convenio, por cuanto se refieren a los procedimientos administrativos y judiciales
para impugnar acciones u omisiones de personas privadas y de autoridades públicas
distintas de las instituciones de la Comunidad Europea a que se refiere el artículo 2,
apartado 2, letra d), del Convenio; por lo tanto, los Estados miembros son responsables
de poner en práctica dichas obligaciones para la fecha en que la Comunidad Europea
apruebe el Convenio, y seguirán siéndolo a menos o hasta que la Comunidad, en el
ejercicio de las atribuciones que le confiere el Tratado CE, adopte disposiciones de 
Derecho comunitario que engloben la puesta en práctica de dichas obligaciones.
Teniendo en cuenta que en la fecha en que se aprobó la Decisión el Consejo tenía en su 
mesa, desde hacía un año, la propuesta de Directiva en materia de acceso a la justicia de la 
Comisión, todo parece indicar que el Consejo veía difícil llegar a un acuerdo al respecto y 
renunció a la pretensión inicial de la Comisión de regular la materia de modo armonizado 
para todos los Estados de la Unión.
3.2.1.1 Propuesta de la Comisión
La propuesta de Directiva sobre el acceso a la justicia en materia de medio ambiente
presentada por la Comisión pretendía establecer unos requisitos mínimos para el
cumplimiento del art. 9.3 del Convenio de Aarhus en todos los Estados miembros de la
Unión511. 
3.2.1.1.1 Justificación de la	actuación comunitaria
En la exposición de motivos de la propuesta se señalaba que la importancia de la misma
radicaba en la necesidad de contribuir a la aplicación del Convenio de Aarhus y subsanar 
las deficiencias en la aplicación del Derecho ambiental. Como se señalaba a continuación, 
estas deficiencias provenían de la falta de un interés económico de los particulares para
lograr el cumplimiento de la legislación ambiental, a diferencia de lo que ocurría con otros
sectores del Derecho comunitario como la regulación de la competencia. Además, se
consideraba que la falta de aplicación de las disposiciones en materia de medio ambiente
510 El art. 19 CA establecía que, cuando algún Estado parte fuera parte de una organización de integración
regional participante en el Convenio, dicha organización y sus miembros acordaría sus respectivas
responsabilidades en la ejecución de las obligaciones emanadas del Convenio.
511 El cumplimiento de los artículos 9.1 y 9.2 CA se regula en las directivas relativas al acceso a la
información y la participación del público, respectivamente.
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podía provocar distorsiones en el funcionamiento del mercado interno de la Comunidad, 
produciéndose ciertas ventajas para los operadores económicos de los Estados en los que la
aplicación de la normativa ambiental era más deficiente. Así, el objetivo medioambiental
fundamental que la propuesta trataba de conseguir era reforzar el cumplimiento del
Derecho del medio ambiente.
En cuanto a la necesidad de actuación de la Comunidad en la materia, la propuesta de la
Comisión señalaba que el acceso a la justicia en materia de medio ambiente era
imprescindible para el logro de los objetivos que el TCE encomendaba a la Comunidad. En 
este sentido los objetivos en materia de medio ambiente no se lograrían si el Derecho 
ambiental comunitario no se aplicaba correctamente en todos los Estados miembros. En 
consecuencia, sin este cumplimiento nunca se alcanzará el nivel de protección elevado del
medio ambiente que exigía el art. 2 TCE (actual art. 3 TUE).
Según la Comisión, la solución más eficaz era la regulación comunitaria de un marco 
general en materia de acceso a la justicia ambiental que garantizara el cumplimiento por 
parte de la Unión de las obligaciones exigidas por el Convenio de Aarhus y permitiera 
abordar la dimensión transfronteriza de los problemas ambientales. Esta necesidad, así 
como la libertad que tenían los Estados para regular la materia dentro del marco general
que la Directiva establecería, aseguraban el respeto al principio de subsidiariedad.
Respecto a los costes de la actuación comunitaria con respecto a los costes de no actuación, 
la Comisión consideraba que de no aprobarse una regulación en la materia, la Comunidad 
no podría cumplir sus obligaciones internacionales y sería imposible ratificar el Convenio 
de Aarhus, lo que supondría un duro golpe a su credibilidad internacional. Sin embargo, 
como ya se mencionó, la falta de una directiva en la materia no impidió que la Comunidad 
celebrara el Convenio, dejando, eso sí, el cumplimiento del art. 9.3 en manos de los Estados
miembros.
Además, la falta de acción comunitaria supondría diferencias en los niveles de protección 
ambiental en los diferentes Estados miembros, con las consecuencias negativas que ello 
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implica para la conservación del medio ambiente y el correcto funcionamiento del mercado 
interior.
En cuanto a los costes de la actuación de la Comunidad, la Comisión consideraba que eran 
escasos, por cuanto los Estados miembros habían ratificado la Convención y tenían que
tomar las medidas necesarias para garantizar el acceso a la justicia. Además, señalaba que
todos los Estados miembros tenían ya estructuras administrativas y judiciales suficientes
para hacer frente al cumplimiento de sus obligaciones. La Comisión reconoció que podía
producirse un ligero aumento de los costes como consecuencia del aumento del número de
procedimientos judiciales. Sin embargo, se consideró que este aumento sería limitado y que
las cargas adicionales podrían levantarse con los recursos existentes.
Por otro lado, se destacaba que el aumento del control del cumplimiento del Derecho 
ambiental supondría un ahorro de recursos, ya que un mayor control implicaba un mayor 
cumplimiento, con la consiguiente disminución del riesgo y el subsiguiente descenso en los
costes de reparación.
3.2.1.1.2 Consultas a	los grupos interesados
Con carácter previo a la adopción del proyecto de Directiva, la Comisión realizó consultas
con las partes interesadas en el proyecto. Los Estados miembros manifestaron su 
preocupación con respecto al cumplimiento del principio de subsidiariedad, pues algunos
de ellos consideraban que determinados aspectos del proyecto iban más allá de las
disposiciones que contenía el Convenio de Aarhus y por tanto suponían una invasión de sus
competencias por parte de la Comunidad512. 
Entre estos aspectos se encontraba un elemento fundamental de la regulación del acceso a
la justicia: la legitimación activa. Como se ha analizado con detalle, el art. 9.3 CA apenas
contiene precisiones relativas a los requisitos para poder acceder a los procedimientos
judiciales de revisión. Es por ello que algunos Estados miembros señalaron que al regular 
con más detalle los requisitos de legitimación activa, la Unión iba más allá del art. 9 CA y 
512 Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre el acceso a la justicia en materia de
medio ambiente. 24 de octubre de 2003, COM(2003) 624 FINAL, p. 8-9.
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por tanto estaba invadiendo el ámbito competencial de los Estados miembros, 
especialmente en lo que se refería a la legitimación activa de las organizaciones no 
gubernamentales. La misma argumentación se usaba para la regulación de las medidas
cautelares513. 
La Comisión no aceptó las críticas referidas al cumplimiento del principio de
subsidiariedad, pues consideró que la Comunidad tenía la obligación de adaptar su 
legislación si quería cumplir con las obligaciones que el Convenio de Aarhus establecía y, 
en consecuencia, era necesario regular el acceso a la justicia de forma armonizada en toda
la Unión514. 
Las críticas de las organizaciones no gubernamentales al proyecto se dirigían en la
dirección contraria a las de los Estados miembros, pues esperaban una regulación que
permitiera un acceso mucho más amplio a los procedimientos judiciales mediante una
especie de “acción popular”. La Comisión no aceptó esa crítica, pues consideró que el
concepto de “acción popular” no se contemplaba en la Convención y por tanto su 
regulación debía corresponder a los Estados miembros515. Esta justificación parece un tanto 
endeble por cuanto ya se ha dicho que el Convenio de Aarhus no contiene una regulación 
detallada de la legitimación activa y son las Partes las que deben regular esos extremos. La
Comunidad podría haber elegido regular la legitimación activa mediante una acción 
popular en los procesos ambientales. No parece coherente que la Comisión utilizase el
argumento de que debía regular la legitimación activa más allá del contenido del Convenio 
para rechazar las críticas de los Estados miembros y posteriormente utilizase el argumento 
contrario, es decir, que no podía regular más allá del contenido del Convenio, para rechazar 
las críticas de las organizaciones no gubernamentales.
Además, las ONG criticaron que el proyecto de directiva solo regulase el acceso a la
justicia frente a acciones u omisiones de las autoridades públicas, dejando a los Estados
miembros la regulación del acceso a procedimientos judiciales ante violaciones del
513 Ibídem, p. 9.
514 Ibídem, p. 9.
515 Ibídem, p. 10.
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Derecho ambiental por parte de particulares. También se criticó la exclusión de los asuntos
penales del ámbito de aplicación de la directiva516. 
De hecho, la regulación del acceso a la justicia ante actos de los particulares sí estaba
contemplada en el primer borrador del proyecto, pero fue eliminado en el proyecto final, lo 
que hizo desaparecer gran parte de las objeciones que planteaba el sector industrial
517 europeo . 
3.2.1.1.3 Contenido del proyecto
El objetivo de la Directiva era regular el acceso a la justicia a los particulares y las
entidades habilitadas ante acciones u omisiones de las autoridades públicas contrarias al
Derecho ambiental de la Unión (art. 1) 
Por autoridad pública se entendía “la administración pública de los Estados miembros, 
incluidas las administraciones de nivel nacional, regional y local, y excluidos el ministerio 
fiscal, los órganos, las administraciones y las instituciones que ejercen competencias
judiciales o legislativas” (a. 2.1.a PDAJ). Esta definición sí era compatible con el
Convenio de Aarhus, que, como se ha visto, en su art. 2. 2. in fine, permite excluir del
concepto de “autoridad pública” a “los órganos o instituciones que actúan en ejercicio de
poderes judiciales o legislativos”. 
El proyecto de directiva contenía una enumeración más detallada del contenido del Derecho 
del medio ambiente que la incluida en el Reglamento Aarhus. Así, su art. 2.1.g. establecía
que:
Se entenderá por “Derecho medioambiental” la legislación comunitaria y la legislación
adoptada para aplicar la legislación comunitaria que tienen por objetivo la protección o 
mejora del medio ambiente, incluida la salud humana y la protección o utilización de
los recursos naturales, especialmente en los ámbitos siguientes:
i. protección de las aguas
ii. protección contra el ruido
iii. protección de los suelos
516 Ibídem, p. 10.
517 Ibídem, p. 10.
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iv. contaminación atmosférica
v. ordenación del territorio rural y urbano y utilización de os suelos
vi. conservación de la naturaleza y biodiversidad biológica
vii. gestión de los residuos
viii. productos químicos, incluidos los biocidas y los plaguicidas
ix. biotecnología
x. otras emisiones, vertidos y liberación de substancias en el medio ambiente
xi. evaluación de impacto medioambiental
xii. acceso a la información medioambiental y participación pública en la toma de 
decisiones.
La enumeración no era una lista numerus clausus y el considerando séptimo de la propuesta 
señalaba que la constante evolución del contenido del Derecho medioambiental hacía que
su definición debiera remitirse a los objetivos de la política comunitaria en materia de
medio ambiente. 
Por otro lado, los actos administrativos se definían en el art. 1.d como “toda medida 
administrativa adoptada por una autoridad pública con arreglo al Derecho 
medioambiental, que sea jurídicamente obligatoria y surta un efecto externo”. 
El art. 3 señalaba que la Directiva pretendía garantizar el acceso a la justicia a los miembros
del público518 que reunieran las condiciones exigidas por los Estados miembros. Los
artículos siguientes establecían límites a la discrecionalidad de los Estados a la hora de
definir estas características.
La capacidad procesal se regulaba en los art. 4 y 5. El primero se refería a la capacidad de
los miembros del público, a los que se exigía un interés suficiente o la vulneración de un 
derecho, criterios que se especificarán con arreglo a la legislación nacional. 
El art. 5 regulaba el acceso a los procedimientos judiciales de las “entidades habilitadas”. 
Estas entidades no tenían que alegar interés suficiente o violación de un derecho, pero 
deben cumplir los requisitos del art. 8 del proyecto:
518 El art. 2.1.b del proyecto definía a los “miembros del público” como “una o varias personas físicas o 
jurídicas y las asociaciones, organizaciones o grupos constituidos por estas personas con arreglo al Derecho
nacional”, definición que es prácticamente idéntica a la “público” recogida en el art. 2.4 del Convenio de
Aarhus.
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a) deberán ser personas jurídicas independientes y sin ánimo de lucro, y su objetivo la
protección y la mejora del medio ambiente;
b) deberán tener una estructura organizativa que les permita garantizar la realización 
adecuada de sus objetivos estatutarios;
c) deberán haberse constituido jurídicamente y haber trabajado activamente para la
protección del medio ambiente, conforme a sus estatutos, durante un periodo que
fijará el Estado miembro en el que estén constituidas. Dicho periodo no deberá ser
superior a tres años;
d) deberán realizar un estado anual de cuentas que será certificado por un auditor
reconocido para un periodo que fijará el Estado miembro, con arreglo a lo dispuesto
en la letra (c) del apartado 1.
El sistema de acceso a la justicia diseñado por el proyecto de directiva establecía la
obligación de agotar la vía administrativa. Tanto los miembros del público que cumplían
con los requisitos del art. 4, como las entidades habilitadas, tenían que tener acceso a un 
procedimiento de revisión interna que, según el art. 7, era requisito previo para acceder a un 
recurso jurisdiccional.
3.2.1.1.4	 Comparación de las propuestas originales de la	 Comisión para	 la	Directiva	 de
acceso a	la	justicia	y el Reglamento Aarhus.	
Una comparación de la propuesta inicial de la Comisión para el Reglamento Aarhus y la
propuesta de Directiva de acceso a la justicia permite entrever que la intención inicial de la
Comisión era la elaboración de un marco de acceso a la justicia ambiental, tanto para las
instituciones de la Unión como para los Estados miembros, coherente con el contenido del
Convenio de Aarhus. En efecto, con ambos textos se quería ampliar de manera considerable
el acceso a los procedimientos de revisión administrativa y judiciales ante violaciones del
Derecho del medio ambiente. 
Es especialmente significativa la definición de acto administrativo que contenían ambos
textos, sobre todo si tenemos en cuenta que, como se ha visto, la definición de “acto 
administrativo” es la barrera principal de acceso a los procedimientos de revisión en la
actualidad. 
El proyecto de Directiva definía una “acción administrativa” recurrible como “toda medida 
administrativa adoptada por una autoridad pública con arreglo al Derecho 
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medioambiental, que sea jurídicamente obligatoria y surta un efecto externo”. Esta
definición era prácticamente igual a la recogida en la propuesta inicial de la Comisión para
el Reglamento Aarhus, que definía los actos recurribles como “cualquier medida 
administrativa adoptada por una institución u organismo comunitario con arreglo al
Derecho medioambiental que sea jurídicamente vinculante y surta un efecto externo”. 
Ambas definiciones son ciertamente más amplias que la recogida finalmente en el
Reglamento Aarhus y son mucho más coherentes con la definición actual de los actos
legislativos que ofrece el TFUE (que diferencia claramente en actos legislativos, delegados
y de ejecución) y el Convenio de Aarhus, que permite excluir de su aplicación únicamente a
los actos dictados en ejercicio de competencias legislativas o judiciales.
Por otro lado, la justificación de la acción comunitaria que recoge el proyecto de Directiva
es aplicable, en muchos de sus argumentos, a las instituciones de la Unión. En primer lugar, 
la Comisión señalaba la falta de interés económico de los operadores para solicitar la
aplicación del Derecho del medio ambiente. Esta realidad es precisamente una de las causas
por la que el acceso a la justicia en materia de medio ambiente es tan restringido en las
instituciones de la UE, pues ya se ha visto como el sistema de acceso a los recursos es
mucho más sencillo para los operadores que alegan un interés económico que para los que
defienden intereses como la protección del medio ambiente.
En segundo lugar, la argumentación con respecto a los costes de la actuación comunitaria
en la materia es fácilmente extrapolable a las instituciones de la Unión. La Comisión 
reconocía que un aumento del control en el cumplimiento del Derecho ambiental podía
suponer un ahorro de recursos, una disminución del riesgo y un descenso de los costes de
reparación. Si se reconoce que un aumento del control supone una reducción de costes y, 
por otro lado, que ese control no lo pueden hacer los operadores económicos ¿no sería
coherente permitir a los operadores sin intereses económicos el acceso a los recursos para el
control del cumplimiento del derecho ambiental?
Sin embargo, habida de cuenta del análisis que se llevó a cabo en el punto anterior, parece
que la Comisión ha reducido su interés por permitir una mayor participación de la sociedad 
civil en el cumplimiento del Derecho ambiental. Bien porque ha considerado que el 
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Reglamento Aarhus no le ofrecía ningún margen de apreciación o bien por una decisión 
política, lo cierto es que la Comisión ha dejado de ser una de las impulsoras del acceso a la
justicia ambiental y se ha convertido, en la práctica, en un obstáculo para dicho acceso. 
3.2.1.2 Posición del Parlamento Europeo
Conforme al entonces vigente procedimiento de codecisión, el proyecto de Directiva fue
enviado al Parlamento Europeo para la adopción de la resolución legislativa que incluyese
las enmiendas oportunas.
El proyecto fue analizado por la Comisión de Medio Ambiente, Salud Pública y Política del
Consumidor, que encargó la elaboración del informe a Inger Schörling, diputada sueca del
grupo Verdes/ALE. 
El informe de la ponente519 fue aprobado por 18 votos a favor, 13 en contra y una
abstención y contenía numerosas enmiendas al proyecto de la Comisión.
Centrándonos en las más importantes, se contempló la posibilidad de que los Estados
miembros regulasen un acceso a la justicia más amplio que el contenido en la directiva y 
que, en caso de duda, se aplicasen las disposiciones de esta última (enmienda cuarta). 
Además, ante las posibles dudas que pudieran surgir entre la aplicación de la Directiva de
acceso a la justicia u otras que regulan aspectos de este derecho (como la Directiva de
prevención y control integrado de la contaminación o la Directiva de acceso a la
información en materia de medio ambiente), se aplicará la Directiva de acceso a la justicia
si esta establecía un acceso más amplio.
El informe también contempla la ampliación del concepto de “autoridad pública” para
ajustarlo al contenido del Convenio de Aarhus, incluyendo específicamente las personas
físicas o jurídicas que ejercían funciones públicas o prestaban servicios relacionados con el
519 Informe sobre la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo relativa al acceso a la
justicia en materia de medio ambiente (COM(2003) 624 – C5-0513/2003 – 2003/0246(COD)). 18 de marzo
de 2004, A5-0189/2004 FINAL.
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medio ambiente (enmienda sexta). Esta precisión se consideraba necesaria ante la creciente
privatización de las funciones públicas.
Otra de las enmiendas se refería a la definición de “entidad habilitada” que se pretendía
ampliar a aquellas organizaciones cuyo objetivo esencial no fuera la protección del medio 
ambiente pero que, en un momento dado, pudiesen verse “involucradas en una necesidad 
concreta de protección del entorno en que están ubicadas” (enmienda octava).
En consonancia con las peticiones de las ONG ambientales, la novena enmienda eliminó la
exclusión de los procesos penales del ámbito de aplicación de la directiva, al considerar que
dicha exclusión no se contemplaba en el Convenio y además la posibilidad de que los
ciudadanos promoviesen la persecución de los delitos medioambientales podía tener un 
efecto preventivo positivo. También se agregó la posibilidad de obtener justicia gratuita
para acceder a los procedimientos judiciales de medio ambiente, incluyendo aquellos
entablados contra otros particulares (enmienda décima).
Uno de los aspectos más criticados del proyecto de la Comisión fue la obligación de agotar 
la vía administrativa como requisito previo para el acceso a un procedimiento judicial, ya
que se consideraba que este requisito podía alargar excesivamente el proceso. Es por ello 
que la enmienda duodécima eliminaba el requisito de acudir previamente al procedimiento 
de revisión interna.
También con el objeto de conseguir un procedimiento rápido y eficaz, la enmienda 16ª
recogía la posibilidad de que el procedimiento de reconocimiento se sustanciase al mismo 
tiempo que se examinaba el fondo del asunto.
Por último, las enmiendas 18ª y 19ª incluían mecanismos para asegurar que los miembros
del público fueran informados correctamente de sus posibilidades de recurso y que, además, 
no se encontraban con barreras financieras para acudir a la justicia.
El proyecto de resolución legislativa votado por la Comisión de Medio Ambiente, Salud 
Pública y Política del Consumidor, también recogía las opiniones consultivas de otras dos
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Comisiones del Parlamento Europeo: Libertades y Derechos de los Ciudadanos, Justicia y 
Asuntos Interiores; y Asuntos Jurídicos y Mercado Interior520. 
Si las enmiendas propuestas por la Comisión de Medio Ambiente iban en la línea de
ampliar el acceso a la justicia, las de las otras dos Comisiones consultabas iban 
precisamente en la dirección contraria.
La Comisión de Libertades y Derechos de los Ciudadanos encargó su informe a Hartmut
Nassauer, diputado alemán del Partido Popular Europeo, informe que fue aprobado por 35 
votos a favor y cinco en contra.
El informe era muy crítico con la regulación de la legitimación activa que contenía el
proyecto de Directiva pues consideraba que la regulación propuesta excedía el contenido 
del Convenio de Aarhus e invadía competencias de los Estados miembros. Se destacaba la
ausencia de competencia de la Comunidad para regular los procedimientos judiciales, en 
virtud del principio de subsidiariedad. La misma crítica se planteó con respecto a la
regulación del procedimiento de revisión interna, cuyo establecimiento es optativo en virtud 
del art. 9.2 del Convenio de Aarhus. 
En este sentido, las enmiendas propuestas por la Comisión de Libertades y Derechos de los
Ciudadanos se referían a la eliminación del proyecto de los artículos relativos a la
capacidad de las entidades habilitadas, el procedimiento de revisión interna, el
procedimiento judicial por violación del Derecho ambiental y los procedimientos para el
reconocimiento de capacidad a las entidades habilitadas. La supresión de estos artículos
habría dejado sin contenido al proyecto de Directiva, que no habría aportado nada a lo ya
establecido por el Convenio de Aarhus.
Por su parte, la Comisión de Asuntos Jurídicos y Mercado Interior encargó su informe a
Anne-Marie Schaffner, diputada francesa del Partido Popular Europeo. Dicho informe fue
aprobado por 15 votos a favor y 10 en contra.
520 Las opiniones de la Comisión de Libertades y Derechos de los Ciudadanos, Justicia y Asuntos Interiores y
de la Comisión Asuntos Jurídicos y Mercado Interior del Parlamento Europeo se recogen también en el
documento con referencia A5-0189/2004 FINAL, citado anteriormente.
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El informe de la Comisión de Asuntos Jurídicos propuso, al igual que la Comisión de
Medio Ambiente, la ampliación de la definición de “autoridad pública” para incluir a los
particulares que desempeñan funciones públicas.
En el resto de enmiendas propuestas, la Comisión de Asuntos Jurídicos se posicionó en una
postura similar a la de Libertades y Derechos de los Ciudadanos, si bien de un modo menos
crítico con la propuesta de la Comisión Europea. La principal propuesta del informe era la
eliminación de la obligación de los Estados miembros de dar a las entidades habilitadas
acceso a los procedimientos de medio ambiente, sin necesidad de que alegaran un interés
legítimo o la vulneración de un derecho. Se consideraba que esta obligación no estaba
recogida en el Convenio de Aarhus y que provocaría un aumento de la carga de trabajo de
administraciones y tribunales, así como un gran retraso en el planeamiento y ejecución de
proyectos de obras públicas. Según el informe, “la introducción de la capacidad procesal
para las entidades habilitadas equivale prácticamente, en cuanto a su resultado, a la 
introducción de una acción popular”.
El 31 de marzo de 2004, el pleno del Parlamento aprobó su resolución legislativa521, que
contenía las enmiendas propuestas en el informe de la Comisión de Medio Ambiente, sin 
atender a las críticas planteadas en la opinión emitida por las otras dos Comisiones
consultadas.
Puede observarse como la postura del Parlamento en este caso fue similar a la mantenida en 
primera lectura en el procedimiento legislativo para del Reglamento Aarhus, es decir, el
Parlamento tendió a establecer un régimen de acceso más amplio que el planteado 
inicialmente por la Comisión.
521 
Resolución legislativa del Parlamento Europeo sobre la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y
del Consejo relativa al acceso a la justicia en materia de medio ambiente (COM(2003) 624 - C5-0513/2003 -
2003/0246(COD)). 31 de marzo de 2004, P5_TA-PROV(2004)0239.
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3.2.1.3 Retirada del proyecto
Tras su paso por el Parlamento Europeo y el informe favorable del Comité Económico y 
Social522, la propuesta pasó al Consejo, para su deliberación en primera lectura, trámite que
nunca llegó a producirse.
El 1 de diciembre de 2009, se comunicó el paso del proyecto desde el procedimiento de
codecisión al procedimiento legislativo ordinario del nuevo TFUE523. Finalmente, el Diario 
Oficial del 21 de mayo de 2014 recogió la retirada definitiva de la propuesta, considerada
“obsoleta”524, sin ofrecer ninguna motivación al respecto.
3.2.2 La	directiva	de	responsabilidad	ambiental
La directiva de responsabilidad ambiental525 tiene por objeto establecer un marco de
responsabilidad medioambiental para los operadores económicos, basado en el principio de
que “quien contamina paga”. De este modo, la norma crea un sistema armonizado en los
Estados miembros para el control de dichas responsabilidades.
Dentro de las diferentes posibilidades para implementar un sistema de responsabilidad 
ambiental, la directiva optó por el de responsabilidad pública, es decir, establece que cada
Estado debe designar una autoridad competente que debe ser informada por el operador de
todo daño ambiental o de una amenaza de daño (arts. 5 y 6) y que, en su caso, debe ordenar 
las medidas preventivas o reparadoras oportunas. 
Los particulares pueden solicitar que la autoridad competente actúe ante un daño o amenaza
de una daño no comunicado por el operador. El acceso de los particulares a los
procedimientos administrativos se regula en el art. 12, que establece que
522 
Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre la «Propuesta de Directiva del Parlamento
Europeo y del Consejo sobre el acceso a la justicia en materia de medio ambiente» (COM(2003) 624 final –
2003/0246 (COD)). DO C 117, 20 de abril de 2004, p. 55.
523 Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo - Consecuencias de la entrada en vigor
del Tratado de Lisboa sobre los procedimientos interinstitucionales de toma de decisiones en curso
COM (2009) 0665 final.
524 Retirada de Propuestas de la Comisión Obsoletas (2014/C 153/03). DO C 153, 21 de mayo de 2014, p. 3.
525 Directiva 2004/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, sobre
responsabilidad medioambiental en relación con la prevención y reparación de daños medioambientales. DO
L 143, 30 de abril de 2004, p. 45.
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Artículo 12.1.: Una persona física o jurídica que:
a) se vea o pueda verse afectada por un daño medioambiental, o bien 
b) tenga un interés suficiente en la toma de decisiones de carácter medioambiental 
relativas al daño, o bien
c) alegue la vulneración de un derecho, si así lo exige como requisito previo la 
legislación de procedimiento administrativo de un Estado miembro,
podrá presentar a la autoridad competente observaciones en relación con los casos de
daño medioambiental o de amenaza inminente de tal daño que obren en su 
conocimiento, y podrá solicitar a la autoridad competente que actúe en virtud de la 
presente Directiva.
Corresponderá a los Estados miembros determinar lo que constituye «interés
suficiente» y «vulneración de un derecho».
Con este fin, se considerará suficiente, a efectos de lo dispuesto en la letra b), el interés
de las organizaciones no gubernamentales que trabajen en la protección del medio
ambiente y que cumplan los requisitos establecidos por la legislación nacional. Se 
considerará asimismo que dichas organizaciones tienen derechos que pueden ser
vulnerados a efectos de lo dispuesto en la letra c).
Como se ve, los requisitos de legitimación activa son similares a los establecidos en el
proyecto de Directiva de acceso a la justicia en materia de medio ambiente. Dichos
requisitos entrarían dentro de un sistema de “interés suficiente” o “interés legítmo”, tal y 
como se definió en al hablar de los sistemas de legitimación activa en el Convenio de
Aarhus. Además, se prevé un sistema de legitimación especial para a las ONG ambientales, 
sistema que también entra dentro de las posibilidades del art. 9.3 CA.
De este modo, las personas afectadas por el daño o aquellas que aleguen la vulneración de
un derecho o un interés suficiente (entre las que siempre se encuentran las ONG 
ambientales) pueden solicitar que las autoridades competentes actúen frente a un daño 
ambiental. 
Como señala el art. 12 de la Directiva, corresponde a los Estados miembros la
determinación de qué constituye “interés suficiente” y “vulneración de un derecho”. No 
obstante, recordemos que según la jurisprudencia del Tribunal en el caso de los “osos
eslovacos”, se deben interpretar estos requisitos de la manera más consecuente posible con 
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lo establecido en el Convenio de Aarhus, pues, de lo contrario, se estaría contraviniendo el
Derecho de la Unión. Además, se establecen especificaciones concretas para las ONG, al
considerar que siempre tienen derechos que pueden verse vulnerados por un daño 
ambiental.
Seguidamente, el art. 13 de la Directiva de responsabilidad ambiental establece lo siguiente:
1. Las personas a que se refiere el apartado 1 del artículo 12 podrán presentar recurso 
ante un tribunal o cualquier otro órgano público independiente e imparcial sobre la 
legalidad, procedimental y sustantiva, de las decisiones, actos u omisiones de la
autoridad competente en virtud de la presente Directiva.
2. La presente Directiva se entenderá sin perjuicio de las disposiciones de Derecho 
interno que regulen el acceso a la justicia y de las que exijan que se agote la vía
administrativa antes de recurrir a la vía judicial.
De este modo, la Directiva prevé también el acceso a los tribunales en el caso de que
consideren que la autoridad competente en la materia no ha actuado conforme a lo 
establecido en la directiva. 
Lo cierto es que el Libro Blanco sobre responsabilidad ambiental526, elaborado en 2000, 
proponía un acceso a la justicia ambiental más amplio, al contemplar la posibilidad de
acción judicial directa frente a los responsables del daño y no únicamente contra la
Administración. Sin embargo, esta propuesta no fue recogida finalmente en la Directiva527. 
En todo caso, la Directiva de responsabilidad ambiental establece, es su ámbito limitado de
aplicación, un sistema de acceso a la justicia ambiental acorde con el art. 9.3 CA, al
permitir el acceso a los procedimientos administrativos y judiciales de las personas físicas o 
jurídicas con un interés jurídico (si bien dicho requisito puede ser interpretado por los
Estados) y contemplar un sistema específico de legitimación para las ONG.
Son también notables aquí las diferencias entre el régimen establecido en la Directiva de
responsabilidad ambiental y el contemplado en el Reglamento Aarhus. Es cierto que ambas
526 Libro Blanco sobre Responsabilidad Ambiental. COM (2000) 66 final. 9 de febrero de 2000.
527 PLAZA MARTÍN, C.: Derecho ambiental… Op. cit. p. 593.
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 normas se aplican en ámbitos diferentes, pero, en realidad, las diferencias en el acceso a los
procedimientos en ambos casos no parecen justificables. 
En este sentido, el considerando 25 de la directiva señala lo que sigue:
Las personas que se hayan visto o puedan verse afectadas negativamente por daños
medioambientales deben poder solicitar a la autoridad competente que adopte medidas.
No obstante, la protección del medio ambiente es un interés difuso en el nombre del
cual no siempre actúan las personas o no siempre están en condiciones de actuar. Por
lo tanto, procede otorgar asimismo a las organizaciones no gubernamentales que
fomentan la protección del medio ambiente la posibilidad de contribuir adecuadamente
a una aplicación efectiva de la presente Directiva.
La consideración de que la protección del medio ambiente es un interés difuso y que de ahí
se deriva la necesidad de permitir la actuación administrativa y judicial de las ONG
ambientales, es de carácter general y no puede circunscribirse únicamente al ámbito de los
daños medioambientales. El contenido de la Directiva es un ejemplo más de cómo el
ordenamiento de la Unión tiende necesariamente hacia el reconocimiento de las
organizaciones ambientales como sujetos clave en la protección del medio ambiente y en el
cumplimiento de la normativa al respecto. Además, la regulación establecida por la
Directiva de Responsabilidad Ambiental viene a reforzar la apreciación de que la intención 
inicial de la Comisión era establecer un sistema coherente de acceso a la justicia ambiental, 
tanto para las instituciones de la Unión como para los Estados miembros.
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 3.3 Recapitulación 
Según se vio en el capítulo anterior, dedicado al Convenio de Aarhus, las disposiciones de
su art. 9.3 establecen la obligación de las Partes de crear mecanismos de revisión de los
actos que vulneren las disposiciones del Derecho medioambiental. Además, según las
resoluciones del Comité de Cumplimiento del Convenio, los criterios de acceso “deben ser 
tales que el acceso a los procedimientos de revisión sea la presunción, no la excepción”528 . 
Visto el resultado del sistema creado por el art. 10 del Reglamento, tras diez años de
aplicación, resulta muy difícil considerar que la Unión está cumpliendo con las
obligaciones emanadas del Convenio.
El recurso de revisión interna debería haber servido para que los actos administrativos
dictados en virtud del Derecho del medio ambiente fueran reexaminados por la Comisión y, 
posteriormente, si así lo consideraba el recurrente, por el Tribunal. Sin embargo, la estricta
definición de qué se considera un acto administrativo y puede ser, por consiguiente, 
impugnado, ha llevado a la no admisión a trámite del ochenta por ciento de los recursos y, 
lo que es más grave, el criterio para haber aceptado el veinte por ciento restante es formal, y 
no atiende a los criterios establecidos por el Convenio de Aarhus, que se refieren a los
poderes que ejerce el emisor del acto y no a los efectos del acto que pone fin al
procedimiento.
Además, según se ha ido viendo con la práctica de la Comisión, solo pueden ser objeto de
revisión interna los actos que tienen un destinatario formal, con independencia de que, de
hecho, el acto en cuestión afecte a un único operador. 
Este ha sido en realidad el único efecto práctico del recurso creado por el Reglamento
Aarhus: la posibilidad de recurrir actos con un destinatario individual formal. Puede
decirse, a la vista de la práctica durante los años de vigencia del Reglamento, que el resto 
de preceptos en materia de acceso a la justicia y revisión administrativa apenas han 
producido cambios prácticos de relevancia con respecto a la situación anterior. 
528 Decisión del Comité de Cumplimiento del Convenio de Aarhus, de 24 de agosto de 2011, en relación con
la comunicación ACCC/C/2008/32, relativa al cumplimiento por parte de la Unión Europea, § 34
251 
        
         
     
 
  

Y, en concreto, el art. 12 RA, relativo al recurso ante al Tribunal, se ha demostrado 
innecesario, por cuanto la consideración que este ha realizado de la respuesta escrita al
recurso de revisión interna, habría permitido el acceso a un recurso de anulación 
“ordinario” del art. 263 TFUE, ya que sería un acto del que la recurrente es destinataria.
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4 CONCLUSIONES
A lo largo del presente trabajo se han analizado las posibilidades del administrado para
solicitar de la Administración europea y del Tribunal la revisión de actos considerados
contrarios al Derecho del medio ambiente. Llegados a este punto, es conveniente
recapitular estas posibilidades y analizar si este sistema es el adecuado para la consecución 
de un alto grado de protección del medio ambiente, tal y como establece el TUE como 
objetivo de la Unión, así como su coherencia con las obligaciones internacionales
contraídas por la UE.
Ya se comentó, al tratar el acceso a la justicia ambiental que cabe dentro de las normas del
Derecho originario, como la CDFUE, y su interpretación acorde con el TEDH, no 
contempla el derecho de acceso a los tribunales ante violaciones del Derecho ambiental que
no han producido un efecto directo e individualizado en el administrado. Esta realidad tiene
su correlación en el sistema de acceso a la justicia contemplado en el TFUE, especialmente
mediante el recurso de anulación del art. 263 y la interpretación del mismo que viene
realizando el Tribunal.
Como se vio al analizar el caso Greenpeace529, el problema principal de esa interpretación 
es que únicamente es funcional para defender los intereses privados. Es decir, acceder a los
procedimientos es mucho más sencillo para un operador con intereses económicos, puesto 
que le resultará relativamente fácil alegar que dichos intereses se han visto perjudicados530 
(tal y como ocurre, según se vio, con las ayudas de Estado). Sin embargo, será mucho más
difícil alegar que los intereses individuales se han visto afectados cuando lo que se produce
es un daño ambiental. El propio Tribunal ha reconocido en su jurisprudencia que “el 
Derecho comunitario en su estado actual no prevé una legitimación, basada en el interés
colectivo, para ejercer una acción ante el juez comunitario”531. Esto conduce a la situación 
paradójica de que resulta mucho más sencillo defender los intereses privados que afectan a
529 Auto del Tribunal de Primera Instancia de 9 de agosto de 1995 (asunto T-585/93). Stichting Greenpeace
Council y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas.
530 Ibídem, p. 239.
531 Auto del Tribunal de Primera Instancia de 28 de noviembre de 2005 (asuntos acumulados T-236/04 y T-
241/04), § 63.
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una única persona, que los intereses comunes que afectan a toda la sociedad, siendo la
razón de esta dificultad, precisamente, que esos intereses afectan a toda la sociedad.
Si descendemos al siguiente nivel en el sistema de fuentes del Derecho comunitario, nos
encontramos con que el Convenio de Aarhus, como se comentó extensamente, permite una
gran variedad de sistemas de acceso a la justicia en materia de medio ambiente. Dicha
amplitud de posibilidades fue consecuencia de la negociación política para la redacción del
Convenio y de la disparidad de sistemas jurídicos de los Estados participantes en la
negociación. No obstante, no puede perderse de vista que, como ha declarado repetidas
veces el Comité de Cumplimiento del Convenio, no es posible configurar un sistema que, 
de forma sistemática, rechace el acceso a la justicia en la inmensa mayoría de los casos532. 
Conviene recordar, además, que según las normas de Derecho internacional, las
consideraciones del Comité de Cumplimiento, una vez aprobadas por la Reunión de las
Partes, deben ser tenidas en cuenta a la hora de interpretar el Convenio533. 
El análisis del sistema creado por la Unión Europea para cumplir con las obligaciones
emanadas del Convenio de Aarhus lleva a la conclusión de que dicho sistema no es
suficiente para alcanzar los requisitos establecidos por este último. Ya se ha visto cómo el
procedimiento administrativo creado por Reglamento Aarhus y su control judicial posterior
no permiten un acceso amplio a los recursos, ni un control suficiente de la actividad 
administrativa de la Comisión. De hecho, un sistema en el que, tras más de diez años de
aplicación, únicamente se han admitido a trámite siete recursos administrativos, ninguno de
los cuáles ha dado lugar a una revisión del acto recurrido, y en el que es muy difícil obtener 
una decisión judicial sobre el fondo de un asunto no parece precisamente el ejemplo de un 
532 Decisiones del Comité de Cumplimiento del Convenio de Aarhus de 24 de agosto de 2011
(ACCC/C/2008/32, Unión Europea), 26 de abril de 2008 (ACCC/C/2006/18, Dinamarca) y 28 de julio de
2006 (ACCC/C/2005/11, Bélgica).
533 Conviene recordar que es aplicable en esta situación el artículo 31 de la Convención de Viena de 1969
sobre Derecho de los Tratados, que establece que para interpretar un tratado, además del contexto “habrá de
tenerse en cuenta todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de la
aplicación de sus disposiciones […]”.
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sistema en el “que el acceso a los procedimientos de revisión sea la presunción, no la 
excepción”534 . 
Lo preocupante de esta situación lleva irremediablemente a preguntarse por las causas de
este incumplimiento. En un primer momento, durante los trámites legislativos para la
aprobación del Reglamento Aarhus, la Comisión planteó sus dudas sobre las posibles
incompatibilidades de un sistema de acceso a la justicia demasiado amplio con las
disposiciones en la materia en los Tratados535. El dilema se planteaba, recordemos, con 
respecto a la posibilidad de que las personas físicas pudieran entablar recursos de
anulación, aunque, como ya se dijo, el sistema creado para las organizaciones
ambientalistas, mediante el que se creaba un recurso administrativo que terminaba con una
Decisión dirigida a dicha organización, podría haberse implantado de igual modo para las
personas físicas. 
En todo caso, los recelos del Consejo y el cambio de la naturaleza del acto que pone fin al
recurso de revisión interna de una Decisión a una “respuesta escrita”, se han demostrado 
carentes de fundamento, habida cuenta que el Tribunal ha interpretado de manera
inequívoca que dicha respuesta es una decisión dirigida al recurrente y que, por tanto, entra
dentro de las posibilidades del recurso de anulación536, sin necesidad de atender a si existe
interés directo e individual. 
Además, las dudas iniciales sobre qué podía revisarse mediante el recurso judicial del art. 
12 RA, también han sido disipadas por el Tribunal, ya que ha considerado que todos los
534 Así se exigía en la Decisión del Comité de Cumplimiento del Convenio de Aarhus, de 24 de agosto de
2011, en relación con la comunicación ACCC/C/2008/32, relativa al cumplimiento por parte de la Unión
Europea, § 34
535 Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la aplicación, a las instituciones
y los organismos comunitarios, de las disposiciones del Convenio de Aarhus sobre el acceso a la información,
la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. 
COM (2003) 622 final, pp. 17 y 18.
536 Sentencia del Tribunal General (Sala Quinta), asunto T-177/13, de 15 de diciembre de 2016. TestBioTech
eV y otros contra Comisión Europea, §53.
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argumentos sobre el fondo del asunto que se hubieran puesto de manifiesto durante el
proceso de revisión interna, pueden ser revisados judicialmente537538 . 
Las consideraciones anteriores vendrían a confirmar, en un análisis superficial, que el
sistema creado por el Reglamento Aarhus ha servido para aquello que se proponía: abrir la
posibilidad de revisión de los actos administrativos en materia de medio ambiente y el
posterior examen de dicha revisión por parte de un Tribunal.
Sin embargo, las cifras de la aplicación del recurso de anulación describen, como se ha
visto, una realidad muy diferente. Esta realidad puede resultar sorprendente pues, como se
vio al analizar el recurso de anulación, la principal barrera de entrada al mismo ha sido 
precisamente la legitimación activa, barrera que, como se acaba de señalar, ha sido 
derribada, al menos parcialmente, por el recurso de revisión interna. 
El porqué de esta aparente paradoja radica en que el sistema del Reglamento Aarhus ha
venido a “trasladar” las barreras de acceso, llevándolas desde la legitimación activa hasta el
objeto del recurso: la definición estricta y ad hoc de “acto administrativo” que hace el art. 
2.1.g del Reglamento ha eliminado, en la mayoría de los casos, las posibilidades de acudir a
la revisión interna y, mediante ella, al recurso de anulación. De este modo, el Reglamento
ha venido a producir una especie de doble efecto, abriendo y cerrando al mismo tiempo las
posibilidades de recurso.
En este punto, conviene recordar las sentencias del Tribunal General de 14 de junio de
2012539, que precisamente declararon la ilegalidad del art. 2.1.g, por ser contrario al art. 9.3 
CA, basándose en que el Convenio dejaba un amplio margen de libertad a la hora de
regular la legitimación activa, pero no dejaba lugar a dudas sobre qué había de considerarse
537 Así se deriva claramente de la Sentencia del Tribunal General (Sala Quinta), asunto T-177/13, de 15 de
diciembre de 2016. TestBioTech eV y otros contra Comisión Europea, que entra claramente en el fondo del
asunto.
538 No obstante, conviene recordar el matiz expresado en la Orden del Tribunal General, de 17 de julio de
2015 (asunto T-565/14), según la cual únicamente pueden discutirse argumentos contenidos en la respuesta de
la Comisión, con independencia de que otros diferentes hubieran sido puestos de manifiesto por la recurrente
y posteriormente no contestado por la Comisión.
539 Sentencia del Tribunal General (Sala Séptima), asunto T-396/09, de 14 de junio de 2012. Vereniging 
Milieudefensie y Stichting Stop Luchtverontreiniging Utrecht contra Comisión Europea y Sentencia del
Tribunal General (Sala Séptima), asunto T-338/08, de 14 de junio de 2012. Stichting Natuur en Milieu y
Pesticide Action Network Europe contra Comisión Europea.
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un acto administrativo recurrible: únicamente podían quedar fuera del objeto del recurso los
actos dictados en el ejercicio de competencias legislativas y judiciales, tal y como establece
el art. 2 CA.
Como se vio, la sentencia fue casada por el Tribunal de Justicia, que declaró que los
preceptos del art. 9.3 no pueden ser tenidos en cuenta a la hora de examinar la legalidad o 
ilegalidad de actos de la Unión. Debido a esta última consideración, el Tribunal no entró a
valorar la validez de la argumentación del Tribunal General sobre la legalidad del art. 2.1.g
RA con respecto Convenio, argumentación que, como ya se comentó, era impecable, y no 
dependía, como señaló incorrectamente el Tribunal de Justicia, de la amplitud de
posibilidades para regular la legitimación activa que ofrecía el art. 9.3 CA, sino del objeto 
del proceso, del que, según el Convenio, únicamente podían excluirse los actos legislativos
y judiciales.
En definitiva, la Unión incumple el Convenio de Aarhus, no por su regulación de la
legitimación activa para interponer recursos de revisión, sino por las restricciones en los
actos que pueden ser objeto de recurso, que deberían ser todos aquellos que no se hayan 
dictado en el ejercicio de poderes legislativos o judiciales, con independencia del alcance
general o individual de los mismos.
En relación con lo anterior, puede decirse que el Tribunal de Justicia se ha mantenido en su 
jurisprudencia tradicional sobre las posibilidades para recurrir actos de la Unión por parte
de particulares, sin tener suficientemente en cuenta los cambios operados por la entrada en 
vigor del Convenio de Aarhus y la necesidad de interpretar el Derecho derivado a la luz del
mismo.
En la sentencia de los osos eslovacos el Tribunal señaló que el ordenamiento de los Estados
miembros ha de interpretarse de la forma más acorde posible con el Convenio de Aarhus, 
aun reconociendo que su art. 9.3 no contiene obligaciones suficientemente precisas como 
para considerar que es directamente aplicable. En este sentido, ya se ha visto como el
Tribunal también consideró que utilizar el art. 9.3 para interpretar de una forma más 
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flexible qué actos tienen alcance individual sería una interpretación contra legem y por 
tanto inaceptable540. 
Esta postura resulta sorprendente, ya que el Tribunal parece resignado a considerar que el
sistema está cerrado y es totalmente claro y que la única solución es la que viene aplicando. 
Parece no tener en cuenta, en primer lugar, que él ha sido el autor de gran parte de ese
sistema ya que, como se vio, ha sido su interpretación de qué era un interés directo e
individualizable la que ha venido configurando los requisitos de legitimación activa. Si la
jurisprudencia del Tribunal ha sido la intérprete de los conceptos de afección directa e
individual del art. 263 TFUE ¿por qué no podría interpretar el concepto de acto de alcance
individual del art. 2.1.g RA? Es más, dicha interpretación debería basarse precisamente en 
el Convenio de Aarhus, por ser una norma de rango superior que regula la misma materia.
No parece admisible, como señalan Jans y Vedder, que el Tribunal establezca criterios
diferentes de interpretación para los Estados miembros que los establecidos para las
instituciones de la Unión541. En efecto, resulta del todo incongruente, que, por un lado, tal y 
como se declaró en la sentencia de los osos eslovacos, se exija a los Estados miembros que
interpreten su legislación de la forma más acorde posible con el art. 9.3 CA y, por otro, que
ignore sistemáticamente este último precepto a la hora de valorar la validez del Derecho 
derivado de la Unión. El argumento de la interpretación contra legem del Reglamento 
Aarhus, que establece que solo son recurribles los actos de alcance individual, no parece
muy convincente, precisamente porque es el Tribunal el que ha establecido qué es la
“afectación individual” con su jurisprudencia.
Además, el Tribunal olvida que en otras situaciones no ha tenido problema en arrogarse un 
margen de interpretación mucho más amplio. Como señala Kramer, el Tribunal ha utilizado 
su poder de interpretación de las normas para extender la legitimación activa a instituciones
que no la tenían según los Tratados, haciendo incluso una interpretación contra legem542 . 
540 Orden del Tribunal General, de 17 de julio de 2015, asunto T-565/14, European Environmental Bureau 
contra Comisión Europea, §§ 31 y 33.
541 JANS, H.J.; VEDDER, H.H.B.: European Environmental… Op. cit.: p. 243.
542 KRAMER, L.: “The EU Courts…”, op. cit., p. 109.
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En su sentencia de 4 de octubre de 1991543 , declaró que era necesario reconocer la
legitimación activa del Parlamento Europeo para asegurar el equilibrio de poderes dentro de
la Comunidad544 , y ello a pesar del papel consultivo y secundario que los Tratados
reconocían al Parlamento en aquel momento545. Como muy acertadamente opina el autor, la
diferencia de criterios en un caso o en otro difícilmente puede explicarse por motivos
jurídicos y todo parece indicar que la motivación es más bien ideológica546, especialmente
si se tiene en cuenta que es precisamente la separación de poderes y el equilibrio entre unos
y otros, uno de los motivos que justifican el acceso a la justicia en materia de medio 
ambiente.
Efectivamente, sería un error circunscribir el problema del acceso a la justicia en materia de
medio ambiente únicamente al ámbito de los derechos fundamentales, ya que otro elemento 
clave del Estado de Derecho entra en juego aquí. Un sistema adecuado de separación de
poderes requiere que la legalidad de la actividad de la Administración pueda ser controlada
por el poder judicial, más aun teniendo en cuenta que el derecho a una buena
administración implica que la actividad administrativa sea en todo momento respetuosa con 
la legislación vigente547. Si se reconoce esta necesidad, el siguiente paso es plantearnos si
en el ordenamiento jurídico de la UE existen procedimientos adecuados para el control de
la actividad administrativa de las instituciones. 
Este control es efectivo en los casos en los que los derechos individuales de los particulares
se han visto afectados. Pero, como se viene repitiendo a lo largo de este trabajo, el
problema más importante surge cuando las violaciones del Derecho ambiental no tienen
efectos inmediatos e individualizables en los administrados. En este caso, el régimen de
recursos ante el Tribunal no permite el control de la actividad administrativa, tal y como 
sucedió en el caso Greenpeace y en otros sucesivos que han ido aplicando la jurisprudencia
543 Sentencia del Tribunal de Justicia, de 4 de octubre de 1991, asunto 70/88, Parlamento Europeo contra
Consejo de las Comunidades Europeas.
544 Ibídem, § 22.
545 KRAMER, L.: “The EU Courts…”, op. cit., p. 109.
546 Ibídem, p. 120.
547 Sentencia del Tribunal de Justicia de 4 de octubre de 1991, asunto C-70/88, Parlamento Europeo contra
Consejo de las Comunidades Europeas, §22.
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sentada en él548. El Reglamento Aarhus tampoco ofrece vías de recurso suficientes y deja
fuera de su ámbito de aplicación numerosos actos administrativos dictados en aplicación 
del Derecho del medio ambiente.
No puede obviarse el hecho de que la Unión Europea se encuentra en permanente estado de
construcción y que, como ya se ha mencionado en varias ocasiones, todo sistema de acceso 
a la justicia en materia de medio ambiente debe conseguir el necesario equilibrio entre el
derecho de acceso y el buen funcionamiento de administración de justicia.
Sin embargo, un sistema que permita un acceso limitado de determinadas personas jurídicas
a los procedimientos judiciales no tiene por qué provocar un colapso en la administración 
de justicia, como ha quedado patente en la experiencia de Estados miembros de la Unión, 
como España, o de terceros Estados, como Estados Unidos, que tiene un sistema incluso 
más amplio de acceso a los tribunales en materia ambiental.
Además, la hipotética sobrecarga del Tribunal no puede utilizarse como excusa política
para negar el acceso a la justicia. Resulta del todo antidemocrático que se transfieran 
competencias a órganos que posteriormente pueden ejercerlas sin control. El control de la
actividad administrativa es esencial en un Estado de Derecho, máxime si en su actuación en 
un determinado ámbito goza de un importante grado de discrecionalidad. Es inevitable, si
de verdad quiere apostarse por una mayor integración europea, que el Tribunal de Justicia
sea dotado de más medios y competencias para poder ejercer el control sobre la labor de la
Administración de la Unión.
El sistema de acceso a la justicia en la Unión ofrece garantías adecuadas a los ciudadanos
que ven violados sus derechos o afectados sus intereses individuales, como corresponde a
un ordenamiento jurídico democrático. Sin embargo, es necesario exigir mejoras en el
control de la actividad administrativa. Debe aceptarse que el sistema actual, aunque es
adecuado para la protección de los intereses económicos de los particulares, no es
apropiado para la protección de los intereses colectivos, lo que lleva a que no exista un 
548 Véase, por ejemplo, el Auto del Tribunal de Primera Instancia de 28 de noviembre de 2005 (asuntos
acumulados T-236/04 y T-241/04), European Environmental Bureau y Stichting Natuur in Milieu contra 
Comisión de las Comunidades Europeas, § 56.
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control apropiado sobre la actuación de la Comisión Europea y su cumplimiento de la
normativa ambiental de la Unión. A pesar de los loables esfuerzos de la UE para proteger el
medio ambiente, lo cierto es que el régimen de recursos de la Unión no ha salido aún de la
“tragedy of the commons” que ya señalaba Hardin en 1968549. 
Tampoco resulta congruente la restricción del acceso a los recursos de revisión desde el
punto de vista del papel de las ONG en la configuración político-jurídica de la Unión y, en 
concreto, en el campo del Derecho del medio ambiente.
El art. 11 TUE señala el papel de la sociedad civil y las asociaciones en la vida política de
la Unión, papel que queda reflejado en aspectos concretos como, por ejemplo, las consultas
de la Comisión a los grupos interesados cuando elabora propuestas legislativas o el papel
especial que se les reserva a la hora de denunciar daños ambientales en el marco de la
Directiva de Responsabilidad Ambiental. El propio Tribunal ha resaltado dicha importancia
en su jurisprudencia, al reconocer que la ausencia de ánimo de lucro es un criterio a tener 
en cuenta a la hora de otorgar la asistencia jurídica gratuita550 o, en concreto para el medio 
ambiente, reconociendo que protegen el interés general551. 
Como ha destacado la doctrina en los términos que se expusieron al hablar del papel de las
ONG en la elaboración del Convenio de Aarhus, las dificultades de los ciudadanos, a nivel
individual, para proteger intereses colectivos y bienes públicos, hacen necesaria la acción 
colectiva en ámbitos como el medio ambiente. Además, esta acción permite la creación de
organizaciones con recursos suficientes para controlar la aplicación de la normativa
ambiental, actividad que requiere de personal muy cualificado y de fuentes de financiación 
adecuadas, recursos a los que los ciudadanos normalmente no pueden acceder de forma
individual.
549 HARDIN, G. “The Tragedy of the Commons”. Science. 168, 1968, pp. 1243-1248.
550 Sentencia del Tribunal de Justicia, caso C-279/09, de 22 de diciembre de 2010, DEB Deutsche
Energiehandels- und Beratungsgesellschaft mbH contra República Federal Alemana (fallo).
551 
Sentencia del Tribunal de Justicia (sala cuarta), asunto C-115/09, de 12 de mayo de 2011. Bund für
Umwelt und Naturschutz Deutschland, Landesverband Nordrhein-Westfalen eV contra Bezirksregierung
Arnsberg, § 45-48.
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Ya se vio como la propia Unión reconoce que existe un déficit de cumplimiento en el
Derecho ambiental de la Unión552. Si precisamente ese déficit proviene de la falta de
incentivos económicos para que los operadores persigan el incumplimiento de las normas
ambientales y del carácter colectivo de los intereses que estas protegen ¿por qué no servirse
de la actuación de estas organizaciones que canalizan las preocupaciones de una parte
importante de los ciudadanos europeos? Esto no quiere decir que deba otorgárseles un 
acceso sin control a los recursos judiciales, ni tampoco la posibilidad de paralizar el tráfico 
económico, pero lo cierto es que tras la entrada en vigor del Convenio de Aarhus, los
cambios operados en el régimen de recursos no han sido suficientes para proteger el papel
que dicho Convenio reserva a las ONG ambientales.
Desde la entrada en vigor del Convenio los órganos de la Unión han provocado con su 
actuación que los principios que inspiran las normas de acceso a la justicia del Convenio de
Aarhus hayan tenido un efecto insuficiente en el ordenamiento jurídico de la UE. La
Comisión ha utilizado un criterio restrictivo a la hora de permitir el acceso al procedimiento
de revisión interna. El Tribunal ha continuado con su interpretación estricta de los
requisitos de legitimación activa del recurso de anulación y se ha negado a examinar la
legalidad o no del recurso de revisión interna, aun en contra de la jurisprudencia que aplica
a los Estados miembros. El Consejo, por último, no ha desaprovechado la oportunidad de
apelar la única sentencia del Tribunal que permitía una apertura a la posibilidad de recurrir 
los actos administrativos. 
La acción combinada de estos tres órganos lleva a una incongruencia que solo puede
basarse, como quedó patente en el proceso legislativo para aprobar el Reglamento Aarhus, 
en motivos políticos. Como se ha visto a lo largo de este trabajo, la Unión Europea
reconoce, como no podía ser de otra manera en una organización democrática, que la labor 
de la Administración debe ser controlada por otros poderes del Estado553. Por otro lado, la
UE ha elevado a la categoría de objetivo primordial de la Unión la consecución de un alto 
552 Decisión 1386/2013/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de noviembre de 2013, relativa al
Programa General de Acción de la Unión en materia de Medio Ambiente hasta 2020 “Vivir bien, respetando
los límites de nuestro planeta”, DO L 354, 28 de diciembre de 2013, p. 17, § 56 y ss.
553 Así queda claro en el art. 2 TUE, que fundamenta la Unión en valores como el Estado de Derecho y, en
concreto, en el art. 263 TFUE que regula el recurso de anulación y establece específicamente que el TJUE
controlará la legalidad de los actos de la Comisión.
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grado de protección del medio ambiente554. Por último, tanto el art. 11 TUE, como la
práctica habitual de la Administración europea, en su régimen de consultas previas a la
elaboración de legislación, suponen el reconocimiento del papel fundamental de las
organizaciones de la sociedad civil para el correcto funcionamiento democrático de la
Unión. 
Esta incongruencia entre los principios que inspiran la actuación de la Unión (principios
que llevaron a la firma del Convenio de Aarhus) y la situación actual del acceso a la justicia
en materia de medio ambiente ha de ser resuelta. Para ello, podrían adoptarse medidas que
ampliaran el acceso a procedimientos de revisión, sin que ello supusiera una avalancha de
recursos y el consiguiente colapso de la administración de justicia de la UE.
Esta propuesta se deriva de las sentencias del Tribunal General de 14 de junio de 2012555, y 
se refiere a la reconsideración de la definición del término “acto administrativo”, para
hacerla acorde al contenido del Convenio de Aarhus. Ese único cambio permitiría la
revisión de los actos administrativos en los que la Comisión aplica el derecho ambiental de
la Unión, que es precisamente lo que se pretendía en un inicio con el Reglamento Aarhus. 
Dado que, como se acaba de comentar, las barreras de acceso a la revisión se sitúan ahora
en el objeto del proceso, hecha esta modificación, y sin necesidad de ningún cambio más, 
quedaría diseñado un sistema, si no óptimo, al menos suficiente de acceso a la justicia.
Ya se argumentó, al hablar del objeto del proceso contemplado en el art. 9.3 CA, como la
potestad reglamentaria de la Administración quedaba dentro de los impugnables. Stec y 
Casey-Lefkowitz, señalan que el hecho de que el art. 8 CA se dedique especialmente a la
participación del público en la elaboración de disposiciones reglamentarias lleva a la
conclusión lógica de que dichas actividades no pueden ser consideradas de carácter 
legislativo556 (si lo fueran, no podrían entrar dentro del ámbito de aplicación del Convenio, 
que excluye a los órganos con funciones legislativas). Además, siguiendo con estos autores, 
554 Art. 3.3 TUE.
555 Sentencia del Tribunal General (Sala Séptima), asunto T-396/09, de 14 de junio de 2012. Vereniging 
Milieudefensie y Stichting Stop Luchtverontreiniging Utrecht contra Comisión Europea y Sentencia del
Tribunal General (Sala Séptima), asunto T-338/08, de 14 de junio de 2012. Stichting Natuur en Milieu y
Pesticide Action Network Europe contra Comisión Europea.
556 Ibídem, p. 35.
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la exclusión de los órganos legislativos se debe a que, en su calidad de representantes
electos, es más fácil que rindan cuentas ante los ciudadanos mediante el proceso 
electoral557. 
Ya se comentaron las dudas que suscita la anterior interpretación, pero en todo caso, y 
según se señaló, la letra del Convenio se refiere a “poderes legislativos” y no “normativos”, 
término este último más amplio y que englobaría tanto las leyes como los reglamentos. En 
este sentido, conviene recordar que uno de los objetivos del Convenio, expresado en el
preámbulo, es asegurar el acceso a la justicia, lo que necesariamente implica una
interpretación restrictiva de las excepciones a dicho acceso y debe considerarse, por tanto, 
que la potestad reglamentaria queda fuera de la excepción del art. 2.2 CA y, en 
consecuencia, dentro del ámbito de aplicación del art. 9.3 CA. Es más, en lo que se refiere
específicamente a la Unión Europea, la Guía de Aplicación del Convenio señala claramente
que “no debe considerarse que la Comisión actúa con “capacidad legislativa” en el
sentido establecido por el Convenio”558 . 
Parece claro, por tanto, que no puede considerarse que los actos de la Comisión quedan 
fuera del alcance del art. 9.3 y, de ser esto así, toda norma de rango inferior al Convenio 
que estableciera que los actos administrativos de la Comisión no pueden ser revisados, sería
ilegal. Esto es precisamente lo que ocurre, como señaló el Tribunal General, con el art. 
2.1.g del Reglamento Aarhus559. 
Recordemos como la primera propuesta de la Comisión contenía una definición de acción 
administrativa como “cualquier medida administrativa adoptada por una institución u 
organismo comunitario con arreglo al Derecho medioambiental que sea jurídicamente
vinculante y surta efecto externo”560. Dicha definición, mucho más amplia que la recogida
en la versión final del Reglamento, fue sin embargo criticada por la doctrina, tal y como se
557 Ibídem, p. 34.
558 STEC, S.; CASEY-LEFKOWITZ, S.: The Aarhus… Op. cit.: p. 34.
559 Sentencia del Tribunal General (Sala Séptima), asunto T-396/09, de 14 de junio de 2012. Vereniging 
Milieudefensie y Stichting Stop Luchtverontreiniging Utrecht contra Comisión Europea y Sentencia del
Tribunal General (Sala Séptima), asunto T-338/08, de 14 de junio de 2012. Stichting Natuur en Milieu y
Pesticide Action Network Europe contra Comisión Europea.
560 Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre el acceso a la justicia en materia de 
medio ambiente. 24 de octubre de 2003, COM(2003) 624 FINAL, art. 2.1.h.
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comentó al tratar el procedimiento legislativo que llevó a la aprobación de la norma. La
causa fundamental de esta crítica se debía a la ambigüedad de la definición, ya que el
concepto “medida administrativa” no estaba definido en ninguna otra norma y, además, en 
el momento de aprobación del Reglamento, el sistema de fuentes de la Unión no permitía
distinguir claramente los actos legislativos de los de carácter administrativo.
Sin embargo, esta ambigüedad ha quedado, al menos en parte, resuelta con la aprobación 
del Tratado de Lisboa, que ha aclarado el sistema de fuentes y la jerarquía entre las mismas. 
En efecto, los arts. 289 y ss. del TFUE recogen la definición de los actos legislativos, 
delegados y de ejecución. Al definir el art. 289 los actos legislativos como “aquellos que se 
adopten mediante procedimiento legislativo”, es claro que, por contraposición, el resto de
actos no son legislativos y, por tanto, deberían ser impugnables para cumplir con lo 
establecido en el art. 9.3 CA.
En consecuencia, resulta incoherente acudir a una definición de acto administrativo tan 
compleja como la del art. 2.1.g RA, ya que en el propio sistema de fuentes de la Unión se
ha especificado claramente qué es un acto legislativo y esta es la única excepción que cabe
(junto con los actos judiciales) a las posibilidades de recurso según el Convenio de Aarhus, 
aplicado mediante el Reglamento a las instituciones de la Unión.
Así pues, bastaría con mantener una definición de acto administrativo que incluyera los
actos delegados del art. 290 TFUE y los actos de ejecución del art. 291 TFUE. De este
modo, dichos actos podrían ser recurridos en revisión interna y eventualmente revisados
por el Tribunal.
El sistema así creado no necesita de modificación alguna de los Tratados (de hecho, supone
una aplicación más sencilla y coherente del TFUE). Establecería además un equilibrio entre
las posibilidades de recurso y las barreras de entrada a los procedimientos judiciales, 
evitando así una sobrecarga excesiva del Tribunal. 
En efecto, la Comisión continuaría revisando previamente los actos recurridos en revisión 
interna y, en virtud del diseño del procedimiento de revisión interna y de la jurisprudencia
del Tribunal, podría revisar la legitimación activa y la adecuación al objeto del recurso, sin 
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que ni la Comisión ni el Tribunal tuvieran que entrar en un primer momento en el fondo del
asunto. 
No obstante, al ampliarse el objeto del recurso, muchos de los actos en los que la Comisión 
actúa verdaderamente como órgano administrativo y en los que, según el propio TFUE, está
fuera del poder legislativo, sí que entrarían dentro del procedimiento de revisión interna y 
de un eventual procedimiento ante el Tribunal, tanto en el fondo como en la forma, como 
corresponde a una organización democrática y como pretende el Convenio de Aarhus.
Dada la difícil historia legislativa del Reglamento Aarhus, parece difícil que pueda lograrse
el consenso suficiente, en especial con los Estados miembros representados en el Consejo, 
para operar el cambio propuesto. No obstante, urge tomar medidas contra la situación 
actual, que supone una grave disfunción en el funcionamiento de la Unión, tanto en lo que
se refiere a las garantías de control de la actividad administrativa, como a la puesta en 
práctica de mecanismos que permitan “un nivel elevado de protección y mejora de la 
calidad del medio ambiente”561. 
561 Tratado de la Unión Europea, artículo 3.
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JURISPRUDENCIA
JURISPRUDENCIA	DEL	TRIBUNAL	EUROPEO	DE	DERECHOS	HUMANOS
Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 21 de febrero de 1975. Golder 
contra el Reino Unido.
Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 28 de mayo de 1985. Ashingdane
contra el Reino Unido.
Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 9 de diciembre de 1994. López
Ostra contra España.
Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 13 de julio de 1995. Tolstoy 
Miloslavsky contra Reino Unido.
Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 14 de noviembre de 2000. 
Annoni di Gussola y otros contra Francia.
Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 11 de octubre de 2001. 
Rodríguez Valín contra España.
Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 28 de octubre de 2003. Stone
Court Shipping Company S.A. contra España. 
Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 16 de noviembre de 2004 
Moreno Gómez contra España.
JURISPRUDENCIA	DEL	TRIBUNAL	DE	JUSTICIA	DE	LA	UNIÓN	EUROPEA
Debido a los cambios en la denominación de los órganos tras la entrada en vigor del
Tratado de Lisboa y para simplificar su búsqueda, se ordenan por fecha en una única 
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sección las sentencias y autos del Tribunal de Primera Instancia, el Tribunal General y el 
Tribunal de Justicia.
Sentencia del Tribunal de Justicia de 15 de julio de 1963, asunto 25/62, Plaumann & Co.
contra Comisión de la Comunidad Económica Europea.
Sentencia del Tribunal de Justicia de 18 de noviembre de 1970, asunto 15/70, Amadeo 
Chevalley contra Comisión de las Comunidades Europeas.
Sentencia del Tribunal de Justicia de 13 de mayo de 1971, asuntos acumulados 41/70, 
42/70, 43/70 y 44/70, International Fruit Company y otros contra Comisión de las
Comunidades Europeas.
Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, asunto 181/73, de 30 de
abril de 1974. Société de personnes à responsabilité limitée R. & V. Haegeman c. Reino de
Bélgica.
Sentencia del Tribunal de Justicia de 27 de marzo de 1980, asunto 61/79, Administrazione
delle Finanze dello Stato contra Denkavit Italiana Srl.
Sentencia del Tribunal de Justicia de 11 de noviembre de 1981, asunto 60/81. International
Business Machine Company contra Comisión de las Comunidades Europeas
Sentencia del Tribunal de Justicia de 2 de febrero de 1988, asuntos acumulados 67/85, 
68/85 y 70/85, Kwekerij Gebroeders Van der Kooy BV y otros contra Comisión de las
Comunidades Europeas.
Sentencia del Tribunal de justicia de 26 de abril de 1988, asunto 207/86, Asociación 
Profesional de Empresarios de Pesca Comunitarios (Apesco) contra Comisión de las
Comunidades Europeas.
Sentencia del Tribunal de Justicia de 22 de junio de 1989, asunto 70/87, Fédération de
l’industrie de l’huilerie de la CEE contra Comisión de las Comunidades Europeas. 
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Auto del Tribunal de Primera Instancia de 9 de agosto de 1995 (asunto T-585/93). Stichting 
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Sentencia del Tribunal de Justicia de 26 de noviembre de 1996 (C-68/95), T. Port GmbH & 
Co. KH contra Bundesanstalt für Landwirtschaft und Enrährung. 
Auto del Tribunal de Primera Instancia de 30 de septiembre de 1997, asunto T-122/96, 
Federazione nazionale del commercio oleario contra Comisión de las Comunidades
Europeas.
Sentencia del Tribunal de Justicia de 5 de mayo de 1998, asunto C-386/96-P, Societé Louis 
Dreyfus et Cie contra Comisión de las Comunidades Europeas.
Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, asunto C-53/96, de 16 de
junio de 1998. Hermès International c. FHT Marketing Choice.
Sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 3 de junio de 1999, asunto T-17/30, TF1 
contra Comisión de las Comunidades Europeas.
Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, asunto C-300/98, de 14 de
diciembre de 2000. Parfums Christian Dior SA c. TUK Consultancy BV.
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Auto del Tribunal de Primera Instancia de 24 de enero de 2001, asuntos acumulados T-
112/00 y T-122/00, Iberotam y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas.
Sentencia del Tribunal de Primera Instancia, de 3 de mayo de 2002, asunto T-177/01,, Jegó-
Quéré et Cie. S.A. contra Comisión de las Comunidades Europeas.
Auto del Tribunal de Primera Instancia, asunto T-142/03, de 16 de febrero de 2005. Fost
Plus VZW contra Comisión de las Comunidades Europeas.
Sentencia del Tribunal de Primera Instancia, de 21 de septiembre de 2005; asunto T-
306/01, Ahmed Ali Yusuf contra Consejo de la Unión Europea y Comisión de las
Comunidades Europeas. 
Sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 21 de septiembre de 2005, asunto T-315/01, 
Yassin Abdullah Kadi contra Consejo de la Unión Europea y Comisión de las
Comunidades Europeas.
Auto del Tribunal de Primera Instancia de 28 de noviembre de 2005, asuntos acumulados
T-236/04 y T-241/04, European Environmental Bureau y Stichting Natuur en Milieu contra
Comisión de las Comunidades Europeas.
Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (Gran Sala), asunto C-
459/03, de 30 de mayo de 2006. Comisión de las Comunidades Europeas contra República
de Irlanda.
Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 19 de mayo de 2009 (asunto C-531/06), 
Comisión de las Comunidades Europeas contra República Italiana.
Sentencia del Tribunal de Justicia, asunto C-279/09, de 22 de diciembre de 2010, DEB 
Deutsche Energiehandels- und Beratungsgesellschaft mbH contra República Federal
Alemana.
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Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala), asunto C-240/09, de 8 de marzo de 2011. 
Lesoochranárske zoskupenie contra Ministerstvo životného prostredia Slovenskej
republiky.
Sentencia del Tribunal de Justicia (sala cuarta), asunto C-115/09, de 12 de mayo de 2011. 
Bund für Umwelt und Naturschutz Deutschland, Landesverband Nordrhein-Westfalen eV 
contra Bezirksregierung Arnsberg.
Auto del Tribunal General de 6 de septiembre de 2011, asunto T-18/10, Inuit Tapiriit
Kanatami y otros, contra Parlamento Europeo y Consejo de la Unión Europea.
Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala), asunto C-128/09, de 18 de octubre de 2011. 
Antoine Boxus y otros contra Région wallonne.
Sentencia del Tribunal General (Sala Séptima), asunto T-396/09, de 14 de junio de 2012. 
Vereniging Milieudefensie y Stichting Stop Luchtverontreiniging Utrecht contra Comisión 
Europea.
Sentencia del Tribunal General (Sala Séptima), asunto T-338/08, de 14 de junio de 2012. 
Stichting Natuur en Milieu y Pesticide Action Network Europe contra Comisión Europea.
Sentencia del Tribunal de Justicia (gran Sala) de 13 de enero de 2015, asuntos acumulados
C-401/12P a C-403/12P y Sentencia del Tribunal de Justicia (gran Sala) de 13 de enero de
2015, asuntos acumulados C-404/12P y C-405/12P. 
Orden del Tribunal General, de 17 de julio de 2015, asunto T-565/14, European 
Environmental Buerau contra Comisión Europea.
Sentencia del Tribunal General (Sala Quinta), asunto T-177/13, de 15 de diciembre de
2016. TestBioTech eV y otros contra Comisión Europea.
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RESPUESTAS ESCRITAS DE	 LA	 COMISIÓN	 EUROPEA	 A	 LAS SOLICITUDES DE	
REVISIÓN	INTERNA	REGULADAS POR	EL REGLAMENTO AARHUS.
Respuesta escrita de 26 de mayo de 2008 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Justice & Environment el 3 de diciembre de 2007. 
Respuesta escrita de 21 de abril de 2009 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Natur en Milieu el 21 de enero de 2009. 
Respuesta escrita de 6 de julio de 2010 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Justice & Environment el 14 de abril de 2010. 
Respuesta escrita de 1 de marzo de 2011 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Pesticide Action Network y Greenpeace Países Bajos el 20 de diciembre de 2010.
Respuesta escrita de 9 de marzo de 2012 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Pesticide Action Network el 21 de diciembre de 2011.
Respuesta escrita de 16 de agosto de 2012 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Mouvement pour les droits et le respect des générations futures el 7 de junio de 2012.
Respuesta escrita de 26 de octubre de 2012 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Pesticide Action Network Europe, Générations Futures y ClientEarth el 13 de agosto de
2012. 
Respuesta escrita de 8 de enero de 2013 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Test BioTech el 16 de noviembre de 2012. 
Respuesta escrita de 6 de agosto de 2013 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Pesticide Action Network Europe el 29 de mayo de 2013. 
Respuesta escrita de 4 de abril de 2014 a la solicitud de revisión interna presentada por 
European Environmental Bureau el 7 de enero de 2014.
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 Respuesta escrita de 12 de junio de 2014 a la solicitud de revisión interna presentada por 
European Environmental Bureau y Health and Environment Alliance el 1 de abril de 2014.
 Respuesta escrita de 11 de julio de 2014 a la solicitud de revisión interna presentada por 
European Environmental Bureau, Health and Environment Alliance y Frank Bold Society 
el 14 de mayo de 2014. 
Respuesta escrita de 31 de julio de 2014 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Client Earth el 5 de junio de 2014.
Respuesta escrita de 26 de mayo de 2015 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Gene Watch y Test BioTech el 29 de mayo de 2015.
Respuesta escrita de 15 de junio de 2015 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Greenpeace Europe el 12 de octubre de 2015.
Respuesta escrita de 7 de julio de 2015 a la solicitud de revisión interna presentada por 
European Environmental Bureau y Frank Bold Society el 14 de mayo de 2015.
Respuesta escrita de 18 de septiembre de 2015 a la solicitud de revisión interna presentada
por Instituto Internacional de Derecho y Medio Ambiente y Greenpeace España el 10 de
julio de 2014.
Respuesta escrita de 8 de febrero de 2016 a la solicitud de revisión interna presentada por 
Justice & Environment el 9 de junio de 2015.
Respuesta escrita de 7 de diciembre de 2016 a la solicitud de revisión interna presentada
por Client Earth el 2 de agosto de 2016. 
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